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Este libro contiene un conjunto de trabajos que respondieron a la con-
vocatoria realizada por el Programa CLACSO-CROP de estudios sobre 
pobreza en América Latina y el Caribe, conjuntamente con el Centro de 
Estudios y Promoción del Desarrollo (DESCO), y fueron discutidos en 
un seminario internacional que se realizó entre el 15 y el 17 de octubre 
de 2008, en Lima, Perú. El objetivo de la reunión era “contribuir, desde 
una perspectiva crítica y multidisciplinaria, a mejorar el entendimiento 
de las condiciones que permiten la retroalimentación del círculo vicio-
so pobreza-desigualdad que favorece la reproducción de estos fenóme-
nos sociales”.
La perspectiva central del Seminario “Producción de Pobreza en 
América Latina y el Caribe” apuntó a avanzar en contra de la pretendi-
da neutralidad científica implícita en las descripciones y explicaciones 
causales de la pobreza, colocando en un primer plano la noción de su 
“construcción” o “producción/reproducción” para, de esta manera, abrir 
el debate en torno a la dimensión ética del fenómeno. Asumiendo que 
se trata de una problemática compleja, en la que intervienen diferentes 
factores históricos, económicos, sociales, políticos, culturales y étnicos, 
por lo que puede ser analizada desde diferentes perspectivas disciplina-
rias y en distintos planos espaciales y temporales, el seminario consti-
tuyó también una invitación a problematizar distintas cuestiones acerca 
de la medición de la pobreza y de sus dimensiones de análisis: carencia, 
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desigualdad, relaciones de poder, actores e instituciones. En efecto, en 
la mayoría de los países en desarrollo la medición de la pobreza se ha 
convertido en una tarea importante. Ha sido impulsada dentro de las 
agendas gubernamentales, tanto por una serie de organismos interna-
cionales como el Banco Mundial (BM), como por los diversos organis-
mos de la ONU, y, específicamente para América Latina, por la CEPAL. 
Ahora bien, esta tarea ha generado múltiples perspectivas de medición. 
En el caso del BM, por ejemplo, se ha favorecido un umbral de medición 
muy bajo, de dos dólares per cápita como línea de pobreza extrema, lo 
cual, a pesar de tener como base dólares estandarizados, genera proble-
mas de comparabilidad entre países con economías heterogéneas y con 
diversos grados de desarrollo. 
La línea de pobreza del BM, por tanto, tiende a subestimar la po-
breza y en todo caso el dato representa sólo a un sector de la población 
en una situación de carencia extrema. En cambio, los métodos de canas-
ta básica o de línea de pobreza utilizados por la CEPAL pueden expresar 
una franja de pobreza más amplia, pues la metodología de medición in-
corpora dimensiones de exclusión, por lo que su multidimensionalidad 
le otorga mayor capacidad heurística. Otra de sus ventajas comparativas 
es que presenta datos en series históricas.
En algunos casos, como en México, la medición de la pobreza 
pasa a institucionalizarse, entonces la producción del dato de pobreza 
se convierte en un discurso de Estado que desplaza del debate acadé-
mico y público la cuestión de las diferentes formas de desigualdad y 
violencia existentes en la sociedad. Es decir, el dato de pobreza tiene un 
efecto de invisibilización de un debate en torno a la justicia social, con-
virtiéndose en un discurso que tiende a la legitimación de las políticas 
de lucha contra la pobreza, por lo que en algunos casos pierde legitimi-
dad científica y asume la característica de un discurso ideologizado. 
Durante décadas los estudios en torno a la pobreza y su medición 
han construido una concepción de este fenómeno en donde lo impor-
tante es construir el dato de pobreza, es decir, señalar umbrales cuanti-
tativos que describan la carencia en términos de magnitud poblacional 
y profundidad en cuanto a su severidad. Si bien una idea recurrente es 
definir la pobreza como carencia de recursos económicos, ha surgido 
toda una discusión sobre la multidimensionalidad de la carencia, por 
lo que hoy en día se habla de pobreza económica, pero de igual forma 
de pobreza de educación, alimentaria, entre otras muchas dimensiones 
de la carencia. Esta discusión ha generado una complejización de la 
medición, pero al mismo tiempo una ambigüedad en torno a la idea de 
pobreza, sobre todo porque muchas veces este tipo de planteamientos 
puede generar una percepción en torno a lo necesario para la sobre-
vivencia, sin realizar una distinción entre los procesos de acceso al 
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ingreso y el patrimonio con respecto a los procesos sociales de exclu-
sión y discriminación, fenómenos que tienen efectos diferenciados en el 
bienestar de las personas y las familias. Si bien el debate en torno a la 
medición de la pobreza ha producido un sistema de relaciones causales 
que la explica, todavía falta mucho por entender de qué manera las va-
riables implícitas en la definición y medición de la pobreza funcionan 
en la vida cotidiana de las personas y colectivos sociales, es decir, cómo 
construyen la acción social. 
La posible politización y, en este sentido, la cosificación del dato 
de pobreza, insertan el fenómeno en un orden estadístico, es decir, lo 
cosifican como un dato supuestamente científico, libre de valores e im-
parcial, pero que no tiene referencia con la realidad, en la medida en 
que consiste en una construcción que tiene dificultades para expresar 
la carencia como proceso histórico y social. De esta manera, el dato de 
pobreza representa una magnitud estadísticamente probable, pero no 
tiene capacidad explicativa desde un punto de vista sociológico e histó-
rico. Es decir, no ofrece la posibilidad de dar cuenta de qué manera se 
produce y reproduce la pobreza derivada de una serie de relaciones eco-
nómicas y sociales entre grupos sociales, clases e individuos situados 
en espacio y tiempo histórico específico. Y, quizá lo más importante, 
no permite responder a las preguntas de qué efectos tiene la pobreza 
en términos de los sujetos y cómo éstos construyen sus instituciones 
sociales y económicas, de qué manera determina su vida cotidiana y 
cómo producen relaciones de poder-dominación, y cuál es la respuesta 
de esos sujetos ante estas situaciones. El problema del dato empírico 
de pobreza es que la carencia, en cualquiera de sus dimensiones, no se 
encuentra conectada a su sistema de relaciones históricas, económicas 
y sociales que le dan sentido. 
La carencia es producida por sujetos históricos, por lo que si bien 
es un dato de llegada económica, también hay que considerar que éste 
es producto de un complejo proceso de relaciones sociales, en donde las 
variables de clase, raza, edad, sexo e, incluso, región son determinantes 
del resultado, en la medida en que toda relación social y económica im-
plica relaciones de poder-dominación que las hacen posibles. La caren-
cia y, más concretamente, las desigualdades sociales que la habilitan 
significa la existencia de sistemas sociales y económicos entramados en 
dimensiones históricas de sentido. La carencia social y económica no es 
más que el resultado de una serie de relaciones sociales y económicas 
determinadas por la desigualdad y la violencia que está implicada como 
realización histórica de los sujetos sociales. Las relaciones de poder im-
plícitas en la producción social de la carencia son las coordenadas que 
determinan y explican la profundidad y sentido social de la carencia 
misma como sistema social, es decir, de nueva cuenta como estructura 
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de relaciones. Esto implica que si se quiere conocer el sentido de la po-
breza, no como orden estadístico, sino como proceso histórico-social, 
es necesario desdoblar su realidad desde diversos planos relacionales 
y de sentido histórico.
Como realidad producto de relaciones sociales, la carencia es 
resultado de relaciones estructurales en un sentido literal, pero tam-
bién de un sistema de relaciones inmediatas o de interacción, o sea, 
su producción está situada en la vida cotidiana de los sujetos sociales, 
tanto individuales como colectivos. En el primer caso, implica una serie 
de determinantes supraindividuales, tales como el mercado y el Estado 
y, en el segundo, supone una situación dentro de las instituciones, es 
decir, allí donde las relaciones de poder-dominación configuran siste-
mas de desigualdad que funcionan como estructurantes de la acción 
social. En cierta manera, las desigualdades se convierten en reglas de 
acción social que configuran las instituciones y las organizaciones en 
un sentido amplio.
Cuando hablamos de reproducción de la pobreza, hacemos refe-
rencia a un proceso de acción social en el que participan sujetos acti-
vos. Esto significa que dichos sujetos se asumen dentro de un sistema 
de dominación, el cual adquiere un sentido polivalente, no del todo 
determinado de una vez por todas, ya que los sujetos, en principio, son 
activos y reflexivos. Bajo este supuesto sociológico, entonces, es posible 
que ante las situaciones de dominación les sean consustanciales accio-
nes de negociación, es decir, en las que es posible un margen de manio-
bra, negociación, creación de movimientos estratégicos, construcción 
de principios de autonomía y ejercicio de la misma, pero también, de 
subordinación, integración, avasallamiento y explotación. Reconocer 
esto es importante, ya que de lo contrario la pobreza podría ser en-
tendida como un sistema social de parálisis o de no praxis de los así 
denominados pobres, de no politicidad, en donde se corre el riesgo de 
que la pobreza adquiera e imponga un sentido de discurso ideológico: 
la no posibilidad de praxis política de los más desaventajados, lo que 
implicaría su producción discursiva como objetos.
Continuando con estas ideas, los trabajos que siguen a continua-
ción desdoblan el sentido de la pobreza como carencia, es decir, presen-
tan múltiples situaciones de pobreza y de cómo se vive en un horizonte 
histórico y social específico, dentro de categorías significativas como la 
de clase, género, espacio regional, etnias, entre otras. 
En primer lugar, aparecen textos que explican y exponen la po-
breza como sistema de vida o más exactamente como mundo de vida, 
en donde las situaciones de carencia modelan la percepción de los suje-
tos, pero de igual manera contribuyen a generar conductas concretas a 
la vez que sistemas de relaciones sociales de poder y dominación. Aquí, 
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las categorías de clase y de género, pero también la de ciudadanía, ad-
quieren relevancia y contenido desde el punto de vista relacional de la 
pobreza o de la situación de carencia y violencia. 
En seguida se exponen trabajos que conjugan los planos estruc-
turales con el de las relaciones sociales en el mundo de la vida, donde 
los primeros aparecen concretizadas como instituciones y reglas de 
acción. Algunas veces estas instituciones son impuestas por el Estado 
a través de sus políticas públicas, generando respuestas alternativas y 
dinámicas por parte de los sujetos, mientras que en otras ocasiones, las 
reglas de acción social son elaboradas por los mismos sujetos y usadas 
como recursos de acción política. También se muestran situaciones en 
las que las instituciones aparecen como productoras de desigualdades, 
así como de diversas formas o manifestaciones de violencia.
Finalmente, hay una serie de textos que adquieren un tono expli-
cativo, en donde los factores estructurales, especialmente político-eco-
nómicos (como lo son los proyectos de gobierno articulados a tendencias 
propias de la globalización), aparecen como variables explicativas de 
grandes procesos de empobrecimiento, explotación, exclusión y discri-
minación, dentro de circuitos sociales y económicos más amplios. 
La sección denominada Reproducción de la pobreza y vida co-
tidiana se inicia con el texto de Rosana Soares Campos (Brasil), que 
constituye un aporte respecto a la vida cotidiana signada por la pobreza 
en las ciudades latinoamericanas. Se centra especialmente en el trabajo 
precario femenino representado por las vendedoras ambulantes (las 
mujeres camelôs) de Porto Alegre, Brasil, y la reproducción de la po-
breza. El estudio se inserta en el marco general de la implementación 
de las políticas neoliberales de la década de 1990, especialmente en lo 
que respecta a las políticas salariales y el desregulamiento del mercado 
laboral, con las consecuencias de fuerte desempleo, feminización labo-
ral (con mayor intensidad en las ocupaciones precarias) y expansión 
masiva del mercado de trabajo informal. De este modo, muestra un 
aspecto interesante del proceso de empobrecimiento que ha afectado 
profundamente también a las ciudades de América Latina. Sobre la 
base de un estudio cuantitativo, y tomando como categorías de aná-
lisis trabajo y pobreza, la autora nos va mostrando, con el apoyo de 
herramientas teóricas y de datos estadísticos, estos procesos generales 
en los cuales puede comprenderse la situación de las mujeres que rea-
lizan ventas callejeras en la ciudad. Si bien no se trata de un universo 
homogéneo, pues se distinguen diversas categorías en este grupo, es 
posible ver cómo todas ellas están afectadas por una suerte de círculo 
vicioso de la pobreza: la precarización laboral extrema, que transforma 
el trabajo en vulnerable e inestable, que dan lugar a ocupaciones que 
son tomadas por personas pobres y de baja escolaridad, presentan altos 
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niveles de explotación y de jerarquización, lo cual genera un espiral de 
pobreza del que es muy difícil prever una salida.
El trabajo de Carlos Alvarado Cantero (Costa Rica) hace un acer-
camiento cualitativo al sistema de relaciones sociales que se tejen entre 
la masculinidad y la pobreza, tomando el caso de pescadores de una 
zona turística en Costa Rica. Si bien los estudios de género han tomado 
un importante impulso en los últimos años, son pocos los dedicados a la 
masculinidad. El trabajo, nos dice el autor, “devela que la pobreza repre-
senta un mundo de vida complejo, con múltiples dimensiones y que, en 
el caso de los pescadores, se ven atrapados por un sistema de desventajas 
de todo tipo, es entonces cuando su masculinidad, como forma subjetiva 
de entenderse socialmente, funciona como herramienta para sobrevivir 
sin importar los costos y los riesgos que esto implica”. Alvarado Cantero 
encuentra que las duras condiciones económicas en las que nacen y 
viven los pescadores en Costa Rica determinan una cultura patriarcal 
de la cual es difícil salir. Esta cultura se convierte en un mecanismo 
de sobrevivencia para ellos, pero en donde las formas de violencia y 
de riesgo son una constante, lo que lleva a los pescadores a poner en 
marcha conductas autodestructivas, tanto a nivel de salud física como 
emocional: “el desarrollo de prácticas riesgosas relacionadas con la vida 
de mar, como la pesca ilegal, el tráfico de estupefacientes y la piratería, y 
de prácticas cotidianas autodestructivas como el abuso de licor, el ejer-
cicio de la violencia y las relaciones sexuales de riesgo”. El texto permite 
observar la precariedad social no sólo como una situación económica 
sino también como una situación en donde cultura, subjetividad y rela-
ciones de género son determinantes para comprender la reproducción 
de la pobreza y las formas de violencia que le son circunstanciales. En 
este sentido, se trata de un trabajo novedoso por la temática y que aporta 
otra mirada a la cuestión de la carencia económica y de la explotación.
El texto de Mayarí Castillo Gallardo (Chile) realiza una original 
lectura de los procesos de reproducción de la pobreza, estudiando la 
relación existente entre cambio estructural y construcción de identida-
des políticas en los trabajadores ubicados en la base de la estructura 
ocupacional. Analiza los efectos que sobre dicha construcción tienen 
las modificaciones operadas en el mundo del trabajo en los últimos 
treinta años en la ciudad de Santiago de Chile, centra el análisis en el 
tránsito de los trabajadores calificados del sector primario y secunda-
rio al sector no calificado de servicios. Al poner la mirada en los cam-
bios en el mundo del trabajo, Mayarí Castillo enfatiza la necesidad de 
que los estudios de pobreza logren visibilizar a aquella población que 
se encuentra en el límite de la definición de clase y que está en situacio-
nes de creciente vulnerabilidad, como es el caso de los trabajadores no 
calificados del sector servicios.
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La sección Reproducción de la pobreza, relaciones de poder y es-
tructuras institucionales se inicia con el trabajo de Alicia B. Gutiérrez 
(Argentina). Allí se exponen las líneas generales de una propuesta de 
análisis relacional para los estudios de la pobreza, que ha sido cons-
truida por la autora a partir de discusiones teórico-metodológicas y de 
investigaciones empíricas propias. La propuesta consiste en la cons-
trucción de un conjunto de herramientas de abordaje que permitan 
analizar todas las dimensiones del fenómeno, tomando como eje cen-
tral el contexto de la reproducción de la sociedad en su totalidad y 
de sus mecanismos de dominación. Es decir, habilita el estudio de la 
producción y reproducción de las situaciones de pobreza de manera 
articulada con aquellas que son de riqueza o, al menos, de no-pobreza. 
Alicia Gutiérrez propone una lectura crítica de la noción de pobreza, 
de la perspectiva de análisis de la marginalidad, del enfoque de las 
estrategias y del abordaje en términos de vulnerabilidad social. Parte 
del concepto de estrategias de reproducción social, subraya el carácter 
relacional en todos sus aspectos (materiales y simbólicos, estructurales 
e históricos, ligados a las condiciones objetivas y a las potencialidades 
de los agentes), hace hincapié en los recursos (objetivos e incorporados) 
de la pobreza, especialmente en el capital social, y señala las potencia-
lidades analíticas de cada una de estas categorías.
El trabajo de Jorge Arzate Salgado (México) realiza un ejercicio 
de distanciamiento con los marcos teóricos convencionales en torno a 
la pobreza, por lo que, desde una teoría de las desigualdades sociales 
y económicas, analiza los procesos de reproducción de la pobreza. Ex-
pone tres procesos diferenciados de cómo en el México contemporáneo 
la acción gubernamental de lucha contra la pobreza extrema produce y 
reproduce pobreza al potenciar, generar y crear diversos sistemas cau-
sales de desigualdad. Analiza el sistema institucional del bienestar, es 
decir, las características del sistema de instituciones para el bienestar.
 Los mecanismos e instrumentos de medición o metadiseño 
científico-normativo de las políticas de lucha contra la pobreza extrema, 
o sea, el papel de las políticas de evaluación de las políticas sociales. Y 
la acción gubernamental y capacidad para transformar la estructura de 
las desigualdades, es decir, las características del los principales progra-
mas compensatorios de lucha contra la pobreza extrema en México. 
Termina esta sección del libro el texto de María Mercedes Di 
Virgilio (Argentina), donde se hace una revisión de los múltiples efec-
tos microsociológicos producidos de manera transversal por los pro-
gramas sociales de vivienda y hábitat en la zona metropolitana de la 
Ciudad de Buenos Aires. Parte del supuesto de que “las políticas y pro-
gramas sociales que se implementan a nivel territorial […] producen 
importantes marcas en la vida cotidiana de las familias de sectores 
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populares y en su hábitat en tanto que contribuyen a definir estructuras 
de oportunidades para dar respuesta a los requerimientos de su vida 
cotidiana”. En este sentido, el trabajo recorre una serie de experiencias 
distintas de cómo se constituye socialmente la relación entre sociedad 
y Estado, relación que no es lineal, que no está dada de una vez por 
todas. Se trata más bien de fenómenos heterogéneos, en los que cada 
experiencia produce formas de sociedad y de capital social específicos, 
que van desde posiciones débiles en términos de autonomía social a 
situaciones en las que existe un importante capital social. La autora nos 
agrega al respecto: “En cada uno de estos barrios y localizaciones se 
pueden observar algunas de las marcas que han dejado las diferentes 
y múltiples intervenciones sociales del Estado y que colaboran en la 
configuración de las oportunidades y de las restricciones que facilitan 
(o limitan) los procesos de movilidad socioterritoriales. Estas marcas, 
que pueden observarse a nivel territorial, ponen en evidencia algunas 
de las oportunidades (y de los apremios) que limitan y/o hacen posible 
diversas acciones de los hogares orientadas a satisfacer sus expectati-
vas y necesidades cotidianas.” Esta microsociología de la ciudad plan-
teada por Di Virgilio permite comprender los procesos de construcción 
de clase en relación con el espacio y su socialidad frente al Estado y sus 
acciones, así como de cara al mercado: “las urbanizaciones populares 
padecen importantes déficits en materia de calidad constructiva y di-
mensiones de las viviendas, condiciones de hacinamiento, seguridad 
dominial, equipamiento social, etc. Sin embargo, cada barrio define 
coordenadas específicas en relación a los beneficios de la centralidad.” 
Desde esta perspectiva, la reproducción de la pobreza, nos dice, depen-
de de “la intersección entre los recursos que la intervención habilita, 
las características preexistentes del territorio sobre el cual la acción 
se desarrolla y el tipo de relaciones y dinámicas sociales a las inter-
venciones que apelan y/o pretenden generar”. Este texto es valioso en 
la medida que se niega a dar fórmulas dadas para definir la relación 
ciudad, clase y Estado.
La tercera sección del libro, Reproducción de la pobreza y mar-
cos sistémicos, se inicia con el texto de Flavio Gaitán (Argentina) que 
plantea un sistema de relaciones histórico estructurales que permiten 
comprender los procesos de reproducción de la pobreza desde una lec-
tura descentrada de este concepto, es decir, poniendo énfasis en la de-
sigualdad en tanto sistema explicativo y estructural de la persistencia 
de la pobreza. En primer lugar, el autor presenta el marco teórico que 
sustenta el trabajo y un breve resumen de los ejes que constituyen el 
actual modelo de desarrollo en formación, remarcando los quiebres y 
continuidades respecto del estructuralismo cepalino y de las políticas 
neoliberales. Luego realiza una presentación descriptiva de la relación 
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entre pobreza y desigualdad en Sudamérica, para, a continuación, ex-
plorar someramente una serie de variables causales de la persistencia 
de la desigualdad: la constitución del gasto público, la inversión en po-
líticas sociales, la disociación entre políticas sociales y económicas y el 
mercado de trabajo. Finalmente, Flavio Gaitán subraya la necesidad de 
quebrar la lógica de naturalización del statu quo económico, político y 
social, como así también de superar el enfoque asistencialista de la po-
breza, y de sostener un paradigma de desarrollo que contemple nuevas 
prioridades en la orientación de las políticas públicas.
Continúa el trabajo de Patrick Wöhrle Guimarães (Brasil) que 
se centra en una cuestión fundamental de la economía brasileña: las 
relaciones que pueden establecerse entre el crecimiento económico, la 
distribución de la renta y la pobreza. Sobre la base de un enfoque cuan-
titativo y económico, el autor analiza el período comprendido entre 
1995 y 2005 y toma como fuente de información fundamental la prin-
cipal encuesta de hogares brasileña: la Pesquisa Nacional por Amostra 
de Domicílios (PNAD). Haciendo una sólida crítica a otros estudios que 
analizan la relación entre distribución de renta y pobreza en Brasil, el 
autor propone una aproximación al problema, teniendo en cuenta tres 
modelos: uno de ellos relaciona las variaciones en los indicadores de 
pobreza y los principales componentes que responden a esa variación 
(modelo de descomposición); otro, simula los efectos de la variación de 
la renta y de los indicadores de concentración sobre el nivel de pobreza 
(modelo de elasticidad) y, finalmente, un modelo que asocia las relacio-
nes entre concentración de renta y crecimiento económico en el estrato 
de renta más alto (el 1% más rico). A través de un riguroso y complejo 
estudio, el autor nos muestra que Brasil aún tenía en el año 2005 cerca 
del 32,8% de la población que vive en la pobreza: ello significa que la 
reducción conquistada con el advenimiento del Plan Real en 1994 se ha 
consolidado, pero no se han ampliado sus efectos. Los resultados de la 
combinación de los tres modelos tomados muestran que la reducción 
de la pobreza sería mucho más fácil si se pudiera disminuir la concen-
tración de la renta, en la medida en que el efecto potencial de la redis-
tribución es mayor que el del crecimiento económico analizado.
Luego, el texto de Melissa Salgado (El Salvador) se centra en el 
análisis del escenario que resulta de una nueva configuración laboral 
como factor determinante de la reproducción de la pobreza en El Sal-
vador. Enfocado especialmente desde perspectivas cuantitativas y eco-
nómicas, el estudio se inserta en el período inmediatamente posterior 
a la finalización del conflicto armado que envolvió al país durante doce 
años. Apelando a un interesante conjunto de información estadística, la 
autora cuestiona fuertemente el argumento central de las políticas eco-
nómicas implementadas a partir de 1992, que sostenían el desarrollo 
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económico a través del comercio exterior, el fortalecimiento del sector 
productor de los bienes transables –manufactura especialmente– que, 
absorbiendo la mayor cantidad de mano de obra, se constituiría en el 
pivote dinamizador de la economía salvadoreña. Al contrario, se ob-
serva una persistencia del déficit de la balanza comercial y la escasa 
demanda de bienes de capital, lo que indica que las importaciones no 
cumplen la función esperada de formación bruta de capital, inversión, 
transferencia de tecnología, etc. A ello se suma la disminución de los 
salarios (concebidos como costos de producción), la absorción de la 
mano de obra en el sector informal, especialmente de mano de obra 
femenina, con bajo nivel de educación y proveniente de zonas rurales. 
Todos estos elementos dibujan una situación para nada alentadora, que 
vincula estrechamente la “nueva configuración laboral” con la repro-
ducción de la pobreza en este país.
El trabajo de Gabriela Canedo Vásquez (Bolivia) constituye un 
aporte para la comprensión de las condiciones particulares que asume 
la pobreza en las zonas rurales de la región. Esta situación, que afecta 
particularmente a los indígenas, está vinculada fundamentalmente con 
los problemas de tenencia de la tierra, el despojo que secularmente han 
sufrido y el papel del Estado en la producción y sostenimiento de tal 
situación. El estudio se centra en Bolivia, específicamente en las Tierras 
Bajas, que comprende más de la mitad del territorio nacional, donde la 
acumulación de la tierra en pocas manos está más generalizada: allí se 
encuentran los suelos aptos para actividades tales como la agricultura 
y la ganadería, lo que explica la lucha de distintos grupos de actores so-
ciales por la apropiación de este recurso. A partir de la Reforma Agraria 
de 1953 y luego la ley INRA de 1996, la autora muestra el papel funda-
mental que en este proceso de concentración ha llevado a cabo el Esta-
do, y dentro de él, especialmente ciertos Gobiernos y funcionarios. La 
distribución desigual de fuerzas, sumada a mecanismos de corrupción 
y de clientelismo, hacen visible aquí la relación entre disponibilidad de 
tierras y pobreza: ante el avasallamiento de sus derechos, los distintos 
grupos indígenas, dedicados a la agricultura en pequeña escala y a la 
cría de animales para consumo familiar, se ven condenados a una si-
tuación de pobreza que se reproduce y acrecienta cada vez más.
Finaliza esta sección y el libro, el texto de Mercedes Donato 
Biocca (Argentina) quien presenta un estudio sobre el modelo sojero 
de agricultura industrial en el Chaco argentino y su relación con la 
producción de pobreza en el campo y la ciudad. Si bien la intensifica-
ción de la agricultura industrial se representa como un hecho econó-
mico exitoso para un país como Argentina, parece que no lo es tanto 
desde el punto de vista de sus consecuencias sociales, pues de forma 
paradójica los ingresos por exportación de soja no significan una me-
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jor forma de vida para la mayoría de los habitantes de las regiones 
productoras, sino todo lo contrario. Lo que esta autora encuentra es 
que el “boom sojero profundizó un proceso productor de pobreza que 
dejó a grandes fracciones de la población empobrecidas y excluidas”. 
Esto se explica por las características del modelo, el cual tiende a la 
concentración de los bienes productivos, la propiedad, la producción 
y el ingreso. Por su parte, la tecnificación intensiva implica el reque-
rimiento de poca mano de obra, además de tener efectos importantes 
en detrimento del medio ambiente. Por todo ello, el modelo sojero de 
agricultura industrial para la exportación funciona como un sistema 
estructural que genera riqueza para algunas clases sociales y excluye 
al resto, cuyo efecto es la migración hacia la ciudad de la población 
remanente del modelo. Además de las desventajas en términos de re-
producción de la pobreza, este modelo no contribuye a la producción 
de alimentos básicos, por lo que tiende a la dependencia alimentaria 
y coloca al país en una situación desventajosa frente a los mercados 
internacionales, que fijan el precio de la soja en relación con las con-
diciones del mercado. Este tipo de trabajo pone un acento crítico a las 
versiones que ven los modelos agroindustriales de exportación como 
una salida viable de la pobreza para los países emergentes, sin pensar 
en sus efectos sociales.
Este conjunto de trabajos presenta una versión de lo que es la re-
producción de la pobreza, en el sentido de que la pobreza es descentra-
da de su orden estadístico y colocada como referencia de un sistema de 
relaciones sociales y estructuras económicas, en donde dicho sistema 
se encuentra situado histórica y socialmente. Desde esta perspectiva, 
los actores aparecen no sólo como reproductores pasivos de las situa-
ciones de carencia, sino como sujetos activos que construyen su con-
texto sociohistórico a la vez que lo viven y se ven influidos por él. Esta 
capacidad de praxis supone la existencia de un sistema de relaciones de 
poder-dominación y por ello implica, la mayoría de las veces, respues-
tas que generan contextos violentos que se constituyen, por desgracia, 
en nuevos determinantes de las situaciones de carencia material y del 
sistema de desigualdades sociales y económicas que acompañan la si-
tuación de pobreza. 
Estos textos dan sentido a la pobreza como dato y, por ello, van 
más allá de una dimensión instrumental del dato. Vale destacar que 
cada uno de ellos es, al mismo tiempo, una propuesta metodológica, 
teórica y normativa que da luz sobre eso que denominamos reproduc-
ción de la pobreza. Cada caso es una apuesta original y todos están 
normativamente comprometidos con la sociedad: son críticos frente a 
la perpetuación de la pobreza y su sistema de poder-dominación que la 
hace posible como ciclo histórico.

i. RepRoducción 
de la pobReza 




Os anos noventa foram perversos para os trabalhadores brasileiros. O 
mercado de trabalho foi o locus mais afetado pelas políticas econômi-
cas neoliberais por meio das políticas salariais e desregulamentação do 
mercado, causando desemprego em massa e expansão do mercado de 
trabalho informal. Conseqüentemente, desestruturando ou piorando 
ainda mais a situação de uma grande parcela da população brasileira. 
Como resultado também desse processo ocorreu uma feminização da 
força de trabalho, mas com maior intensidade em ocupações precárias 
(Toni, 2004). 
A taxa de participação feminina no mercado de trabalho passou 
de 32,5% em 1991 para 43% em 2001. Mas estas trabalhadoras estão 
concentradas em atividades do setor de serviços, sendo que 80% delas 
estão ocupadas como professoras, comerciárias, cabeleireiras, mani-
cures, funcionárias públicas, domésticas ou em serviços de saúde, con-
forme Melo (2004).
Neste contingente estão inseridas as mulheres camelôs (vende-
doras ambulantes), exemplos típicos do trabalho informal e produtos 
el tRabalHo pRecÁRio 
e RepRodução da pobReza. 
mulHeRes camelôs 
em poRto aleGRe, bRasil 
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dessa informalidade, do reflexo de políticas econômicas, que restrin-
gem a apenas aos mais privilegiados o acesso a um trabalho formal. 
O crescimento ostensivo desse tipo de ocupação e o perfil da ocupante 
revelam um quadro de instabilidade social no país e a manutenção 
desse círculo vicioso de pobreza e exclusão social, na medida em que os 
baixos níveis de educação formal e as baixas rendas são condicionantes 
que limitam o abandono desse tipo de trabalho para se desempenhar 
ocupações no setor formal.
Este artigo aborda o tema pobreza sob o ponto de vista da pre-
cariedade do trabalho como um fator de reprodução da pobreza. E tem 
como sujeito as mulheres camelôs por três motivos: a) o aumento dos 
camelôs nas ruas das grandes metrópoles é uma evidência da expansão 
do mercado informal. E esta expansão reflete as conseqüências das 
políticas neoliberais para os trabalhadores: desemprego, precariedade, 
instabilidade e vulnerabilidade do trabalho; b) se os trabalhadores de 
um modo geral sofreram com as políticas neoliberais, foram as mulhe-
res as principais vítimas. Dessa forma, estudando as mulheres camelôs, 
capta-se com maior intensidade a pobreza e a precariedade do trabalho; 
e c) a extensão da precariedade do trabalho, que se hierarquiza mais a 
cada nível de precariedade, dificulta a mobilidade do trabalhador.
O objetivo desse trabalho é verificar a relação entre as conse-
qüências das políticas neoliberais e pobreza, através do trabalho e da 
vida de mulheres camelôs em Porto Alegre/RS, Brasil. Em seguida, 
mostrar o quanto o trabalho tem se tornado precário, instável e vul-
nerável a ponto de ocupações extremamente precárias, desenvolvidas 
por pessoas pobres e de baixa escolaridade, apresentarem níveis de 
hierarquização e exploração altos, caracterizando um espiral de po-
breza de difícil mobilidade. Este círculo vicioso da pobreza é resultado 
de uma série de fatores históricos, econômicos, políticos e culturais. 
Porém, neste estudo, ele é abordado como efeito de políticas neoliberais 
que contribuíram para o crescimento de trabalho informal e precário, 
como o de camelô.
A pesquisa foi desenvolvida a partir do método quantitativo (sur-
vey), com uma amostra1 de cem mulheres, em um universo de qua-
trocentas e seis mulheres camelôs que trabalham no centro de Porto 
Alegre, com a permissão da Prefeitura da cidade. O questionário, apli-
cado entre os meses de maio e julho de 2007, abordou os seguintes 
1 Foi realizado um cálculo de amostra para população finita. A amostra recomendada 
para a população foi de 39 entrevistados. Porém, para a eliminação completa de possí-
veis erros, decidiu-se adotar uma margem segura de cem pessoas. O intervalo de con-
fiança foi de 95% e o erro amostral de 2%. O tipo de amostragem utilizado foi amostra-
gem aleatória sistemática, com intervalo de seleção de quatro pessoas. 
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aspectos: demográfico, gênero e saúde, precarização do trabalho e 
condições habitacionais e bens de consumo. Porto Alegre foi escolhida 
para a realização da pesquisa porque vem passando nos últimos anos 
por um processo de empobrecimento e desigualdade social, apesar de 
ser conhecida por sua alta qualidade de vida e elevado índice de desen-
volvimento humano. O índice de Gini da cidade em 1991 era de 0,57. Em 
2002 foi registrado um aumento na desigualdade social subindo para 
0,61. A pobreza absoluta que atingia 11% da população em 1991 passou 
para 13,81% em 2000 e para 20%, em 2007.
Este estudo se fundamenta em duas categorias de análise: trabal-
ho e pobreza. Trabalho é discutido sob a perspectiva de Robert Castel 
(1997), que estuda o fim do pleno emprego, o aumento do desemprego 
e o crescimento do mercado informal com trabalhos precários. Já po-
breza é compreendida sob a perspectiva de Sonia Leguizamón (2005), 
que analisa a produção e a reprodução da pobreza como resultado de 
ações humanas.
apoRtes teóRicos
Pobreza e trabalho são temas que estão intrinsecamente relaciona-
dos. O trabalho pode vir a tirar muitas pessoas da condição de pobres. 
Mas também pode impedir que elas rompam esta barreira, quando ele 
se torna precário, vulnerável e instável. Esta precarização, conforme 
Appay, pode ser constituída a partir da perspectiva de um duplo proces-
so: 1) precarização econômica, que resulta da precarização salarial e 
de suas estruturas produtivas e 2) institucionalização da instabilidade, 
em particular das transformações dos sistemas legislativos referentes 
ao trabalho e à proteção salarial (Appay, 1997:520). 
 Neste sentido, o tema trabalho urge alternativas, pois a renda 
dos domicílios pobres no Brasil vem quase que exclusivamente dele e 
este duplo processo da precarização tem ocorrido no país de forma 
avassaladora. Estudos da Cepal (2001) confirmam esta estreita relação 
entre pobreza e situação de subemprego, sendo que domicílios che-
fiados por mulheres têm alta probabilidade de serem indigentes, em 
função da desigualdade de gênero vigente na sociedade, incluindo o 
mercado de trabalho.
Dessa forma, conforme Castel (1998), se o desemprego é a mani-
festação mais visível e o risco social mais grave na dinâmica atual da 
modernização; pois tem um efeito desestabilizador e dessocializante, 
o grande fenômeno a ser analisado é o processo de precarização do 
trabalho, condicionado pela internacionalização do mercado, pelas 
crescentes exigências da concorrência e da competitividade, que fle-
xibiliza, desestabiliza, desagrega e degrada o trabalho. O autor chama 
a atenção para a ameaça de fratura social através das transformações 
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no mundo do trabalho ocasionadas pelo processo de globalização e 
políticas-econômicas neoliberais, onde há uma “desmontagem” no sis-
tema de proteções, desestabilizando a sociedade salarial, construída e 
solidificada no decorrer do século XX.
A sociedade salarial de Castel que se fragmenta é a dos países 
avançados, com suas proteções e assalariamento universal. Em países 
em desenvolvimento, como o Brasil, a perversidade das transformações 
é ainda maior, pois se dá numa sociedade que não garantiu proteções 
sociais a todos, sequer salário. Por isso, as políticas neoliberais preca-
rizaram ainda mais o trabalho, que já era precarizado para uma boa 
parte da população.
Para Castel, a fragmentação dessa sociedade através das trans-
formações do trabalho é a grande questão social na atualidade, porque 
não é apenas o fim do pleno emprego, é também o aumento da insta-
bilidade do emprego e o reaparecimento de trabalhadores sem trabal-
ho. Para o autor, este fenômeno se caracteriza em três importantes e 
inquietantes questões sociais: 1) a desestabilização dos estáveis; 2) a 
instalação da precarização, como uma das respostas sociais à exigên-
cia de flexibilidade, alternando períodos de atividades, de desemprego, 
de trabalho temporário, inatividade e ajuda social; e 3) a existência de 
pessoas que poderiam ser chamadas de sobrantes, que não são integra-
das na sociedade e talvez também não sejam porque foram invalidadas 
pela nova conjuntura econômica e social dos últimos 20 anos. (Castel, 
1997:179-81)
O desemprego em massa, a instabilidade no emprego, o subem-
prego fizeram de milhares de pessoas o que Castel chama de “supranu-
merários”. E a zona de vulnerabilidade da sociedade está em expansão, 
“alimentando turbulências que fragilizam as situações conquistadas”, 
conforme o autor. No Brasil, a expansão dessa zona é verificada pela 
fragilidade dos trabalhadores que ora estão empregados, ora desem-
pregados, ora subempregados numa constante instabilidade de sua si-
tuação. E muitas vezes passando da vulnerabilidade para a inexistência 
social na medida em que não são mais empregáveis, nem sequer são 
explorados porque já não são úteis ao sistema.
Conforme Leguizamón (2005), essas transformações na estrutu-
ra social da América Latina por causa da globalização, das políticas neo-
liberais e da concentração de riqueza aumentaram substancialmente o 
número de pobres. Segundo a autora, muitas das causas dessa pobreza 
massiva foi gerada por essas políticas neoliberais, como por exemplo: 
1) a impossibilidade de gerar ingressos pela via da condição assalaria-
da formal ante o crescente uso do capital intensivo na produção e nos 
processos de desjurisdição das relações de trabalho; 2) a reforma do 
mercado de trabalho, a flexibilização trabalhista, a seguridade social; 3) 
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a impossibilidade de acesso a outros meios de subsistência para gerar 
meios para a reprodução da vida; 4) a reforma dos regimes de estado 
de bem-estar e 5) novas formas de discriminação étnico-cultural.Nesse 
sentido, faz-se necessário pensar a pobreza para além de linhas ou me-
didas, que enquadram os pobres em padrões estabelecidos por renda, 
como fazem o Banco Mundial e o Banco Interamericano de Desenvol-
vimento. Analisar e entender a pobreza, conforme Leguizamón, implica 
vê-la como um fenômeno social produto de uma ação. Implica vê-la como 
uma construção, e não como algo dado, natural. Ou seja, é necessário 
compreender a ação que desencadeou a pobreza e os agentes dessa ação. 
Idéias que se confrontam com o discurso do desenvolvimento apregoado 
por organismos internacionais, que naturalizam a desigualdade, lamen-
tam a pobreza, procuram aliviá-la com os programas focalizados, mas 
não questionam o sistema de desigualdade e seus mecanismos. 
Majid Rahnema (2005) chama essa pobreza de modernizada, 
designando-a como uma forma corrupta de pobreza, gerada depois da 
Revolução Industrial, rompendo com as formas prévias do fenômeno. 
Nessa categoria, os problemas já não dizem respeitos aos próprios po-
bres. O poder discursivo das grandes instituições reestrutura a vida 
dos pobres a partir do mercado, sob o pressuposto do que é bom para 
a economia é bom para todos. 
Na década de noventa, o discurso neoliberal apregoava que uma 
economia forte e um Estado mínimo trariam qualidade de vida para 
todos, diminuindo a pobreza e a desigualdade entre ricos e pobres. Os 
interesses do mercado foram materializados através de ajuste fiscal, 
corte nos gastos sociais, privatizações, desregulamentação e mínima 
interferência do Estado na economia. E as conseqüências para grande 
parte da população economicamente ativa foram desemprego, subem-
prego e aumento do mercado de trabalho informal. Os que eram pobres 
permaneceram pobres. E muitos outros tornaram-se novos pobres. 
Essa pobreza modernizada, categorizada por Rahnema, é cons-
tantemente reproduzida por perpetuadores, de acordo com Else Oyen 
(2002). Ou seja, por pessoas, instituições, situações que direta ou in-
diretamente contribuem para a perpetuação do fenômeno. A identifi-
cação dos agentes ganhou importância nos estudos sobre a produção da 
pobreza na medida em que se observa que essa produção foi resultado 
da ação de alguém, de algum grupo ou instituição, ou mesmo desastre 
natural, possibilitando, caso haja interesse, o controle dessa ação.
A perpetuação da pobreza e o aumento da desigualdade social 
e do desemprego na década de noventa no Brasil são conseqüências 
dessas ações neoliberais produzidas e reproduzidas por instituições 
econômicas e políticas, priorizando os interesses do mercado em detri-
mento das necessidades da população. 
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a pRecaRização do tRabalHo no bRasil
Os dados sobre trabalho no Brasil evidenciam tanto a precarização 
econômica quanto a institucionalização da instabilidade. Processos que 
se refletem na retração do mercado de trabalho formal e na expansão 
do mercado de trabalho informal. Segundo estudos da CEPAL (2005), 
em 1990 23,4% dos trabalhadores brasileiros estavam na indústria. 
Esta porcentagem diminuiu para 19,4% em 2000. Em contrapartida, 
o setor de serviços que tinha 56,8% da mão-de-obra trabalhadora em 
1990 aumentou para 57,8% em 2000. Essa retração do emprego indus-
trial e manutenção do emprego no setor de serviços, em que 60% desse 
setor é informal, revela uma precarização, conforme Pamplona (2001). 
Pois, de acordo com o autor, na medida em que se trocam empregos 
formais, com carteira assinada e que contemplam uma série de benefí-
cios de proteção social, principalmente industriais, por ocupações não 
formalizadas no setor terciário parece estar surgindo uma nova forma 
de precarização do trabalho. 
Dessa forma, segundo Pamplona, seria um engano não relacionar 
a informalidade, que aumentou de 41% para 51% entre 1991 e 2000, com 
a precarização do trabalho. Particularmente porque a elevação do setor 
informal tem ocorrido em grande medida pelo aumento dos trabalha-
dores sem carteira (como é o caso dos camelôs) e domésticos, ou seja, 
ocupados informais mais frágeis, que não têm acesso à proteção social.
Pesquisando sobre a qualidade do emprego nos anos noventa no 
Brasil, Miller (1999) verificou que o ajustamento do mercado de trabalho 
brasileiro não ocorreu apenas em termos de mudanças na quantidade 
de emprego total. Houve, segundo ele, em grande extensão, a deterio-
ração da qualidade do emprego, principalmente pela diminuição do 
assalariamento formal e do salário real na maioria dos subsetores do 
núcleo capitalista da economia. Apesar de oscilações positivas, ao final 
de uma década o rendimento médio real do brasileiro era praticamente 
o mesmo do começo dos anos noventa, apresentando pequena queda. 
Em1991 este rendimento era de R$ 680,35 e em 2002, R$ 667,71. 
 Cacciamalli (2003), tomando emprestado o conceito “desfi-
liação” de Castel, analisou essa desfiliação dos assalariados do estatuto 
trabalhista, através da condição dos trabalhadores quanto à posse de 
carteira de trabalho e à contribuição da seguridade. Em sua pesquisa, 
a autora observou uma crescente desfiliação da força de trabalho, con-
cluindo que a inseguridade social quanto à manutenção ou à obtenção 
de um emprego, de uma ocupação e de renda é a marca do mercado de 
trabalho.
Nesta mesma direção, Cardoso Jr. (1999) chama a atenção para 
o fato de que não são apenas mudanças na distribuição de ocupação 
entre o setor de indústria e de serviços e a precarização deste. Em razão 
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dessa inversão de locus do trabalho houve o aparecimento de outras 
ocupações. “[...] a racionalização da economia brasileira na década de 
noventa, que desloca trabalhadores para o setor terciário; e a insufi-
ciência da demanda agregada, que desloca o eixo da determinação do 
emprego para as condições que vigoram no lado da oferta excedente de 
mão-de-obra estaria forçando o aparecimento de ocupações em setores 
da economia tais como o comércio ambulante e os serviços pessoais, 
dois dos mais importantes empregadores de mão-de-obra nos anos 
1990 na economia brasileira”. (Cardoso Jr., 2001:31) 
 Essa nova dinâmica alimenta o crescimento do setor informal 
ao forçá-lo absorver ex-assalariados de baixa qualificação em ativida-
des bastante precárias, como o comércio ambulante/camelô ou serviço 
doméstico (Baltar e Dedecca apud Cardoso Jr,1999). Ocupações que 
crescem precariamente. Siede (1994) constatou que 69,2% dos vende-
dores ambulantes/camelôs de Porto Alegre trabalhavam seis dias por 
semana e 19,2% a semana corrida. As jornadas de trabalho de 74,8% 
dos camelôs variavam de seis a dez horas por dia, e de 21,7 deles, o 
turno ultrapassava onze horas diárias.
Enrique Mazzei (2002), analisando o comércio ambulante na 
fronteira uruguaio-brasileira, verificou neste a alternativa de centenas 
de pessoas frente ao debilitamento das atividades formais, por causa da 
flexibilização do trabalho. Dos trabalhadores ambulantes pesquisados 
na cidade de Rivera, 70% trabalhavam entre sessenta e quatro e seten-
ta e oito horas semanais, sem nenhuma proteção social. Perguntados 
se tinham vontade de se formalizar, 50% responderam que gostariam 
de ser comerciantes formais, 22% empregado público, 7% empregado 
privado e 21% optaram por outras ocupações. 
Com a reestruturação produtiva da década de noventa no Brasil, 
o trabalho informal ganhou visibilidade pela sua expansão, carregando 
em si o peso da precarização, face à contração do mercado de trabalho 
formal. Em síntese, conforme Miriam de Toni (2004), o movimento 
de desestruturação/reestruturação do mercado de trabalho brasilei-
ro compreendeu três fenômenos interdependentes e perversos para o 
trabalhador: 1) o desassalariamento da mão-de-obra ocupada, sendo 
eliminados 2,2 milhões de postos de trabalho apenas entre 1989 e 1992; 
2) incremento das formas mais frágeis e/ou mais precárias, associadas 
ao trabalho informal, quando de cada dez ocupações, entre 1989 e 1996, 
apenas duas eram assalariadas contra oito não-assalariadas e 3) ele-
vação do desemprego e manutenção das taxas em patamar elevado.
a mulHeR no meRcado de tRabalHo
No Brasil (Cepal, Anuário Estatístico/2005), o setor industrial empre-
ga 27% da população economicamente ativa masculina enquanto esta 
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porcentagem para as mulheres não chega a 13%. Em contrapartida, 
71% das mulheres estão concentradas no setor de serviços e esta por-
centagem é de 50% para os homens. Os dados evidenciam que, muito 
mais do que os homens, as mulheres são as principais vítimas dessa 
forma de acumulação de capital. A diferença entre homens e mulheres 
torna-se ainda mais nítida quando se observa a ocupação por catego-
rias. Ver tabela 1 abaixo.                               
       
Tabela 1 
Porcentagem de mulheres e homens inseridos na População Economicamente Ativa (PEA) 
por categorias de ocupação
Ocupação por categorias -%
Sexo Empregadores Assalariados Conta Própria Serv. Domésticos Total
Mulher 2,9 62,4 19,2 15,5 100
Homem 6,0 65,4 27,8 0,8 100
Fonte: CEPAL (2005)
Observando os extremos, enquanto 15,5% das mulheres estão 
nos serviços domésticos, apenas 0,8% dos homens encontram-se nes-
sa ocupação. Em contrapartida, 6% deles são empregadores, ao passo 
que apenas 2,9% das mulheres têm esse tipo de ocupação. Os números 
constatam melhores condições de inserção laboral dos trabalhadores 
do sexo masculino, e uso intensivo do trabalho feminino no serviço 
doméstico. 
Além da ocupação precária, o rendimento de homens e mulheres 
numa mesma função é desigual. As mulheres ganham 84% do salário 
masculino em ocupação semelhante. No que se refere a desemprego, 
também prevalece a desigualdade. A taxa de desemprego feminina é 
12,7% enquanto a masculina é 8%.
Vários indicadores sociais comprovam que as condições de vida 
da população trabalhadora no Brasil pioraram com a implementação 
das políticas neoliberais no país. Entretanto, Melo destaca que as mul-
heres foram as mais atingidas.
“A implantação de políticas neoliberais, pelo Estado brasi-
leiro, nos últimos anos penalizou seguramente mais as mul-
heres. A elas coube parte substancial do elevado custo social 
do processo de reestruturação produtiva, sendo mais afeta-
das as famílias com chefes mulheres e filhos pequenos. [...]
As mulheres respondem por 27% das famílias pobres e 25% 
das indigentes. [...] A maior pobreza feminina está ligada à 
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disparidade dos rendimentos entre os sexos, considerando 
as famílias indigentes, a média dos rendimentos dos chefes 
femininos é de R$ 112,48, para R$ 146,46 dos masculinos, 
quando o salário mínimo correspondia a R$180,00 (setembro 
de 2001). [...] Este quadro é agravado porque as mulheres 
têm maiores dificuldades de conciliar trabalho fora de casa 
com as tarefas de cuidar dos filhos. Além disso, enfrentam 
discriminação no mercado de trabalho, auferindo menores 
rendimentos do que os homens”. (Melo, 2004:6-7).
Uma outra conseqüência das políticas neoliberais foi o aumento 
do trabalho informal. E mais uma vez as mulheres são as maiores ví-
timas. Conforme pesquisa do Departamento Intersindical de Estudos 
e Estatísticas Sociais e Econômicas (DIEESE, 2005), mais de 40% das 
mulheres não negras ocupam postos vulneráveis de trabalho e, entre as 
mulheres negras esse contingente se eleva para mais da metade. 
No que se refere à informalidade e precarização das condições 
de trabalho, as estatísticas mostram que esses problemas no Rio Gran-
de do Sul, estado onde se localiza Porto Alegre, são mais graves que 
no conjunto do país. Dados da Fundação de Economia e Estatística 
(FEE/RS) indicam que neste estado quase 70% dos postos de trabalho 
gerados entre 1993 e 2002 foram considerados como empregos de vín-
culos precários e ocupados, em sua maior parte, por mulheres, — sendo 
37% empregados sem carteira, 25,2% trabalhadores por conta própria, 
e 5,7% empregados domésticos (com e sem carteira assinada). Neste 
mesmo período no Brasil cerca de 58% dos postos de trabalho gerados 
foram considerados com vínculos precários.
As mulheres portoalegrenses diminuíram sua participação no 
trabalho assalariado com carteira tanto no setor público (17,6% em 
1993 para 15,3% em 2003), quanto no setor privado (de 40,8% em 1993 
para 38,4% em 2003). Por outro lado aumentaram sua participação no 
trabalho sem carteira assinada de 5,3% para 8% entre 1993 e 2002. A 
precarização do trabalho significou perdas nas posições mais forma-
lizadas e um maior número nas ocupações precárias, quando não o 
desemprego aberto. Em 2003, o aumento de 146 mil postos de trabalhos 
não foi suficiente para incorporar o acréscimo de 203 mil mulheres na 
população economicamente ativa.
Clítia Martins (2003), analisando a condição das mulheres no 
mercado de trabalho na Região Metropolitana de Porto Alegre, cons-
tatou que houve uma redução da desigualdade de rendimentos entre 
homens e mulheres. Em 2000, as mulheres recebiam o equivalente a 
68,3% do que os homens recebiam, e, em 2001, passaram a receber 
69,1%. Entretanto, esse ganho feminino ocorreu em um contexto de 
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queda de rendimentos para o conjunto dos trabalhadores, pois os ren-
dimentos médios reais dos homens, em 2000, eram de R$ 849,00 e, em 
2001, passaram a ser de R$ 816,00; e os das mulheres eram de R$ 580,00 
e passaram a R$ 564,00.
No que se refere à renda familiar média das famílias chefiadas 
por mulheres com filhos no Rio Grande do Sul, em 2000 era de R$ 
809,00; o que equivalia a menos de 60% da renda familiar média das 
famílias chefiadas por homens com filhos residentes, que era de R$ 
1.355,00 (Galeazzi, 2001:35).
Apesar da região sul do país apresentar o menor percentual de 
mulheres chefes de família em comparação com outras regiões do 
Brasil, Clítia Martins (2003) verificou que os dados do censo de 2000, 
realizado pelo Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE), 
apontavam Porto Alegre como a capital brasileira com o maior percen-
tual de domicílios com chefia feminina, isto é, 38,2%. Entretanto, as 
informações da Pesquisa Nacional de Amostragem Domiciliar (PNAD) 
de 1998 indicaram que 34,2% das famílias chefiadas por mulheres na 
Região Metropolitana de Porto Alegre recebiam até um salário míni-
mo mensal como renda familiar, portanto, estavam abaixo da linha 
de pobreza, se observada a renda per capita (Castro, 2001, citada por 
Martins, 2003). Os dados evidenciam, desse modo, uma porcentagem 
alta de mulheres pobres que chefiam famílias em Porto Alegre. E nesta 
porcentagem estão inseridas muitas mulheres camelôs entrevistadas 
neste trabalho.
um pouco de HistóRia dos camelôs em poRto aleGRe 
Camelô (trabalhador ambulante) é uma das ocupações típicas do mer-
cado de trabalho informal e precário. O aumento dessa ocupação depois 
da implantação de políticas neoliberais no começo dos anos noventa 
sugere uma relação entre estas políticas, desemprego e expansão do tra-
balho informal. E o aumento do número de mulheres nesta ocupação 
se deveu, principalmente, a dois fatores: o desemprego delas mesmas 
e o desemprego dos maridos, por isso a necessidade de trabalhar para 
ajudar na renda familiar. Segundo informações de funcionários da Pre-
feitura de Porto Alegre2, estimava-se cerca de quinhentos camelôs na 
cidade no começo da década de noventa, dos quais poucas mulheres. 
Em 2007, eles já eram mais de 4 mil trabalhadores, e apenas um mil e 
oitenta e sete eram regularizados ou controlados pela Prefeitura, sendo 
quinhentas e oitenta e duas mulheres.
2  As informações são precárias pois no começo da década de 1990 a ocupação ainda não 
era regulamentada por lei e não havia um grande controle. 
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Até 1999, os camelôs em Porto Alegre não possuíam nenhuma 
regulamentação. A partir de um decreto daquele ano, camelô virou 
uma ocupação legal. A inclusão ampliou a capacidade de negociação na 
Prefeitura, por ter englobado, no escopo legal, uma categoria de trabal-
hadores do setor informal que, ao longo do tempo, teve um acentuado 
crescimento em termos quantitativos (Cleber Martins, 2004:53).
Naquele ano, a Prefeitura de Porto Alegre concedeu quatrocen-
tas e oitenta licenças para os camelôs que trabalhavam no centro da 
cidade, a vendedores que comercializavam mercadorias lícitas e que 
estivessem na rua há bastante tempo, dando preferência àqueles cujos 
pais também tivessem sido camelôs. O restante foi incorporado a uma 
lista de controle sem o direito à licença ocupando espaços que extrapo-
lam o delimitado pela Prefeitura e chegam a vários bairros da periferia 
de Porto Alegre. 
Depois de 1999 nenhuma licença foi concedida. A fiscalização é 
feita pela Prefeitura mediante controle semanal, a partir de uma classi-
ficação. Cadastrados – camelôs que têm um cadastro e um licenciamen-
to junto à Prefeitura para fazer a comercialização; Tolerados – camelôs 
que não têm cadastro, mas a Prefeitura permite que trabalhem sob sua 
fiscalização e controle, com seus respectivos nomes numa listagem; 
Irregulares - pessoas que trabalham de forma irregular e podem ter 
seus produtos apreendidos a qualquer momento pelos fiscais da Prefei-
tura, por isso mudam freqüentemente os pontos de venda. Nesta pes-
quisa trabalhou-se com as mulheres camelôs que estão nas categorias 
“cadastrados” e “tolerados”, porque elas têm horários definidos e ponto 
fixo de venda.
A partir da classificação da Prefeitura de Porto Alegre, a pesqui-
sa verificou que estas categorias se subdividem e a cada subdivisão o 
trabalho se torna mais precário e hierarquizado, dificultando a mobi-
lidade social e perpetuando a pobreza.
 
II. Cadastrado proprietário: possui o cadastro (licença) e é pro-
prietário do ponto;
III. Tolerado proprietário: possui o nome na lista, mas é dono 
do ponto;
IV. Cadastrado auxiliar: trabalha como auxiliar em banca que 
tem cadastro;
V. Tolerado auxiliar: trabalha como auxiliar em banca que tem 
apenas o nome na lista;
VI. Cadastrado sublocação: subloca a banca que tem cadastro;
VII. Tolerado sublocação: subloca a banca que está na lista da 
Prefeitura;
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VIII. Cadastrado funcionário: funcionário em banca que tem 
cadastro;
IX. Tolerado funcionário: funcionário em banca que tem apenas 
nome na lista;
X. Cadastrado free-lancer: trabalha como free-lancer em banca 
que tem o cadastro.
É nesse ambiente instável e precário que estão inseridas as mul-
heres camelôs que, somadas a outros milhões de brasileiros, represen-
tam também a face perversa do capitalismo contemporâneo: a pobreza, 
como resultado de um processo social e econômico de exclusão social, 
cultural e política (Melo, 2005).  A perversidade é ainda maior quando 
se observa hierarquia e exploração em ocupações extremamente pre-
cárias como a de camelô, cuja maioria é pobre, possui baixa escolari-
dade, mora nas periferias de Porto Alegre e foi ser camelô por causa 
do desemprego.
mulHeRes camelôs - descReVendo o suJeito do estudo
As participantes da pesquisa são mulheres com baixa escolaridade. Ou 
seja, 63% das entrevistadas têm até oito anos de estudo (ensino funda-
mental), e dessas, 41% não conseguiram concluir o ensino fundamen-
tal. Quanto à remuneração, 71% das camelôs entrevistadas recebem 
até dois salários mínimos3 por mês. 69% das mulheres camelôs têm 
renda familiar inferior a quatro salários mínimos e a renda média per 
capita era de R$ 433,00. Esses valores são bem mais baixos do que o 
rendimento domiciliar per capita nas regiões metropolitanas, das quais 
Porto Alegre faz parte, que é de R$ 700,00, conforme estudos da PNAD 
em 2007. 
Quase 50% dessas mulheres carregam o peso do sustento da 
casa, são chefes de família e têm renda familiar bem menor do que as 
que têm esposos ou companheiros como chefes de famílias. Cruzando 
as variáveis chefe de família e renda individual, verificou-se que das 
mulheres que se consideram chefes de família, 65,2% recebem até dois 
salários mínimos. E 12,2% destas mulheres recebem menos do que um, 
com uma média familiar de três moradores.
A partir do cruzamento chefe de família e renda familiar, nota-
se a desigualdade de renda entre homens e mulheres quando um ou 
outro é o chefe da casa. Das mulheres que se consideram chefes de fa-
mília, 34,5% têm renda familiar menor do que dois salários. E das que 
disseram que seus companheiros ou esposos são os chefes de família, 




esta porcentagem cai para 21,7%. Ao passo que nas rendas maiores há 
uma queda do número de mulheres chefes de família e uma ascensão 
masculina. Apenas 2% das que se dizem chefe de família têm renda fa-
miliar superior a seis salários, enquanto 13% das famílias de mulheres 
camelôs chefiadas por seus companheiros ou esposos possuem renda 
familiar acima desse valor.
Antes de serem camelôs, 84% delas tiveram outros trabalhos. 
62,4% das que tiveram um trabalho anterior afirmaram ter carteira as-
sinada. 30% permaneceram por mais de dez anos no trabalho e depois 
foram demitidas. São muitos os motivos que as levaram às ruas, mas o 
principal foi o desemprego. 40% delas estavam desempregadas e 33% 
precisavam ajudar em casa, por isso foram ser camelôs. Das que foram 
ser camelôs por causa do desemprego, 20% tinham mais de oito anos 
na ocupação e das que foram ser camelôs para ajudar no sustento de 
casa, 45,4% já trabalhavam há mais de oito anos como camelô. Essas 
mulheres foram literalmente empurradas para esse tipo de ocupação, 
entre outros fatores, pelas reformas econômicas liberalizantes que aca-
rretaram mais desemprego, trabalho informal e desigualdade social. 
Das camelôs entrevistadas, 76% trabalham mais de oito horas 
por dia. 60% têm apenas um dia de descanso por semana e 24% trabal-
ham a semana corrida. 75% trabalham em dias de chuva e só se pro-
tegem com a lona colocada sobre as bancas. Algumas dessas mulheres 
não têm lonas para se proteger da chuva e são obrigadas a ficar embaixo 
das marquises dos prédios para não molhar suas mercadorias. Estes 
são os únicos meios de proteção. 
Quando precisam ir ao banheiro necessitam recorrer a lojas e 
restaurantes. Poucas procuram os banheiros públicos por dois moti-
vos: são muito sujos e não há banheiros públicos próximos a todas as 
bancas. Por isso, precisam manter uma boa relação com os lojistas ao 
redor para poder o usar o banheiro ou então pagar, como é o caso de 
quem usa o banheiro do mercado público. 
Aspectos precários neste tipo de ocupação são constantes. 60% 
das mulheres camelôs trabalham em pé. E muitas delas alegaram dor 
nas costas, nas pernas e nos pés, problemas de rins e no estômago e 
gripe depois que começaram a trabalhar como camelô. 78% afirmaram 
não ter horário determinado para o almoço, e comem a marmita na 
banca, atendendo ao cliente.
Quanto à violência no ambiente de trabalho, 36% disseram que 
sofreram violência verbal ou física. 40% afirmaram que já foram dis-
criminadas ou passaram por algum tipo de preconceito. Das que dis-
seram que sofreram preconceito ou discriminação, 17% afirmaram 
sofrer esta violência por parte dos fiscais da Prefeitura. Em alguns 
relatos, as camelôs contaram que os fiscais são estúpidos e grossos. 
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Durante conversas com as mulheres, muitas se queixaram das ações 
da fiscalização, com graus de autoritarismo e truculência com os ca-
melôs listados e cadastrados. Isso porque, de acordo com Martins 
(2004), o espaço dos camelôs é visto pelo poder público como um 
espaço não civilizado da sociedade.
Quase 60% responderam que não sofreram nenhum preconceito 
ou discriminação. Mas a pesquisa constatou que o ambiente de trabal-
ho em que elas estão é violento. Xingamentos (22,4%), assaltos (21,4%), 
brigas (14,3%) e roubos (13,3%) são os tipos de violência mais constan-
tes que elas vêem ou sofrem no dia-a-dia. Como se pôde verificar tam-
bém, a coerção e a intimidação por parte dos fiscais da Prefeitura estão 
presentes para 9,2% das camelôs. Evidenciando mais uma vez qual é o 
tipo de relação entre o poder público e os camelôs. 
Apesar da precariedade do ambiente de trabalho, das violências 
que presenciam no dia-a-dia, da baixa remuneração, do esforço diário 
para chegar ao trabalho, do peso das mercadorias que precisam ca-
rregar, da montagem e desmontagem de banca, muitas disseram estar 
satisfeitas com o emprego que tem.
São 69% das camelôs entre as muito satisfeitas e satisfeitas. É 
um número alto considerando o tipo de ocupação. Essa satisfação, na 
verdade, é decorrente de alguns motivos que as dificultam sair da ocu-
pação como: baixa escolaridade, costume com a ocupação e o emprego 
formal, que exige muitos requisitos.
Essa satisfação se contradiz com a vontade de mudar de ocu-
pação. 65% delas já pensaram em mudar de ocupação e 39% disseram 
que já tentaram mudar. As justificativas são as mais variadas. Há uma 
diferença de percentual grande entre as que pensaram e as que tenta-
ram mudar de ocupação. Isso porque muitas disseram que não tenta-
ram por falta de oportunidade e de expectativa de melhorar de vida. 
Conforme as próprias camelôs, o número de mulheres vem cres-
cendo na ocupação. 85% das entrevistadas afirmaram que houve au-
mento do número de mulheres trabalhando nessa ocupação, e, embora 
haja outros motivos, o principal mesmo foi o desemprego (61,2%), se-
guido da necessidade de ajudar a sustentar a família (23,5%). Os de-
mais motivos que elas apontaram estão ligados a estes dois. 
São mulheres que não têm nenhum direito trabalhista e vivem à 
mercê da sorte. 85% delas não pagam previdência social. A maioria dis-
se que este dinheiro faria falta nas despesas básicas da casa. Também 
não contam com a força de associações ou sindicatos, apesar de haver 
dois sindicatos da categoria e algumas associações. 53% delas sabem 
que existe sindicato, mas apenas 4% participam. 
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a diFeRença entRe o cadastRo e a toleRância 
Das mulheres entrevistadas, 49% são cadastradas e 51%, toleradas. A 
pesquisa verificou que existe uma diferença entre elas, sendo proprie-
tária ou não, embora ambas denotem precariedade e instabilidade. 
Ser cadastrada representa, perante o poder público, ser legal, ter li-
cença para trabalhar, seja proprietária ou funcionária da banca. Isto 
lhe permite ocupar melhores pontos de venda, melhores possibilidades 
de ganho e a priori segurança para trabalhar, pois exerce a ocupação 
legalmente. As camelôs cadastradas podem trabalhar em horário co-
mercial, ou seja, podem começar a trabalhar às oito horas da manhã e 
se estenderem até o período da noite. Ser tolerada não lhe dá o direito 
sobre o ponto de venda, nem a ocupação dos melhores lugares. Para 
60% das toleradas, o horário de trabalho durante a semana começa 
depois das seis da tarde e vai até dez da noite, dificultando as vendas, 
pois neste período muitos potenciais consumidores já foram para casa. 
Além disso, a tolerada carrega o estigma de ser “suportada” pela Prefei-
tura, levando a entender que a Instituição apenas tolera essas mulheres 
por não ter como tirá-las das ruas.
Quanto ao rendimento familiar em salários mínimos, o gráfico 1 evi-
dencia diferença de renda familiar entre as categorias.
 
O gráfico 1 demonstra que a maioria das mulheres cadastradas 
(65%) e toleradas (72%) tem uma renda familiar de até quatro salários 
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mínimos. Porém, 35% das toleradas possuem renda familiar de somen-
te até dois salários mínimos, enquanto 16% das mulheres cadastradas 
têm essa mesma renda familiar. Nos demais patamares de renda, as 
mulheres cadastradas possuem rendimentos familiares mensais maio-
res do que as mulheres da categoria tolerada. Ambas se concentram 
nas rendas mais baixas, mas há uma predominância de toleradas na 
pior renda. Quanto à renda individual, o comportamento se repete, 
com predominância das rendas mais baixas, tanto para as cadastradas 
como para as toleradas. Gráfico 2.  
O gráfico 2 evidencia uma renda individual mais alta para a mul-
her cadastrada nos patamares intermediários. As mulheres toleradas 
continuam sendo maioria no primeiro patamar, mas, agora, na renda 
individual há uma inversão de valores. 10% das mulheres toleradas re-
cebem mais de três salários mínimos, enquanto apenas 6% das cadas-
tradas ganham esse valor. O que se observa nos dois gráficos, no geral, 
é que a mulher cadastrada tem um melhor salário, confirmando que 
melhores condições de trabalho possibilitam maior rendimento.
  Quanto à escolaridade, verifica-se que ambas têm nível educa-
cional baixo. Mas as cadastradas estudaram mais. 41,5% delas entra-
ram no ensino médio e superior enquanto apenas 27,5% das toleradas 
chegaram a esse nível de escolaridade. Em ambas categorias, a maioria 
das mulheres camelôs estudou até o ensino fundamental, sendo que 
a maior parte delas não chegou a completá-lo. Das 54% de cadastra-
das que fizeram o ensino fundamental, 33% não o completaram. E das 
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70,5% de toleradas que estudaram até o ensino fundamental, 47% não 
o concluíram. 39% de cadastradas chegaram ao ensino médio, mas 
apenas 21% o finalizaram. Enquanto apenas 23,5% das toleradas en-
traram no ensino médio, somente 15,5% o completaram. Observando 
os níveis educacionais extremos, há um número maior de cadastradas 
analfabetas (4,5%) e um número menor que conseguiu entrar no ensino 
superior (2,5%), mas não o concluiu. Há menos toleradas analfabetas 
(2%) e um número maior delas entrou na faculdade (4%), mas também 
não conseguiu concluir.
 Nas duas categorias, as faixas de idade são semelhantes, porém 
entre as mulheres cadastradas, 8,1% têm entre 10 e 17 anos e entre as 
mulheres toleradas, não há menores de 18 anos trabalhando. 63,3% das 
camelôs cadastradas e 63% de toleradas estão na faixa de idade mais 
economicamente ativa (18-49 anos). Enquanto 28,6% das mulheres ca-
dastradas e 37% das toleradas têm cinqüenta anos ou mais. 
 Das mulheres cadastradas 32,7% trabalham como camelôs há 
mais de 12 anos. 75,5% já tiveram outro trabalho antes de ser camelô e, 
para 47% delas, o último trabalho foi com carteira assinada. 72% das 
cadastradas foram ser camelôs por causa do desemprego ou porque 
precisaram ajudar no orçamento familiar. Quanto às camelôs tolera-
das, 43,4% trabalham nesta ocupação há mais de 12 anos. 90,1% delas 
já tiveram outro trabalho antes de serem camelôs e 40% trabalharam 
com carteira assinada no último emprego. 75% dessas mulheres co-
meçaram a ser vendedoras de rua por causa do desemprego ou pela 
necessidade de ajudar em casa.  
 Quanto às características do trabalho como camelô, 77,5% das 
cadastradas trabalham mais de 10 horas por dia, porém apenas 8,2% 
trabalham os sete dias da semana. Já 66,6% das toleradas também tra-
balham mais de 10 horas diárias, mas 39% delas trabalham a semana 
corrida, sem folga. 98% das camelôs cadastradas trabalham em dias de 
chuva. Quanto às toleradas, são apenas 53%. Mas há uma explicação. 
As bancas das camelôs cadastradas não têm proteção contra a chuva. 
São bancas mais estruturadas e de tamanho e modelo definidos pela 
Prefeitura. 69% das cadastradas trabalham em pé, enquanto 51% das 
toleradas atendem seus clientes desse modo, porque a maioria delas 
não tem uma banca padrão e muitas vezes estendem lona no chão e 
colocam suas mercadorias em cima.  
Com relação à moradia, 43% das cadastradas e 55% das tolera-
das moram na periferia de Porto Alegre e o restante mora na região me-
tropolitana. 39% das que possuem cadastro têm casa própria, enquanto 
apenas 29% das toleradas possuem esse bem. 72% das cadastradas e 
73% das toleradas não têm carro e 67% e 71% respectivamente não têm 
computador em casa.  
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as subcateGoRias
Observando o perfil das duas categorias de mulheres camelôs, veri-
ficam-se muitas diferenças entre elas, predominando uma melhor 
condição de vida para as mulheres cadastradas. Porém estas duas ca-
tegorias se subdividem evidenciando péssimas condições de trabalho e 
de vida, tanto entre as cadastradas como entre as toleradas; dependen-
do da subcategoria que as mulheres ocupam. 
  A pesquisa constatou cinco subcategorias para as cadastradas 
e quatro para as toleradas; que estão distribuídas conforme a seguinte 
proporção: 13% de cadastradas proprietárias, 35% de toleradas pro-
prietárias, 17% de cadastradas auxiliares, 9% de toleradas auxiliares, 
11% de cadastradas sublocadoras de bancas, 4% de toleradas sublo-
cadoras de banca, 7% de cadastradas funcionárias, 3% de toleradas 
funcionárias e 1% de cadastrada free lancer. 
Nestas subcategorias percebe-se uma certa hierarquia, status e 
até poder de barganha. E também maior exploração, dependendo da 
subcategoria que a trabalhadora ocupa. Porém, independente de per-
tencerem a essas subcategorias, estas vendedoras de rua possuem o 
estigma da pobreza. São mal remuneradas, têm baixa escolaridade, 
moram na periferia ou de Porto Alegre ou da região metropolitana e 
não conseguem se inserir no mercado de trabalho formal. 
Entre as subcategorias, a cadastrada proprietária é a que propor-
ciona maior estabilidade na ocupação. A mulher é a dona do ponto. O 
poder público só pode tirar esse direito dela mediante alguma infração 
que ela tenha cometido. A tolerada proprietária é a subcategoria com 
maior número de mulheres. Elas possuem a permissão de colocarem 
suas bancas em ruas definidas pelo poder público. Mas elas não estão 
regularizadas, pois não possuem licença da Prefeitura para o trabalho. 
Estão numa lista organizada pela Secretaria de Fiscalização da Prefei-
tura de Porto Alegre porque a maioria ocupa o ponto onde vende suas 
mercadorias há muito tempo. Dessa forma, conforme a Prefeitura, elas 
“adquiriram o direito” de estarem lá. Mas não há nenhuma estabili-
dade. A mulher, nesta subcategoria é proprietária de sua banca, mas 
não do ponto, pois, como dito anteriormente, não há uma licença da 
Prefeitura para uso daquele espaço.
A cadastrada auxiliar é uma ajudante de banca, permitida pela 
legislação. É uma empregada, mas não tem direitos trabalhistas, já que 
está no mercado de trabalho informal. Não tem estabilidade no empre-
go, mas é uma ocupação legal. A tolerada auxiliar é uma subcategoria 
permitida pela Prefeitura, mas não é legal. Também é uma empregada, 
sem qualquer direito trabalhista.
A cadastrada sublocadora é uma subcategoria ilegal porque, ape-
sar de haver um cadastro da banca e do ponto na Prefeitura, há uma 
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sublocação – uma prática considerada ilegal pelo poder público. A mul-
her pertencente a esta subcategoria subloca o ponto de uma cadastrada 
proprietária, pagando-lhe um aluguel pelo espaço. A tolerada subloca-
dora também é uma categoria ilegal porque a sublocação de banca é 
proibida. Mas ambas são donas das mercadorias. 
A cadastrada funcionária também é uma subcategoria ilegal 
porque a lei não permite que o dono de banca tenha funcionário, além 
do auxiliar. A banca só pode ter duas pessoas trabalhando – o dono e o 
auxiliar. Apesar de não haver um decreto que rege a categoria tolerada, 
a Prefeitura também não aceita funcionários trabalhando nas bancas, 
além da proprietária e auxiliar. 
Por fim, a última subcategoria é a cadastrada free lancer. Tam-
bém é irregular, pois a lei proíbe funcionários esporádicos nas bancas. 
Esta última subcategoria não será utilizada para efeito de comparação, 
pois há um número muito pequeno de mulheres.
Apesar de em todas as subcategorias as mulheres receberem sa-
lários baixos, as empregadas, sejam cadastradas ou toleradas, recebem 
os menores salários. 56% das toleradas auxiliares ganham até um salá-
rio mínimo por mês. Todas as toleradas funcionárias, 59% das cadas-
tradas auxiliares e 57% das cadastradas funcionárias recebem de um a 
dois salários mensalmente. A maioria das mulheres das outras subca-
tegorias recebe entre um e três salários mensalmente. Porém 18% das 
cadastradas sublocadoras, 14% das toleradas proprietárias e 8% das 
cadastradas proprietárias ganham mais de três salários. A maioria das 
toleradas funcionárias possui a renda familiar mensal mais baixa. 66% 
têm renda de até dois salários mínimos, seguidas de 44% das toleradas 
auxiliares. Em contrapartida, as que possuem renda mais elevada são 
as cadastradas sublocadoras. 27% delas possuem renda familiar acima 
de seis salários mínimos. 
Quanto à renda, o fator preocupante é que todas as toleradas e 
as cadastradas ilegais são muito instáveis na ocupação e podem perder 
o emprego a qualquer momento. Já as sublocadoras ilegais podem ser 
presas e terem suas mercadorias apreendidas pelos fiscais. As tolera-
das proprietárias podem perder a permissão do trabalho, já que este é 
apenas um acordo entre elas e a Prefeitura. 
As empregadas, sejam elas auxiliares ou funcionárias, têm maior 
instabilidade no emprego. Podem perdê-lo devido à vendas baixas e 
fiscalização. Há uma volatilidade muito grande nessas subcategorias. 
Muitas trabalham como auxiliar ou funcionária menos de um ano. 
Comparando o faturamento diário de uma banca com o rendi-
mento diário da mulher camelô em cada subcategoria, observa-se uma 
grande disparidade entre o que se vende e o que se recebe. Gráfico 3. 
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O gráfico 3 mostra uma grande diferença entre faturamento e 
rendimento diários das trabalhadoras, principalmente das trabalha-
doras empregadas, como auxiliares e funcionárias, sejam cadastradas 
ou toleradas. As subcategorias cadastrada auxiliar e, em seguida, a to-
lerada funcionária apresentam maior disparidade entre faturamento e 
renda diária. A cadastrada auxiliar vende R$ 426,5 por dia e recebe, ao 
final do expediente, R$ 17,00 e a tolerada funcionária tem um fatura-
mento de R$ 295,00 e ganha por dia R$ 19,00. 
A maior diferença entre as subcategorias está no faturamento, 
cujo maior valor, R$ 426,50, é o da banca das cadastradas auxiliares 
e o menor, R$ 82,75, é o de banca das cadastradas proprietárias. Ge-
ralmente as cadastradas e toleradas proprietárias trabalham sozin-
has, não utilizando auxiliares. A maioria dos proprietários de bancas 
cadastradas ou toleradas, que possui auxiliares ou funcionárias, não 
trabalha nelas. E nessas bancas há melhores e mais caras mercadorias. 
Os proprietários deixam seus auxiliares e funcionários cuidando da 
banca e tem outros negócios. São pessoas que transformam a ocupação 
num negócio lucrativo e não de sobrevivência familiar, objetivo para o 
qual a Prefeitura concedeu as licenças. Por isso é que se verifica um fa-
turamento maior nas bancas com empregadas. Desse modo, se vê com 
mais intensidade a superexploração do trabalhador, no momento em 
que se observa o faturamento resultante do trabalho e o que se ganha 
pela realização desse trabalho. Em estudo etnográfico sobre camelôs 
em Porto Alegre, Rosana Machado (2003) constatou essa exploração: 
“nem todos os camelôs são donos de banca. Muitos adquirem outro ne-
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gócio, alugam seus pontos ou deixam algum funcionário em seu lugar 
[...] os ajudantes trabalham por um salário muito baixo” (Machado, 
2003:53-54).
A sublocação se destoa desse comportamento porque a mulher 
que subloca a banca, apesar de ser a dona da mercadoria, gasta com o 
aluguel. Desse modo, seu rendimento diminui.
Muitas das mulheres empregadas, sejam cadastradas ou tolera-
das, são jovens. 41,2% das cadastradas auxiliares, 22% das toleradas 
auxiliares, 57,2% das cadastradas funcionárias e 33% das toleradas 
funcionárias têm entre 10 e 24 anos. Ao contrário destas subcategorias, 
mais de 60% das proprietárias de banca, sejam cadastradas ou tolera-
das, têm mais de 50 anos. Já a maioria das que sublocam bancas está 
na faixa etária entre 25 e 49 anos. 
Todas as funcionárias, cadastradas ou toleradas, trabalham 
mais de 10 horas por dia, durante os seis dias da semana. Todas as 
cadastradas funcionárias, auxiliares e as que sublocam bancas e 92% 
das cadastradas proprietárias trabalham em dias de chuva, mas porque 
têm proteção, como já foi explicado anteriormente. 
Ser proprietária ou sublocadora de banca, cadastrada ou tole-
rada, permite à mulher uma maior autonomia no trabalho, na hora 
de ir ao banheiro ou mesmo almoçar. 80% das mulheres empregadas 
almoçam nas bancas, atendendo aos clientes, enquanto 50% das pro-
prietárias passam por esta mesma situação. 
Quanto ao local de moradia, não há diferenças substanciais en-
tre as mulheres das oito subcategorias analisadas. A maioria mora ou 
na periferia de Porto Alegre ou nas periferias da região metropolitana. 
Em relação à casa própria, a maioria também ainda não a possui. As 
cadastradas sublocadoras são as que mais possuem esse bem durável 
(45,5%). Em contrapartida, nenhuma tolerada sublocadora ou tolerada 
funcionária tem casa própria.  
alGumas consideRações 
Entre outros fatores, as reformas neoliberais iniciadas na década de 
noventa no Brasil aumentaram em grande proporção dois fenômenos 
sociais: o desemprego e o número de trabalhadores no mercado de 
trabalho informal. Foi nesse período que aumentou também o número 
de mulheres no mercado de trabalho que, conforme Castro (2001), não 
deve ser considerado apenas como uma conquista das mulheres. Este 
fato estaria, em grande medida, segundo a autora, mais associado ao 
empobrecimento da família operária. Por isso, muitas mulheres foram 
em busca de emprego. 
As mulheres camelôs são vítimas e também resultantes desse 
processo perverso de acumulação de capital, que é diretamente pro-
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porcional ao aumento da pobreza e exclusão social. O desemprego, o 
empobrecimento familiar ou a manutenção da condição de pobreza 
empurraram essas mulheres para as ruas das grandes metrópoles em 
busca de um meio de ajudar a sustentar-se e/ou sustentar uma família. 
São pessoas que estão na zona de vulnerabilidade, conforme Castel 
(1998), ora desempregadas, empregadas, ou subempregadas.
As condições em que essas mulheres, entrevistadas na pesquisa, 
trabalham são bastante precárias. A maioria trabalha sessenta horas 
semanais, sem banheiros para suas necessidades e sem proteção contra 
as intempéries do tempo. O ambiente é insalubre e a violência é uma 
constante.
 São mulheres com baixa escolaridade, mal remuneradas, explo-
radas no trabalho e quase metade chefes de família. Mas a situação é 
ainda pior dependendo da categoria que se ocupa como camelô, numa 
demonstração de que o trabalho já precário e instável consegue se tor-
nar ainda mais precarizado e com maior grau de vulnerabilidade e de 
exploração das trabalhadoras. 
Como se pôde verificar no decorrer da pesquisa, há diferenças 
e vantagens pertencer à categoria cadastrada ou tolerada. As cadas-
tradas são vistas como as legalizadas pela Prefeitura. Já as toleradas, 
como têm apenas as permissões concedidas por acordos entre camelôs 
e poder público, sem posse de um documento que os permita estar na 
rua, são consideradas os estorvos que a Prefeitura ‘tolera’ por não ter 
onde colocá-las, já que estão também nas ruas há bastante tempo. Pes-
soas das duas categorias têm ponto fixo, mas o tratamento, segundo as 
entrevistadas, é desigual por não haver uma documentação. Porém em 
ambas categorias as camelôs permanecem na instabilidade e a mercê 
do poder público. As licenças são renováveis a cada ano, e, caso a ca-
melô cadastrada tenha cometido quatro infrações, perde o ponto. Já a 
camelô tolerada tem seu nome retirado da lista. A afirmação do chefe 
da fiscalização de Comércio Ambulante da Secretaria Municipal de In-
dústria e Comércio, Fábio Gourlart Rosa, representa bem que tipo de 
relação se estabelece entre o poder público e os camelôs. “A relação é 
tranqüila, porque existe uma relação de dependência, existe um con-
trole do município”.
Nas subcategorias verificou-se esta hierarquia (na relação patrão 
x empregado) e até exploração do trabalho com mais intensidade. As 
camelôs empregadas de bancas, sejam cadastradas ou toleradas, são 
as que possuem menor remuneração e maior jornada de trabalho. Elas 
não têm horário para almoço e têm maior dificuldade para se deslocar 
ao banheiro porque não podem deixar a banca sozinha. Podem perder 




Entre todas as subcategorias, a de tolerada funcionária é a mais 
precária e vulnerável. A mulher é irregular, por ser funcionária, além de 
estar trabalhando numa banca que não tem licença do ponto; apenas é 
tolerada pela Prefeitura. O que se verifica é uma exploração de trabalha-
dores dentro de uma ocupação já extremamente precária, que dificulta 
ou, na maioria das vezes, impossibilita a mobilidade das trabalhadoras 
para uma subcategoria melhor, ou até mudar de ocupação. 
O ambiente em que essas mulheres vivem e trabalham perpetua 
a pobreza. As mulheres empregadas ganham o suficiente somente para 
as necessidades básicas, impossibilitando-as de juntar dinheiro para 
serem donas do seu próprio negócio. A média salarial delas é de R$ 
550,00, trabalhando dez horas por dia, durante seis dias na semana. 
A baixa escolaridade e a falta de tempo real para estudar contribuem 
para mantê-las na pobreza. Desse modo, continuarão morando em ca-
sas alugadas ou cedidas na periferia, sem acesso a bens de consumo, à 
informação e educação. 
As condições de vida das mulheres proprietárias ou sublocado-
ras também não divergem muito das condições das mulheres empre-
gadas. Mas elas possuem o ponto, a banca ou as mercadorias. O que as 
possibilitam uma oportunidade de melhores ganhos. A média salarial 
é de R$ 750,00. Porém também trabalham excessivamente e possuem 
baixa escolaridade, dificultando a mobilidade social. 
O que se observa é que muitas querem sair dessa ocupação, mas 
não conseguem ver possibilidades de mudança. Então acabam se con-
tentando com a ocupação e a encaram como um modo de sobrevivên-
cia. Quando perguntadas sobre o que é ser camelô?, o maior número 
de resposta foi relacionado à questão de sobrevivência. Essas mulheres 
vivem num ambiente de constante reprodução da pobreza.
Entre as cem mulheres entrevistadas, ao se falar de fiscalização, 
muitas se mostraram receosas e com medo dos fiscais, psicológica e 
fisicamente. A dura fiscalização caracteriza o modo como o poder pú-
blico se relaciona com os camelôs, de um modo geral. A Prefeitura os 
vê como um estorvo nas ruas de Porto Alegre, degradando a paisagem 
urbana. Os camelôs não são vistos como uma questão social, resultan-
tes de uma série de fatores e decisões político-econômicas dos governos 
e do Estado. São tratados como uma questão de polícia, por isso devem 
ser coagidos e ameaçados. A contradição desse conflito entre poder 
público e camelôs está na permissão de sublocação de bancas e contra-
tação de funcionários, como pôde ser verificado e categorizado durante 
a pesquisa. Esta contradição reforça a idéia de dependência mútua en-
tre fiscais e camelô, à base de pressão e coerção, demonstrando o quão 
instável e insegura está a/o camelô diante da possibilidade de perda do 
trabalho, submetendo-se a intimidações, porque este é o único meio de 
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sobrevivência. A relação entre os fiscais e a/o camelô é hierárquica. O 
mais forte, o que detém o poder de vigiar e punir, que se vê enquanto 
“guardião da lei” contra os sobrantes, que o mercado formal não ab-
sorveu, que o poder público não sabe o que fazer com eles e por isso 
estão nas ruas vendendo qualquer e todo tipo de coisa para sobreviver. 
O grande problema é que o/a camelô deixou de ser um problema 
localizado para ser um problema social, urbano, político e econômico; 
que custa caro para a Prefeitura, porque necessita manter uma fisca-
lização para coibir os abusos de irregularidade. É um problema social 
porque é a evidência de um contingente de excluídos por sua escolari-
dade, classe social e renda. É um problema urbano porque reconfigura 
a paisagem da cidade. É um problema político porque há uma relação 
de poder e interesses para, no mínimo, limitar esse tipo de ocupação. E, 
por fim, é um problema econômico porque é um contingente inserido 
de forma precária no mercado de trabalho. Este problema é resulta-
do do tipo de pobreza moderna, do qual descreve Rahnema (2005). 
Uma pobreza massiva, produto de uma ação (Leguizamón, 2005), no 
caso; humana, e reproduzida por agentes econômicos e políticos (Oyen, 
2002).  
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El estudio científico sobre la pobreza, cuyo inicio Feres y Mancero (2001) 
ubican a inicios del siglo XX, se ha caracterizado por el predominio de 
la utilización del enfoque monetario para su medición. No es sino hasta 
años recientes que propuestas alternativas como los enfoques: “La po-
breza como falta de capacidades” de Amartya Sen, el “Participativo” y 
el de “Exclusión social” (Unidad Mujer y Desarrollo-CEPAL, 2004), que 
se enriquece el panorama, hasta ese momento centrado en la carencia 
económica, como principal descriptor.
La evolución en la caracterización del concepto permitió ana-
lizar un fenómeno tan complejo como la pobreza desde perspectivas 
cada vez más abarcadoras, al incorporar el ingreso económico, los 
requerimientos nutricionales (sin centrarse en ellos) y al considerar 
masculinidad y pobReza
la desaFoRtunada Relación entRe 
el seR HombRe y la pobReza en pescadoRes 
de zonas tuRÍsticas de costa Rica
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además elementos más contextuales como la necesidad, la carencia y 
la exclusión. 
Es en este marco en el que se distinguen otros factores que no 
habían aparecido en el cuadro y que empiezan a tomar fuerza; entre 
otros están: los elementos ideológicos y culturales que determinan y 
perpetúan la pobreza, la globalización y el modelo neoliberal.
Con este telón de fondo, la nueva mirada a viejos fenómenos 
sociales como la pobreza, permite distinguir con más claridad las 
particularidades de los actores involucrados en ésta y se empieza a dis-
tinguir entre “necesidades” y “satisfactores” como lo hacen Max-Neef 
et al. (2005), entre “carencia” y “deseo” de acuerdo con Agnes Heller 
(1996) y, entre “carencia económica” y “pobreza de capacidades” según 
Amartya Sen (1999).
Esta nueva búsqueda permitió el surgimiento de categorías 
como la condición de género, la cual se plantea como otro de los facto-
res novedosos que agregan mayor diversidad al fenómeno, ya de por sí 
complejo. En este sentido, autoras como Silvia Chant (2003) y la Unidad 
de Mujer y Desarrollo de la CEPAL (2004) afirman que, si bien es cierto 
que la pobreza es un proceso social que va en detrimento de la dignidad 
humana y de los derechos fundamentales de los seres humanos, no 
impacta de la misma forma en hombres que en mujeres.
Por el contrario, las mujeres, al tener condiciones adversas aso-
ciadas al género, como la violencia y la reclusión al espacio doméstico, 
sufren con más fuerza los embates de la ya de por sí difícil situación 
de pobreza. Estos estudios ponen sobre el tapete la importancia de in-
corporar el tema de género al estudio de la pobreza, ya que sin él se 
dejan fuera factores considerados como fundamentales para su com-
prensión.
Sin embargo, la tónica de los estudios de género de los últimos 
cuarenta años ha estado liderada por las teóricas feministas, las cuales 
han marcado la pauta desde los primeros escritos pioneros, producto 
de los movimientos sociales de los años setenta (Burín y Meler, 1998). 
En estos textos se ha analizado y cuestionado el papel de subordinación 
que han tenido las mujeres a lo largo de la historia, lo que ha permiti-
do cuestionar e introducir transformaciones al lugar social que se les 
había asignado.
Al cuestionar el lugar que históricamente se les había establecido, 
las mujeres se preguntaron también por el lugar que habían ocupado 
los hombres dentro de la dinámica cultural. Los hallazgos ante dichas 
preguntas propiciaron las luchas por la reivindicación de los derechos 
de las mujeres, su incorporación a la esfera laboral y la apertura a 
que las mujeres ostenten puestos de poder en los diferentes espacios 
públicos y privados. Todo esto ha producido cambios significativos en 
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los roles genéricos, lo que ha obligado a los sujetos a modificar sus re-
laciones cotidianas.
Las transformaciones sociales que derivan de los movimientos 
y estudios feministas generan cuestionamientos alrededor de la condi-
ción masculina; así el estudio de la masculinidad se incorpora como 
tema de estudio de las ciencias sociales, con lo que se enriquecen las 
investigaciones sobre el género. Sin embargo, la inquietud de estudiar 
la condición de los hombres es reciente y se ha explorado poco (Burín 
y Meler, 2000).
Estudios pioneros en este ámbito, como el de David Gilmore 
(1994), permitieron analizar, desde la antropología, el proceso median-
te el cual, una cantidad considerable de culturas en comunidades de 
África, Asia, América y Europa configuran y exigen requerimientos o 
“pruebas” a las cuales se someten los jóvenes para ser aceptados como 
hombres dentro de su sociedad; estos rituales culturales exigidos a los 
hombres son fundamentales para entender el fenómeno.
Este autor encuentra que existen tres características fundamen-
tales que atraviesan las pruebas de virilidad en todas las culturas como 
requisito de la masculinidad: el deber de ser heterosexual, de ser pro-
creador y de ser proveedor. 
Estas tres características acompañarán al varón inexorablemen-
te durante su vida, como si estuviera en un permanente examen, ya que 
su condición de “hombre”, a diferencia de la de las mujeres, es un dere-
cho que debe ganarse constantemente, lo que genera grandes cuotas de 
ansiedad y desgaste emocional. Si a eso le aunamos que al cuestionarse 
cualquiera de estos tres elementos el núcleo fundamental de la identi-
dad masculina se estremece de manera tal que la censura social por no 
cumplirlos resulta insoportable para los varones (Gilmore, 1994).
Burín y Meler (2000) afirman que por sí sola la incorporación de 
las mujeres al mundo de trabajo y el cuestionamiento de los roles tra-
dicionales de género alcanzan para producir crisis en los hombres. Si 
a estos factores asociados al cuestionamiento de la masculinidad tradi-
cional o “masculinidad hegemónica” (como la llama Michael Kaufman, 
1997) le sumamos lo que autores como Berger y Luckman (1997) llaman 
“crisis de sentido”, producto de las transformaciones modernas y de la 
desaparición de los referentes sociales que brindaban sentido y con-
ciencia de sí mismo al ser humano, nos encontramos con un hombre 
en un profundo y doloroso proceso de cambio. 
Este hombre en crisis muchas veces no cuenta con los recursos 
emocionales, culturales y económicos que requiere un proceso tan in-
tenso como este, sobre todo cuando se encuentra en condiciones de 
vulnerabilidad y exclusión social, como sucede en el caso de los pesca-
dores, los cuales son socializados bajo los criterios más tradicionales 
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de la masculinidad, como una estrategia de enfrentamiento ante lo ad-
verso del trabajo que implica la pesca (García, 2005). 
Como se indicó al inicio de este apartado, la globalización y el 
neoliberalismo implican, entre otros factores, la cada vez más creciente 
precarización del trabajo, así como la reducción de las fuentes de em-
pleo. En la lógica de la exigencia social hacia el varón, el ser proveedor 
ocupa un lugar fundamental y si las fuentes de empleo se reducen o 
desaparecen, como sucede con el capitalismo moderno, la identidad 
masculina se ve fuertemente impactada, lo que se traduce en altas cuo-
tas de sufrimiento psíquico para el sujeto.
Es a partir de este contexto que surge esta investigación de la 
convergencia de múltiples elementos como la pobreza, la masculinidad, 
la globalización y la pesca. La premisa de la que se parte es que existen 
factores asociados a la construcción de la masculinidad que sostienen 
y perpetúan la pobreza, ya que operan como obstáculos en la genera-
ción de capacidades para poder revertir las condiciones económicas 
adversas.
Para ello se escogió hacer historias de vida con pescadores de las 
comunidades costeras del Pacífico Central y del Norte de Costa Rica, 
zonas en las que, según el Décimo Tercer Informe del Estado de la 
Nación (2007), se ubica el mayor crecimiento de la industria turística, 
principalmente de capital extranjero, con una mínima o nula regula-
ción por parte del Estado.
La información fue analizada a partir de cuatro categorías, a 
saber: Proceso de socialización, Percepción de masculinidad, Pesca y 
vida cotidiana, Masculinidad y pobreza.
aceRca de las zonas de las que pRoVienen 
los pescadoRes: una bReVe caRacteRización
La escogencia de las comunidades en las que se realizó la investigación 
no fue azarosa, tenía una intención claramente marcada: 
a)  Son zonas donde se observa un crecimiento importante del “de-
sarrollo turístico”, con una presencia significativa de empresas 
hoteleras extranjeras, y con una escasa o nula regulación por 
parte del Estado de dichas construcciones, lo que implica que los 
recursos de la zona pasan paulatinamente a manos privadas. 
b)  Otro factor que influyó en la selección lo constituye el que, coin-
cidentemente, las zonas de mayor desarrollo turístico figuran 
entre las comunidades de mayor exclusión social junto con las 
comunidades indígenas y afrodescendientes. 




d)  Por último, y aunque parezca obvio, las comunidades seleccio-
nadas fueron escogidas a partir del criterio de que la pesca fuera 
una de las actividades económicas principales de la región, sobre 
todo la pesca artesanal.
Es importante mencionar que las provincias de Guanacaste y 
Puntarenas son las zonas de mayor crecimiento turístico, reportándo-
se incrementos significativos en la cantidad de metros cuadrados de 
construcción; los cuales pasan de menos de 100 mil en 1990, a poco 
más de 600 mil en el 2006, correspondientes a la construcción de in-
fraestructura hotelera. 
Como se indicó anteriormente, las comunidades seleccionadas 
se ubican en la costa pacífica de Costa Rica, principalmente en la región 
central y norte. 
contexto, neolibeRalismo y pRecaRización del 
tRabaJo: de la cRisis de sentido al HombRe en cRisis
Costa Rica atraviesa en este instante uno de los momentos de transición 
económica y social más importante de los últimos años. Con la reso-
lución afirmativa del referéndum acerca de la adscripción del país al 
Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, en octubre del 2007, y 
su consecuente implementación en la agenda legislativa para su apro-
bación, se cumple una etapa más en el desarrollo del modelo neoliberal 
que es impulsado desde las esferas de poder, desde los años ochenta.
Las consecuencias de este modelo económico han sido descritas 
por varios autores (Quesada, 2006; Hinkelammert, 2003 y Fournier, 
1999) como altamente perjudiciales para los grupos sociales más desfa-
vorecidos, ya que produce un aumento de la desigualdad y la exclusión 
de los sectores más vulnerables. Las consecuencias para el psiquismo 
y la salud mental son igualmente consideradas como perjudiciales 
(Guinsberg, 2001), al debilitar la solidaridad y promover el individua-
lismo y la competencia, lo que aumenta la tensión emocional y el estrés 
por no poder adquirir las promesas de felicidad basadas en una lógica 
de consumo asentada en la compra de objetos fetichizados, a los que 
pueden acceder muy pocas personas. Las permanentes y constantes es-
trategias de activación de defensa del sí mismo ante las circunstancias 
adversas, llevan a la persona pobre a reducir lentamente los recursos 
yoicos para enfrentar las diferentes situaciones cotidianas, lo que deri-
va en un psiquismo débil y en permanente estado de alerta (Rodríguez, 
1991).
En este sentido, Fournier (1999) menciona que el paulatino debi-
litamiento del Estado benefactor y las políticas neoliberales que privile-
gian las leyes del mercado sobre los derechos fundamentales, así como 
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la progresiva desaparición (privatización) de las instituciones encarga-
das de la distribución de la riqueza, tienen serias consecuencias en la 
estructura social y en la cultura que afectan de manera cada vez más 
fuerte la subjetividad.
Visto desde la óptica de la representación y la identidad, Berger y 
Lukman (1997) se refieren a las características de la modernidad como 
productoras de un, cada vez más desdibujado, universo de sentido. Para 
ellos, las experiencias cotidianas derivan para las personas en concien-
cia de sí, a través del sentido que les otorguen a dichas experiencias, 
producto de la socialización orquestada por instituciones como la fa-
milia, la escuela, el Estado, las cuales están encargadas de brindar uni-
versos lingüísticos que orientan y controlan el actuar humano dentro 
del mundo.
Con lo vertiginoso de los cambios y las modificaciones a las es-
tructuras tradicionales históricamente construidas, los cimientos y las 
“reservas” de sentido objetivado de los sujetos se diluyen y, al tornarse 
borrosas las instituciones sociales encargadas de dar sostenimiento a 
la identidad del individuo, se generan crisis de sentido importantes que 
dejan al sujeto a merced de la incertidumbre y la angustia (Berger y 
Lukman, 1997).
Así las cosas, a la crisis de sentido y el impacto en la subjetivi-
dad que tiene para los sujetos la deshumanización producto del modelo 
neoliberal (Hinkelammert, 2003) y de la globalización (Quesada, 2006) 
se yuxtapone la crisis en la construcción tradicional del ser hombre 
debido a la incorporación paulatina de la mujer a la vida pública y a la 
esfera laboral, lo que supone un replanteamiento de los roles de género 
y una crisis en la identidad masculina (Burín y Meler, 2000).
Esta crisis se ve agravada por el lánguido aumento de la llamada 
“precarización del trabajo”, entendida como “el concepto que engloba 
procesos relacionados con la emergencia y expansión de relaciones no 
formales de trabajo en los sectores en los que este tipo de relaciones 
laborales no existía previamente o era marginal (contratos atípicos, 
contratos temporales, trabajos no permanentes, trabajos estacionales, 
trabajos a destajo, etc.) […] El concepto también suele emplearse para 
dar cuenta de situaciones laborales cuyas condiciones se han deterio-
rado ya sea como consecuencia de la caída de los ingresos-salarios por 
debajo de los mínimos fijados por ley; la prolongación de las jornadas 
laborales por encima de los límites fijados por ley o bien, la contrata-
ción creciente de trabajadores y trabajadoras a tiempo parcial” (Mora, 
2005:29).
La falta de empleo o su precariedad es quizás, a criterio de Mora 
(2005), el vínculo más claro entre vulnerabilidad y pobreza, ya que, si 
bien es cierto que el ingreso no es el único determinante de la pobreza, 
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su ausencia o acceso limitado erosiona y resquebraja la integración 
social de los grupos vulnerables.
El hombre, llamado al éxito laboral, a ser proveedor como re-
quisito de su masculinidad, se verá impelido a buscar dentro del re-
pertorio de estrategias de subsistencia algún medio que le permita 
solventar dicha solicitud, aunque para ello tenga que utilizar medios 
ilegítimos. 
Así por ejemplo, algunas de las estrategias de afrontamiento de 
situaciones adversas que desarrollan los pescadores como el aleteo de 
tiburón, el tráfico de drogas, la pesca en aguas internacionales en tiem-
pos de veda o con redes no permitidas son tipificadas como delitos que 
son procesados y presentados a través de los medios de comunicación 
como delincuencia, pero se omiten los condicionantes sociales que de-
tonaron y propiciaron su aparición. Es el proceso mediante el cual se 
individualiza una problemática social como la pobreza y se desvía la 
atención de las estructuras que la producen. Es lo que se podría llamar 
criminalización de la pobreza.
Lo que sucede, como bien lo señala Foucault (2000), es que las 
estructuras de poder –representadas por la pericia psiquiátrica o jurí-
dica– depositan en los sujetos más vulnerables imputaciones de delitos 
sobre la base de sus características físicas o de personalidad, lo que 
convierte, por un proceso que llamó “desdoblamiento del delito”, deter-
minadas particularidades de un grupo concreto, en acciones delictivas. 
En otras palabras, la descripción que se hace en los juicios por parte de 
la pericia psiquiátrica –en complicidad con la legalidad– busca ubicar 
en las características de personalidad aquellos elementos que prueben 
que se ha cometido un delito. De esta forma, según este autor, pretende 
“mostrar cómo el individuo se parecía a su delito antes de haberlo co-
metido” (Foucault, 2000: 35).
Todos estos procesos de exclusión social llevan a la estigmatiza-
ción de los grupos más vulnerables. Entenderemos la discriminación 
como la plantean Smith et al. (2007) cuando afirman: “La discrimina-
ción, en términos macrosociales, hace referencia a un complejo sistema 
de relaciones entre los grupos que produce y reproduce desigualdades 
en el acceso a recursos como la salud, ingreso económico, educación, 
propiedad, etc. (Giddens, 1993). Más específicamente, se define como 
negar o denegar el acceso a oportunidades (de empleo, salud, educa-
ción, vivienda, etc.) a un grupo social y sus miembros. […] En este 
nivel de análisis, la discriminación hace referencia a las instituciones, 
normas y prácticas sociales responsables de que se perpetúe y legitime 
la exclusión o vulnerabilización de ciertos miembros de la sociedad en 
virtud de su pertenencia a una determinada categoría social” (Smith 
et al. 2007: 3).
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Sin embargo, manifiestan las autoras, los sujetos no son solo 
entes pasivos que reciben la discriminación y la aceptan sin ninguna 
resistencia, sino que elaboran estrategias de enfrentamiento que les 
permiten resistir dicho rechazo o exclusión. Las estrategias a las cuales 
se recurre para solventar las carencias serán aquellas a las que se tenga 
alcance; en el caso de los pescadores, realizar acciones peligrosas (por 
ser ilegales o por poner en riesgo la salud) son preferibles a la angustia 
y la frustración que acompañan el no poder cumplir con el mandato 
social de ser proveedor, lo que implicaría un impacto devastador para 
la identidad. 
puntualizaciones aceRca de la constRucción 
de la masculinidad, la pobReza y la Vida 
del “HombRe de maR”
Caracterizar al hombre pescador, y considerarlo en todas sus dimen-
siones, no es tarea fácil. Infancia de privaciones, no sólo económicas 
sino afectivas, imposibilidad de mostrar debilidad, transformación 
progresiva de su cuerpo en un instrumento de trabajo que exige fuer-
za, tolerancia al dolor extremo casi en una suerte de anestesia corporal 
generalizada y renuncia a sus necesidades afectivas y físicas son sólo 
algunos de los requerimientos básicos de un sujeto que cotidianamente 
se enfrenta a lo “impredecible del mar” (García, 2005).
La mirada inexorable del género, de la cultura patriarcal que nos 
atraviesa, se encarna de maneras muy distintas en los diferentes con-
textos de los sujetos. Los pescadores no escapan a esta realidad. 
Gilmore (1994) retoma ese inexorable juicio cultural al señalar 
que, en la mayoría de las culturas que ha estudiado, la condición de 
género se adquiere de formas muy distintas si se es mujer u hombre. 
A las mujeres se les adjudica condición de género con la sola 
caracterización física. Esto quiere decir que por el hecho biológico de 
nacer mujer la sociedad le otorga este estatus sin cuestionarlo, más 
tarde quizá se cuestione su honorabilidad, el qué tan “buena” o “mala” 
mujer sea, pero su condición femenina es intocable.
Caso contrario sucede con el varón, el cual es sometido a exá-
menes constantes de masculinidad, pruebas sociales que debe resolver 
con gallardía, por más dolorosas o violentas que sean, para ganarse su 
estatus de hombre. Los mandatos son principalmente tres: ser provee-
dor, ser heterosexual y ser procreador.
No es posible considerar lo masculino o lo genérico, como con-
dición humana, si no es desde el correlato cultural que le da soporte 
y sentido. El género particular, personal, se cruza y se construye en 




En este sentido, esta autora plantea que las significaciones afec-
tivas que los sujetos le otorgan a su condición genérica, retratan la cul-
tura que los rodea de manera tan particular que no es posible hablar de 
masculinidad y feminidad, sino de masculinidades y feminidades.
Al respecto afirma: “La identidad de género de cada persona es 
también un entramado inextricable, virtualmente una fusión de la signi-
ficación personal y cultural. Que cada persona cree su propio género per-
sonal cultural implica una extensión de la idea de que el género no puede 
entenderse independientemente de la cultura” (Chodorow, 2003: 87).
Dentro de las culturas analizadas por Gilmore, está la isla de 
Truk, un pequeño atolón del Pacífico sur, en la que estudia a un grupo 
de pescadores. El autor señala que a estos isleños se les presiona para 
que realicen peligrosas salidas al mar, en endebles embarcaciones, en 
aguas plagadas de tiburones. En dichas incursiones, los pescadores de-
ben mostrar un autocontrol tal que raya en lo temerario. Si alguno de 
ellos manifiesta temor o angustia será ridiculizado y tildado de feme-
nino y poco hombre (Gilmore, 1994).
Una vez en tierra, el beber en exceso, el involucrarse en peleas 
con otros hombres y el tener relaciones sexuales con todas las mujeres 
que les sea posible es parte del ritual masculino de afirmación de la 
virilidad. Estas conductas autodestructivas de los varones pescadores 
fueron también descritas en investigaciones como la de García (2005), 
en la cual la ingesta excesiva de alcohol, la violencia hacia otros hom-
bres o mujeres y la promiscuidad se acompañan por un desprecio y una 
sobreexigencia del cuerpo como forma de sobrevivencia a las adversas 
condiciones de la “vida de mar”.
Es en esta línea que autores como Luis Monino Méndez (1997, 
citado por Burín y Meler, 2000), afirma que la masculinidad se asienta 
sobre cuatro pilares fundamentales, que derivan del imperativo social 
de autosuficiencia que debe mostrar el hombre, asentado en el poder y 
el control. Los cuatro pilares son:
 –  El pilar 1 supone la hipótesis de que la masculinidad se produce 
por desidentificación con lo femenino (el ideal de masculinidad 
será no tener nada de femenino).
 –  El pilar 2 plantea la hipótesis de que la masculinidad se da por 
identificación con el padre y deriva en el ideal de ser una persona 
importante (el niño percibe al padre como ideal de masculini-
dad).
 –  El pilar 3 afirma la hipótesis de que la masculinidad se sostiene 
en los rasgos de dureza y de ser poco sensible al sufrimiento; 
específicamente se construye sobre la base de la violencia.
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 –  El pilar 4 señala la hipótesis de que la masculinidad se construye 
sobre la base de la lucha contra el padre y constituye el ideal de 
ser un hombre “duro”. (Burín y Meler, 2000: 130).
Alternativamente a estos pilares que constituyen el fundamento 
de la masculinidad tradicional, se ha descrito un nuevo ideal de mascu-
linidad, el cual se basa en la premisa de que el hombre debe ser sensible 
y empático.
Este nuevo ideal, surgido principalmente de los cuestionamien-
tos a la masculinidad hegemónica por parte de las teorías feministas, 
plantea que pueden surgir al menos dos tipos de trastornos en el cum-
plimiento de dicho precepto: a) trastornos por el conflicto con los otros 
ideales y b) trastornos por la “pérdida del norte”, catalogados también 
como la “patología de la perplejidad”.
La construcción de las masculinidad se ha convertido entonces 
en un campo de batalla, en el que los mensajes contradictorios son el 
pan de cada día; la exigencia de ser hombres diferentes y sensibles se 
hace inalcanzable cuando esos mismos hombres se hallan profunda-
mente arraigados en los preceptos tradicionales de la masculinidad 
hegemónica.
Estas contradicciones colocan al hombre moderno en un lugar 
de mucha angustia y tensión, generándole crisis y trastornos adapta-
tivos producto de la desorientación que surge a partir de la pérdida 
de ideales anteriores; se están debatiendo entre las enseñanzas más 
primarias y fundantes de su identidad y modelos emergentes de acep-
tación tan compleja como la “metrosexualidad”. 
Sin embargo, y a pesar de los mensajes contradictorios, las bases 
de la masculinidad tradicional siguen ocupando un lugar fundamental 
en la constitución masculina y manifestándose en todos los ámbitos de 
la vida del hombre.
En este sentido, en un trabajo del 2004, que realicé en conjunto 
con Menjívar (Alvarado y Menjívar, 2004), describimos una serie de 
ámbitos a través de los cuales se transmite y asienta la masculinidad 
hegemónica1:
 a) El tipo de juegos: la socialización de género diferenciada entre 
mujeres y hombres lleva a que niños y niñas, así como los y las 
jóvenes, se desempeñen en juegos y actividades claramente dis-
tintas. Los juegos de los hombres están marcados, la mayor parte 
de las veces, por una mayor actividad física. Así mismo, implican 
1 Estos ámbitos fueron tomados en cuenta para la elaboración de la guía de entrevista 
junto con las categorías de análisis.
carlos Alvarado cantero
61
un alto grado de competencia donde ganar es muestra de un 
mejor desempeño como hombres. 
 b) Los roles desempeñados por su familia: en una gran cantidad de 
familias, los padres o figuras masculinas presentes desempeñan 
el rol de proveedor y las figuras femeninas trabajan en la crianza 
de los hijos e hijas y en las faenas del hogar. Aunque otra buena 
cantidad de mujeres trabaje remuneradamente fuera o dentro de 
sus hogares, siguen haciéndose cargo del trabajo doméstico. 
 c) El poder diferenciado de los miembros de la familia: hombres 
y mujeres tienen un poder social diferenciado, en el que, por lo 
general, las decisiones que son consideradas más relevantes so-
bre los asuntos familiares son tomadas por los hombres. Esto 
es especialmente notorio si son los hombres quienes manejan el 
dinero de la familia y quienes se desenvuelven en el mundo de 
lo público. 
 d) Los mensajes de género: por las razones anotadas en el apartado 
anterior, es recurrente en la socialización de la mayoría de los 
hombres, que tanto mujeres como hombres envíen (a los varo-
nes) mensajes que tienen como objeto eliminar aquellos rasgos 
que socialmente se asocian a lo femenino (expresión de afecto, 
empatía, pasividad, etc.). De ahí mensajes como: “los hombres 
no lloran, lloran las mujeres”, no sea “mariquita”, “sea fuerte”, 
“aguante como los hombres”, “si se mete... aguante”, “el que llega 
último es niñita”, entre otros.
 e) Las relaciones con sus pares (otros niños y adolescentes varo-
nes): la influencia que ejercen los pares en la conformación de la 
identidad masculina es muy fuerte, no sólo es con estos con quie-
nes se compite, son los que fiscalizan nuestra hombría y quienes 
emiten veredicto: “es un verdadero hombre...” “es una mujerci-
ta...”, “es un maricón”. Son, entonces, quienes evalúan nuestro 
desempeño viril.
  f) El hecho de haber tenido que contribuir económicamente con su 
familia desde temprana edad o haber asumido el rol de provee-
dor en ausencia del padre o de la madre es un evento que marca 
fuertemente a muchos hombres, y se configura en un elemento 
clave para la conformación de su identidad masculina.
 g) El ejercicio de la sexualidad. Las relaciones sexuales son muy 
importantes en la conformación de la masculinidad, pues en el 
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imaginario androcéntrico2 forman parte del buen desempeño 
masculino, es decir: con cuantas más mujeres se haya tenido 
relaciones sexuales, mejor hombre se es. 
 h) La formación religiosa está marcada por mensajes que refuerzan 
los roles tradicionales de género, la sumisión de las mujeres y el 
poder de las imágenes masculinas (Alvarado y Menjívar, 2004: 
31).
En resumen, la masculinidad hegemónica, tradicionalmente 
construida, atraviesa por cuestionamientos actuales que han puesto al 
hombre moderno en medio de una encrucijada. El varón dedicado a la 
pesca debe enfrentar, además de esta crisis personal, la crisis derivada 
de la realidad social globalizada y capitalista, que tiende a anular a este 
grupo de personas y los confina cada vez a condiciones más infrahuma-
nas de subsistencia.
Debido a las exigencias del mar, se debate entre nuevos mandatos 
y antiguos preceptos, preceptos que lo construyen y que lo separan de la 
muerte en medio de las travesías y las pruebas de virilidad y fortaleza 
que requiere el manejo de un barco, la astucia de medir mareas y la 
sobreexplotación del cuerpo que demandan días enteros internado en 
el mar. 
el Rescate de la palabRa en el HombRe enmudecido. 
HistoRias de Vida
La investigación se llevó a cabo en dos comunidades del Pacífico Cen-
tral y Norte de Costa Rica que reunieron las características requeridas 
para la investigación (ver apartado ut supra “Acerca de las zonas de las 
que provienen los pescadores: Una breve caracterización”).
Se contactó con líderes comunitarios a los cuales se consultó y, 
una vez que se les indicaron los criterios de inclusión y exclusión de 
los participantes para la investigación, ellos se encargaron junto con 
el investigador de contactar y convocar a las personas seleccionadas 
para participar. 
Se hicieron, además, visitas a los lugares donde se reúnen los 
pescadores a conversar, espacios comunes en los que el investigador 
fue incorporándose paulatinamente apoyado por los contactos comu-
nitarios. 
La metodología que se utilizó fue de corte cualitativo ya que se 
consideró fundamental el poder entender la construcción de sentidos 
2 El androcentrismo está referido a una concepción de mundo en la que lo masculino es 
el centro y medida de la humanidad.
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que establecen los pescadores y, desde esta perspectiva, acceder a las 
características asociadas con la masculinidad, la pesca, su cotidiani-
dad y la pobreza. 
Asimismo, se utilizó el estudio de caso como una manera de res-
catar la particularidad de la vivencia del fenómeno desde sus actores 
principales; además, se recurrió a técnicas como el relato de vida y la 
entrevista en profundidad. El relato de vida permite acercarse a cada 
uno de los y las participantes para brindar un marco de referencia que 
facilita comprender las interpretaciones que dan a los relatos de sus 
vivencias, así como a los significados que asignan a su propio proceso 
identitario. 
Cuatro hombres participaron en la investigación, dos provenien-
tes del Pacífico Norte y dos del Pacífico Central, con edades entre los 
30 y 35 años, que viven en condiciones de pobreza y que tienen como 
principal actividad económica la pesca artesanal.
El rango de edad se definió entre los 30 y 35 con la intención de 
evaluar el tipo de impacto sentido por los participantes durante las re-
formas económicas vividas en Costa Rica en los años ochenta. En esa 
época los participantes eran niños, etapa del desarrollo en la que los 
procesos de socialización e identificación de género son vitales. 
Se consideró oportuno incluir dentro de la guía de entrevista, 
además de las preguntas derivadas de las categorías de análisis, algu-
nas frases incompletas orientadas a determinar el universo simbólico 
en el que se mueven los sujetos; bajo la premisa de que, como se ha seña-
lado en los apartados anteriores, la masculinidad hegemónica implica 
la disociación de sentimientos como rasgo constitutivo; lo cual limita 
que los hombres verbalicen lo que sienten.
Las emociones, por lo tanto, pasan a ser sensaciones a las que les 
es muy difícil ponerles palabras, por lo tanto, pasan al acto como prin-
cipal forma de lenguaje. Si a esto se agrega la condición de pobreza en 
que viven los participantes, se está frente a un grupo de sujetos que han 
vivido de privación emocional, económica y académica, entre otras, lo 
que reduce significativamente su capacidad de expresión oral.
Se hace necesario interpretar los significantes derivados de lo 
simbólico en el acto o de la palabra condensada. De este modo frases 
como “Lo peor que le puede pasar a un hombre es:_________” o “Lo 
malo de la pesca es:________________”, se articularon para producir el 
discurso necesario que no se expresase en las preguntas abiertas. 
La utilización de técnicas como el uso de adjetivos, para capturar 
aquello que más se acerca o se aleja de la definición que estos hombres 
tienen de temas como “Ser pescador”, “Las mujeres”, “La pesca”, etc. 
resultó fundamental para poder entretejer un universo de sentido de la 
visión de mundo particular de los participantes.
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Finalmente, la información obtenida se analizó a partir de cua-
tro categorías: 
Proceso de Socialización, 
Percepción de Masculinidad, 




Como característica principal en la socialización masculina, los sujetos 
refieren que el aprendizaje de la valentía y coraje a través de los juegos 
infantiles constituyó una de las principales características de su edu-
cación.
Entre los juegos que practicaban señalan el fútbol casi como úni-
ca distracción, mencionan no recordar ningún otro; era practicado en 
la playa y al jugarlo debían mostrar agresividad y fuerza. Los partidos 
de fútbol les permitieron además, medir y comparar la fortaleza física 
con otros hombres y propiciaron el aprendizaje de la violencia como 
mecanismo único para resolver los conflictos: “las mejengas termina-
ban siembre en pleito con los maes de la otra cuadra” (A, 30 años).
Mostraron muchas similitudes en cuanto a los mensajes que re-
cibían de sus padres o personas significativas, relacionados con que 
el expresar sentimientos constituía una muestra de debilidad que los 
hombres no debían permitirse.
En todos los casos se observaron semejanzas con respecto a la re-
lación con el padre; por lo general, se describe como una persona afecti-
vamente distante, agresiva, en ocasiones violenta, alcohólica y mujeriega. 
En los casos en los que el padre no estuvo presente durante la infancia, la 
función paterna es asumida por el varón de la familia de mayor edad, el 
cual se hace cargo de la disciplina de los hermanos y hermanas menores 
y de velar porque a la madre no le falte nada económicamente.
Por otro lado, la relación con la madre es ambigua, ya que es visua-
lizada como el modelo de mujer, de quien se recibe afecto pero también 
a quien se teme por ser en ocasiones agresiva con ellos. Las agresiones 
recibidas de la madre, por otro lado, no son catalogadas como tales, sino 
como correcciones merecidas por sus malas actuaciones.
En algunos casos, se admira en la madre la posibilidad de salir 
adelante sin la figura de un padre que la apoye económicamente.
Del padre, en los hogares donde estuvo presente, se admira prin-
cipalmente su disposición para el trabajo y la responsabilidad de man-
tener a su familia aún en condiciones adversas. 
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Relatan recordar cómo en ocasiones el padre agredía a la madre, 
experiencia que es significada como extremadamente dolorosa, sin em-
bargo, resulta más dolorosa la imposibilidad de impedir que sucediera, 
debido a su corta edad. Como dato interesante, el relato de una situa-
ción de violencia que es descrita como sumamente dolorosa es narrada 
sin mostrar ninguna señal de sufrimiento, como si hubiera una barrera 
entre lo que se dice sentir y lo que se siente, o como si se estuviera ha-
blando de otra persona.
La imagen de hombre que ellos consideran que se manejaba en su 
comunidad era la de mujeriego, trabajador, fuerte y alcohólico.
La imagen de mujer que les fue transmitida es la de mujer sumi-
sa y recluida a los quehaceres domésticos, sin embargo, cuando hacen 
referencia a algún aspecto de lo que consideran que debe tener o hacer 
la mujer aclaran primero que no es por ser machistas, sino porque es 
lo mejor para la familia. En este sentido, la “mujer de la calle”, que es la 
que anda en fiestas o bailes, trae ruina a la familia porque abandona a 
sus hijos y sus obligaciones.
Es interesante cómo, a pesar de que la visión de la mujer sigue 
siendo conservadora, se hace una aclaración de que no se piensa eso 
por ser “machista”, sino utilizando un argumento de preocupación por 
el adecuado funcionamiento de la familia. Se puede percibir la super-
posición de discursos y cómo las nuevas imágenes de masculinidad 
compiten con las construcciones identitarias de género tradicionales, 
las cuales se imponen finalmente.
peRcepción de masculinidad 
Como un primer dato interesante, se menciona que los entrevistados 
organizan sus respuestas en dos ámbitos. En general, las preguntas 
referidas a los temas de su percepción de ser hombre, a las relaciones 
de pareja, a la mujer, entre otros, se contestaban en dos niveles que 
eran claramente definidos por ellos al inicio de cada respuesta: el nivel 
personal y el de grupo inmediato.
En este sentido, se hace una distinción entre lo que ellos piensan 
y lo que piensan las personas significativas que los rodean, se diferen-
cian del entorno y se distinguen como diferentes a la idea de masculi-
nidad “externa”. Es interesante en este aspecto particular que las ideas 
que refieran como de su grupo inmediato sean contradictorias con las 
propias, lo que se repite en los cuatro casos.
Llama la atención el hecho de que los sujetos se autoperciban de 
manera tan diferente al resto de las personas que les son significativas, 
como si estuvieran aislados de su ambiente inmediato. Es así que sur-
gen dos escenarios posibles: que realmente sean diferentes a su entorno 
y no sean afectados por éste (idea poco probable según la bibliografía 
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científica) o que hagan un esfuerzo consciente para mostrarse como 
hombres alternativos frente al investigador. 
Ambas posibilidades implican situaciones dilemáticas que com-
plejizan su condición de vida. Por un lado, si realmente son diferentes 
a su entorno, la segregación y la exclusión por parte de sus pares, por 
ser “el diferente”, los coloca en una situación de mayor vulnerabilidad 
en comunidades ya de por sí vulnerables. Por otro lado, si lo que hacen 
es construir un discurso ante lo público que los muestre como hombres 
alternativos, el sostener y crear este discurso implica un gasto de ener-
gía y de recursos psíquicos importantes, recursos que por otra parte no 
pueden invertir en transformar su forma de vida de manera consciente. 
En ambos casos, y a pesar de las aparentes repercusiones negativas que 
se observan, la creación de nuevos discursos que riñen con la ideología 
que les circunda, muestra que ha habido un proceso importante de pro-
blematización y cuestionamiento de los mandatos de la masculinidad 
tradicional que es importante señalar.
Así por ejemplo, mencionan que la imagen de hombre que tiene 
su comunidad es de hombre mujeriego, que ingiere grandes cantidades 
de alcohol, que pelea con otros hombres, que es violento, agresivo, fuer-
te. Sin embargo, para los entrevistados su percepción de un hombre es 
que debe ser trabajador y responsable y entienden “responsable” como 
sinónimo de proveedor económico para su familia: “que nunca les falte 
nada, eso es ser un hombre, que vea por su familia” (C, 31 años).
Las relaciones de pareja son igualmente visualizadas en dos es-
cenarios distintos, por un lado, lo que ellos consideran que la gente 
de su comunidad piensa es que las relaciones de pareja de un hombre 
deben darse con todas las mujeres con las que pueda “no se le niega a 
nadie”, teniendo esposa (pareja estable) pero con amantes clandestinas 
y relaciones paralelas que le son ocultadas a la pareja estable.
La percepción personal en este ámbito es la de que un hombre 
debe casarse y tener hijos para formar una familia por la que debe 
“velar para que no les falte nada” (C, 31 años). El formar una familia es 
un factor que se da por un hecho, ya que es algo que no se planea, sino 
que surge como parte de la trayectoria normal de la vida.
La mujer elegida para cumplir la función de madre, por lo tanto, 
es aquella que resulta embarazada y con la que “hay que amarrarse los 
pantalones y cumplirle”, lo que quiere decir que la paternidad les devie-
ne como un accidente más que como parte de un proyecto de vida.
En los casos en los que hay una elección de pareja (no hay emba-
razo que determine la convivencia) se observa también un mandato a 
fundar una familia, se elige como esposa a aquella mujer que cumpla 
determinados requisitos, como que sea trabajadora (dentro del hogar), 
que haya mostrado habilidades en el cuido de los niños y en el manejo 
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de las funciones del hogar y que no le guste bailar o salir más que con 
su pareja.
En este sentido, la imagen de mujer que se observa parece di-
vidirse en dos: la mujer para casarse y tener hijos y la mujer para el 
disfrute y el placer sexual, que es la que visitan otros pescadores (ellos 
no) cuando regresan de los largos viajes de pesca.
Como vivencia del amor y el afecto, refieren que los hombres 
lo viven diferente que las mujeres. Relatan que ellas pueden abrazar, 
y andar besando a los hijos y a los familiares cercanos, mientras que 
a ellos eso les resulta “empalagoso”, esto quiere decir que les resulta 
molesto e innecesario. Para estos hombres el amor se manifiesta a 
través del cuidado, el cual entienden como la posibilidad de suplir las 
necesidades de sus seres queridos, principalmente las relacionadas con 
lo económico.
Sentimientos como el dolor y la tristeza son manejados, según 
relatan los entrevistados, de manera muy distinta entre hombres y mu-
jeres. Las mujeres tienden a ser más expresivas y a mostrar su tristeza o 
dolor a través del llanto, conducta que describen como sentimentalista 
al extremo.
Para ellos, la tristeza se tiende a ocultar y lo que se muestra al 
resto de las personas es un estado temporal de “seriedad”, una falta de 
reacción emocional ante los diferentes acontecimientos que les suce-
den, eso sí, nunca se expresa el motivo de tal “seriedad”. Por otra parte, 
pueden también mostrarse irritables o molestos, pero nunca tristes.
El dolor, por otro lado, tampoco se muestra, pero para “mane-
jarlo” se recurre a la práctica de actividades que distraigan al varón 
del motivo de su tristeza como el tomar licor o dedicarse en exceso al 
trabajo:
“¿Cuando estoy triste? ¿Cómo ahuevado3 dice usted? Diay, yo lo 
que hago es tratar de distraerme, ir a la playa, ponerme a hacer algo, 
lo que sea, trabajar duro, irme a echar unas birrillas con los compas. 
Hasta que llega el siguiente viaje, ahí sí es cierto que todo se le olvida 
a uno” (B, 33 años).
La idea de la infidelidad de la pareja “oficial” (sea esposa o concu-
bina) es insoportable. Ante la pregunta sobre lo que podría ser lo peor 
que le puede pasar a un hombre las respuestas giraron principalmente 
alrededor de esa respuesta: “que la mujer le dé vuelta”.
3 El término “ahuevado”, se utiliza para designar un estado de ánimo aplanado y sin 
energía. Se designa así a la persona que se siente triste, desmotivada y sin ánimo. 
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Este temor se acrecienta durante los viajes, lo que hace que 
muchas veces, al regreso de sus travesías, los reclamos hacia las pare-
jas por motivos de celos o desconfianza se hagan de manera violenta, 
combinados con el consumo de alcohol, lo cual llega en ocasiones a 
derivar en agresión hacia la pareja o los miembros de la familia in-
mediata. 
La agresión parece operar en este contexto como una especie 
de fantasía reparatoria en la cual, por medio de la violencia, se res-
tablece la herida narcisista provocada por el ataque a su identidad 
masculina. 
En resumen, pareciera que a nivel discursivo los varones en-
trevistados se presentan como hombres alternativos en áreas que so-
cialmente se espera que operen cambios como en la imagen de mujer 
(mujer en igualdad de derechos que el hombre) y los roles de género. 
Sin embargo, en la práctica se mantienen fuertemente arraigadas las 
costumbres tradicionales que conforman la masculinidad hegemónica. 
A pesar de esto, el proceso de crear un nuevo discurso es un elemento 
novedoso que parece apuntar hacia un cuestionamiento, todavía inci-
piente, de la condición masculina tradicional.  
pesca y Vida cotidiana
La situación de la pesca es descrita por los entrevistados como “mala”, 
esto debido a varios factores entre los que se citan los cada vez más 
escasos recursos marítimos (desaparición de la fauna marina), las con-
diciones inadecuadas para practicar el oficio (redes defectuosas, barcos 
y botes en mal estado), tiempos de veda cada vez más extensos por 
causa de la progresiva destrucción del Golfo y el poco apoyo por parte 
del Estado.
A esta precaria situación se le suma la cada vez más prolija pre-
sencia de compañías de pesca transnacionales, que funcionan con capi-
tal extranjero y manejan flotas de barcos mejor equipados, que además 
cuentan con el permiso del Gobierno para explotar grandes cantidades 
de pescado y mariscos. Esto va en detrimento de las limitadas posibili-
dades de los pescadores artesanales, ya que la sobreexplotación del gol-
fo aumenta los tiempos de veda y reduce las posibilidades de producir el 
suficiente capital para mantener a sus familias. Por el contrario, en los 
tiempos en que la pesca es permitida –períodos que por lo demás son 
cada vez más cortos– no cuentan con la infraestructura de las grandes 
compañías, lo que hace que no puedan sacar el producto necesario para 
obtener una ganancia que compense los tiempos de veda.
Otro factor que se cita como perjudicial para la sobrevivencia del 
pescador es el aumento de hoteles en las costas de las comunidades más 
atractivas para la explotación turística de la zona. Esto produce la cada 
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vez más creciente venta de tierras por parte de los pescadores a dichas 
compañías hoteleras, las cuales ofertan sumas de dinero en dólares que 
resultan atractivas para los pobladores, debido a que en situaciones de 
pobreza, ofrecimientos de este tipo son tomados como salidas viables a 
su condición de carencia, aunque el monto ofrecido se ubique muy por 
debajo del valor real de la propiedad.
De esta forma, el pescador y su familia crean la fantasía de haber 
resuelto su situación económica, ya que cuentan con sumas de dinero 
que “ni en sueños imaginábamos tener”, sin embargo, ya no son dueños 
de sus medios de producción ni del terreno que servía de amparo a toda 
la familia. Esto hace que las reservas de dinero, producto de la venta de 
tierras, se agoten paulatinamente dejando a la familia en una condición 
más precaria que de la que intentaban escapar.
Asociado a esto, la disimulada privatización de las playas, ope-
ración en la que claramente se irrespeta el derecho patrimonial cos-
tarricense, hace que los pobladores originarios de las distintas zonas 
turísticas se vean impelidos a migrar a zonas menos dotadas de recur-
sos naturales; a su nuevo domicilio trasladan, además, las dificultades 
para conseguir empleo y adaptarse al lugar, condiciones propias de los 
procesos migratorios.
Particularmente en relación con el viaje de pesca, se describen 
dos posibilidades: el pescador artesanal, que pesca con “panga” o bote y 
el pescador que se embarca junto con algunos otros conocidos en barcos 
pequeños que se adentran en el mar durante períodos que van desde un 
mes hasta cuatro o cinco, dependiendo de las circunstancias de pesca.
En ambos casos, la situación de desprotección es similar. En 
mar adentro, los pescadores se enfrentan a condiciones sumamente 
adversas y de diversa índole. Por un lado, la fragilidad de las embar-
caciones hace que el peligro de hundimiento sea constante. Por otro, 
en los viajes de pesca extensos las condiciones de salud son precarias, 
si sucede una emergencia en este ámbito lo que poseen es un botiquín 
básico compuesto principalmente de alcohol, algodón y acetaminofén. 
Si uno de los ocupantes de la embarcación se enferma sólo contará con 
esos recursos para sobrevivir; si su padecimiento excede esos recursos, 
la muerte es muy probable, ya que la distancia a la que se encuentran 
de tierra firme, y por lo tanto de un centro de salud, hace que las posi-
bilidades de conservar la vida sean muy pocas.
Es por esto que una de las enseñanzas primeras que recibe el 
hombre pescador desde su infancia es la de la valentía y el coraje, uni-
do a la fuerza física; destrezas sin las cuales su sobrevivencia no sería 
posible en un ambiente tan hostil. 
Soportar los dolores o los padecimientos físicos extremos sin 
ninguna muestra de dolor es señal de masculinidad y gallardía:
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“No hombre, si en altamar no hay nada. Solo alcohol y algodón, 
si eso no le sirve salado. Una vez yo me acuerdo que tenía seis tórsalos4, 
en la espalda, en las nalgas, por todo lado. Un compañero calentó un 
cuchillo y los cortó para que salieran los condenados bichos. Viera el 
dolor, usted no se imagina. Y a las dos horas va pal agua de nuevo, nada 
de chineaditos” […] “sobretodo si estás de propelero5. No importa si es 
de noche, de madrugada, si la propela se pega te toca tirarte al mar. 
Aunque no se vea nada, el mar esté negro negro, uno tiene que tirarse. 
No sabés qué te va a salir del agua, o si te estás muriendo de la gripe” 
(A, 30 años).
Una característica de los viajes largos es el contacto constante 
entre hombres durante extensos períodos en los cuales se desarrollan 
vínculos intensos de intimidad entre ellos. Los participantes evitaron 
referirse al tema, posiblemente porque la intimidad entre varones es 
sumamente amenazante por la homosexualidad persecutoria que les 
genera. Es por esto que, al llegar a puerto, después de meses en alta 
mar, el pescador se ve forzado por la presión social a demostrar su 
masculinidad con borracheras de varios días, encuentros sexuales con 
prostitutas y peleas con otros hombres.
masculinidad y pobReza
Como se ha visto en las categorías anteriores, los sujetos presentan 
características fuertemente marcadas de la masculinidad hegemónica 
que les son transmitidas como mandatos asociados a la práctica de la 
pesca. En sus producciones discursivas se reconocen algunos cuestio-
namientos a estos mandatos a nivel cognitivo, pero sin un asidero en 
el mundo real cotidiano. En otras palabras, prevalecen las enseñanzas 
de la masculinidad tradicional asociadas al desarrollo de habilidades y 
destrezas necesarias para el ejercicio de la pesca.
Son estos mandatos propios de la masculinidad los que determi-
nan en gran medida el desarrollo de conductas que vulnerabilizan a los 
pescadores y perpetúan los ciclos de pobreza.
En este sentido, constituyen un elemento característico de estos 
mandatos, las pruebas de masculinidad que acompañan el viaje de pes-
ca, tanto en altamar como en tierra firme.
4 Parásito que deposita una mosca en la piel en forma de larva que come la carne y se 
alimenta de tejido para poder desarrollarse produciendo infecciones importantes y do-
lorosas llagas. 
5 Encargado de liberar la propela del motor cuando se atasca. Se hace manualmente, 
práctica en extremo riesgosa ya que puede provocar mutilaciones en caso de que la pro-
pela se activara al ser liberada y cercenara alguno de los miembros del pescador.
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En altamar, las constantes exposiciones a condiciones de peligro 
como una forma de probar su osadía, colocan al pescador en condi-
ciones de serio riesgo para su salud. Esto se acompaña de la tensión 
propia que se produce al combatir la ansiedad, característica propia de 
la intimidad que se genera entre hombres y derivada de largos períodos 
de convivencia forzada que tanto amenaza la masculinidad tradicional 
por el cuestionamiento social de su heterosexualidad.
Una vez en tierra, la angustia generada por esta circunstancia, 
junto con la presión social que obliga al pescador a mostrar su hombría, 
los involucra en prácticas autodestructivas que incluyen la ingesta de 
alcohol, la promiscuidad y el ejercicio de la violencia hacia otros hom-
bres o hacia la mujer.
Todas estas prácticas tienen un impacto no solamente subjetivo 
sino también económico. El pago por tres meses de trabajo es abun-
dante si se mira desde la lógica de que es una cantidad de dinero con-
siderable (es mucha cantidad de dinero), pero es relativamente poco si 
se considera que con ese dinero se deben solventar las deudas y necesi-
dades de todo tipo en su familia de los próximos tres meses, eso si hay 
suerte de ser contratado de nuevo.
Si en estas prácticas de demostración de la masculinidad se gasta 
el salario de tres meses de trabajo, se coloca a las familias en condicio-
nes de profunda vulnerabilidad.
Si a esto se le suma el mandato social de que el pescador debe 
ser procreador (“una mujer en cada puerto”) y, como consecuencia, la 
aparición de “familias alternativas”, o sea, parejas con hijos fuera del 
matrimonio; el sujeto debe hacerse cargo de la manutención de éstos, 
lo que sucede por lo general a espaldas de su esposa o compañera. Esto 
diluye el ingreso familiar en dimensiones peligrosas.
Otros factores que fueron mencionados en las categorías prece-
dentes como la falta de condiciones laborales, tiempos de veda, sobre-
explotación del golfo, etc. Hacen que las posibilidades laborales y de 
ingreso se reduzcan drásticamente. Ante esto, el mandato de la mascu-
linidad asociado a ser proveedor, hace que los sujetos busquen alterna-
tivas que estén a su alcance para poder conseguir algo de ingreso.
Es allí donde se recurre a prácticas ilegales como el trasiego de 
drogas, el aleteo ilegal de tiburón o la pesca en aguas no patrimoniales 
(más allá de las fronteras costarricenses).
Estas estrategias de subsistencia, fruto del mandato de sostener 
económicamente a sus familias, son criminalizadas por el sistema so-
cial que las reprime y castiga con cárcel, lo que provoca que las fami-
lias, en muchos de los casos, pierdan la única fuente de ingresos que 
tenían, lo que termina por complicar todavía más su situación. 
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alGunas consideRaciones Finales
Este viaje por la masculinidad y las vivencias de pescadores costarri-
censes nos han mostrado algunos puntos de reflexión que es importan-
te considerar.
Primero, la pobreza es un proceso complejo que se alimenta de 
una enorme diversidad de factores, entre los que se encuentra el género, 
el cual podemos afirmar que es uno de los principales y fundamentales. 
Segundo, la masculinidad como categoría de análisis vinculada 
al tema de la pobreza es un tema poco desarrollado (en comparación a 
la díada feminidad/pobreza), sin embargo su estudio ha resultado ser 
de gran importancia para comprender el fenómeno, así como su soste-
nimiento y reproducción. 
Tercero, nuevas miradas a viejos problemas como el de la pobreza 
en pescadores a través de la perspectiva de género integral (masculinidad 
y feminidad y no solo feminidad), permite generar nuevas preguntas e 
interesantes desafíos que potencien el desarrollo de formas alternativas 
de intervención que involucren la complejidad del fenómeno.
Para el caso concreto de los pescadores entrevistados, se percibe 
cómo éstos han vivido en escenarios de pobreza material toda su vida. 
Estas condiciones se han sostenido gracias a un entramado económico 
y político que fragmenta las oportunidades de superación y de acceso a 
trabajos mejor remunerados y menos riesgosos, los cuales son destina-
dos a personas que poseen estudios superiores a los que los sujetos o sus 
familias no pueden acceder debido a la urgencia con que experimentan 
sus proyectos de vida. Proyectos basados en la subsistencia del día a 
día, y en la progresiva expulsión del sistema educativo formal, para de-
dicarse a actividades relacionadas con la pesca, las cuales les permiten 
aliviar su precaria condición, pero no transformarla. 
Frente a la tenencia o carencia de recursos materiales, las habi-
lidades emocionales juegan un papel importante pues ellas permiten 
sostener o modificar condiciones socioeconómicas; la pobreza y la mas-
culinidad hegemónica dificultan a los hombres sostener y reproducir 
sus recursos materiales; por un lado, está la inmediatez con que se vive 
en la pobreza extrema y por el otro, la búsqueda para mostrarse y sen-
tirse exitosos dentro de la masculinidad cuando gastan lo que ganan en 
pocos días tras mucho tiempo de carencia.
Lo que queda palpable en las historias de estos sujetos es el im-
perativo para producir económicamente, con lo que se tenga a la mano. 
Y cuando lo que se tiene es nada, se recurre al cuerpo, y este queda 
inscrito en la subjetividad como una herramienta de trabajo. Y las he-
rramientas no sienten (represión de emociones), no piensan (el estudio 
no es una opción), no analizan (se instaura una conciencia acrítica y 
ahistórica de su condición de pobreza) y existen en cuanto funcionan, si 
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dejan de funcionar son desechadas (negación de la vulnerabilidad y del 
dolor, imperativo de ser siempre fuertes y de tener muchos hijos para 
preservarse a través del tiempo). 
Acompañado de la herramienta, se necesita un lugar donde fun-
cionar. Es así como el mar acompaña bastante bien el sentido de in-
mediatez con que los sujetos perciben la vida, ya que es un elemento 
que está a la mano y que los acompaña a ellos y a sus familias desde su 
nacimiento, incluso desde antes. Es un elemento común que se convier-
te en un puente por el que sus antepasados les transmiten sus alegrías 
y esperanzas, pero también sus angustias y sus valores más tradicio-
nales y patriarcalmente arraigados. En el mar, además, se vierten las 
esperanzas y los deseos propios de lograr mejores condiciones de vida 
para sí mismos o para sus familias (“Uno deja la vida en ese mar, yo he 
dejado muchos años ahí”, A. 30 años). 
Para que su cuerpo, convertido en herramienta, funcione en un 
escenario tan inhóspito e impredecible como el mar se debe, además de 
llevar ese cuerpo más allá de sus límites, ser creativo, innovar cuando 
se pierde paulatinamente el derecho a pescar en el único medio que un 
cuerpo convertido en herramienta conoce. Cuando los pescadores sien-
ten que pierden la posibilidad de alimentar a sus familias utilizando el 
único recurso conocido, la pesca, debido a la progresiva privatización 
de las costas y la irrupción de empresas transnacionales de gigantescas 
proporciones, se pone en peligro no solamente su medio de vida, sino el 
lazo familiar que los une con sus tradiciones y valores.
De esta forma, la masculinidad heredada y puesta en sus manos 
para ser cuidada y protegida debe reinventarse para seguir con vida; 
como consecuencia se incorporan nuevas formas de autodestrucción e 
innovadoras maneras de ejercer la violencia y conservar el poder.
Cuarto, al ser el género una categoría que se construye en una 
estrecha interrelación con la cultura, permite que los elementos ideo-
lógicos se perpetúen y se mimeticen disfrazados de cotidianidad en la 
realidad de la gente.
Quinto, el pescador se enfrenta a una doble crisis: por un lado, 
una crisis personal producto de los cuestionamientos contemporáneos 
a la hegemonía masculina y, por otro, la crisis de sentido propia del 
capitalismo moderno. La pesca, único medio de subsistencia que cono-
cen, no les permite cubrir satisfactoriamente sus necesidades básicas, 
algunos recurren a trabajos informales u otras actividades ilegales, 
pero todos terminan realizando conductas autodestructivas tanto a ni-
vel de salud física como emocional.
Las relaciones vinculares de los pescadores son constantemente 
dañadas por esa intrínseca relación masculinidad-pobreza; cuando la 
posibilidad de abastecer a su familia como proveedor se diezma, surge 
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la frustración y esta suele ser manifestada con agresión para la pareja 
e hijos o con aislamiento emocional, muchas veces acompañado por 
consumo de alcohol o drogas. 
La situación de carencia económica se suma a las carencias 
emocionales producto de privaciones afectivas y culturales de la in-
fancia. Toda vez que existan cuentas por pagar, surgen las emociones 
permitidas para un hombre: evasión, enojo y proyección, lo cual genera 
distanciamiento emocional en su familia y, con esto, mayor pobreza 
emocional para sí mismo y sus seres queridos.
Cuando el trabajo no es satisfactorio y las frustraciones operan 
en detrimento de la propia percepción, se instala por medio del proceso 
de socialización y mediante el aprendizaje vicario para sus hijos e hijas, 
una suerte de modelaje en el que los primeros, aprenderán que los hom-
bres deben proveer, no importa qué se tenga que hacer para conseguir-
lo, que toda vez que surjan emociones dolorosas deberán sustituirlas 
por agresividad y evasión, y las hijas aprenderán a ser pasivas y a tolerar 
la violencia activa o pasiva de sus parejas. Todo ello engrosará el núme-
ro de sujetos que, frente a una pobreza económica real, no contarán con 
herramientas psíquicas para revertir dicha condición. 
Sexto, el pescador depende mucho de los mandatos de la mas-
culinidad hegemónica para sobrevivir en las hostiles e impredecibles 
condiciones del mar (desarrollo de la fuerza, la astucia, hibridad, etc.), 
sin embargo esto a su vez lo atrapa en una paradoja, porque son estos 
mismos mandatos los que determinan, en gran parte, su condición de 
vulnerabilidad.
Estos mandatos de la masculinidad hegemónica se traducen en 
patrones cotidianos de vida patriarcalmente construidos y sostenidos 
por la desigualdad de género, los cuales son asumidos por los varones 
como “la realidad” o lo cotidiano, sin posibilidades de cuestionarlos, ya 
que son fomentados por la comunidad misma, la cual maneja, de esta 
forma, una doble moral: por un lado, levanta la bandera de la equidad 
y la defensa de los derechos de la mujer pero, por el otro, desarrolla 
prácticas profundamente desiguales y exige a sus protagonistas –los 
hombres– cumplimiento fiel y devota observación de los parámetros 
que exige la cultura de los detentores del poder y ejecutores de la vio-
lencia.
Los hombres reproducen en lo doméstico lo que a nivel social se 
hace con los más pobres. Esto es, mantener la desigualdad dictada por 
el predominio del más fuerte, aunque esto implique la destrucción de 
los subordinados a través del ejercicio de la violencia. De esta forma, 
el hombre que agrede y destruye es a su vez sometido a la destrucción 
y la muerte social por parte de un sistema capitalista que exige para 
sí el cumplimiento absoluto de las leyes del mercado, un sistema en el 
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que la persona que no tiene la posibilidad de adquirir, no existe. De la 
misma forma, los hombres sacrifican en el altar de la masculinidad sus 
cuerpos, los cuales se transforman en herramientas de trabajo, y sus 
emociones, las cuales se relegan a los “débiles”, destinados a naufragar 
ante las adversidades del mar.
Esto se refleja con claridad en el desarrollo de prácticas riesgosas 
relacionadas con la “vida de mar”, como la pesca ilegal, el tráfico de es-
tupefacientes y la piratería, y de prácticas cotidianas autodestructivas 
como el abuso de licor, el ejercicio de la violencia y las relaciones sexua-
les de riesgo. Todas estas prácticas son atribuidas a una idea social de 
cómo debe ser el “hombre de mar” que es percibida como natural y de-
seable, lo que individualiza un problema social como la pobreza y des-
dibuja y oculta las verdaderas causas del fenómeno como la inexistente 
intervención del Estado, el cual debe garantizar el cumplimiento de los 
derechos humanos de los ciudadanos, y la expropiación de la que son 
producto los pescadores, fruto de la implementación del modelo capita-
lista, el cual sacrifica la vida en defensa de la producción económica.
El modelo de familia “tradicional” del que hablara Lévi-Strauss 
(Burín y Meler, 1998), se convierte nuevamente, en la instancia más 
efectiva para reproducir el sistema social basado en la desigualdad. 
Séptimo y final, las características y los mandatos propios de la 
masculinidad hegemónica articulan y sostienen la identidad del hom-
bre pescador de forma que intentar quitarlos de golpe podría generar 
una tensión de tal magnitud que sería insoportable para él, debido a la 
pérdida de sentido y a la desorientación con respecto a los referentes de 
mundo que lo anclan a la cotidianidad. 
Se reconocen indicios de nuevos discursos alternativos a la mas-
culinidad tradicional, en la percepción de lo que significa ser hombre 
para los pescadores. Sin embargo, la falta de recursos afectivos y emo-
cionales sustitutivos al sostenimiento que les brindan a ellos las formas 
convencionales de masculinidad, hace que no incorporen y sostengan, 
más allá de lo discursivo, estas ideas a la cotidianidad porque no en-
cuentran asideros que refuercen dicha incorporación.
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El siguiente artículo busca acercarse al fenómeno de la pobreza desde 
una perspectiva distinta. Atendiendo a la convocatoria realizada, in-
tenta aportar a una discusión que traspase los números de la pobreza, 
acercándose a aquellos mecanismos que la reproducen en los países 
latinoamericanos, más específicamente en el caso chileno. 
Con este fin analizaré la relación existente entre cambios en la 
estratificación social y construcción de identidades políticas en los tra-
bajadores ubicados en la base de la estructura ocupacional, enfocándo-
me en particular en el tránsito de los trabajadores calificados del sector 
primario y secundario al sector no calificado de servicios. A través de 
este análisis, se busca debatir los efectos que tienen sobre la pobreza 
elementos vinculados a las dinámicas de lo político, a partir de la idea 
de geometría del poder de Doreen Massey (1992, 1995, 1996, 2008).
En el marco de este concepto, analizaré los cambios en la estruc-
tura ocupacional en Chile de las últimas décadas como un proceso de 
reorganización de relaciones de poder marcado por las transformacio-
nes de la orientación económica del país. En dicho proceso, el lugar de 
los trabajadores en el espacio social fue modificado de manera sustan-
el luGaR de los tRabaJadoRes. 
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en cHile contempoRÁneo
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cial, insertándolos en una nueva trama de relaciones de dominación, 
subordinación, cooperación y solidaridad. 
Siguiendo a Massey (1992), la trama de relaciones que constituye 
una sociedad tiene una dimensión espacial y es, a su vez, configurada 
por la misma, generando distintas formas de concebir y de habitar los 
espacios en los que un sujeto se desenvuelve cotidianamente. El espacio 
es concebido como un momento en el cruce de múltiples relaciones so-
ciales simultáneas y por ello, estrechamente ligado a la forma cómo los 
individuos entienden el mundo y se relacionan con él. Así, para Massey, 
lo espacial está anclado en el corazón de lo político mismo: del estar con 
otros y el habitar un mundo común. 
Para el caso de los estudios de pobreza, un análisis desde esta 
mirada implica visibilizar la intrincada red de relaciones que, con dis-
tintos niveles de alcance, participa en la producción de los espacios y 
actores de la pobreza en América Latina. No sólo eso: es preciso obser-
var las diversas formas de habitar estos espacios y cómo éstas influyen 
en su reproducción, entendiendo que la forma como los individuos 
conciben su lugar en el espacio social y sus posibilidades de transfor-
marlo son clave para la comprensión de sociedades con persistentes 
cifras de pobreza.
En ese marco, este trabajo se centra en la transformación de los 
trabajadores calificados del sector primario y secundario en trabaja-
dores del sector no calificado de servicios por dos razones. En primer 
lugar, éste es una de las transformaciones más características de los 
cambios en la estructura ocupacional chilena a partir de las políticas 
de ajuste estructural, que implicó una intensa reorganización al inte-
rior de la sociedad chilena. Este proceso estuvo marcado, entre otros 
elementos, por un desplazamiento y redefinición del lugar de estos tra-
bajadores en el espacio social con importantes consecuencias para este 
segmento. Ahondaré en este punto en los siguientes apartados. 
En segundo lugar, se busca recalcar la necesidad de que los 
estudios de pobreza logren visibilizar a aquella población que se en-
cuentra en el límite de la definición y que está en situación de crecien-
te vulnerabilidad, como es el caso de los trabajadores no calificados 
del sector servicios. Como bien muestra la bibliografía especializada, 
este segmento es uno de los más expuestos a los riesgos socioeconó-
micos de las tendencias de flexibilización y precarización del empleo, 
a través de la incorporación al mercado de trabajo mediante contratos 
temporales, sin seguridad social, servicio de salud y protección frente 
a los despidos injustificados o intempestivos. Estos trabajadores, sin 
embargo, no necesariamente son incorporados en los estudios sobre 




Esta última razón es particularmente importante para abordar el 
caso de Chile. En este país es notorio que existe una reducción relevante 
de la pobreza extrema en los últimos veinte años, un éxito importante 
si se logra olvidar el sostenido incremento y cristalización de las desi-
gualdades. Sin embargo, el modelo económico implementado durante 
la dictadura –y profundizado durante los Gobiernos posteriores– ha 
tenido efectos importantes sobre las características del empleo al cual 
pueden acceder los chilenos, especialmente para aquellos trabajadores 
que poseen un menor nivel de calificación. Estos trabajadores no sólo 
poseen empleos mal pagados y sin protección social alguna, sino que se 
encuentran permanentemente expuestos a las reducciones de personal 
propias de un régimen laboral flexible. 
En este contexto de vulnerabilidad, la actividad política articu-
lada en torno a lo laboral ha decaído paulatinamente, con excepción de 
aquella ligada aún al sistema público: salud y educación. Las dificul-
tades de la sindicalización en el sector privado han sido ampliamente 
documentadas por la bibliografía sobre el tema y la capacidad de los 
trabajadores de resistir, revertir o participar del diseño de las políticas 
públicas en torno al empleo ha sido prácticamente nula: la legislación 
laboral diseñada bajo dictadura ha sido profundizada de manera im-
portante durante el período de transición, a pesar de la constante oposi-
ción de las debilitadas organizaciones sindicales de carácter nacional. 
En el marco de una profunda reestructuración de la trama de 
relaciones de poder de la sociedad chilena, este fenómeno se encuentra 
relacionado con las consecuencias políticas de la emergencia de nuevas 
formas de habitar y concebir los espacios, productoras y producidas 
por la nueva configuración del poder en Chile. Históricamente, la cen-
tralidad del componente obrero en el modelo desarrollista implicó una 
inserción de este segmento en el espacio político a partir de lo sindical 
y articuló, durante buena parte del siglo XX, la acción e identificación 
política de este segmento. 
Esta articulación entre lo político y lo laboral formó parte de una 
determinada forma de los trabajadores de habitar su espacio cotidiano, 
haciéndolos parte de un lugar común y de una narrativa compartida. 
En ese sentido, los cambios a nivel de la estructura ocupacional y en la 
configuración del trabajo parecen haber fragmentado este lugar común, 
dando lugar a nuevas formas de habitar los espacios caracterizadas por 
un anclaje territorial. Estas nuevas formas de habitar los espacios han 
conformado, a partir del período de transición, como analizaré más 
adelante, nuevas formas de identificación política con consecuencias 
relevantes para estos sectores.
Con el fin de analizar este problema, en un primer momento se 
observa el cambio ocupacional en Chile en los últimos treinta años, 
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centrándose principalmente en las transformaciones que ha sufrido 
el segmento calificado ligado al sector primario y secundario. Así, en 
primer lugar se realiza una breve reconstrucción del lugar de este grupo 
en la estructura ocupacional chilena y en el sistema político, apuntando 
a los principales impactos que sobre éste han tenido la implementación 
del nuevo modelo económico durante la década de los ochenta. 
En un segundo momento se realiza un análisis de la relación 
entre transformaciones en la estructura ocupacional y la configura-
ción espacial de la ciudad de Santiago, a partir de datos georreferen-
ciados construidos con estadísticas del Censo 1982, 1992 y 20021. En 
este análisis se busca relevar la dimensión espacial de los fenómenos 
antes descritos, entendiendo que dichos cambios se manifiestan en la 
configuración de espacios, toda vez que son producidos por ella. En ese 
sentido, se pondrá atención al fenómeno de la segregación espacial de 
la ciudad y las consecuencias de la misma en el marco de una nueva 
geometría del poder. 
En un tercer momento, se analizan las nuevas formas de habitar 
los espacios y sus efectos en las dinámicas de lo político, a partir de 
un estudio de caso realizado en la comuna de Renca. A partir de éste, 
se busca mostrar los efectos que esto tiene en la forma, cómo estos 
grupos son capaces de incidir políticamente en aquellos aspectos que 
reproducen o agudizan su condición de trabajadores precarizados. Así 
se observará la relación entre estas identidades territorializadas y el 
sistema político, con el fin de dar cuenta de aquellos mecanismos que 
desde este campo influyen o potencian la producción de pobreza.
Es claro que este artículo intenta abordar el fenómeno de la pobre-
za desde una perspectiva esquiva, por lo que representa un acercamien-
to tentativo a una forma de estudio que considero valioso perfeccionar 
a futuro. En ese sentido, rescato la noción de conocimiento como un 
proceso que se da en una sociedad determinada, la que delimita ciertos 
problemas, señala ciertos caminos y oscurece otros: no creo necesario 
decir que en este camino no hay carteles de “propiedad privada”. 
los tRabaJadoRes. encRuciJadas y biFuRcaciones 
paRa el caso cHileno
Analizar las transformaciones de la estructura ocupacional chilena es 
dar cuenta, en gran parte, del devenir de un sector cuya centralidad es 
indiscutible durante la mayor parte del siglo veinte: los trabajadores 
ligados al sector primario y secundario. Este sector no sólo tuvo un 
mayor peso en la estructura ocupacional en comparación con otros 
1 Fuente: Instituto Nacional de Estadística. Gobierno de Chile. 
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grupos, sino que también ocupó un lugar estratégico en el sistema po-
lítico chileno hasta 1973. 
Chile tuvo una proletarización sumamente temprana en com-
paración con otros países de la región (Zapata, 1986; 2007; León et 
al., 2001; Portes y Hoffman, 2003), por lo que se caracterizó por una 
estructura ocupacional clásica, en la cual la importancia de la pobla-
ción obrera llegó en 1971 al 34,5%. De ese alto porcentaje, el 25,8% 
estaba representado por posiciones obreras ligadas a la industria y a la 
construcción, mientras que el empleo de baja calificación en el sector 
Comercio y Servicios representaba apenas el 7,4% (León y Martínez, 
2001:16). Es importante apuntar que dada la baja prevalencia del tra-
bajo femenino durante estos años, el “estilo de vida obrero” tenía una 
relevancia mucho mayor ya que cada posición contabilizada represen-
taba también un hogar. 
Esta temprana proletarización incidió en la rápida configuración 
de numerosas organizaciones y partidos políticos de raigambre obrera 
y mesocrática. La posición estratégica de este sector en la economía 
nacional y su gran capacidad de organización llevó al sistema político 
chileno a contemplar formas para incorporar dichas organizaciones, 
lo que configuró un sistema político relativamente inclusivo y anclado 
en la posición de los individuos en la trama económica (Zapata, 2007; 
Baño, 1986; Garretón, 1989, 2000; 2001). Dentro de éste, los trabajado-
res se mantuvieron integrados2 a través de la acción política y sindical, 
fenómeno que se transformó a partir del período dictatorial, no sólo 
por la política represiva de la dictadura hacia el movimiento sindical 
y social, sino también a través de una transformación económica que 
modificó aquello que históricamente había constituido el corazón de 
integración política y social en el país: el espacio laboral. 
En 1975 se aplicaron las primeras políticas destinadas al control 
de la inflación y a insertar la economía chilena en las nuevas condicio-
nes del mercado mundial. Estas políticas fueron el antecedente directo 
de aquellas inspiradas en el Consenso de Washington –aplicadas en el 
marco de la crisis de 1982– que buscaron la transformación comple-
ta de la matriz productiva del país, a través de la liberalización de la 
economía y la reducción del rol económico del Estado (Hidalgo, 1982). 
En términos de estructura ocupacional, la nueva política económica 
impactó a través de una importante disminución del sector obrero ca-
lificado y de los trabajadores ligados al aparato estatal, proceso que se 
agudizó hacia fines de la década de los ochenta. Las cifras nos hablan 
2 Con excepción del período que va desde 1948 a 1958, período en el cual el Partido Co-
munista y otros referentes políticos alineados con el bloque soviético fueron declarados 
ilegales. 
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de un traspaso de mano de obra desde este sector al sector de servicios, 
fenómeno denominado desobrerización (León y Martínez, 1998: 9). 
Por otro lado, la nueva política económica impulsó un proceso de 
terciarización de la economía. En términos de estructura ocupacional, 
eso implicó un traspaso importante de mano de obra al sector servicios, 
el cual se produjo en primer lugar a través de un desplazamiento de la 
mano de obra hacia posiciones de baja calificación. La terciarización 
también implicó un importante aumento del sector calificado, profe-
sional y técnico: para el año 1982 este sector representaba apenas el 
12,3% de la población económicamente activa, mientras que para el 
2002 constituía el 27,8%3. 
Para el caso de aquellos trabajadores que pasaron a posiciones 
de baja calificación en el sector Servicios –objetivo de este artículo– el 
vínculo con el espacio laboral cambió radicalmente. En un primer mo-
mento, la crisis económica de finales de los setenta y principios de los 
ochenta desplazó a buena parte de los trabajadores del sector primario 
y secundario hacia la categoría de desocupados. Los altos niveles de 
desocupación, producto de las políticas económicas de shock, hicieron 
del empleo precarizado la única forma de sobrevivencia en un con-
texto completamente adverso: disueltas las organizaciones sindicales 
y partidos políticos, la nueva política laboral se fue consolidando en 
el camino de eliminar aquellas restricciones que “obstaculizaban” la 
concurrencia del mercado del factor trabajo. 
Para palear los efectos puntuales de la crisis sobre los trabaja-
dores, se diseñaron programas de empleo mínimo, orientados a reali-
zar una cierta contención de los efectos negativos sobre las familias. 
Dada la escasa cobertura y bajos salarios de los programas de empleo 
mínimo, los trabajadores debieron diversificar sus fuentes de ingre-
so familiar, vía la incorporación del trabajo femenino, el desempeño 
de varias ocupaciones informales de manera simultánea (“pololos”) y 
la producción familiar de productos para el comercio informal. Esta 
diversificación de ingreso de las familias también tuvo su correlato a 
nivel colectivo, a partir del rol de las diversas organizaciones que han 
sido agrupadas bajo el nombre de organizaciones de sobrevivencia eco-
nómica: Ollas comunes, comités de cesantes, “comprando juntos” y los 
comedores populares. Estas organizaciones florecieron a fines de la 
década de los setenta y principios de los ochenta, generando redes de 
apoyo que mitigaron los efectos económicos del ajuste estructural.
A pesar de que posteriormente los ajustes estructurales fueron 
disminuyendo su impacto sobre la desocupación, la nueva orientación 
3 Fuente: elaboración propia con datos del Censo 1982 y 1992.
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económica y el progresivo proceso de terciarización de la economía im-
pidió la reintegración de una buena parte de estos trabajadores a los 
puestos que originalmente poseían antes de la crisis. La disminución 
y modificación de la organización productiva del sector primario – se-
cundario no sólo redujo el número de trabajadores necesarios para esta 
rama económica, sino que también cambió sustancialmente la califica-
ción necesaria para acceder a un puesto de trabajo estable. Así, aquellos 
que poseían un nivel más alto de calificación lograron puestos relativa-
mente estables dentro del mismo sector, pero una buena parte de estos 
trabajadores quedaron al margen por la obsolescencia de su especiali-
zación y conocimiento. Para estos trabajadores, el oficio aprendido dejó 
de tener un lugar en la nueva organización del proceso de producción, 
por lo que debieron incorporarse a trabajos temporales o esporádicos en 
la misma rama de producción o simplemente transitar hacia el sector 
terciario. 
Para aquellos que quedaron fuera de la nueva organización pro-
ductiva, la salida de la crisis no fue tan fácil. Durante el período más 
crítico se mantuvieron en posición de desocupados, al alero de los pla-
nes de empleo mínimo y de la diversificación de fuentes de ingreso. 
Desarrollaron diversas actividades, dentro de las cuales destacaron el 
comercio informal o al detalle, actividades de construcción y el trabajo 
doméstico asalariado. El desplazamiento hacia el sector terciario se 
produjo en condiciones muy desventajosas: en primer lugar, hay una 
pérdida de calificación importante, ya que una buena parte de estos 
trabajadores desempeñaba tareas de relativa complejidad en el marco 
de un proceso productivo específico. Este conocimiento práctico, al no 
ser actualizado ni recuperado, reduce el valor del trabajo del individuo, 
así como el potencial de una rápida capacitación o calificación del tra-
bajo. En segundo lugar, y relacionado con el punto anterior, es notorio 
que estos trabajadores –dada su especialización en el sector primario y 
secundario– no poseían la calificación ni las herramientas necesarias 
para acceder a aquellos puestos de trabajo que en el sector terciario 
habrían representado un equivalente a sus antiguas posiciones. Sólo 
lograron acceder a los puestos que requerían de un menor nivel de 
calificación con todo lo que ello implica: precarización, sueldos bajos y 
ausencia de seguro social o de salud. Se convirtieron, como dice Winn 
(2004), en las víctimas del milagro chileno.
Una vez en transición, la situación del empleo en Chile siguió las 
tendencias delimitadas por el nuevo modelo económico implantado en 
dictadura. Así, la legislación laboral se modificó con el fin de profundizar 
la desregulación del mercado laboral, eliminando las constricciones so-
bre las condiciones de contrato – despido, reduciendo las posibilidades 
de constitución y el poder de las organizaciones sindicales y fomentan-
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do la creación de empleos de tiempo parcial. Con el aumento del sector 
terciario, la relación establecida por estos trabajadores y por aquellos 
que se insertaron al mercado laboral en posiciones similares durante la 
década del ochenta y del noventa no cambió sustancialmente. 
Es evidente que la tendencia a los empleos inestables o temporales 
redujo la importancia del lugar de trabajo específico en la construcción 
de identidad política, dada la gran diversidad de trabajos que desem-
peña un individuo durante su trayectoria laboral. Eso no equivale, sin 
embargo, a decir que el trabajo no tiene ningún rol en los procesos de 
identificación, ya que es claro que si bien la relevancia de los procesos 
de distribución y consumo se ha incrementado en nuestras sociedades, 
el componente laboral no ha perdido importancia. Si bien la diversidad 
de trabajos de un individuo impide la existencia de redes estables y la 
construcción de una identificación fuerte con el lugar de trabajo espe-
cífico en el cual se encuentra, en América Latina la importancia de la 
situación laboral en esta construcción de narrativas vitales sigue siendo 
central. Las transformaciones en este orden parecen estar más ligadas 
a la diversificación de fuentes de identificación en los trabajadores, pro-
ceso dentro del cual juega un rol especialmente importante el fenómeno 
de lo local. Ahondaré en estos procesos en los siguientes apartados. 
el luGaR de los tRabaJadoRes y la GeometRÍa 
del podeR en cHile 
En este apartado se busca analizar la relación existente entre estos 
cambios en la estructura ocupacional y la configuración espacial de la 
ciudad de Santiago, a partir del concepto de geometría del poder pro-
puesto por Massey (1992, 1995, 1996, 2008). 
Para ello, es necesario problematizar el concepto de espacio y 
establecer una definición del mismo que no lo asimile sólo a una di-
mensión de análisis geográfico, sino que lo constituya en una catego-
ría centrada en su aspecto relacional. Así se comprenderá el espacio 
como producto de interrelaciones y, por esto, esfera de multiplicidad 
en el cual coexisten dinámicas de reproducción y disrupción del orden 
social. Las distintas formas de concebir y habitar el espacio son produ-
cidas por las relaciones de poder de una sociedad determinada, pero a 
su vez, las estructuran activamente.
De esta forma, el espacio es un elemento central a través del cual 
los individuos interpretan el mundo y actúan en lo cotidiano. A partir 
de las formas de concebir sus espacios, éstos se sitúan en una cierta 
trama relacional que marca sus identidades, delimita fronteras y esta-
blece posibles cursos de acción en base a las posibilidades disponibles. 
Por esta razón, todo gran cambio en la estructura de las relaciones 
de poder de una sociedad se encuentra acompañado y sustentado por 
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nuevas formas de configuración espacial y/o formas distintas de ha-
bitar los lugares. Esto es particularmente relevante para el caso en 
análisis. 
Durante el período previo a las reformas estructurales en Chile 
el espacio laboral tenía un rol privilegiado en la articulación de lo co-
tidiano. Dicho espacio estaba configurado por una serie de relaciones 
que, de lo local a lo global, insertaban a los individuos en una red relati-
vamente estable, que delimitaba un lugar compartido y que permitía la 
generación de discursos interpeladores amplios (“el proletariado” – “los 
obreros”). Un ejemplo de esto se puede observar en la configuración de 
los “cordones industriales” durante el Gobierno de la Unidad Popular, 
los que a partir de la coordinación de los espacios laborales específicos 
de cada sindicato se conforman organizaciones de trabajadores a nivel 
regional destinados a apoyar procesos de transformación política a ni-
vel nacional (Gaudichaud, 2004).
A partir de las transformaciones derivadas de las políticas de 
ajuste, el espacio laboral y la relación del individuo con el mismo se 
modifica notoriamente. Si bien, como señalábamos anteriormente no 
es correcto hablar de que éste pierde total centralidad, como se ha alu-
dido en algunos casos, disminuye la importancia de un espacio laboral 
específico en la construcción de identidades dado que en muchas oca-
siones los individuos no se mantienen en la misma entidad demasiado 
tiempo. De la misma manera, la flexibilización de la mano de obra y la 
polifuncionalización de los trabajadores diluyen la importancia de una 
posición o puesto de trabajo en la trayectoria de los individuos, redu-
ciendo el alcance de interpelaciones basadas en esto (por ejemplo, “los 
estibadores”; “los ensambladores”; “los maestros pintores”). 
En ese contexto, es claro que los espacios que intervienen en la 
articulación de identidades adquieren una importancia contingente a 
las dinámicas de transformación de las sociedades. De esta manera, 
es claro que para el caso chileno los cambios observados a partir de 
las políticas de ajuste estructural impactaron en el desplazamiento de 
la centralidad del espacio laboral en la construcción de identidades y 
fortalecieron el rol del espacio local en la misma. A medida que la iden-
tificación a través del espacio laboral se hace más contingente, ésta se 
desplaza hacia la red de relaciones que, en términos relativos, presenta 
una mayor estabilidad en el tiempo: el territorio. 
El aumento de la importancia del espacio local tiene una clara 
expresión en las formas de habitar la ciudad, a la vez que se ve refor-
zada por éstas. En el caso chileno, aunque la estructura urbana estuvo 
históricamente signada por la segregación espacial (Márquez, 2003), es 
claro que hoy en día este fenómeno adquiere nuevas características. Si 
la construcción identitaria en torno a la figura del “trabajador” estaba 
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precisamente fundamentada en la visibilización de la inserción del in-
dividuo en una cierta trama de relaciones de dominación y subordina-
ción, la identificación centrada en lo local genera fronteras que impiden 
la observación de los distintos planos de relaciones que intervienen en 
el espacio inmediato en el que se desenvuelven los individuos. Al delimi-
tar un “adentro” y un “afuera”, esta forma de concebir el espacio local 
genera identidades articuladas en torno a comunidades territoriales, 
que configuran mundos comunes autocontenidos. 
Si se analizan estos cambios en función de datos espaciales, es 
posible ver que Santiago de Chile siempre tuvo una configuración ur-
bana marcada por la concentración espacial de población relativamen-
te homogénea. La instalación de industrias en terrenos de bajo costo 
generó una importante concentración de población en los límites de lo 
que, en ese momento, era la ciudad. En las inmediaciones de las indus-
trias y a través de un intensivo proceso de migración campo – ciudad, 
el sector poniente y surponiente de la capital (correspondiente a las 
comunas de Lampa, Colina, Pudahuel, Renca, Quilicura, Cerrillos, por 
nombrar las más relevantes) se convirtió en un enclave de trabajadores 
ligados a la industria, los que además transformaron radicalmente la 
configuración de la zona a través de diversas apropiaciones ilegales de 
terrenos. Estas zonas se caracterizaron por una densa red organizacio-
nal y política, alimentada principalmente por una fuerte imbricación 
entre movimiento sindical y movimiento “poblacional”. 
Así, los cambios en la estructura ocupacional tuvieron un impac-
to especialmente significativo en estas zonas. A través del cierre o quie-
bra de muchas de las industrias, los trabajadores debieron transitar 
hacia trabajos de carácter informal o vinculados al área de servicios.
En términos espaciales, si analizamos los cambios operados en-
tre los años 1982–2002 (véase Mapa 1) veremos una clara tendencia de 
los trabajadores a abandonar su posición vinculada al sector primario 
– secundario en las zonas antes caracterizadas por una prevalencia de 
este segmento, es decir, el sector poniente de la capital.
De la misma manera, podemos ver una tendencia al crecimiento 
en estas zonas del sector no calificado de servicios. Es claro que este fe-
nómeno podría ser resultado de un desplazamiento residencial ligado al 
cambio de ocupación, sin embargo esto no presenta sustento empírico. 
En primer lugar, la tendencia a la desobrerización es un fenómeno de 
carácter generalizado en América Latina y ampliamente documentado 
para el caso chileno. En segundo lugar, es bien sabido que las comunas 
antes mencionadas no han tenido una gran movilidad de población por 
dos razones: por motivos vinculados al valor del suelo no han sido recep-
toras de vivienda social, uno de los principales elementos que ha influido 
en la concentración espacial de la pobreza en las últimas décadas. Dada 
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la relativa cercanía con el centro de la ciudad que poseen estas comunas 
–determinada por el crecimiento explosivo de Santiago– los polos de vi-
vienda social se han desplazado hacia el sur y surponiente de la capital, 
por lo que no se puede hablar de un recambio importante de población. 
Así también, una parte importante de los habitantes de estas comunas 
son propietarios de su vivienda, ya que recibieron en su momento solu-
ciones habitacionales en el marco de apropiaciones ilegales de terreno 
o fueron beneficiados con convenios establecidos entre sindicatos y em-
presas. Por esta razón y dado el contexto de crisis económica que marcó 
la década de los ochenta, es dudoso afirmar que el fenómeno observado 
tiene su raíz en una movilidad habitacional de las familias. 
En ese contexto, el análisis de los mapas habla de un cambio 
que muestra homogeneidad dentro de los límites de cada unidad. Se 
observa una clara concentración de la población por logro ocupacio-
nal: mientras que las comunas del poniente y surponiente presentan 
una tendencia marcada hacia ocupaciones ubicadas en la base de la 
estructura ocupacional, aquellas ubicadas al poniente y norponiente 
4 Elaboración propia con datos del Censo 1982–2002. Instituto Nacional de Estradísticas, 
Gobierno de Chile.
4
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muestran una presencia mayoritaria de trabajadores vinculados a la 
categoría “profesionales, gerentes y directivos de la administración pú-
blica” (véase Mapa 2).
Es importante señalar que en la mayor parte de los casos es po-
sible hablar de segregación espacial, entendiendo ésta como “distancia 
–insalvable y permanente– entre los diferentes componentes de la socie-
dad que ilustra la consolidación de un modelo específico de socialización 
basado en el contacto entre grupos homogéneos desde un punto de vista 
social y racial” (Svampa, 2003:13). Si bien las comunas con población 
pobre o vulnerable se encuentran a relativamente poca distancia de las 
comunas que habitan los estratos medios y altos, los individuos que las 
habitan tienden a ser relativamente similares en términos de su posición 
en la trama económica, lo que tiene importantes efectos sobre la repro-
ducción de la pobreza y la cristalización de las diferencias sociales. De la 
misma forma, resulta necesario recalcar que esta concentración espacial 
también se ha dado en forma de enclaves de riqueza o de pobreza dentro 
de comunas relativamente homogéneas, lo que constituye un fenómeno 
que no es posible de observar con los niveles de agregación con los que se 
trabaja en este artículo, pero que ha sido tratada en profundidad desde 
una perspectiva centrada en la construcción simbólica del espacio y de 
las fronteras urbanas (Hidalgo et al., 2003; Márquez, 2003).
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El otro gran fenómeno que ha marcado la transformación de la 
estructura ocupacional chilena, y que es posible observar en términos 
espaciales, es la terciarización. 
El fenómeno de la terciarización implica un movimiento de la 
mano de obra hacia el sector Servicios, particularmente hacia dos 
grupos: mano de obra no calificada y flexible –de la que ya he hecho 
mención anteriormente– y mano de obra de mayor calificación, esto 
es profesionales y técnicos calificados (con educación superior de dos 
años o más). Para el caso chileno es evidente que los niveles de califica-
ción de los individuos han aumentado en términos absolutos y relativos. 
No sólo existe un crecimiento sustantivo del número de profesionales 
en casi todas las comunas de la capital, sino que además la importancia 
de este segmento a nivel de la estructura ocupacional ha aumentado de 
manera muy significativa. 
Si bien esta tendencia al aumento del sector profesional y técnico 
calificado en la estructura ocupacional ha sido interpretada en algu-
nas ocasiones como un indicador de mayor movilidad social y equidad 
dentro de las sociedades latinoamericanas, a estas alturas es claro que 
esto debe ser tomado con mesura. Estudios sobre el caso mexicano, 
sobre el mismo fenómeno, han arrojado resultados tajantes sobre el 
impacto de la ocupación del jefe de hogar en el logro ocupacional y de 
ingreso de los individuos, aún cuando los individuos logran acceder 
a un nivel educacional superior al de sus padres (Solís, 2005). Para el 
caso chileno la situación resulta relativamente similar, en tanto se ha-
bla de una importante movilidad en términos absolutos pero una muy 
baja movilidad en términos relativos (Torche, 2005). Eso quiere decir 
que a pesar de que hay una mayor calificación de la población ubicada 
en la base de la estructura ocupacional, la posición relativa de estos 
segmentos en la sociedad chilena no ha variado sustancialmente en las 
últimas décadas. 
Este fenómeno es particularmente notorio si analizamos la dis-
tribución espacial de la categoría “Profesionales, gerentes y directivos 
de la administración pública” (véase Mapa 2). Si bien vemos un aumen-
to generalizado de este segmento en casi toda la ciudad, es evidente 
que en el año 1982 ya existía una importante concentración de este 
segmento en cinco comunas de la capital: Providencia, Vitacura, Las 
Condes, La Reina y Ñuñoa. En estas zonas había, para ese año, entre 
el 25% y el 50% de población perteneciente a esta categoría, mientras 
que en el sector poniente y surponiente oscilaba entre el 0% y el 10%. 
Si bien para el año 2002 estas zonas muestran un significativo aumento 
del segmento, éste oscila entre el 15% y el 25%, con algunos casos so-
bresalientes que muestran porcentajes que van del 25% al 50% (Maipú 
y San Bernardo). 
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La más alta concentración de trabajadores en este grupo ocu-
pacional está nuevamente en las cinco comunas ya mencionadas, las 
que ahora oscilan entre el 50% y el 100% del porcentaje total. Una 
distribución espacial casi idéntica se observa si se analizan los mapas 
realizados con el porcentaje de población con educación superior para 
los años 1992 y 2002 (véase Mapa 3 y 4). En este caso es más dudoso 
afirmar que la población no ha sufrido un recambio importante, ya 
que es claro que estas comunas actúan también como un polo de atrac-
ción de profesionales jóvenes. Esto es posible de inferir dado que, aún 
cuando no son receptoras de vivienda social, existe un alto número 
de edificaciones realizadas – autorizadas por año y tienen el mercado 
inmobiliario más dinámico de la ciudad. Sin embargo, es claro que la 
gran mayoría de quienes participan en este mercado inmobiliario pro-
vienen de este mismo polo de concentración espacial, dado el alto valor 
del suelo que tiene. En ese sentido, lejos de descartar la continuidad en 
la concentración espacial de los sectores acomodados de la sociedad 
chilena, este fenómeno representa una constatación de las tendencias 
espaciales antes expuestas. 
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identidades polÍticas y pRoducción de pobReza: 
una Relación poco tRatada 
Como señalé anteriormente, a través de este apartado deseo sustentar 
la hipótesis de que los cambios en las formas de concebir y habitar el es-
pacio, mediados por las transformaciones observadas en la estructura 
ocupacional en el eje trabajo, determinan nuevas formas de identifica-
ción política entre los trabajadores, signadas por el declive del espacio 
laboral y el fortalecimiento de lo local. 
Dichas formas de identificación emergentes han implicado una 
ruptura del vínculo entre partidos políticos y estos trabajadores, lo que 
sumado a la prevalencia de la lógica política de una comunidad te-
rritorializada, ha dificultado la generación de plataformas y acciones 
colectivas, capaces de revertir la posición de extrema vulnerabilidad en 
que se encuentran en términos socioeconómicos. 
Para argumentar sobre este punto, trabajaré con los datos cons-
truidos a partir de un estudio de caso realizado durante el año 2007 en 
la comuna de Renca, ubicada en la ciudad de Santiago de Chile. Du-
rante el transcurso de esta investigación entrevisté a doce dirigentes
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de organizaciones sociales y políticas del sector5, casi en su totalidad 
militantes activos de partidos políticos legalmente inscritos. 
Esta comuna fue elegida por una doble particularidad: por un 
lado presentaba un importante cambio en términos ocupacionales, 
marcado por el declive del componente obrero y el aumento sustantivo 
de la presencia de trabajadores ligados al sector menos calificado de 
servicios. Por otro lado, mostraba un cambio notorio en relación a su 
comportamiento político, pues de ser una comuna tradicionalmente 
ligada a la izquierda durante las décadas del sesenta y del setenta se 
había convertido –en los últimos quince años– en uno de los enclaves en 
la ciudad de Santiago de la derecha más conservadora. Considerando 
la escasa movilidad poblacional de la comuna, este cambio planteaba 
una serie de preguntas sobre la forma de identificarse y de actuar polí-
ticamente en el Chile posdictatorial. 
El sector estudiado se conformó como tal a partir de las instala-
ciones industriales que empiezan a ubicarse en la zona a mediados del 
siglo XX. Como tal, la mayor parte de sus habitantes fueron trabajado-
res ligados a esta actividad económica, atraídos por el polo industrial 
a través de la creación de viviendas construidas y asignadas en con-
venios entre sindicatos y empresas, y por una importante ocupación 
–espontánea u organizada– de terrenos deshabitados. De esta manera 
podemos ver que Renca era un caso clásico de concentración espacial 
de población por logro ocupacional: a pesar de estar ubicada casi en el 
corazón de Santiago, y a escasos veinte minutos de las comunas más 
ricas de la ciudad, sus habitantes eran relativamente homogéneos en 
términos laborales y se ubicaban mayoritariamente en la base de la 
estratificación social.
Durante el período previo a 1973 se desarrolló una intensa ac-
tividad sindical en la zona. La concentración de los trabajadores en 
términos laborales y habitacionales originó también un fuerte vínculo 
entre sindicatos y organizaciones territoriales – vecinales, especialmen-
te aquellas constituidas a partir de la ocupación de terrenos (tomas). 
La mayor parte de las organizaciones se encontraban en manos de los 
partidos de izquierda, eran particularmente importantes el Partido Co-
munista y el Movimiento de Izquierda Revolucionario (MIR). En ese 
marco, es importante señalar que la actividad política se encontraba 
estrechamente articulada en torno al espacio laboral, esta pertenencia 
era un elemento central en la construcción de estrategias políticas. La
 5  Los entrevistados pertenecían a las principales organizaciones presentes en el territo-
rio. Seis mujeres y seis hombres. Sus edades fluctuaban entre 23-60 años; ocho de ellos 
se dedicaban al trabajo doméstico o a oficios independientes (cuidado de niños, servicio 
doméstico, pintura y arreglo de casas, gasfitería, comercio informal). 
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prevalencia del elemento discursivo clasista en la identificación política 
es evidente incluso en el marco de los movimientos territoriales – veci-
nales, dada la imbricación evidente entre ambos en este caso. 
La articulación en torno a la figura del trabajador insertaba a los 
individuos y a sus organizaciones en una narrativa de carácter nacional, 
que otorgaba a lo local un sentido más orientado al establecimiento de 
lo compartido. En ese tenor, la existencia de organizaciones territoriales 
como las JAP (Juntas de Abastecimiento Popular) y el Cordón Comunal 
(organizado por MIR) estaba enmarcada en la necesidad de generar 
sustento local a iniciativas de carácter nacional. Siguiendo a Badiou, 
esta forma de pensar la política estaba estrechamente ligada a la idea de 
que la acción política y los discursos asociados eran concebidos como 
un acto de representación de intereses de determinada clase en un con-
texto de lucha política. Las distintas formas de partidos políticos, así 
como la emergencia de distintos movimientos, era concebida como la 
expresión organizada o espontánea de este sujeto clasista.
Esto cambió poco a poco a partir del golpe militar. La devolu-
ción a sus dueños de las empresas expropiadas para el Área Social del 
Estado y el cierre paulatino de otras industrias ocasionó una oleada de 
despidos que pusieron a una parte importante de la población en una 
situación de aguda precariedad económica, la que en el marco de una 
creciente cesantía determinó un tránsito importante hacia la informa-
lización de los trabajadores de la comuna. Si bien en un primer minuto 
este tránsito estuvo marcado por la percepción de emergencia y transi-
toriedad, poco a poco las nuevas ocupaciones se convirtieron en perma-
nentes: el desincentivo del sector industrial y el énfasis en la flexibilidad 
laboral –parte sustancial de las políticas de ajuste estructural– fueron 
convirtiendo a la vieja Renca industrial en tan sólo un recuerdo. 
Frente a un debilitado movimiento sindical, la organización 
social y política comenzó a reconstituirse en torno a la necesidad de 
generar fuentes de sobrevivencia. A partir de la acción de la Vicaría 
de la Solidaridad y de la Pastoral Obrera, resurgió la organización en 
Renca. En un primer momento, estas organizaciones se centraron en 
ollas comunes destinadas a paliar la urgencia de alimentación por 
parte de quienes habían perdido su trabajo y no encontraban otro. 
Este fenómeno fue transversal a todo Santiago, característico de los 
primeros años de la dictadura, y produjo una importante incorpo-
ración de mujeres a las organizaciones territoriales. Posteriormente, 
alrededor de la Iglesia y bajo la protección de la misma, se fueron con-
formando pequeños grupos de discusión, sindicatos y grupos de mu-
jeres, quienes si bien mantenían una fachada estrictamente “social”, 
comenzaron poco a poco a rearmar aquellos referentes políticos que 
habían sido desarticulados por el golpe militar. En ese sentido, si bien 
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existió una ruptura y un cambio, la profunda red organizacional de 
Renca no desapareció. Ello es notorio por ejemplo en la permanencia 
de la presencia mirista en la zona a través de la Biblioteca Popular 
Baldomero Lillo, rearticulada y amparada en la Pastoral Obrera.
Es claro que el cambio laboral de los habitantes de Renca no 
sólo implicó una precarización de su situación económica y empobre-
cimiento. Implicó, también, el tránsito de la organización política y so-
cial hacia los territorios, y el espacio local fue su núcleo organizador. 
La narrativa articulada en torno al trabajador se hizo trizas. La proli-
feración de cesantes, la precarización de los empleos y la importancia 
de las “organizaciones de sobrevivencia” despojaron al espacio laboral 
de la importancia que tenía en la construcción de identidad política. 
Frente a la ausencia de vínculos laborales estables y permanen-
tes en el tiempo, la identificación se desplazó hacia lo local: surgió 
entonces la interpelación en torno al poblador. Este desplazamiento 
discursivo hacia lo local implicó que lo compartido se anclara en el 
territorio cotidiano. La delimitación contingente de un nosotros tuvo 
fronteras tangibles y visibles. En ese marco, la identificación política 
se territorializó y el nosotros tuvo cara, nombre y casa. La identidad 
política se unió a una comunidad con lazos fuertes y la acción polí-
tica se transformó en la defensa y consecución del bienestar de una 
comunidad. 
Sin embargo, si bien era evidente que la ausencia de homoge-
neidad social al interior de la comuna impedía la generación de equi-
valencias al nivel de las que era posible establecer a partir de la figura 
del trabajador, es claro que hasta 1989 toda acción política destina-
da a mejorar condiciones económicas, luchar contra el desempleo, 
la pobreza y demandar mejoras en políticas sociales era susceptible 
de ser articulada a nivel nacional a partir de la idea de oposición a la 
dictadura. 
Bajo este paraguas discursivo, la acción de los sectores más preca-
rizados de la comuna y sus organizaciones locales encontraban un refle-
jo de carácter nacional, capaz de vehiculizar sus demandas y coordinar 
acciones orientadas para el mejoramiento de sus condiciones de vida. La 
idea de oposición subrayaba precisamente la diversidad de actores y la 
pluralidad de visiones frente al monolitismo de la dictadura militar. Es 
decir, se basaba en una lógica discursiva absolutamente opuesta a aque-
lla destinada a construir la figura del trabajador, orientada a reconocer 
y visibilizar las diferencias de todos aquellos grupos sociales opuestos 
al régimen. Siguiendo a Garretón (1989:408) la oposición a la dictadura 
fue en un primer momento esencialmente cultural y sustentada en el 
surgimiento de diversos actores anclados en la retórica de la pluralidad 
y las identidades diversas. El caso de Renca no fue la excepción. 
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Aunque la idea de oposición entregaba a las organizaciones polí-
ticas y sociales un referente nacional en el cual insertarse, era evidente 
que la lógica comunitaria estaba empezando a consolidarse en la comu-
na. Frente a las situaciones de pobreza y exclusión en la que se encontra-
ban sus habitantes, las organizaciones se volcaron de lleno a la defensa 
y solidaridad entre sus miembros, estableciendo metas basadas en el 
interés común de sus afiliados. Aún cuando Renca había tenido un im-
portante número de organizaciones políticas y muchos de los dirigentes 
que en ellas participaron se mantuvieron activos durante la dictadura, 
se consolidó una importante división entre aquellas organizaciones so-
ciales y aquellas que son definidas como políticas: las organizaciones 
sociales asumieron este rol de defensa de las comunidades, definiéndose 
como apolíticas para evitar el acoso de los aparatos de seguridad de la 
dictadura, mientras que las organizaciones políticas permanecieron en 
el silencio y en la clandestinidad. 
Si bien esta forma de operar permitió a las organizaciones loca-
les trabajar sin mayores problemas, aumentó poco a poco la distancia 
entre partidos políticos y organizaciones locales. Mientras que los mi-
litantes tomaban decisiones a puerta cerrada, las organizaciones so-
ciales definieron un rumbo paralelo, basado en la estricta necesidad 
de mantenerse “limpias” para no ser interrumpidas en su labor. La 
retórica del apoliticismo y las necesidades de la población en plena cri-
sis abrieron la puerta para que las organizaciones sociales fueran más 
receptivas a distintas iniciativas orientadas a la entrega de recursos por 
parte de fuentes gubernamentales o de partidos con existencia legal 
durante el período dictatorial. Así, en el contexto de una aguda crisis 
económica y en el marco de la política poblacional del nuevo referente 
político Unión Demócrata Independiente (UDI), las organizaciones lo-
cales comenzaron a relacionarse con este referente. 
Una de las características de esta organización desde sus inicios 
fue el énfasis discursivo en temáticas locales y contingentes. Esta es-
trategia, basada en la idea de solucionar los problemas concretos de la 
gente, respondía muy bien a las características que estaban empezando 
a desarrollarse en las organizaciones de la comuna. Permitía el acceso a 
ayuda económica en un contexto de aguda exclusión, sin el compromiso 
frente a propuestas políticas que podrían haber afectado el apoliticismo 
de las organizaciones sociales. Así se resolvían las necesidades más 
urgentes de la población pobre, pero sin cuestionar en profundidad 
aquello que producía y reproducía las situaciones de patente desigual-
dad a la que se veían expuestos cotidianamente. 
De la misma manera, el otro gran eje de la estrategia de inserción 
de este referente político –el personalismo– permitía a las organiza-
ciones vincularse con algunos dirigentes en función de las cualidades 
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personales que en él se observaban, sin relacionar directamente a de-
terminado dirigente con un proyecto político de largo plazo. Bajo este 
principio, las organizaciones podían establecer alianzas con persone-
ros del Gobierno militar, de partidos políticos oficialistas y de la oposi-
ción al mismo tiempo; todo amparado bajo la retórica de la pluralidad y 
la labor social: “Nosotros nos abocamos más al tema social, aquí nadie 
pregunta de qué partido, de qué candidato para poder hacerle un favor, 
acá todos somos iguales, no hay colores políticos entre los dirigentes, al 
menos de mi parte, yo atiendo tan bien a un UDI como a un RN, como 
a un socialista, como a un comunista, a mí no me interesa eso. A mí lo 
que me interesa es trabajar y dar mejor calidad de vida a la gente, sobre 
todo a los niños.” (María, 50 años, trabajadora doméstica y dirigente de 
Junta de Vecinos, entrevista agosto 2008). 
En ese marco, no es de extrañar que, una vez en democracia, 
la comuna de Renca mostrase significativos cambios en términos de 
su comportamiento político. El cambio laboral de sus miembros y el 
desplazamiento hacia lo local de la construcción de política habían 
modificado radicalmente la forma de hacer y de pensar la política en la 
comuna. Las tendencias observadas se fueron profundizando durante 
el período transicional, es particularmente evidente en el sistemático y 
creciente apoyo de la derecha conservadora (UDI), durante las cuatro 
últimas elecciones parlamentarias y municipales. Con una estrategia 
basada en este anclaje local y en el personalismo, este partido ha co-
sechado importantes triunfos en la comuna, irradiando su influencia 
hacia las comunas aledañas como son Independencia y Recoleta.
Actuar políticamente en Renca hoy es tomar uno de estos tres 
caminos: el primero de ellos implica la inserción en pequeños espacios 
locales de corte cultural. Dentro de ellos encontramos colectivos artís-
ticos, centros de educación popular, grupos de mujeres o de trabajo con 
niños. Acá el énfasis está puesto en la idea de cambio cultural: “creen en 
la gente, creen en la educación, en las redes de educación. O la resignifi-
cación y la reeducación; eso es bonito, dan su tiempo para trabajar con 
la comunidad. Yo conozco a todos ellos y con todos nos hemos servido 
algo o hemos conversado y arreglado el mundo a mis 33 años; yo creo 
que entre nosotros pensamos que uno tiene que morir con la botas 
puestas porque uno puede tener muchas cosas en la vida, tener la gran 
casa, el gran auto, pero si sentís que no apoyaste a la gente, no hiciste 
un trabajo a tu prójimo” (Claudio, 33 años, educador y dirigente del 
Centro de educación popular, entrevista agosto del 2008).
El segundo de ellos, significa el establecimiento de relaciones 
semiclientelares con partidos políticos a partir de las organizaciones 
comunitarias – vecinales (clubes deportivos, centros de madres, junta 
de vecinos), tanto de derecha como de centro izquierda, con el fin de 
mayarí castillo Gallardo
103
obtener un apoyo económico. Acá la idea rectora es la de defensa y bie-
nestar de la comunidad: “ahora mismo yo voy saliendo con una persona 
de la alcaldía, que yo le digo ‘mira, pucha, tengo una abuelita enferma’ 
‘vamos’, me dice, digo ‘tengo una abuelita que necesita pañales’ y me 
dicen ‘acá la Vicky te mandó’. La Vicky (la alcaldesa UDI) en ese sentido 
nunca nos niega ni los pañales, ni la comida, ni las sillas de ruedas, en 
mi casa yo tengo dos sillas de ruedas para prestar, son de mi organiza-
ción, tengo áreas verdes gracias a ella, yo he ido a pelear recursos a la 
mesa con ella” (Mónica, 32 años, ama de casa y dirigente de junta de 
vecinos, entrevista agosto del 2008).
El tercer camino es a través del voto, que se realiza de manera 
individual con el fin de expresar el apoyo a un determinado proyecto 
político y/o personaje público. Acá la idea central es la de expresar apo-
yo: “se vio en la última elección, que corrió cualquier regalo en Renca, 
cualquier cantidad de cosas y salió, salió con muchos votos, arrastró 
a los demás, si para sacar tres UDIS, uno podría haber sacado si eran 
hartos candidatos. Si la Nora salió por los conocidos, por nosotros, 
cuando se tiró de diputada la Karla Rubilar Barahona, que es hija de 
ella, ella a todos nos pidió que había que apoyarla, nos pedía apoyar 
a la hija por qué razón, porque la hija iba a ser del segundo distrito y 
aparte porque una vez nos llevó en el auto la María Antonieta, ella se la 
juega por cualquier cosa, pero ella nunca ha venido acá al barrio, viene 
cuando hay que hacer algo, mientras que la alcaldesa marca presencia. 
No hay una vez en el mes en que ella no marque presencia, nos manda 
la cuestión de los perros, nos manda vacunatorio.” (Carlos, 60 años, 
gásfiter y dirigente de club deportivo, entrevista agosto del 2008).
Es claro que ninguna de las tres opciones implica la posibilidad 
de acceder a una plataforma política capaz de poner los intereses de 
estos sectores en el debate público nacional. Si bien la primera opción 
está orientada a un “cambio de conciencia”, el énfasis en el espacio 
local reduce las posibilidades de establecer alianzas estratégicas con 
ningún otro sector. No existe un diagnóstico de situación compartida 
que permita la generación de un discurso capaz de interpelar fuera de 
las fronteras espaciales de la población, la villa o el barrio. Al poner el 
acento de la especificidad, se hace imposible mirar lo común y, con ello, 
la labor de estas pequeñas organizaciones se hace titánica: se ven solas 
contra un mundo de adversidad. Por eso estas experiencias tienen una 
corta vida en la comuna. Aún cuando existen dirigentes históricos que 
han rotado y conformado diversas organizaciones, casi todas éstas su-
fren después de un tiempo una suerte de desaliento compartido que lleva 
a la deserción de sus integrantes o a su traslado a otros referentes. 
La segunda opción se asocia a la incapacidad de influir en las 
propuestas y acciones de los partidos con los cuales se relacionan. Por 
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una parte, las organizaciones que se conforman en torno a la defensa 
y bienestar de la comunidad no son capaces de generar plataformas o 
demandas consistentes, dado el escaso interés que generan entre sus 
mismos miembros. Al tener sólo el espacio habitacional como eje de 
identificación, estas organizaciones sólo pueden aglutinar a sus miem-
bros en torno a la idea de mejoras inmediatas en su entorno, por lo que 
la evaluación de su gestión será considerada como deficiente si no se 
realizan avances notables en esta área. Los dirigentes se vuelven así 
constantemente dependientes de la ayuda económica de los partidos, 
lo que les quita capacidad de influir mínimamente en sus gestiones o 
propuestas. Pasan a constituir una relación de intercambio en la cual 
se transa la ayuda económica por el apoyo político, y quedan siempre 
en una posición desfavorable.  
La tercera opción ha sido usada como una forma de expresar 
molestia frente a la situación de pobreza y vulnerabilidad en que se 
encuentran estos sectores, más que como forma de participación o 
identificación política. De esta molestia deviene el apoyo a la derecha 
en estos sectores, ya documentado en numerosos estudios (Arriagada, 
2005; Morales, 200; Huneeus, 2001; Joignant y Navia, 2003; Soto, 2001). 
Sin embargo, este apoyo no ha significado la posibilidad real de estos 
sectores de influir en la plataforma política de la derecha, la que ha 
desplazado la discusión sobre temas como la precarización laboral a la 
contingencia de los “problemas locales” y a las características persona-
les de los dirigentes. Siguiendo a Sennett (2002), es posible decir que los 
problemas más clásicos de esta forma de ver la política es que no sólo 
es muy contingente y dependiente de la construcción de una perfecta 
imagen pública, sino que la preocupación por las características indi-
viduales de los candidatos oscurece sustantivamente el debate sobre 
elementos más de fondo en una sociedad: en este caso, los mecanismos 
que producen la pobreza y cristalizan la desigualdad y la pobreza en 
Chile.
conclusiones
Este trabajo pretende ser sólo un acercamiento preliminar a la proble-
mática, a la luz de la convocatoria realizada por este seminario. Como 
tal, busca iluminar caminos más que plantear certezas. Sin embargo, 
me parece preciso establecer algunas conclusiones preliminares sobre 
el tema, con el fin de aportar a la discusión planteada por los convocan-
tes a este evento acerca de los mecanismos que producen y reproducen 
la pobreza en nuestro continente. 
Uno de los primeros elementos que es necesario retomar del aná-
lisis anterior es el hecho de que la centralidad del espacio local en la 
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organización de la experiencia social de los sujetos –dado por el declive 
del espacio laboral– tiene consecuencias perversas en el marco de un 
espacio urbano signado por la segregación. Como hemos podido ver 
en el análisis de los datos georreferenciados, vemos que existe una ten-
dencia sostenida hacia esta forma de habitar y concebir los espacios, lo 
que en el marco de una sociedad tan desigual y con tan poca movilidad 
relativa como la chilena, se ha convertido en la forma más eficaz de 
mantener “a cada uno en su sitio”. 
Como bien se ha analizado desde una perspectiva de análisis 
crítico de los fenómenos urbanos, la liberalización del suelo urbano ha 
generado incentivos cada vez más grandes a la concentración espacial 
de población homogénea en términos económicos y ha desplazado a los 
pobres cada vez más hacia la periferia (Harvey, 2001). Con la desapa-
rición del espacio laboral como eje de integración de estos sectores, la 
concentración espacial de los pobres ha generado guetos de exclusión 
que limitan sustancialmente las trayectorias de los individuos: marcan 
los horizontes de lo posible y lo imposible, delimitan fronteras sim-
bólicas/reales y generan percepciones sobre el propio rol en la socie-
dad ancladas en la retórica de “los que sobran”. Como contraparte, en 
aquellos sectores que acceden a posiciones laborales de mayor calidad, 
la homogeneidad dentro de cada territorio atenúa la percepción de la 
desigualdad de manera importante. 
Así, estas nuevas formas de concebir y habitar los espacios tam-
bién tienen repercusiones en las formas de participación e identifica-
ción política de los trabajadores, lo que influye en la capacidad de estos 
individuos de ejercer alguna influencia en los cambios del mundo del 
trabajo que han potenciado su condición de pobreza o vulnerabilidad. 
En el caso de Renca, es indiscutible que tanto los entrevistados de iz-
quierda como los de derecha otorgan una gran relevancia al componen-
te territorial en la construcción de política, lo que acarrea una serie de 
dificultades que es preciso considerar detenidamente.
En primer lugar, oscurece la trama de relaciones de poder que 
interviene sobre los territorios y que va desde el plano más local hasta la 
dimensión más global. De esta manera, los individuos tienen problemas 
para la identificación de adversarios, aliados y objetivos pues, siguiendo 
a Massey, la acción de los sujetos se basa en un concepto de espacio 
que no contempla las complejas relaciones de poder y dominación que 
vinculan lo local con lo global. En ese sentido, si bien los individuos son 
capaces de identificar adversarios a nivel local y emprender acciones 
por la consecución de ciertos objetivos, este tipo de iniciativas no logra 
traspasar la intrincada geometría del poder, perdiendo alcance y posibi-
lidad de revertir aquellas situaciones que aumentan la vulnerabilidad 
de estos trabajadores.
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En segundo lugar, para el caso chileno el aumento de la centra-
lidad del espacio local en la configuración de las identidades políticas 
ha marcado el declive de la presencia de organizaciones definidas como 
“políticas” en los territorios, ya sean estructuras pequeñas o unida-
des territoriales de estructuras políticas centralizadas, dado su interés 
prioritario en plataformas de alcance nacional. Así, es notorio que estas 
organizaciones políticas para lograr cabida en los territorios, han de-
bido orientarse a organizaciones vecinales, culturales o de defensa de 
la comunidad, buscando una legitimación basada en la capacidad de 
sus militantes para dirigir la organización –sin hacer explícita o crucial 
su adscripción política– poniendo especial énfasis en la gestión de los 
intereses comunitarios locales. 
La prioridad que tiene el interés comunitario en los territorios 
obliga a las organizaciones políticas y sus militantes a un mimetismo 
perverso, que profundiza la distancia entre lo social y lo político esta-
blecida a partir de la dictadura. En ese marco, lo social está signado 
por las ideas de unidad/limpieza/armonía y lo político por la división/
suciedad/conflicto. Así, y en el marco de un sistema político cada vez 
más impermeable, la territorialización agudiza el divorcio entre los sec-
tores populares y los partidos políticos, rompiendo los canales de par-
ticipación política institucional y perdiendo la posibilidad de imponer 
temáticas o presionar en el logro de objetivos.
En conclusión, mirar los mecanismos de producción de pobreza 
implica no sólo analizar aquellos elementos económicos que mantienen 
a determinados segmentos de la sociedad en esta posición, sino tam-
bién aquellos que permiten que una parte de la sociedad –esa que no 
sale en las estadísticas– se mantenga en una posición de extrema vul-
nerabilidad económica y laboral. Esto implica un análisis de aquellas 
variables que han incidido en la mínima capacidad de respuesta que 
ha tenido la sociedad chilena frente a la profundización de las políticas 
de flexibilización laboral y de la disminución de la casi nula cobertura 
social. Este trabajo ha intentado ser un aporte en ese camino. 
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de la pobReza, 





En este texto, asumiendo la perspectiva que sustenta la convocatoria al 
seminario internacional, pretendo poner a consideración lo que llamo 
las claves de un análisis relacional de la pobreza, construido a lo largo de 
varios años de discusiones teóricas y de estudios en terreno.
La larga tradición del pensamiento latinoamericano abocado al 
abordaje de esta problemática (tanto desde el punto de vista teórico, 
cuanto desde investigaciones empíricas concretas) nos permite hoy re-
conocer que, efectivamente, la producción/reproducción de la pobre-
za es un fenómeno complejo en el que interactúan diferentes factores 
(económicos, sociales, políticos, culturales y étnicos) que pueden ser 
analizados en distintos niveles y a partir de diferentes herramientas 
teóricas y metodológicas.
Si acordamos también que este fenómeno, como cualquier otro 
fenómeno social, es resultado de la acción dialéctica de estructuras y 
de agentes sociales (Bourdieu, 1988, 1990; Giddens, 1987 y 1995) que, 
en diferentes niveles y sin ser necesariamente conscientes de los meca-
nismos, producen y reproducen las condiciones que generan y multi-
la pRoducción y RepRoducción 
de la pobReza:
claVes de un anÁlisis Relacional
Alicia B. Gutiérrez*
* Doctora en Filosofía y Letras (UBA, Área Antropología). Docteur en Sociologie 
(EHESS). Prof. Titular de Teoría Sociológica y Modernidad (UNC), Investigadora Inde-
pendiente de CONICET. (CIFFYH-UNC, CSE du Collège de France).
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
114
plican la pobreza, indudablemente, las preguntas que primero deben 
plantearse son:
 – ¿Cuáles son esas estructuras? ¿Cómo se caracterizan? ¿En torno 
a cuáles recursos se constituyen?
 – ¿Quiénes son los agentes sociales concretos? ¿Cómo es posible 
abordarlos? ¿Como clases? ¿Como grupos, como las familias, por 
ejemplo? ¿Como otros agentes colectivos? ¿Como individuos?
 – ¿Cuáles son los mecanismos a partir de los cuales se enlazan 
agentes y estructuras y, al hacerlo, producen y reproducen las 
relaciones de poder, de desigualdad y, con ello, la pobreza?
Estas preguntas, formuladas por el momento de manera muy 
amplia, muestran los supuestos teóricos fundamentales de los que par-
to en este enfoque: a) la pobreza no se produce/reproduce de mane-
ra independiente de la producción/reproducción de la riqueza (o de la 
no-pobreza), b) en esa producción/reproducción relacional intervienen 
diferentes niveles de agentes sociales (de manera consciente o no cons-
ciente) con distintos recursos objetivos y simbólicos y con diferentes 
niveles de implicación y compromiso; c) al ser producida/reproducida 
por medio de prácticas concretas, las condiciones de pobreza son sus-
ceptibles de ser modificadas, a partir de la posibilidad de develar las 
estructuras, los agentes y sus prácticas, y los mecanismos de su pro-
ducción/reproducción.
posibilidades y lÍmites de otRos enFoques utilizados 
en améRica latina
la constRucción desde la noción de pobReza
Tal como ha sido y es utilizada en las ciencias sociales latinoamerica-
nas, la noción de “pobreza” se presenta como un concepto fundamen-
talmente descriptivo, que alude a privación, a carencias (mensurables 
a partir de los ingresos de los hogares o de sus necesidades básicas 
insatisfechas, o de una combinación de ambos tipos de indicadores).
Así, a partir de esta noción, es posible describir una situación ob-
jetiva, caracterizarla, medirla e, incluso, saber cuántas personas están 
afectadas por ella. Sin embargo, presenta el límite de no problematizar 
el origen de la misma, y con ello, de no poder avanzar en la búsqueda 
de elementos explicativos y comprensivos que permitan dar cuenta de 
sus causas, de la manera cómo los pobres estructuran un conjunto de 
prácticas que les permiten reproducirse socialmente en tales condi-
ciones, y de los lazos estructurales que ligan a pobres y ricos de una 
determinada sociedad. 
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Es decir, no se presenta como una herramienta adecuada para 
dar cuenta de las relaciones objetivas y simbólicas que existen en todo 
espacio social, entre la reproducción de las condiciones de pobreza y la 
de las de no-pobreza. (Gutiérrez, 2000, 2004a, 2004b)1. 
De este modo, al no asociar a la noción de pobreza más que ele-
mentos descriptivos, se corre el riesgo de sustancializar el fenómeno 
(y con ello, de naturalizarlo) y de impedir ver en qué medida, con sus 
particularidades, las diferentes situaciones son resultado de procesos 
histórico-sociales que relacionan a la población afectada, con otras que 
ocupan otras posiciones sociales, en el marco de un mismo espacio de 
luchas2.
la pRoblematización desde el concepto de “maRGinalidad”
Intentos claros de encontrar esos elementos explicativos, estuvieron 
asociados a las distintas aproximaciones del fenómeno de la pobreza 
en términos de marginalidad, perspectiva analítica ampliamente domi-
nante en los estudios latinoamericanos desarrollados especialmente en 
las décadas del sesenta y del setenta. 
El debate teórico giraba entonces en torno al contenido específico que 
se daba al propio concepto de “marginalidad”, definiéndolo, sea des-
de el punto de vista ecológico-urbanístico (Quijano, 1966; Segal, 1981, 
etc.), o desde la “cultura de la pobreza” (Lewis, 1966, 1969a, 1969b, 
1975) o desde una mirada económica (Oliven, 1981; Nun, 1969; Sunkel, 
1971; Quijano, 1970; Singer, 1963, etc.) que centraba la atención en la 
inserción en el sistema productivo y en el proceso de desarrollo de la 
región o, finalmente, considerándolo desde una perspectiva multidi-
mensional en sus causas y en sus manifestaciones, mensurable a partir 
de la participación - no participación social (Germani, 1973). 
Más allá de las aproximaciones diferentes, hay un elemento co-
mún: el presupuesto mismo de la “marginalidad”, es decir, un abordaje 
teórico en términos de “márgenes”, que postula un defecto de integra-
1 Aquí se utiliza la noción de espacio social en el sentido de Bourdieu (1990) y como un 
concepto construido por el investigador: puede remitir a los límites políticos de una na-
ción (en términos de sectores poblacionales que se reproducen en la pobreza de manera 
relacional con otros sectores que lo hacen en la no-pobreza) o incluir un conjunto más 
amplio (puede pensarse por ejemplo, la reproducción de países pobres de manera rela-
cional con la de países ricos).
2 En este trabajo, entonces, utilizo las noción de “pobreza” para señalar aquellas situacio-
nes que los distintos países miden a partir de diferentes métodos (necesidades básicas in-
satisfechas, pobreza por ingresos o una combinación de ambos), y los términos “pobres” 
y “no-pobres” para hacer referencia a la población que vive en esas situaciones o que se 
encuentra en otras condiciones en el espacio. Asumo entonces la capacidad descriptiva de 
dichas nociones, a la vez que intentaré complementarla con otros conceptos que permiten 
escapar al riesgo sustancialista y mostrar un análisis dinámico y relacional.
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ción de poblaciones que no están fuera de la sociedad global sino que 
están insertas en ella y ocupando la posición más desfavorable. La am-
bigüedad de la noción reside en el hecho mismo de saber si lo que está 
en cuestión es el estar al margen (defecto de integración) o el ocupar 
una cierta posición en el seno mismo del sistema social (Gutiérrez, 
2000, 2004a, 2004b). 
En ambos casos, o por considerar a los pobres “al margen” de la 
sociedad o por no definir suficientemente la “manera de ser marginal”, 
es decir, la posición ocupada en el espacio social, según las diferentes 
distribuciones desiguales de los distintos recursos en juego, no puede 
hacerse una verdadera construcción relacional de la problemática. O, 
en otros términos, se inhibe la posibilidad de identificar y de analizar 
de qué manera ciertos sectores se apropian (a partir de los capitales que 
poseen, que acumulan y que reproducen) o monopolizan los distintos 
instrumentos de reproducción (el mercado de trabajo, el mercado esco-
lar, etc.) aún en marcos normativos que postulan la igualdad de todos 
los ciudadanos ante la ley.
el enFoque desde las estRateGias
A fines de la década del setenta y sobre todo en la del ochenta, predo-
minaron los abordajes de la pobreza que toman como eje la noción de 
estrategia: me refiero a las “estrategias de existencia” (Sáenz y Di Paula, 
1981), a las “estrategias adaptativas” (Bartolomé, 1985 y 1990), a las 
“estrategias de sobrevivencia” (Argüello, 1981; Valdéz y Acuña, 1981; 
Rodríguez, 1981) y a las “estrategias familiares de vida” (Torrado, 1981, 
1982; Borsotti, 1982). En otro lugar (Gutiérrez, 2004a, 2004b) me he 
referido en detalle a las posibilidades que brindan estos abordajes del 
fenómeno, que aquí sólo me limito a enumerar, haciendo hincapié en 
aquellas que considero fundamentales para avanzar hacia la construc-
ción del análisis relacional de la pobreza. 
Primero, la utilización de la propia noción de estrategia, que su-
pone siempre preservar un margen de opción a los protagonistas de los 
procesos, con lo que, sus prácticas no están completamente determi-
nadas por factores estructurales ni son el mero resultado de una libre 
elección individual. Segundo, el contenido específico de la racionalidad 
que allí está implicada: las estrategias no son elaboradas por los agen-
tes (individuales o colectivos) de manera necesariamente consciente, 
deliberada, planificada. Finalmente, es importante destacar la preocu-
pación de estos autores, no ya por definir una situación en términos 
macrosociales, sino por analizar de qué manera los pobres se reprodu-
cen socialmente en esas condiciones y, al menos en algunos casos, por 
construir un concepto que pueda articular tanto las estrategias de los 
sectores pobres cuanto de los que no lo son.
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Y todo ello tiene implicancias importantes. Por un lado, desde 
esta perspectiva se construyen categorías que permiten articular la in-
terrelación entre las conductas individuales y los determinantes estruc-
turales. Aparece así la noción de unidad familiar o unidad doméstica 
–frente al individuo– como lugar privilegiado para el análisis de esas 
estrategias: son las familias las que ponen en marcha colectivamente 
sus recursos para hacer frente a su vida cotidiana y social. Aparece 
también la noción de red social: a partir de ella, es posible reconstruir 
los intercambios de bienes y servicios que se realizan entre familias 
pobres para resolver parte de sus estrategias, y, como he demostrado 
en un estudio anterior (Gutiérrez, 2004b) posibilita mostrar modos de 
articulación entre los pobres y los sectores dominantes de la sociedad. 
Por otro lado, frente a la posición dualista de “marginalidad - in-
tegración”, estos abordajes sostienen que los pobres no están al margen 
de la sociedad sino que forman parte de ella, ocupando las posiciones 
dominadas del sistema y, que, por lo tanto, no pueden estudiarse sus 
estrategias de manera aislada sino intentando analizar las relaciones 
que ellas mantienen con los sectores dominantes: por ello, es necesario 
partir de un concepto de estrategias de reproducción que sea susceptible 
de ser extendido a todos los grupos sociales y que no se limite a abarcar 
sólo las maneras de vivir de los sectores que estos autores llaman “po-
pulares”. En este sentido, son importantes los aportes de Torrado (op. 
cit.) y de Borsotti (op. cit.) con el concepto de “estrategias familiares de 
vida” como superador del de “estrategias de sobrevivencia”. 
Ahora bien, esa posición de las familias pobres se construye en 
estos casos, a partir de los aspectos económicos de la misma y descui-
dando otros (culturales, sociales, simbólicos) que también definen la 
manera en que una persona –y una familia– se posiciona socialmente, 
a la vez que constituyen otras fuentes de recursos. 
el enFoque de la VulneRabilidad social
Recientemente, buena parte de los trabajos realizados sobre la temática 
de la pobreza en América Latina son abordados desde el concepto de 
“vulnerabilidad social”3.
3 Según Pizarro (2001), esta conceptualización tiene su origen en dos vertientes: por un 
lado, en los estudios sobre desastres naturales, que evalúan los riesgos de comunidades 
y familias ante fenómenos catastróficos y diseñan estrategias para hacerles frente; por 
otro lado, en el mundo intelectual anglosajón que comenzó a utilizar este enfoque en 
los estudios que analizan los cambios en las condiciones de vida que experimentan las 
comunidades rurales pobres en condiciones de eventos socioeconómicos traumáticos. 
También se asocia este concepto a las teorías de la marginalidad a las que he hecho refe-
rencia, a las de la exclusión (predominantes en Europa en las décadas del ochenta y del 
noventa) y “a los aportes germinales de Amartya Sen y otros autores que incluye en sus 
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Algunos autores (Sojo, 1998; Bustelo y Minujin, 1997; Busso, 
2001; Pizarro, 2001; Rodríguez Vignoli, 2004) señalan que la vulne-
rabilidad se ha constituido actualmente en el rasgo social dominante 
en América Latina. Y así como en el período histórico caracterizado 
por la industrialización por sustitución de importaciones, la pobreza 
cobraba la forma de la marginalidad social (analizada desde diversos 
enfoques, según lo expuesto más arriba) “en el actual período históri-
co la vulnerabilidad aparece como el rasgo dominante del patrón de 
desarrollo vigente” (Pizarro, op. cit.: 7). De esta manera, se percibe la 
vulnerabilidad social como resultado de los impactos provocados por 
ese patrón de desarrollo (cuyos rasgos fundamentales son la apertura 
hacia la economía mundial, el retiro del Estado de la actividad produc-
tiva y social y el papel predominante del mercado en la asignación de los 
recursos) y también como expresión de la “incapacidad de los grupos 
más débiles de la sociedad para enfrentarlos, neutralizarlos u obtener 
beneficios de ellos” (Ibídem: 7).
La mayoría de los autores coinciden en que la noción de vulnera-
bilidad social es multidimensional, aunque no hay una única manera de 
conceptualizarla y se pueden distinguir diferentes modos de construir 
tipologías de la misma, desde distintos enfoques teóricos y movilizados 
por intereses cognitivos diferentes, tales como lo hacen Moser, (1998), 
Kaztman et al. (1999), Pizarro (2001), CEPAL (2000), Kliksberg (1999), 
Banco Mundial (2001), Perona y Rocchi (2001), entre otros.
Más allá de esta diversidad, se pueden distinguir algunos rasgos 
fundamentales, que permiten comparar esta manera de abordar la po-
breza con el análisis relacional que propongo.
En primer lugar, con Busso (op. cit.), podemos decir que la po-
tencialidad de la noción de vulnerabilidad radica en dos aspectos: en 
primer lugar, ubica la discusión de las desventajas sociales en la re-
lación que se establece entre los activos de los individuos u hogares, 
las estrategias de uso de esos activos y el conjunto de oportunidades 
(delimitado por el Estado, el mercado y la sociedad civil); en segundo 
lugar, combina dinámicamente enfoques micro (comportamientos de 
individuos y hogares) con meso (organizaciones e instituciones) y ma-
cro (estructura social, patrones de desarrollo). Podemos agregar un 
tercer aspecto: a pesar de centrar la cuestión en la debilidad, en la 
desventaja, en la incapacidad, se presta especial atención a los activos 
(de los individuos o de los hogares), es decir a sus recursos y no sólo a 
sus carencias.
investigaciones dimensiones psicosociales, de autopercepción, de género, étnico-raciales, 
educacionales, laborales, familiares y políticas de las privaciones” (Busso, op. cit.: 9).
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Es importante también señalar que esos activos se refieren no 
sólo a aspectos económicos, sino que también comprenden recursos 
culturales y sociales, conceptualizados bajo distintas nociones: capi-
tal físico, incluye los bienes materiales y financieros; capital humano, 
abarca el trabajo como componente principal y el valor agregado de 
educación y salud y capital social que involucra a las redes sociales 
sustentadas en la reciprocidad y la confianza, los contactos y la infor-
mación. (Kaztman, 2000).
Ahora bien, esos capitales son considerados de manera sustan-
cialista y no como relación, como cosas, como esencias, como algo que 
está allí o que falta, no como elementos de una estructura espacio-
temporal concreta, en la cual encuentran su definición y su fuerza. 
Además, el hecho de conceptualizar la vulnerabilidad como “la 
incapacidad de una persona u hogar para aprovechar sus oportunida-
des disponibles para mejorar su situación de bienestar o impedir su 
deterioro” (Kaztman, 2000: 8), sugiere que las desventajas que generan 
la vulnerabilidad social devienen, no tanto de las oportunidades, sino 
de la escasez de activos: es decir, constituyen sobre todo un problema 
ligado a los individuos y no el resultado de la relación dialéctica entre 
estructura y agentes, o, en otros términos, de la apropiación diferen-
cial de las posibilidades objetivas por una distribución desigual de esos 
recursos o capitales.
En resumen, es posible reconocer las potencialidades analíti-
cas de este enfoque en varios aspectos: en la unidad de análisis de 
la que parte, en tomar simultáneamente diferentes tipos de recursos, 
estrategias concretas para utilizarlos y condiciones objetivas donde se 
insertan, y, finalmente, en poder combinar enfoques micro, meso y ma-
crosociales. Es posible también señalar los límites de tal perspectiva, 
que resultan de no considerar relacionalmente todos estos aspectos, 
como pretendo demostrar a continuación.
la concepción Relacional de las estRateGias 
de las Familias pobRes
las estRateGias son Relacionales: la pRoducción 
y RepRoducción de la Vida social
El concepto central de la perspectiva que propongo, inspirado espe-
cialmente en los trabajos de Pierre Bourdieu, es el de estrategias de 
reproducción social, consideradas como “el conjunto de prácticas feno-
menalmente muy diferentes, por medio de las cuales los individuos y 
las familias tienden, de manera consciente o inconsciente, a conservar 
o a aumentar su patrimonio, y correlativamente a mantener o mejorar 
su posición en la estructura de las relaciones de clase” (Bourdieu, 1988: 
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122). Dichas estrategias dependen de un conjunto de factores: 1) del 
volumen y la estructura del capital que hay que reproducir (capital 
económico, capital cultural, capital social, capital simbólico) y de su 
trayectoria histórica; 2) del estado del sistema de los instrumentos de 
reproducción; 3) del estado de la relación de fuerzas entre las clases y 
4) de los habitus incorporados por los agentes sociales (Ibídem).
Antes de precisar las implicancias teóricas y metodológicas que 
la conceptualización de cada uno de estos factores tiene en la cons-
trucción de la problemática de la pobreza que propongo, es importan-
te señalar que el propio concepto de estrategias de reproducción social 
constituye una herramienta fundamental para analizar la dinámica de 
las clases en su conjunto, y, con ello, los mecanismos de producción y 
reproducción de la vida social y de sus desigualdades.
En efecto, este concepto muestra claramente una dimensión teó-
rica central: la concepción relacional de lo social de Bourdieu, herencia 
estructuralista que queda demostrada en la manera como se constru-
yen los conceptos claves y en el modo como se articulan. Así, las diferen-
tes estrategias de reproducción social se explican sólo relacionalmente, 
en un doble sentido: en el contexto del sistema que constituyen (en una 
familia o en un grupo de familias pertenecientes a una clase o fracción 
de clase) y en el marco más amplio del espacio social global, donde las 
prácticas que forman parte de ese sistema se relacionan con las prácti-
cas que son constitutivas de los otros, articulando de esa manera modos 
de reproducción social diferenciales4.
Es entonces a partir de las estrategias producidas por el conjunto 
de los agentes sociales (de manera consciente o no consciente) como se 
producen y se reproducen simultáneamente, en una misma estructura 
social, las condiciones de la pobreza y las de la no-pobreza.
los FactoRes explicatiVos son Relacionales
Volumen y estructura del capital: recursos que definen una posición 
relacional
Señalar como uno de los factores explicativos de las estrategias de re-
producción social en la pobreza el volumen y estructura del capital (y su 
4 El origen del concepto se sitúa en los comienzos de la década del sesenta, a propósito de 
los análisis de Bourdieu en Kabilia y en el Béarn, ligados a la lógica de los intercambios 
matrimoniales y a las prácticas sucesorias: es allí cuando este autor inicia su ruptura 
más profunda con la visión estructuralista, rescatando al agente social que produce la 
práctica y señalando sus principios de explicación y comprensión como resultado dialé-
ctico de las condiciones objetivas de vida externas e incorporadas (Gutiérrez, 2006). En 
Bourdieu (2006), pueden encontrarse un conjunto de artículos compilados precisamente 
con la intención de mostrar las diferentes dimensiones que conlleva el análisis de la re-
producción social y de sus mecanismos de dominación.
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trayectoria) implica, en primer lugar, que las estrategias desplegadas 
por las familias pobres se definen, fundamentalmente, a partir de los 
capitales que poseen y no tanto de sus necesidades básicas insatisfe-
chas, de lo que tienen y no sólo de lo que carecen. 
El punto de partida son siempre los recursos: ello permite con-
ducir un estudio integral de las condiciones de vida en la pobreza y 
asegura mayor potencial de explicación y comprensión de la comple-
jidad del fenómeno. No pueden negarse las carencias de los pobres, 
pero tampoco puede eludirse la cuestión de que las familias (tanto las 
que viven en la pobreza cuanto las que ocupan otras posiciones en el 
espacio social) generan estrategias a partir de lo que poseen y no de lo 
que les falta. 
Quedarse sólo con las carencias de los pobres puede llevar a aná-
lisis miserabilísticos del fenómeno (sea de signo positivo o negativo) que 
alimentan discursos y representaciones no sólo falsas desde el punto de 
vista científico, sino también injustos desde una mirada ético-política. 
Como bien señalan Eguía y Ortale (2005), partir de los recursos que 
se poseen permite, por un lado, dar cuenta de la heterogeneidad de las 
situaciones en los sectores definidos como pobres estructurales o por 
ingreso, posibilitan detectar los aspectos más críticos y aquellos que 
denotan una situación de vulnerabilidad, y, por otro, en la medida en 
que el enfoque se aplique no solamente a aquellas familias que viven 
en condiciones de pobreza (delimitada por las formas tradicionales de 
medición), permitiría detectar otras situaciones de vulnerabilidad so-
cial. Éste último concepto entonces, no es incompatible con un análisis 
relacional de la problemática.
Por otra parte, y como en el caso del enfoque de la vulnerabilidad 
social, aquí se contemplan no sólo el capital económico, sino que se in-
cluye toda otra gama de capitales: culturales, sociales y simbólicos. 
Innegablemente los recursos económicos (o la apropiación escasa 
de los mismos) son los que tienen mayor peso, pero también es cierto que, 
desde los trabajos de Larissa Lomnitz (1978, 1979) diversos investigado-
res han mostrado la relevancia de los recursos sociales para desplegar 
estrategias en la pobreza, recursos que, reforzados por instituciones tra-
dicionales tales como el parentesco, el compadrazgo y la amistad mas-
culina, fundamentan las redes de intercambio recíproco de bienes y de 
servicios. Por mi parte, he mostrado cómo especialmente esos recursos 
sociales (capital social) adquieren diferentes formas (colectiva, domésti-
ca y familiar) y, siendo susceptibles de ser reconvertidos en otras especies 
de capital (especialmente político, en sentido restringido, y en sentido 
amplio, que incluye también lo que en apariencia es “apolítico”) permiten 
explicar la construcción de redes que enlazan a los pobres con quienes 
ocupan otras posiciones en el espacio social (Gutiérrez, 2004b).
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De la gama de recursos posibles, pues, el capital social aparece 
como uno de los más importantes a la hora de analizar situaciones de 
pobreza; claro que, como veremos más adelante, desde una perspectiva 
relacional y no sustancialista.
Por último, es a partir de los recursos cómo los individuos y 
las familias ocupan lugares sociales determinados. Es la distribución 
diferencial de cada uno de los capitales en juego (económicos, cultu-
rales, sociales y simbólicos, mensurables desde la noción de “volumen 
y estructura del patrimonio”) la que define las diferentes posiciones 
de clase, de fracciones de clase, de las familias y de los agentes en el 
espacio social global. Posiciones que constituyen así puntos diferentes 
en una estructura de relaciones de fuerza (Bourdieu, 1990).
Instrumentos de reproducción social: 
posibilidades y límites en la estructura de posiciones
El concepto de instrumentos de reproducción social es también rela-
cional. Se trata de los distintos mecanismos institucionalizados o no 
(como el mercado de trabajo, el mercado escolar, etc.) que constituyen 
las formas que cobran las condiciones estructurales a través del tiempo, 
como posibilidades e imposibilidades objetivas para las familias. 
Es un modo mucho más complejo de definir el conjunto de opor-
tunidades al que hice referencia más arriba. Se inscribe en una con-
cepción relacional de la vida social que sugiere que, más allá de las 
declaraciones normativas, el universo de los “posibles” no es igualmen-
te posible para todos: nada dice el mercado laboral por sí mismo, si no 
lo ponemos en relación con volumen y estructura del capital, es decir, 
con los recursos (objetivos e incorporados) de quienes pretenden ac-
ceder a él. Lo mismo puede decirse del mercado escolar y de todos los 
demás instrumentos de reproducción social. 
Por ello, en esta dimensión es fundamental considerar no sólo la 
distancia geográfica de agentes e instituciones que de un modo directo 
o indirecto intervienen en la reproducción de los diferentes grupos so-
ciales (hacen falta escuelas para educarse, centros oferentes de salud 
para curarse, etc.), sino también la distancia social real que los mismos 
tienen respecto a la población en su conjunto. Se trata de las políticas 
del Estado en sus diferentes niveles, de las políticas contra la pobre-
za, de los planes y los programas focalizados o no, etc., que podrían 
actuar como una suerte de intermediarios entre las familias pobres y 
las condiciones objetivas, acercando socialmente oportunidades sólo 
teóricamente posibles para todos. 
En otras palabras, los capitales existen y tienen importancia en 
un contexto estructural determinado; es decir, los recursos (tanto los 
de las familias pobres cuanto los de las que no lo son) tienen un valor 
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que no puede tomarse como esencia, sino como relación: valen o dejan 
de valer en situaciones históricas concretas. Y ello es susceptible de ser 
analizado relacionalmente a partir del concepto de instrumentos de 
reproducción social, como herramienta analítica que permite articular 
volumen y estructura de los capitales (objetivos e incorporados) con las 
condiciones estructurales. 
De esta manera, así como la noción de unidad doméstica per-
mitía achicar la brecha existente en los análisis macrosociales de la 
pobreza, entre las condiciones estructurales y los individuos, así este 
nuevo concepto posibilita generar una nueva articulación: aquella que 
une esas condiciones, con la familia o unidad doméstica.
Estado de la relación de fuerzas entre las clases: 
rendimiento diferencial de las oportunidades
Los aspectos que acabo de mencionar permiten entender en qué sentido 
las estrategias de reproducción social dependen también del estado de 
la relación de fuerzas entre las clases: es decir, precisamente, del ren-
dimiento diferencial que los distintos instrumentos de reproducción 
pueden ofrecer a las inversiones de cada clase o fracción de clase. En 
efecto, cuando se modifica esta relación, por ejemplo, cuando cambian 
las posibilidades de acceso y de permanencia de cada grupo social en 
el sistema de enseñanza, las clases o fracciones de clase pueden apelar 
a diferentes estrategias de reconversión de sus capitales, que apuntan 
objetivamente –es decir, sin ser los agentes necesariamente conscientes 
de ello– a evitar el desclasamiento o a buscar el reenclasamiento5.
He partido de la afirmación de que la vida social es resultado de 
la acción dialéctica de estructuras y de agentes que, dotados de diferen-
tes poderes y sin ser necesariamente conscientes de los mecanismos, la 
producen y la reproducen a través de las prácticas. Y estas prácticas, que 
están ligadas a las diferentes dimensiones de la vida social (trabajo, edu-
cación, salud, política, etc.), al tender a reproducir el conjunto de los re-
cursos disponibles, tienen como orientación objetiva la conservación o la 
mejora de la posición en el espacio social. Y el mayor o menor éxito de las 
estrategias de reproducción de los distintos grupos de agentes, depende 
también, indudablemente, del mayor o menor éxito que consigan los otros 
grupos sociales, embarcados, de manera consciente o no, en la misma 
tarea: es por ello que, al producir y reproducir la vida social, se producen 
y se reproducen las condiciones que generan y multiplican la pobreza.
Todo ello permite así iluminar ciertos aspectos del problema que 
he mencionado al comenzar este texto: la pobreza no es un fenómeno 
5 Un análisis de este tipo puede verse en Bourdieu, 2006.
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aislado (o “marginal”) sino que se reproduce simultáneamente con la 
riqueza, en el marco global de la reproducción de las relaciones socia-
les. Y por ello, habilita un análisis acerca de qué manera se articulan 
las estrategias de las familias pobres con otras estrategias desplegadas 
por agentes y/o instituciones que ocupan otras posiciones en el espa-
cio social, como se ha observado en un estudio anterior (Gutiérrez, 
2004b). 
En definitiva, abrir posibilidades analíticas fructíferas también 
para dar cuenta de las formas de articulación entre pobres y no-pobres, 
entre modos de reproducción en la pobreza y modos de reproducción en 
la no-pobreza, permite echar luz sobre la cuestión de la reproducción 
de la sociedad en su conjunto y de sus mecanismos de dominación-
dependencia.
Habitus incorporados: disposiciones 
a actuar y a percibir las oportunidades
Señalar como otro factor explicativo de las estrategias los habitus in-
corporados es recordar la importancia de los esquemas de percepción, 
de apreciación y de acción interiorizados, del sistema de disposiciones 
a actuar, a pensar, a percibir más de cierta manera que de otra, ligado 
a definiciones de tipo lo posible y lo no posible, lo pensable y lo no pen-
sable, lo que es para nosotros y lo que no es para nosotros. Es a partir de 
ello como se pueden percibir las posibilidades objetivas, pensarlas o no 
pensarlas, y obrar en consecuencia. 
Son también, en algún sentido, activos, pero no considerados 
como sustancia sino como relación: más precisamente, se trata de la 
dimensión incorporada de las relaciones objetivas. El habitus no impli-
ca la interiorización de las condiciones de vida así sin más, supone tam-
bién relaciones incorporadas, fundamentalmente relaciones de poder 
que se han hecho cuerpo a lo largo de una existencia social, a lo largo de 
una trayectoria, que puede ser reconstruida en términos individuales, 
familiares o de otro tipo de grupo, pero siempre en el marco relacional 
de la trayectoria de la clase y del conjunto de las clases6.
Con estas consideraciones, estamos implicando en el análisis 
otras condiciones que permiten comprender y explicar las estrategias 
de reproducción de las familias pobres: no basta con describir las con-
diciones materiales de la pobreza, se impone también rescatar a quie-
nes viven en esas condiciones y el modo en que las perciben, las sienten, 
las evalúan, las viven y actúan en ellas.
6 La propia idea de trayectoria remite a relaciones, por oposición a la reconstrucción 
biográfica, como se verá más adelante (Bourdieu, 1997).
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En otras palabras, tan importantes como las estrategias que ge-
neran son las representaciones que de esas estrategias y de su situación 
se hacen quienes viven en la pobreza. Evidentemente, es fundamental 
analizar los diferentes modos de inserción en el mercado de trabajo, las 
formas de organización doméstica, la participación en programas so-
ciales (estatales o ligados a organizaciones no gubernamentales), etc., 
pero también es indispensable, como señala Eguía (2004), el abordaje 
de los aspectos simbólicos, es decir, de las significaciones y valoraciones 
de los informantes acerca de esos mismos fenómenos.
Los factores y las estrategias constituyen conjuntos sistematizados
Los distintos factores que permiten explicar y comprender las estrate-
gias de reproducción social constituyen sistemas relacionales; es decir, 
conforman un conjunto sistematizado. Esto significa que cualquier mo-
dificación en alguno de ellos implica necesariamente una modificación 
del sistema. Por ejemplo, una modificación en lo que se denominan los 
instrumentos de reproducción social, y, más concretamente, en el caso 
del análisis de las prácticas llevadas adelante por las familias pobres, la 
implementación de políticas públicas que puedan acercar socialmente 
determinado tipo de bienes, modifica la incidencia del factor volumen 
y estructura del capital, en la medida en que altera el valor de esos re-
cursos en el juego de la reproducción: una política de viviendas que 
implique facilidades de acceso a la tierra y a la compra de materiales, 
produce sin duda una valoración positiva de un capital económico re-
lativamente escaso e, incluso, facilita su acumulación bajo la forma de 
bienes materiales.
Un ejemplo en otro sentido son las leyes que rigen nuestros mer-
cados de trabajo actuales, que, como se ha demostrado en muchos es-
tudios que analizan la situación en América Latina, exigen cada vez 
más calificación y, con ello, se deteriora aún más el valor de un capital 
cultural ya en desventaja. De este modo, se condena a la exclusión del 
trabajo a grupos poblacionales que, en otros tiempos, si bien tenían 
restricciones para ocupar los puestos más importantes, gozaban de la 
posibilidad de una inserción social que implicaba mucho más que te-
ner un empleo seguro y protegido. Esta situación conlleva incluso una 
modificación de las disposiciones a actuar, a pensar y a percibir las 
posibilidades de obtener ingresos y, más generalmente, de consolidar 
una identidad social y de planificar un futuro. No es éste un problema 
de activos, sino de reformas estructurales que desvalorizan los recursos 
que se poseen, que alteran el estado de la relación de fuerzas entre las 
clases y que amplían la brecha de las desigualdades sociales.
También están sistematizadas todas las prácticas que componen 
el conjunto de las estrategias de reproducción social. Aquí también, ello 
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
126
significa que la modificación de alguna de esas estrategias conlleva la 
modificación de todo el sistema. 
Así, por ejemplo, la pérdida de un trabajo estable y protegido por 
leyes sociales, aquél que representa la fuente de ingresos familiares 
más importante, suele llevar, como he podido analizar en casos con-
cretos (Gutiérrez, 2004b), a una resistematización del todo: puede oca-
sionar un replanteo de la estrategia habitacional (empezar a compartir 
vivienda, al verse impedido de afrontar los gastos de alquiler y soste-
nimiento de la propia casa), de la organización doméstica (en algunos 
contextos sociohistóricos es más probable que sea la mujer la que pueda 
conseguir un trabajo como empleada doméstica y sea el marido quien 
empiece a dedicarse a la gestión de la casa y al cuidado de los hijos, con 
lo que ello significa en la estructura de roles femeninos y masculinos), 
del cuidado de la salud (un empleo estable permite gozar de obra social 
que se pierde cuando se ingresa al mercado informal, y se opta entonces 
por la atención en hospitales públicos) e incluso escolares (cuando la 
apuesta familiar ha sido la de enviar a los hijos a la escuela fuera de la 
villa miseria o del barrio pobre, como una estrategia de distinción entre 
los vecinos), etcétera.
Desde luego, todo ello también significa que las prácticas des-
plegadas por las familias en los distintos dominios de la vida social no 
pueden analizarse de manera aislada, sino como partes de la estruc-
tura que componen. Así, por ejemplo, no pueden estudiarse de modo 
separado las estrategias de inversión escolar de las familias pobres, 
o sus estrategias alimentarias o las ligadas al cuidado de la salud o a 
la organización doméstica: cada subconjunto forma parte del sistema 
global y sólo se puede dar cuenta de ellos en ese marco, donde encuen-
tran su razón de ser, su principio, y el origen de sus potencialidades y 
de sus límites.
las dimensiones analÍticas son Relacionales
Una construcción de este tipo supone también, metodológicamente, un 
abordaje relacional que tiene en cuenta cuatro dimensiones: 
1) Dimensión sincrónica: Esta dimensión involucra la estructura 
de posiciones sociales de los agentes y grupos de agentes comprometi-
dos en los procesos. 
Se trata entonces, por un lado, de identificar las posiciones con-
cretas de las familias pobres que se analizan: es decir, la familia consi-
derada como unidad doméstica es la unidad de análisis privilegiada del 
sistema de estrategias de reproducción social, y es a partir de ese lugar 
en el espacio (y de las relaciones objetivas y simbólicas que mantiene 
con los otros lugares) como se perciben las posibilidades objetivas y se 
elaboran las prácticas. También se identifican las posiciones de otros 
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agentes o instituciones que ocupan lugares diferentes –e incluso opues-
tos– del espacio social, con las cuales esas familias entran en relación, 
directa o indirectamente. Y no se trata sólo de los miembros de las 
otras clases y fracciones de clase en sentido abstracto, sino de agentes 
e instituciones concretas que, incluso, trabajan por los pobres y para 
los pobres, como pueden ser grupos revolucionarios, partidos políticos 
y punteros, ONG, etcétera.
En la línea de la propuesta de Else Oyen (2002) y asumiendo la 
necesidad de identificar a los perpetradores de la pobreza, es decir, a los 
agentes e instituciones que producen y perpetúan los mecanismos que 
generan la pobreza, podríamos decir que con esta dimensión podremos 
dar el primer paso: permite construir las distintas posiciones en el es-
pacio social y visualizar las relaciones entre ellas. Es esa estructura (y 
sus relaciones) la que hace posible, simultáneamente, la producción de 
las prácticas de los pobres y las de los no-pobres, independientemente 
de la intencionalidad de los agentes para producir y reproducir la po-
breza.
Es decir, identificar a los perpetradores de la pobreza signifi-
caría, en primera instancia, identificar las posiciones diferentes y el 
sistema de relaciones que las enlazan que, más allá de los agentes e 
instituciones que las ocupan, tienen en sí propiedades, cualidades, ca-
racterísticas que, por una suerte de orientación objetiva pueden tender 
a generar y a perpetuar mecanismos de desigualdad.
2) Dimensión diacrónica: Ahora bien, esa estructura de posicio-
nes tiene una historia de producción y de reproducción, como tienen 
una historia los agentes y las instituciones que las ocupan. 
En ese sentido, con esta segunda dimensión, se reconstruyen tra-
yectorias estructurales, individuales, familiares e institucionales como 
medio para explicar y comprender las situaciones presentes, que se han 
visibilizado en la dimensión sincrónica. En primer lugar entonces, se 
trata de reconstruir los procesos económicos, sociales y políticos que, 
más visibles desde la década del ochenta en América Latina, han lleva-
do a un camino sostenido de empobrecimiento general y de acentua-
ción de la desigualdad, para luego elucidar de qué modo esos procesos 
han incidido e inciden (como medio y como resultado) en las prácticas 
sociales concretas de agentes e instituciones.
En este sentido, la estructura es relacional respecto a la dimen-
sión histórica: las posiciones de las familias o de las instituciones en un 
momento dado del tiempo, sufren siempre los efectos de su trayectoria, 
y más específicamente, de la pendiente –ascendente o descendente– 
de la misma (Bourdieu, 2006). Esto significa que las familias pobres, 
las no-pobres, las instituciones y otros agentes colectivos y todos los 
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agentes sociales en general no están completamente definidos por las 
propiedades que poseen en un momento dado del tiempo, sino que se 
definen también por la historia y por su experiencia dentro de esa his-
toria, experiencia que puede tener la vivencia del ascenso o del descenso 
social, de la mejora o del empeoramiento de las condiciones de vida.
Así como con la dimensión sincrónica es posible identificar es-
tructuras y posiciones que actualmente tienden a generar y a perpetuar 
mecanismos de desigualdad, con la dimensión diacrónica se está en 
condiciones de echar luz sobre la historia de los procesos de constitu-
ción de esos mecanismos y sobre las trayectorias particulares de los 
agentes e instituciones que directa o indirectamente se encuentran in-
volucrados en ellos.
3) Dimensión material u objetiva: Tanto la estructura de posicio-
nes como la trayectoria de las posiciones y de sus relaciones, son sus-
ceptibles de ser abordadas teniendo en cuenta una dimensión material 
y otra simbólica.
La dimensión material está conformada por los recursos obje-
tivos que hacen posible la definición de las posiciones: más concreta-
mente, volumen y estructura del capital (económico, cultural, social y 
simbólico) y su puesta en relación (diferencial) respecto de los instru-
mentos de reproducción social disponibles. 
Aquí entran en juego, fundamentalmente, dos aspectos: los re-
cursos objetivos de las familias pobres (y los de las no-pobres) y los 
mecanismos que favorecen a unos en detrimento de otros. Poniendo 
atención en los capitales y en las posibilidades de juego que ellos tienen 
en las condiciones concretas que se están analizando, es posible tam-
bién iluminar los procesos que producen y reproducen la pobreza:
a) Por un lado, centrándonos en los instrumentos de reproducción 
social: si estamos de acuerdo con que la libertad de acción de las fuer-
zas objetivas del mercado (en sentido amplio, no sólo económico, sino 
también el mercado escolar, el de la salud, el de la vivienda) favorecen 
a los que ocupan las posiciones dominantes en detrimento de los otros, 
estudiar esos instrumentos y las políticas que los sostienen permite tra-
bajar sobre las posibilidades objetivas de modificar la situación. Permite 
intervenir, fijar reglas y generar posibilidades concretas de hacer accesi-
bles a los recursos de los pobres los diferentes mercados. Insisto en una 
cuestión: la pobreza no es estrictamente un problema de falta de activos 
de los pobres, sino resultado de la relación entre ellos y las estructuras.
b) Por otro lado, centrándonos en los recursos: así como es nece-
sario describir las estrategias de reproducción social de las familias que 
viven en la pobreza a partir de lo que tienen y no de lo que les falta, así 
también es importante reconocer que los no-pobres entablan relaciones 
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con los pobres a partir de sus capitales y no de sus carencias. Es la dis-
tribución desigual de esos diferentes tipos de recursos lo que genera las 
relaciones de desigualdad, uno de los principios explicativos fundamen-
tales de las prácticas de unos y de otros, y, en ese sentido, el fundamento 
objetivo de las interacciones, como veremos seguidamente. 
4) Dimensión simbólica: A la par de analizar esa objetividad his-
torizada, en las cosas y en las instituciones, es necesario estudiar tam-
bién el modo como esa misma objetividad se historiza en los cuerpos, 
bajo la forma de habitus. Esta dimensión simbólica es la que permite 
abordar percepciones y representaciones, valoraciones de las condicio-
nes objetivas y de las posibilidades reales de generar prácticas, de hacer 
visible el sentido vivido de las mismas (Bourdieu, 1991). 
Es este también el momento de analizar las estrategias concretas 
que llevan adelante las familias pobres en los distintos ámbitos de su 
vida: las relativas al trabajo, al cuidado del cuerpo y de la salud, las 
escolares, las de organización doméstica, las matrimoniales y profilác-
ticas, las políticas, etc. Es también aquí necesario analizar las estrate-
gias que los pobres ponen en marcha en interacción con los no-pobres 
e intentar ver de qué modo se pueden elucidar prácticas y mecanismos 
que, no siendo intencionales, también se constituyen en perpetradores 
de la pobreza. Todo este conjunto de representaciones, de prácticas y 
de interacciones concretas son, a la vez, resultado y constituyentes de 
esas estructuras.
He estudiado el caso específico de la trayectoria de treinta años 
de treinta y cuatro familias de un barrio pobre de la ciudad de Córdoba, 
Argentina. Tras sus particularidades específicas, en el caso analizado 
pueden verse los grandes procesos estructurales vividos por el país y 
por América Latina, con sus crisis económicas y sus vaivenes políti-
cos. Allí, he podido reconstruir ese tipo de prácticas, que las familias 
pusieron en juego en sus relaciones con no-pobres: con un grupo de 
montoneros en la primera parte de su historia, con dos ONG en el pe-
ríodo siguiente, con políticos partidarios de distinto signo en diferentes 
momentos. Y, efectivamente, puede decirse que los no-pobres buscan 
a los pobres no tanto por lo que les falta sino por lo que tienen, por sus 
recursos antes que por sus necesidades: y los pobres tienen fundamen-
talmente un capital social colectivo susceptible de ser reconvertido en 
otras especies de capital (especialmente político, en sentido amplio) 
según las condiciones estructurales que se presentan. Y así, las familias 
estudiadas ocuparon sucesivamente el lugar del pueblo, de los bene-
ficiarios, de los compañeros que fueron movilizados, como recursos, 
mientras los no-pobres se reproducían en su propio campo de juego: el 
político en sentido restringido, o el político en sentido amplio, lo que 
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
130
incluye también lo que –con falsas pretensiones de neutralidad políti-
ca– se suele llamar “apolítico”.
En definitiva, es necesario que comencemos a objetivar de qué 
modo (fenoménica y estructuralmente) se relacionan pobres y no-po-
bres, cómo en esas relaciones se entrelazan entonces estrategias ligadas 
a posiciones sociales diferentes, cómo, en consecuencia, se articulan 
modos de reproducción diferentes (el de los pobres en la pobreza, el 
de los no-pobres en su propio espacio de juego) y cómo, entonces, se 
producen/reproducen los mecanismos de desigualdad y de dominación 
sociales.
a modo de cieRRe: el capital social como HeRRamienta claVe 
del anÁlisis Relacional
Al plantear el análisis relacional en los estudios de la pobreza, se men-
cionan siempre dos conceptos en primera instancia: redes y capital so-
cial, conceptos que ya tienen una cierta tradición en el debate de las 
ciencias sociales, aunque sus diferentes construcciones remiten a pers-
pectivas también diferentes de la acción social7. 
Reconstruyendo los aspectos fundamentales del concepto de ca-
pital social según distintas vertientes teóricas, Hintze señala que Bour-
dieu y Coleman “(con las diferencias que existen entre ambos) sostienen 
una perspectiva ‘estructural’ del capital social en contraposición de la 
‘disposicional o cultural’, tal como lo conciben Putman o Fukuyama” 
(Op. cit.: 2004: 150). 
En efecto, tanto Coleman (1990) como Bourdieu (1980) asocian 
las nociones de red y de capital social, y con ello, estos conceptos que-
dan ligados más bien a la estructura que a la subjetividad de los indivi-
duos. Ahora bien, me interesa señalar también, siguiendo a Baranger 
(2000), profundas diferencias entre ambos enfoques.
En primer lugar, Coleman se refiere a un abordaje interaccio-
nista del problema (las redes se explican a través de las interacciones 
concretas y reales entre individuos) frente al enfoque de Bourdieu, que 
privilegia el análisis de las estructuras que dan fundamento a las in-
teracciones. Aunque, como hemos visto, ese análisis tiene en cuenta 
también el nivel de las prácticas concretas y de las interacciones. 
En segundo lugar, Coleman le da un contenido sustancialista 
a la noción de capital en general. Como explicita Baranger, “se trata 
en definitiva de una ‘cosa’, en el sentido de algo que se crea y está allí, 
independientemente de cuál pueda ser la modalidad de su utilización. 
7  En otro lugar (Gutiérrez, 2008) realizo una reconstrucción de ese debate, del que acá 
sólo tomo sus rasgos esenciales.
Alicia B. Gutiérrez 
131
Y agrega que, mientras el capital físico es totalmente tangible, y el hu-
mano ya lo es menos por estar incorporado en las habilidades y el co-
nocimiento adquiridos por un individuo, el capital social es aún menos 
tangible al estar incorporado en las relaciones entre las personas” (Op. 
cit.: 11), frente a una noción de capital que claramente remite a Marx y 
que sostiene que el capital, antes que una cosa, es una relación social. 
Finalmente, en el concepto estrechamente económico de Coleman no 
está en absoluto presente la idea de dominación, frente a la concepción 
de Bourdieu, que, remitiendo a la visión marxiana, define las distintas 
especies de capital como diferentes especies de poder que se distribu-
yen desigualmente en los distintos campos, generando con ello estruc-
turas de posiciones de dominación-dependencia.
En la perspectiva analítica que propongo para el estudio de la 
pobreza, sugiero entonces tomar el capital social (en relación con la 
noción de red social) como “conjunto de recursos actuales o potenciales 
que están ligados a la posesión de una red duradera de relaciones más 
o menos institucionalizadas de interconocimiento y de interreconoci-
miento; o, en otros términos, a la pertenencia a un grupo, como conjunto 
de agentes que no están solamente dotados de propiedades comunes 
(susceptibles de ser percibidas por el observador, por los otros o por 
ellos mismos) sino que están también unidos por lazos permanentes y 
útiles” (Bourdieu, 1980: 2; énfasis original).
El capital social está ligado a un círculo de relaciones estables 
que son el producto de “estrategias de inversión social consciente o 
inconscientemente orientadas hacia la institución o reproducción de 
relaciones sociales directamente utilizables, a corto o a largo plazo” 
(Ibídem). En otras palabras, sería el conjunto de relaciones sociales que 
un agente puede movilizar en un momento determinado, que le pueden 
proporcionar un mayor rendimiento del resto de su patrimonio (los 
demás capitales, económico y cultural especialmente). Además, es tam-
bién una fuente de poder, y por ello constituye algo que está en juego, 
que se intenta acumular y por lo cual se está dispuesto a luchar.
Proponer esta noción de capital social como una herramienta 
clave en el análisis relacional de la pobreza es partir de uno de los re-
cursos fundamentales que tienen las familias que viven en esa situación 
y desde la cual se pueden estudiar, en el nivel de las prácticas concretas, 
de las interacciones y de las representaciones, distintos tipos de redes 
sociales. 
Ese recurso puede cobrar diferentes formas (individual, familiar 
o colectivo), cada una de las cuales podrá dar lugar a la conformación 
de esas diferentes redes. En efecto, sobre la base de estudios empíricos 
propios y de otros colegas, sostengo que en el sistema de las estrate-
gias de reproducción social, las familias pobres generan prácticas –sin 
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ser necesariamente conscientes de los mecanismos– que toman como 
apuesta principal su disponibilidad de capital social, movilizado en in-
tercambios (simétricos, como los intercambios de bienes y servicios 
entre agentes que ocupan similares posiciones en el espacio social, o 
asimétricos, cuando compromete a agentes e instituciones que se si-
túan en lugares diferentes de ese espacio) que pueden incidir, tanto en 
la superación como en la reproducción de sus condiciones de pobreza.
Aquí es necesario explicitar que la utilización de este concepto 
presenta una utilidad analítica clave: posibilita diferenciar una dimen-
sión estructural del análisis (el de las condiciones objetivas presentes e 
históricas que las sustentan) y una dimensión vincular (el de las prác-
ticas concretas de los agentes e instituciones involucrados y de las inte-
racciones específicas que se instituyen, con modalidades e intensidades 
específicas). Avanzando un poco más, podría decirse que el devela-
miento de ambas dimensiones (la vincular y la estructural) constituye 
una herramienta central para la evaluación de programas y políticas 
destinadas a transformar las condiciones de numerosas familias: per-
mite identificar, por ejemplo, mecanismos de violencia simbólica que 
operan solapadamente y que impiden una verdadera apropiación de 
recursos por parte de los destinatarios de tales acciones. Al mostrarlos, 
se abre la posibilidad de modificarlos en el nivel de las interacciones y, 
con ello, se habilita analíticamente una transformación (por pequeña 
que ella pudiera parecer) en el de las estructuras objetivadas e incor-
poradas. 
Por otra parte, es necesario recordar que, al pensar en capital 
social colectivo, se impone también plantear la hipótesis de la existencia 
de una lucha por su apropiación (o monopolización) entre los distintos 
componentes de las redes, lo que implica tener presente la existencia 
de tensiones y de conflictos, y, con ello, la estructuración y reestructu-
ración de relaciones de poder, no sólo entre pobres y no-pobres, sino 
también entre quienes viven y comparten situaciones de pobreza. 
Sostener esta hipótesis constituye una advertencia analítica y 
política central: recuerda que las relaciones de poder son constituti-
vas de la vida social, y que ello implica que también están presentes 
entre las poblaciones pobres. De ello deriva que cualquier programa 
o política que pensare en llevarse a cabo, tiene que incluir entre sus 
objetivos y métodos de implementación, la búsqueda de la creación de 
consensos explícitos y la consolidación de mecanismos objetivos que, si 
bien no podrán eliminar totalmente las luchas y los conflictos, puedan 
ser capaces de constituirse como instancias mediadoras entre ellos y 
de generar y promover prácticas solidarias. Éstas últimas serían así, 
no consecuencias de supuestos falsos o de prescripciones unilaterales, 
sino resultado del registro explícito de su utilidad colectiva.
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En estas páginas he pretendido mostrar aspectos esenciales de 
una propuesta analítica global de los estudios de pobreza, fundamenta-
da en relecturas y discusiones teóricas sobre la problemática y en inves-
tigaciones empíricas, que permite abordarla no como situación aislada, 
sino en el marco general de la reproducción social en su conjunto. Es 
teniendo en cuenta ello que podremos avanzar en el estudio de los dife-
rentes factores que entran en juego a la hora de plantearnos ¿por qué se 
produce y se reproduce la pobreza en América Latina y en el Caribe? 
Hay factores de índole estructural, hay otros que tienen que ver 
más bien con los procesos históricos de constitución de las estructuras, 
y, finalmente, hay algunos que están asociados al conjunto de indivi-
duos (pobres y no-pobres) que, a través de nuestras prácticas (y de la 
trayectoria de las mismas), y sin ser necesariamente consciente de los 
mecanismos, producimos/reproducimos esa estructura que sostiene, 
simultáneamente, la pobreza y la riqueza.
Sin dudas, se trata de una propuesta que se está construyendo, 
que abre una serie de preguntas que aún no tienen respuestas.
Pensar en identificar a los perpetradores de la pobreza es, indu-
dablemente, una llave importante para avanzar en la superación del 
problema. En este marco, el primer paso sería identificar las posiciones 
sociales (y los recursos asociados a ellas) que, más allá de quienes las 
ocupan, tienen ligada una orientación objetiva para obrar como tales. 
El segundo paso, es ya señalar concretamente a los agentes e institu-
ciones que ocupan esas posiciones: tanto quienes están interesados en 
sostener la situación de desigualdad, cuanto quienes generan prácticas 
y representaciones que no conllevan esa intencionalidad o, incluso, que 
pretenden lo contrario.
Ahora bien, ello involucra también el análisis de nuestras propias 
prácticas, es decir, la de aquellos que estudiamos la pobreza y que tra-
bajamos con la intención de descubrir maneras de superarla.
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En este capítulo tocaremos temas de diverso calibre teórico y epistemo-
lógico, pero todos enhebrados por el hilo de la crítica. En su conjunto 
el trabajo plantea un esquema teórico: es un cuadro de hipótesis de 
trabajo. El texto está dividido en dos partes; una primera, que funciona 
como marco teórico-metodológico-normativo, tiene que ver con las po-
sibilidades heurísticas del concepto de pobreza y su posible descentra-
miento como teoría específica de las desigualdades, desde estas ideas 
se piensan procesos de reproducción de la pobreza desde un punto de 
vista de las desigualdades sociales. Otra segunda, la cual expone tres 
procesos diferenciados de cómo la acción gubernamental de lucha con-
tra la pobreza extrema produce y reproduce pobreza al potenciar, gene-
rar y crear diversos sistemas causales de desigualdad: 1. mecanismos 
e instrumentos de medición o metadiseño científico-normativo de las 
políticas de lucha contra la pobreza extrema, 2. sistema institucional 
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del bienestar, 3. acción gubernamental y capacidad para transformar la 
estructura de las desigualdades. Este conjunto de cuestiones implican 
abordar de forma crítica el diseño y la gestión de las políticas y pro-
gramas de lucha contra la pobreza extrema para, desde ahí, pensar su 
capacidad relativa de cambio social.
El abordaje del caso mexicano contemporáneo da la oportunidad 
de pensar una realidad caracterizada por la existencia de una amplia 
zona poblacional en pobreza –en situación de múltiples carencias mate-
riales–; mucha de esa pobreza es histórica y persiste en un contexto de 
transición hacia la democracia, con una economía de mercado abierta 
al libre mercado, pero que ha presentado un bajo crecimiento económi-
co en los últimos años. La sociedad mexicana es una sociedad, en parte, 
labrada a base de autoritarismo por parte del Estado, al mismo tiempo 
que partícipe de un capitalismo exuberante, con pocas reglas y media-
dores más bien débiles. Se trata de una sociedad desigual: con amplias 
distancias entre clases, grupos raciales étnico-culturales y regiones. 
Pero al final de cuentas, con un Estado relativamente fuerte: enorme 
en sus dimensiones como clase política y administración pública, sus-
tentado en una importante riqueza petrolera.
pobReza como noción débil1
La bibliografía sobre pobreza y su medición enfatizan dos constantes: 
1. la pobreza es un concepto que mide empíricamente la carencia, 2. ésta 
última es y debe ser multidimensional, de tal forma se habla de pobreza 
alimentaria, educativa, de salud, entre otras muchas, por lo que cada 
vez es posible que aparezcan más dimensiones de la pobreza; situación 
que implica la incorporación de múltiples variables a las fórmulas de 
pobreza y que genera una definición y una metodología de medición di-
ferente en cada caso2. Por esta razón ningún dato es comparable frente 
a otro ya que es, en tanto que construcción metodológica, distinto; así, 
la mayoría de las veces, tampoco son comparables los datos en términos 
de series históricas ya que los insumos estadísticos suelen tener varia-
ciones. Esta situación, de naturaleza epistemológica, da la sensación de 
una guerra de cifras o de disputas entre metodologías.
Partimos del supuesto de que el planteamiento teórico sobre la 
pobreza implica una definición de sentido sobre los límites o fronteras 
de lo que significa ser o no pobre: es un referente típico-ideal de una 
1 Algunas ideas de este apartado han sido desarrolladas en Arzate: 2004.
2 La complejidad de la pobreza implícita en las definiciones y medidas tiene implica-
ciones a la hora de su combate, ya que genera una multiplicidad de políticas específicas, 
las cuales tienden a una falta de coherencia y coordinación (Chudnovsky: 2008).
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posible manera de vivir3. La dimensión normativa de toda definición 
de pobreza es evidente, en donde los contenidos éticos e ideológicos 
son importantes como metadiscursos que guían las decisiones teóri-
cometodológicas y técnicas, éstas planteadas como discurso científico-
objetivo.
La dimensión normativa de la teoría y su derivación en una tec-
nología de medición para la carencia y sus dimensiones generan difi-
cultades heurísticas para el concepto; sobre todo cuando se plantea 
como un proceso científico en un sentido naturalista, en donde el dato 
tiene que ser “objetivo”. Por ejemplo, cuando se elige para un ejercicio 
de medición concreto un método de línea de pobreza, argumentando 
una mejor calidad del dato y por ello una garantía de objetividad del 
mismo, lo que hay detrás de la decisión es que se sacrifican otras di-
mensiones de la carencia, por lo que no sólo se trata de una decisión 
metodológica, sino, implícitamente, es una toma de partido de natura-
leza normativa: en la medida en que hay un sentido de lo que política-
mente puede significar la magnitud del dato, pues se sabe de ante mano 
que el dato por línea de pobreza tenderá a ser menor en magnitud al 
dato generado por un método integrado y tendrá un sentido político 
específico, además de un efecto mediático concreto en el imaginario 
social como proceso de legitimación de un Estado y sus políticas públi-
cas. Con esto queremos decir que toda construcción estadística sobre 
la pobreza es un discurso político y ético, por tanto, con múltiples im-
plicaciones para el sistema de dominación y de desigualdades sociales 
y económicas realmente existente.
Pero si los problemas de multidimensionalidad y contenido nor-
mativo del concepto y metodologías de medición de la pobreza son im-
portantes, el principal problema, en tanto que teoría para conocer la 
realidad histórico-social de la precariedad y de la carencia material, es 
que, por su naturaleza económica (mide la carencia en sus múltiples 
manifestaciones y luego genera un índice), se encuentra desligado teó-
rica y empíricamente de los procesos de desigualdad y de sus efectos 
concretos como formas de violencia. Es decir, el concepto de pobreza 
expresa la carencia en términos de magnitud y profundidad, más no 
dice nada respecto a los procesos genealógicos de naturaleza histórico-
social que le explican, sólo genera posibles supuestos o conexiones de 
sentido estadístico sobre las causas: sistemas de correlaciones, expre-
sadas en relaciones causales de naturaleza cuantitativa.
3 En otras palabras, más allá de una postura meramente biologicista, se trata de una 
construcción subjetiva y objetiva, social, respecto de lo que deben ser los mínimos para 
subsistir de manera digna en una sociedad determinada.
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
142
La pobreza, en tanto que teoría de la carencia, permite cono-
cer y pensar en términos de correlaciones, contenidos y magnitudes 
económicas: genera una radiografía económica de la sociedad; pero 
el problema es que no tiene capacidad para establecer lazos empíricos 
cualitativos e históricos con los procesos sociales, de socialización o 
acción social que hacen posible la definición subjetiva y objetiva de una 
situación de carencia, así como no establece lazos empíricos para cono-
cer los procesos estructurales que modelan causalmente la situación de 
carencia, es decir, no puede pensar en términos de las instituciones so-
ciales y sus procesos de constitución. Si nos remitimos a las tradiciones 
sociológicas podemos ver que el concepto de pobreza no tiene conexión 
con las teorías liberales ni marxistas, es decir, no tiene una conexión de 
sentido con el problema de las oportunidades, la producción de estig-
ma social o las formas de explotación. Esto significa que su capacidad 
heurística para conocer las desigualdades es prácticamente nula en la 
medida que es una teoría para conocer el nivel de ingreso-consumo 
desde un punto de vista cuantitativo, no en términos de sistemas com-
plejos de relaciones sociales, por lo que resulta una técnica no socio-
lógica y ahistórica4.
Este vacío analítico ha sido sorteado por muy diversos y pode-
rosos artefactos técnicos, los cuales tienden a ser legitimados por un 
discurso naturalista en torno a la objetividad del dato. También las 
definiciones de multidimensionalidad de la pobreza han intentado sol-
ventar el problema, pero a la larga se han convertido en un callejón 
sin salida, si bien otorga mayor capacidad comprehensiva al concepto 
al dotarlo de mayor complejidad, el problema no se resuelve, pues el 
asunto no es el de buscar un mayor nivel de complejidad, sino de ca-
pacidad de conexión de sentido entre los procesos estructurales de la 
desigualdad y sus efectos concretos como violencias existentes en el 
curso de la acción social, en la vida cotidiana de los individuos y sujetos 
colectivos5.
Dicho problema epistemológico no permite pensar la pobreza 
en relación con los procesos sociales económicos e históricos más am-
plios que implican las desigualdades, los cuales se desarrollan tanto a 
4 Lo que significa que las desigualdades, desde un punto de vista sociológico, son siste-
mas de significado que construyen lo social como socialidad o subjetividad y lo indi-
vidual como condición humana, por lo que se encuentran enraizadas en las relaciones 
sociales que se dan en la vida cotidiana, así como en los contextos o estructuras sociales, 
culturales y económicas de una sociedad histórica.
5 Desde una concepción centrada en la idea de condición humana, quizá, este tema, el 
de la desigualdad-violencia como metasistema o estructura que construye lo social, sea 
uno de los más importantes para redefinir un concepto de bienestar en una sociedad del 
capitalismo periférico como la mexicana.
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niveles microsociales como estructurales. Por lo que se plantea un reto 
formidable para las ciencias sociales: cómo pensar la reproducción de 
la pobreza si ésta es incapaz de pensar procesos o cursos causales de 
acción social en torno a las oportunidades y dotación desigual de bienes 
económicos. La solución a este dilema no se encuentra en las diversas 
teorías de la pobreza, pues su misma naturaleza económica enclava en 
un orden estadístico, las convierte en un discurso científico ahistórico: 
no sociológico. Lo que significa que su racionalidad si bien es analítica 
no alcanza el nivel relacional o de comprensión de acción social, y es 
lo que le impide establecer conexiones de sentido con los procesos de 
oportunidades y justicia social, los cuales son problemas de estricto 
sentido histórico-social: políticos y éticos.
Si bien es importante hoy en día conocer las magnitudes y pro-
fundidades de la(s) carencia(s), sobre todo porque sin acceso a los bie-
nes materiales no es posible permanecer en el mercado, el supuesto es 
que la carencia sólo adquiere un sentido profundo si la pensamos como 
expresión final de complejos procesos de desigualdad. Si bien la caren-
cia económica o no acceso a servicios básicos (marginalidad en estricto 
sentido) son expresiones de precariedad social, es necesario conocer 
de qué manera dichas situaciones de llegada se encuentran conectadas 
causalmente con procesos de exclusión, discriminación y explotación.
Cuando se pone el acento en las cuestiones normativas se dirige 
la mirada a todos aquellos procesos sociales y económicos de la desi-
gualdad que ayudan a comprender y a explicar la vulnerabilidad de la 
condición humana: qué procesos de mercado y de oportunidades des-
dibujan la condición humana vulnerándola, poniéndola en riesgo, vio-
lentándola, coartando las capacidades creativas y de realización, tanto 
a niveles individuales como colectivos. Quizá esto es lo más importante 
al momento de plantear análisis desde las desigualdades sociales y su 
religamiento con el concepto de violencia.
Como proceso de acción social la desigualdad implica conflicto, 
el cual tiene la posibilidad de derivar en procesos violentos. Por lo que 
pensar en las diversas coordenadas de las desigualdades nos lleva, di-
rectamente, a reconocer los efectos concretos de las desigualdades, más 
allá de los niveles de carencia, como formas específicas e históricas de 
violencia(s), o sea, obliga a pensar en una serie de declinaciones de la 
violencia y sus efectos.
Considerando lo anterior, si se quiere que el concepto de pobreza 
adquiera algún sentido no cosificado en nuestra contemporaneidad es 
necesario descentrarlo como proceso meramente técnico y de sentido 
económico. De esta forma, considerando los anteriores argumentos, 
teórica y metodológicamente, la pobreza la entendemos como un engra-
naje específico de la desigualdad: es una formación social, económica e 
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histórica de las formas de desigualdad; en donde lo fundamental en su 
definición es comprender la carencia económica como expresión de pre-
cariedad social y económica, pero en donde la carencia monetaria o en 
cualquiera de sus dimensiones religa al problema de las oportunidades, 
el estigma y la explotación en cualquiera de sus múltiples formas.
El descentramiento conceptual de la pobreza, entendida como 
carencia, ayuda a comprender el sentido histórico-social de una situa-
ción de pobreza como proceso humano e histórico: la dota de sentido 
social. Esta perspectiva teórica ayuda a plantear la pregunta socioló-
gica: de qué manera las formas de la carencia producen una sociedad 
y cómo a pesar de dicha situación de desventaja ésta permanece en el 
tiempo, cómo es posible que se reproduzca.
Desde esta perspectiva es posible conocer las múltiples conexio-
nes de sentido de una situación de carencia con otros procesos de desi-
gualdad; los cuales se dan en forma diferenciada, pero con interacción 
entre las coordenadas del mercado (producción y circulación de bienes), 
la acción gubernamental (desarrollada desde los estados nacionales a 
partir y desde su estructura de políticas públicas y de administración 
pública) y la misma sociedad o sociedad civil (a través de sus múltiples 
procesos de construcción de sentido, estigma, diferenciación según cla-
ses sociales, estamentos, razas, grupos étnicos, culturas y subcultura, 
grupos de edad y diferenciación por género, regiones).
El presente trabajo parte de lo que denominamos “economía po-
lítica de la desigualdad”, en donde las formas de la desigualdad son en-
tendidas como complejos sistemas de relaciones sociales y económicas 
de naturaleza histórico-social que implican la producción y mediación 
de relaciones de poder entre clases, grupos específicos y organizacio-
nes, que, a su vez, explican los procesos de cambio social tanto a nivel 
individual como colectivo, es decir, las desigualdades, mediadas por 
sistemas de poder y violencia(s), modelan la estructura social y econó-
mica de la sociedad. Las desigualdades no sólo son una metaestructura 
de naturaleza histórica, social y económica sino son una socialidad que 
produce acción social y, por lo tanto, historicidad, es decir, producen 
una relación de sentido con la historia: como historicidad –conciencia 
del pasado–, pero también como historia cotidiana –reflexividad. Las 
desigualdades son producidas y reproducidas por la acción del merca-
do, el Estado, la sociedad civil, en donde, según el tipo de relación que 
se trate, se establecen relaciones de poder específicas, o sea, mecanis-
mos típicos de dominación-creación social. En donde la pobreza, por 
lo tanto, es sólo una formación conceptual o analítica específica, una 
de tantas, de la desigualdad. Usando un viejo concepto marxista, la 
pobreza –desde esta perspective– representa una formación concreta 
de las desigualdades económicas y sociales.
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Desde este marco teórico-normativo general, por tanto metodo-
lógico, se parte del supuesto de que para conocer el impacto de una polí-
tica social es necesario ponerla a prueba en términos de cambio social, 
o sea, pensar su capacidad para atacar las relaciones de desigualdad 
en sus diversas formas, así como sus manifestaciones más álgidas o 
formas de violencia, tanto en términos conceptuales-normativos (im-
plícitos en los diseños de política pública) como de gestión-intervención 
social (el resultado concreto de las políticas o de acción social y política 
por parte del Estado). Lo que significa comprender los procesos de 
cambio social que produce el discurso técnico de la pobreza y su pro-
yección en diseños de política pública.
metadiseño de las polÍticas de lucHa 
contRa la pobReza
Partimos del supuesto de que la definición de pobreza implica de mane-
ra implícita una noción normativa, pues no sólo es una representación 
del mundo, sino que dicha representación se encuentra mediada por 
una idea de justicia: implica un punto de vista de lo justo e injusto en 
torno al reparto de bienes, al tiempo que de los umbrales necesarios 
para tener una vida mínima digna: una definición de pobreza es una 
teoría de la justicia en acto.
Cuando hablamos de lo normativo, no se hace referencia al con-
tenido teórico con un sentido teleológico, sino al contenido de sentido 
implícito en términos éticos e ideológicos, es decir, toda teoría es una 
herramienta para pensar, es un artefacto abstracto para la práctica 
comparativa y, por ello mismo, en la medida en que es un umbral para 
el conocimiento, es un artefacto normativo: implica una postura ética 
e ideológica que le da sentido como umbral de medida a sus límites 
contornos y contenidos; lo que de forma inmediata se convierte en una 
postura política. La capacidad heurística del dato no inicia ni se agota 
en las variables que expresa, sino en las dimensiones de sentido ético e 
ideológico implícitas que permitieron la formulación de las variables, 
así como la elección de los diversos procesos teóricos metodológicos y 
tecnológicos. Estas distinciones funcionarán como elementos metodo-
lógicos del siguiente análisis.
Los índices de pobreza son, desde esta idea, herramientas para el 
diseño de política pública, al tiempo que datos para buscar legitimidad 
a las acciones de dichas políticas: representan un punto de vista nor-
mativo: contienen en forma implícita una dirección ideológica de las 
cosas, a la vez que un sentido del deber ser en términos de justicia. Por 
ello podemos suponer que el dato del índice de pobreza, más allá de su 
contenido como herramienta o artefacto técnico-científico, funciona 
como metadiseño de una política, es decir, determina el sentido social o 
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
146
capacidad de socialidad de su diseño, implementación, alcances y posi-
ble evaluación. En su posición de metadiseño la medición de la pobreza 
y otras acciones de evaluación de la política social no son meros ejerci-
cios sin importancia; por el contrario representan las posibilidades de 
acción social de las políticas y programas. Por estas razones creemos 
que el sistema institucional de producción de estos metadiseños de y 
para la política pública son parte de los procesos que desde el Estado 
pueden contribuir a erradicar, modificar, crear y recrear-reproducir la 
pobreza, entendida como situación de carencia material.
Otro supuesto es que los datos de pobreza cuando son producidos 
de manera oficial pueden funcionar como metadiseño de las políticas 
públicas, es decir, determinan la definición, estrategia a seguir, posi-
bles clientelas o beneficiarios, resultados e, inclusive, la metodología de 
evaluación de una política. En este sentido, hay varios niveles proble-
máticos: un primero, de naturaleza epistémica, cuando el sentido del 
dato no tiene una adecuación de sentido con la realidad en términos 
empíricos, lo que significa que el dato no tiene capacidad heurística; 
otro es de naturaleza normativa, es decir, los contenidos ideológicos y 
éticos implícitos en la medición o en las decisiones metodológicas de-
terminan el sentido del dato, por lo que éste tiende a una cosificación, 
pasa de ser un artefacto de medida a un discurso político, que puede 
funcionar como artefacto de dominación política y de legitimación por 
parte del Estado. 
Manejamos las siguientes hipótesis de trabajo respecto del dato 
de pobreza producido de manera oficial:
 I. Al definir el problema de sentido de la pobreza se definen nor-
mativamente la dirección o sentido de una política pública de 
lucha contra la pobreza, es decir, le dotan de una racionalidad 
específica. Por lo que si el dato es de bajo impacto en cuanto a 
su magnitud, es posible que los del programa de combate a la 
pobreza se diseñen según criterios de bajo perfil en relación a sus 
objetivos y magnitud de la población atendida.
 II. Se convierten en un falso ejercicio de estratificación social, pues 
la estructura social producida por el dato de pobreza correspon-
de con una representación de estratos socioeconómicos definidos 
por la inequidad, es decir, fuera de la lógica de los estratos defi-
nidos como sistemas funcionales pero permeables o factibles de 
movilidad social, éstos últimos típicos de los estudios de estrati-
ficación social. Por lo tanto la estructura social que presentan los 
estudios de pobreza tiende a generar una visión de estigma a nivel 
del imaginario social de los estratos definidos como “pobres”.
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III.Existe una disociación analítica, pero también empírica, entre 
pobreza y desigualdades (por oportunidades o por explotación). 
Sobre todo por la imposibilidad epistémica del concepto de po-
breza para incluir alguna noción significativa sobre las desigual-
dades, ya que la pobreza en su acepción clásica y como concepto 
teórico de naturaleza económica, impide vislumbrar los procesos 
estrictamente sociales, de construcción de lo social o socialidad 
característica de las desigualdades.
IV. Los índices de medición de bajo perfil resultan poco creíbles 
a nivel del imaginario social. Lo que los convierte, además de 
instrumentos científicos para la planeación, en discursos o ar-
tefactos ideológicos para el control social. Lo cual plantea un 
problema de ética pública para estos instrumentos.
El debate en torno a la pobreza en México ha pasado de una es-
pecie de marginalidad dentro de las ciencias sociales a tener un lugar 
protagónico, esto se debe a la importancia que tiene, la medición de 
la pobreza, como principal herramienta para diseñar e implementar 
políticas públicas sociales. Esto no es casualidad, pues responde a una 
manera de entender el bienestar por parte del Estado: cuál su respon-
sabilidad y hasta dónde, cómo hacerlo y quiénes serían los beneficiarios 
de sus políticas, de qué manera hacer que esta acción sea legítima.
El debate en torno a la medición de la pobreza en el país es plural 
en sus actores (académicos, ONGs, organizaciones internacionales e 
instituciones gubernamentales), complejo en su contenido (diversidad 
de métodos de medición), pero, en muchas ocasiones, estéril en sus 
resultados. Esto último, sobre todo, cuando el Estado decide oficializar 
la medición. La intensión de este apartado no es hacer una exhaustiva 
revisión del caso, sino mostrar los principales actores y acontecimien-
tos que han marcado el rumbo de la política de lucha contra la pobreza 
extrema, así como algunos de sus efectos en términos de reproducción 
de la pobreza misma.
La lucha contra la pobreza y su medición se encuentra enmarcada 
institucionalmente, desde 1994 a la fecha, en la Secretaría de Desarro-
llo Social (SEDESOL). Esta secretaría se encuentra orientada por una 
concepción asistencial del bienestar, por lo que su acción se encamina 
hacia la población con mayores niveles de pobreza, así como sus dise-
ños se caracterizan por el uso sistemático de metodologías de focaliza-
ción. Si bien la SEDESOL cuenta con un buen número de programas6, 
6 Ver: http://www.sedesol.gob.mx.
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el más importante en términos de financiamiento y cobertura ha sido, 
desde su fundación, el Progresa, hoy denominado Oportunidades7.
Es posible identificar dos momentos importantes en la historia 
de influencia que las mediciones han tenido en la política de lucha con-
tra la pobreza y en forma particular en el diseño del Oportunidades. La 
primera, a principios de los años noventa con la medición realizada por 
Santiago Levy y la segunda, en 2002 realizada por el Comité Técnico 
para la Medición de la Pobreza (CTMP), que posteriormente da pie a la 
conformación del Consejo Nacional para la Evaluación (CONEVAL).
La medición de la pobreza en el país se había realizado por in-
vestigadores relativamente independientes del aparato gubernamental. 
En forma paralela a estas experiencias el Estado había medido la mar-
ginación, destacando el índice de marginación del Consejo Nacional de 
Población (CONAPO)8, el cual ha servido como insumo para el diseño y 
evaluación de múltiples políticas públicas. Medida planteada desde las 
teorías de la modernización económica-social y que pone énfasis en la 
dimensión territorial del desarrollo.
Una de las mediciones con mayor influencia para las políticas pú-
blicas fue la realizada por Levy a principios de la década de los noventa. 
Tal propuesta debe ser contextualizada en un momento histórico en 
donde el Estado no tiene recursos para una intervención amplia y pro-
funda en la sociedad, de hecho, dicha propuesta parte de la convicción 
de que el Estado no debe intervenir en la economía pues termina pro-
duciendo distorsiones de mercado, por lo mismo su intervención en el 
caso de la pobreza sólo debe estar enfocada a los sectores que demues-
tren estar en una situación de pobreza extrema (prueba de medios). El 
ejercicio de medición utilizó un método de línea de pobreza, la cual se 
calculó en base a una canasta básica alimentaria. La explicación cen-
tral del porqué de la pobreza se centra en la existencia de un sector rural 
poco productivo, no modernizado, el cual impide los procesos de movi-
lidad social en la medida en que es un obstáculo para que las personas 
obtengan capacidades en términos de alimentación, salud y educación; 
además de ello se propone como salida a la condición de pobreza, la 
modernización del sector agropecuario mediante su incorporación al 
libre mercado, es decir, lo que implicaba una transformación radical 
de todo el sector campesino de una economía de subsistencia hacia una 
economía moderna de agricultores que dirigen su producción de alta 
calidad para la exportación. En concordancia con esta idea de sociedad 
los resultados de la medición dicen que la mayor magnitud de pobreza 




extrema, así como su mayor intensidad se encuentra en el sector rural 
de la población (Levy, 1994). Toda la argumentación contextual y de 
contenido normativo de esta propuesta de medición se encontraba en 
línea con las ideas de libre mercado y de integración económica con los 
Estados Unidos, así como con los principios neoliberales de un Estado 
no intervencionista, el cual asume un papel de gestor de políticas públi-
cas y que renuncia al financiamiento de políticas sociales universales, 
colocando en su lugar políticas focalizadas de lucha contra la pobreza, 
las cuales se suponen deben ser más eficientes en términos financieros 
y sociales.
Las ideas en contra del sector campesino de la economía y la so-
ciedad (clase campesina) fueron recurrentes en la época y dieron lugar 
a una serie de políticas regresivas en el sector agropecuario, práctica-
mente de abandono por parte del Estado para con el sector productivo 
campesino (el cual además está compuesto por la totalidad de grupos 
étnicos del país). En este sentido el Estado mexicano abandona la polí-
tica de seguridad alimentaria y asume una política de apertura de los 
mercados agrícolas que termina en los últimos años con la apertura to-
tal del sector, con resultados devastadores para la agricultura de subsis-
tencia –por lo tanto generando mayor pobreza y acelerando los procesos 
de migración hacia los Estados Unidos desde el campo mexicano9. Con 
la apertura de los mercados los campesinos mexicanos productores de 
granos básicos se ven ante la imposibilidad de competir con los precios 
subsidiados de los granos básicos, sobre todo maíz, producidos en los 
Estados Unidos, a la vez que dicha política ha generando una enorme 
dependencia alimentaria para el país (González y Macías: 2007).
Otro segundo episodio en relación con las mediciones de pobre-
za y su impacto en las políticas de lucha contra la pobreza extrema 
se da con la creación del CTMP. En 2002 el Estado decide realizar la 
medición de la pobreza de manera oficial, así es como surge el CTMP, 
integrado por un grupo de científicos sociales mexicanos, los cuales eli-
gen para su ejercicio de medición una metodología de línea de pobreza 
monetaria. El argumento para esta decisión metodológica fue tomado 
en función de una serie de consideraciones técnicas:
“[…] a pesar de que la noción de pobreza es más sólida a 
partir del concepto de insuficiencias de capacidades básicas, 
la información estadística disponible y el conocimiento teóri-
co sobre el tema hicieron muy difícil alcanzar una medición 
9 En los últimos años ha existido un flujo anual constante de migrantes mexicanos hacia 
los Estados Unidos, el cual oscila en torno a las 400 mil personas.
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sencilla y clara del agregado de pobreza. Esto se extiende a 
los métodos de identificación de la pobreza basados en la idea 
de necesidades básicas insatisfechas, ya que en ellos aparece 
nuevamente el problema de agregar los niveles de carencia 
encontrados, o de agregar a los individuos con diferentes ca-
pacidades para satisfacer los distintos tipos de carencia […]. 
La manera más sencilla y transparente de medir la pobreza 
resulta ser con el establecimiento de una línea de pobreza 
monetaria, ya que con este procedimiento sólo hay que de-
terminar qué ingreso corriente es necesario para que el in-
dividuo satisfaga sus requerimientos fundamentales, lo que 
en principio es determinable para una economía en donde la 
mayoría de los bienes necesarios se tranzan en el mercado” 
(Comité Técnico para la Medición de la Pobreza, 2002).
Aquí encontramos una serie de decisiones científicas (“la infor-
mación estadística disponible…”, “La manera más sencilla y transpa-
rente de medir la pobreza resulta ser con el establecimiento de una 
línea de pobreza monetaria, ya que con este procedimiento sólo hay 
que determinar qué ingreso corriente es necesario para que el indivi-
duo satisfaga sus requerimientos fundamentales”), fundamentadas en 
este caso en la búsqueda de mayor transparencia y objetividad en el 
dato, paradójicamente, dicha decisión impacta el sentido profundo de 
la medición: por qué elegir un método tan poco inclusivo en términos 
de variables, tan poco generoso. De la ética científica el asunto pasa al 
de la ética social: qué es más importante en la toma de esta decisión, 
la transparencia y objetividad que el dato pueda tener o la capacidad 
comprensiva del mismo para con una realidad compleja y políticamen-
te explosiva.
Enseguida el CTMP construye tres líneas de pobreza diferentes, 
después denominadas como alimentaria, de capacidades y patrimonial. 
Para construir cada índice establece un coeficiente de Engel diferente 
para cada caso. No se trata de umbrales de intensidad de la pobreza en 
estricto sentido, sino de líneas diferentes de pobreza.
La pobreza alimentaria “califica como pobres a todos aquellos 
hogares que no tienen ingreso suficiente para adquirir la ca-
nasta alimentaria, por ello la primera línea de pobreza (LP1) 
la constituye el valor de la canasta alimentaria” (Ibídem). 
La línea de pobreza de capacidades “da cuenta del hecho de 
que el ser humano, para vivir en sociedad, necesita satisfacer 
otras necesidades además de las alimentarias; por ejemplo, 
debe vestirse, tener un lugar donde vivir y guarecerse de las 
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inclemencias del tiempo, transportarse para desempeñar 
diversas actividades económicas y sociales, estar saludable, 
procurarse conocimientos para integrarse plenamente a 
la sociedad, así como proveer capital humano para su des-
cendencia […] agrega a la canasta alimentaria, los recursos 
monetarios para satisfacer sólo las necesidades adicionales 
de vestuario, vivienda, transporte, salud y educación. Para 
medirlo basta con redefinir el denominador del coeficiente 
de Engel” (Ibídem).
La pobreza patrimonial se calcula cuando “se dividieron las 
canastas urbana y rural entre sus respectivos coeficientes de 
Engel, calculados en los deciles móviles construidos, en cada 
caso, en el entorno del primer hogar con un ingreso total per 
cápita inmediatamente superior al valor de la canasta” (Ibí-
dem). Esta última identifica “a la población con un ingreso 
mayor al valor de la línea de pobreza de capacidades, pero 
con un ingreso inferior al necesario para adquirir adicional-
mente mínimos de vestido, calzado, transporte y vivienda” 
(Székely y Rascón, 2004).
Para 2002 las magnitudes nacionales de pobreza resultantes en 
las tres líneas construidas fueron: alimentaria 20% de la población, 
capacidades 26,9% y patrimonial 50,0%10. Los resultados de esta me 
todología dieron por resultado magnitudes de pobreza relativamente 
bajos en comparación con otras mediciones independientes o realiza-
das por otros organismos internacionales11; es el caso del investigador 
Julio Boltvinik, quien, desde una metodología de Medición Integrada 
de la Pobreza, método más generoso al momento de definir la pobre-
za y sobre todo al momento de elegir el tipo y número de variables e 
indicadores, calculó para el año 2000 un 81% de la población del país 
como pobre y un 82% para 2004 (Boltvinik y Laos, 1999). Por supuesto 
la comparación de las magnitudes no tiene sentido más que en términos 
normativos, ya que ambos datos son producto de concepciones meto-
dológicas diferentes, o sea, su entramado epistemológico es diferente 
tanto en términos de construcción social subjetivo-objetivo, como de 
metasentido político-ético.
10 Datos del CONEVAL: http://www.coneval.gob.mx
11 Por su parte el PNUD con su Índice de Desarrollo Humano (IDH) coloca a México 
como un país de desarrollo humano alto (PNUD, 2007), algo no menos que polémico, 
sobre todo si consideramos los altos índices de desigualdad existentes en el país. Por 
desgracia el diseño científico del IDH no tiene capacidad de captar estas desigualdades, 
por lo que parte del supuesto de una sociedad homogénea.
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En 2006 el CTMP desaparece y da lugar al Consejo Nacional para 
la Evaluación (CONEVAL), el cual es un órgano desconcentrado de la 
administración pública federal cuya misión es medir en forma oficial 
la pobreza, así como realizar la evaluación de las políticas públicas 
sociales del gobierno federal. La metodología del CTMP es asumida 
como oficial y es la que utiliza hoy en día el CONEVAL. Los datos más 
recientes de pobreza, 2006, de este organismo son: alimentaria 13,8% 
de la población, capacidades 20,7% y patrimonial 42,6%. Desde esta 
medición la pobreza ha disminuido en el país durante los últimos años 
(Cuadro 1). Algo no menos que polémico en un contexto de bajo creci-
miento económico.
Cuadro 1
Evolución de la pobreza alimentaria, de capacidades y patrimonio
% de personas pobres 2000 2002 2004 2005 2006
Pobreza Alimentaria
Urbano 12,5 11,3 11,0 9,9 7,5
Rural 42,4 34,0 28,0 32,3 24,5
Nacional 24,1 20,0 17,4 18,2 13,8
Pobreza de Capacidades
Urbano 20,2 17,2 17,8 15,8 13,6
Rural 49.9 42,6 36,2 39,8 32,7
Nacional 31.8 26,9 24,7 24,7 20,7
Pobreza de Patrimonio
Urbano 43,7 41,1 41,1 38,3 35,6
Rural 69,2 64,3 57,4 61,8 54,7
Nacional 53,6 50,0 47,2 47,0 42,6
Fuente: PRM, 2008; según datos del CONEVAL.
Podemos pensar que las mediciones de Levy y el CTMP-CONEVAL 
han funcionado como metadiseño de la política de Estado para el com-
bate a la pobreza extrema y en forma especial para el diseño del progra-
ma Progresa-Oportunidades, lo cual tiene las siguientes implicaciones 
a nivel de diseño:
1. En cuanto a la estrategia a seguir: La medición de Levy fue 
determinante para definir la política como una política orientada desde 
las coordenadas teóricas e ideológicas del desarrollo humano, pero tam-
bién, como un programa de corte asistencialista basado en una metodo-
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logía de focalización12. Por su parte la medición del CTMP-CONEVAL ha 
sido determinante para no cambiar el rumbo de la política pues conti-
núa acentuando como prioritaria la pobreza rural, dejando de lado la 
importante población pobre suburbana del país.
2. La metodología para la elección de clientelas o beneficiarios: 
En este caso, más que la medición en sí misma, la argumentación en tor-
no al papel del Estado fue importante para definir la prueba de medios 
como mecanismo para la construcción de un padrón de beneficiarios.
3. En relación a la cobertura. Si bien hoy en día el programa se 
ha extendido a las áreas urbanas, el grueso de la atención continúa 
centrada en las áreas rurales. Es interesante ver cómo el dato de po-
breza rural de la CTMP-CONEVAL está en convergencia numérica con 
el total de beneficiarios del programa (24,5% vs. 25 millones de pobres 
atendidos), o sea, el dato legitima al programa desde un punto de vista 
“científico”.
Es evidente que las mediciones de la pobreza en el caso mexicano 
han tenido enormes implicaciones en el diseño y gestión de las políti-
cas, lo cual adquiere relevancia cuando se advierte la nula participación 
de instancias de la sociedad civil en el diseño de las políticas.
sistema institucional del bienestaR
En un contexto democrático corresponde al Estado un papel preponde-
rante en el aseguramiento de los derechos sociales ciudadanos (junto 
con los derechos civiles y políticos, entre otros tipos de derechos). El 
principio de ciudadanía es el que ha dado sentido a la construcción de 
los Estados nacionales y a la economía de mercado en los países del 
capitalismo avanzado, sobre todo desde la posguerra hasta nuestros 
días. Los derechos ciudadanos sociales han permitido la reestructura-
ción de la economía mundial capitalista y la legitimidad de los Estados 
democráticos en todo el mundo, en forma particular han hecho posible 
la construcción de poderosos Estados de Bienestar en Europa. Éstos se 
sustentan en una concepción en la que los servicios sociales públicos 
de salud, pensiones, educativos, de protección al trabajo y el desempleo 
son el pilar del bienestar, tales ámbitos son por ello espacios desmer-
cantilizados, en este sentido representan un elemento esencial de la 
democracia como forma de vida social y política (Esping-Andersen: 
12 Aunque el Oportunidades ha negado rotundamente que sea una política de corte asis-
tencialista. El argumento en este sentido es que el programa está fundado en un principio 
de corresponsabilidad social. Mas esto es cuestionable pues, en términos reales, el pro-
grama no funciona mediante una participación ciudadana activa en su implementación, 
gestión y evaluación. El programa es manejado de manera vertical por parte del Gobierno 
federal.
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1990)13. El bienestar se convierte de esta manera en una economía y en 
un proyecto político concreto.
En este trabajo se entiende como sistema institucional del bie-
nestar todo el conjunto de instituciones del Estado que trabajan a favor 
del bienestar, lo cual incluye el marco jurídico y administrativo que 
las hace funcionar. En este sentido se trata de un sistema de institu-
ciones complejo y diverso, las cuales, en su concepción, responden a 
su momento histórico-político. Este sistema institucional representa 
un poderoso instrumento de intervención por parte del Estado en lo 
social. En este sentido también pueden verse como uno de los princi-
pales mecanismos del capitalismo avanzado para matizar las desigual-
dades sociales propias del modelo económico. El sistema institucional 
del bienestar contemporáneo está fincado en el principio liberal de los 
derechos sociales ciudadanos.
En México, la salvaguarda de los derechos sociales ciudadanos 
por parte del Estado se encuentra inscrita en la Constitución de 1917, 
a través de una serie de artículos que constituyen el marco jurídico de 
un estado social. En el conjunto de artículos sociales de la Constitución 
Mexicana contemporánea queda claro el sentido último de la democra-
cia y del Estado mexicano: el bienestar de toda la población del país. 
Bienestar entendido como acceso al trabajo digno, a la alimentación, 
educación, salud y vivienda entre otros derechos sociales fundamenta-
les14. Pero a pesar de la existencia de una base jurídica que garantiza los 
derechos sociales, así como toda una institucionalidad para el bienes-
tar, históricamente, amplios sectores sociales han sido excluidos de sus 
más elementales derechos sociales y del acceso a las instituciones del 
bienestar. En México no es posible hablar de la existencia de un Estado 
de Bienestar en un sentido clásico del término, sino a lo sumo de la 
existencia de un Estado social con una orientación asistencialista.
El Estado social mexicano se construyó y fortaleció durante las 
décadas del llamado “milagro mexicano”. Fue parte de un modelo eco-
nómico denominado de sustitución de importaciones, mientras que en 
13  No obstante, el contexto mundial se caracteriza por un proceso de erosión de los Esta-
dos de Bienestar; los Estados de Bienestar europeos sufren constantes recortes, además 
de los serios problemas de naturaleza estructural que les plantea el envejecimiento de la 
población y la baja natalidad, entre otros problemas típicos de las sociedades posmate-
rialistas (Esping-Andersen: 2000).
14 Incluso, el Estado mexicano ha establecido una serie de leyes para prevenir todas las 
formas de discriminación, “Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación” 
(Diario Oficial de la Federación, 11 de junio de 2003), a la vez que ha creado un órgano 
descentralizado que tiene como objetivo el cumplimiento de la no discriminación desde 




términos políticos buscaba la corporativización de las clases sociales 
con el fin de ser sustento social del Estado, éste caracterizado por su 
autoritarismo y sentido patrimonialista. El paradigma del bienestar 
significó la construcción de un sistema de instituciones excluyente por 
naturaleza, en donde se privilegió en el acceso a los servicios públicos 
de salud, educación y sistema de pensiones solidario a sectores sociales 
como la clase obrera o la burocracia estatal, dejando de lado a los gru-
pos sociales marginales o excluidos del sistema de trabajo formal, es 
decir, a los grupos sociales que se asentaron en las periferias urbanas 
de las ciudades, a los campesinos e indígenas (Barba: 2006).
Hasta la década de los años ochenta este modelo logró construir 
una serie de importantes instituciones de bienestar, entre los que se 
destacan el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto 
de Salud y Seguridad Social de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), 
así como un sistema de pensiones solidario ligado a dichas institucio-
nes; otro logro fue la construcción del sistema educativo público (que 
comprendía subsistemas educativos en los niveles básicos, media su-
perior y superior), el cual para el año de 1980 tenía una matrícula de 
más de 21 millones de estudiantes (PRM: 2008). A pesar del esfuerzo 
y del gigantismo de estas instituciones, nunca pudieron otorgar servi-
cios a toda la población, al tiempo que sus niveles de calidad fueron, 
en lo general, precarios. Este sistema de bienestar tuvo un ascenso y 
un proceso de deterioro, esto último tuvo su momento de crisis más 
importante en la década de los años ochenta.
Desde hace dos décadas se ha venido conformando un nuevo pa-
radigma de las políticas públicas sociales, el cual se ha construido se-
gún los principios del neoliberalismo. La nueva generación de políticas 
tiene como trasfondo ideológico las recomendaciones de instituciones 
como el Banco Mundial y otros organismos internacionales como el 
BID; según las cuales la pobreza se reduciría si existe un crecimiento 
económico sostenido (mediante un mecanismo de “goteo” económico 
realizado a nivel macroestructural) y es atacada mediante programas 
compensatorios dirigidos a personas individuales, cuyo objetivo fuera la 
generación de capital humano, al tiempo que sería necesario mantener 
una macroeconomía sólida y llevar adelante reformas estructurales, ta-
les como descentralizar los servicios educativos, de salud, privatización 
del sistema de pensiones y reformas laborales tendientes a una mayor 
flexibilización de los procesos de contratación (Barba: 2005).
Este nuevo paradigma sustentó un discurso político e ideológico, 
el cual a su vez inspiró el diseño de las políticas de lucha contra la pobre-
za extrema y utilizó el mecanismo de focalización como principal re-
curso conceptual y técnico para gestionar e implementar los programas 
gubernamentales. De esta manera, posterior a la crisis económica de 
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1994-1995 se ha venido construyendo un sistema de políticas centrado 
en la lucha contra la pobreza extrema, representado institucionalmente 
en la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL); política que tiene 
como principal protagonista el programa Oportunidades15, el cual es 
un programa asistencial de transferencias que se rige por los principios 
de desarrollo humano y utiliza el mecanismo de focalización como 
herramienta de acción, selección y atención de su clientela social. A un 
lado de este subsistema continúan funcionando otros subsistemas del 
bienestar, algunos de sus segmentos institucionales se encuentran en 
franco deterioro como es el caso del IMSS e ISSSTE. Mientras que hay 
otros segmentos que han sido privatizados, como es el caso del sistema 
de pensiones solidario, el cual fue sustituido por un sistema de pensio-
nes basado en aportaciones individuales (conocidas como Afores).
El proyecto conservador, en tanto que proyecto político econó-
mico y social, ha dejado en un segundo plano el fortalecimiento de las 
instituciones de bienestar construidas durante el periodo del desarrollo 
estabilizador, las cuales por lo menos en teoría estaban fincadas en los 
principios de universalismo, desmercantilización y solidaridad social. 
En este sentido todo parece indicar que no interesa construir un Estado 
de Bienestar sólido; en su lugar se ha preferido impulsar un subsistema 
del bienestar para atender el problema de la pobreza extrema como un 
dispositivo emergente de bajo costo, así como para gestionar desde una 
estrategia técnica la precariedad y el conflicto social derivado de dichas 
condiciones de pobreza.
Hoy en día se tiene un sistema de instituciones para el bienestar 
no articulado, en donde es posible visualizar varios segmentos de lo 
público, los cuales presentan diversos niveles de deterioro, al lado de 
un subsistema o segmento privatizado, mercantilizado, que tiene en 
ciertas áreas del bienestar una importancia como nicho de mercado. 
De esta forma la arquitectura institucional del bienestar, en tanto que 
sistema institucional, se caracteriza por ser segmentada, es decir, orga-
nizada institucionalmente según ideologías del bienestar –cada parte 
del sistema corresponde a una época histórica diferente–, racionali-
dades políticas y clientelas sociales diferenciadas –según clases y es-
tamentos. Es heterogénea, ya que dentro de la diversidad institucional, 
tanto del sector público como del privado, hay una gran diversidad de 
15 Programa que es continuidad del Programa de educación, salud y alimentación (Pro-
gresa). Iniciado durante el gobierno del presidente Ernesto Zedillo. Programa que inten-
taba enfrentar los terribles efectos de la crisis económica de 2004 –según datos oficiales 
la pobreza alimentaria se elevó del 21.2% de la población nacional en 1994 al 37% en 
1996 (PRM: 2008, conocida como “el error de diciembre”. El Progresa inició operaciones 
en forma extensiva en el año 2007. 
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instituciones, cada una con distinto nivel de desarrollo institucional y 
con niveles diferentes de eficiencia y calidad en el servicio. Finalmente, 
el sistema se encuentra en proceso de dualización, o sea, existe una 
división tajante (división por grupos raciales y étnicos, así como por 
clase social y estamento) entre subsistemas públicos y privados. Esta 
situación, en su conjunto, refuerza las tendencias a la exclusión y dis-
criminación social.
Dentro de esta difícil realidad los grupos de población en pobreza 
extrema, casi la totalidad de la población rural y una buena parte de la 
urbana que trabaja en el sector informal de la economía, son los que se 
encuentran fuera de los servicios de salud y educación de calidad, tan-
to públicos como privados; población que coincide con características 
raciales y étnicoculturales específicas (la gran mayoría de los grupos 
indígenas), por lo que es válido hablar no sólo de exclusión, entendida 
como proceso típico de cierre social, sino de discriminación, en tanto 
que proceso de estigma social que lleva de igual manera al cierre social 
o falta de oportunidades.
La hipótesis de trabajo es que los procesos de exclusión y dis-
criminación producidos por el mismo sistema del bienestar segmen-
tado, heterogéneo y dializado que ha construido el Estado mexicano 
de manera errática por más de ochenta años, representa un contexto 
de vulnerabilidad para la población en situación de pobreza extrema. 
Entiéndase ésta última como situación de riesgo para la realización de 
su condición humana y por lo tanto como situación de posible causali-
dad para sufrir alguna(s) formas de violencia16. Si esto es así el sistema 
institucional del bienestar del Estado mexicano funciona como produc-
tor y reproductor de pobreza, en la medida que produce y reproduce 
cadenas causales de exclusión y discriminación que determinan, de 
múltiples formas las situaciones de pobreza extrema, entendida como 
situación económica de llegada y, por ello, como forma de vida o socia-
lidad específica.
Mientras que en los Estados de Bienestar europeos la lucha con-
tra la pobreza es una política estratégica para atender a la población 
excluida del sistema de bienestar (Castell, 1995), en México adquiere 
centralidad dentro del sistema de instituciones del bienestar (Ornelas, 
2006). Esto no es una cuestión de imposibilidad de atender una gran 
cantidad de población en “pobreza” o de mera casualidad histórica, 
sino que constituye una decisión política por parte del Estado17. 
16 Ya sea violencia estructural, directa y/o cultural, según la clasificación de Johan Gal-
tung.
17 Habría que preguntarse en qué medida esta situación deriva de la posición como país 
dependiente.
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La lucha contra la pobreza extrema en México se realiza en un 
contexto de baja intensidad y calidad de las instituciones públicas del 
bienestar; situación estructural que pone en duda, de entrada, la via-
bilidad y capacidad de cambio social de la política y programas con-
cretos de lucha contra la pobreza extrema focalizados. El supuesto es 
que detrás de las situaciones de carencia económica existen cadenas de 
relaciones causales de exclusión, discriminación y explotación que las 
explica y que sólo pueden ser superadas por el desarrollo e intervención 
de instituciones del bienestar universales y solidarias. Lo cual es nues-
tra postura normativa.
El contexto social e institucional del bienestar es desfavorable. 
El sistema de bienestar mexicano atraviesa por una severa crisis, sobre 
todo por las características del sistema: baja calidad, heterogeneidad, 
poca capacidad de cobertura, fragmentación entre y dentro de sus sub-
sistemas, acelerada y profunda mercantilización de espacios estratégi-
cos para el bienestar (educación, salud y sistema de pensiones), lo cual 
en su conjunto representa una situación que produce y reproduce po-
breza extrema dentro de la estructura social mexicana, sobre todo en la 
clase campesina, en el sector de subempleados informales suburbanos 
y en la casi totalidad de los grupos indígenas (en torno a 10 millones de 
personas), así como aumenta la probabilidad de vulnerabilidad y vio-
lencia en los colectivos de mujeres, niños, jóvenes y adultos mayores.
 
capacidad RelatiVa de cambio social de la lucHa 
contRa la pobReza
Si el dato de pobreza ha tenido implicaciones en el diseño de la polí-
tica y del programa de lucha contra la pobreza, estas consecuencias, 
continúan de manera causal al momento de la implementación del 
programa, lo cual ha generado que la acción social del programa Opor-
tunidades reproduzca nuevas y viejas desigualdades, sobre todo en el 
campo mexicano.
Después de un intervalo de tiempo sin una política importante de 
lucha contra la pobreza, y desmantelado el Programa Nacional de Soli-
daridad, en 1996 surge el programa Progresa (Programa de Alimenta-
ción, Salud y Alimentación). Se trata de un programa inspirado en los 
principios del denominado desarrollo humano. Este programa surge en 
medio de una situación de crisis económica y social sin precedentes: la 
crisis económica de diciembre de 1994.
El Progresa se define como una estrategia de lucha contra la 
pobreza extrema mediante una serie de transferencias y prestación de 
servicios públicos básicos en materia de alimentación, salud y educa-
ción, busca que las personas en situación de pobreza extrema logren 
mediante su esfuerzo individual salir del círculo vicioso de la pobreza a 
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mediano y largo plazo. Dicho programa cambia de nombre en 2006, se 
lo denomina Oportunidades18, aunque es continuidad del primero.
Durante su existencia este programa ha sufrido pocos cambios 
en su diseño, prácticamente se ha mantenido un núcleo duro de compo-
nentes en torno a las áreas de salud, educación y alimentación, se agre-
garon con el tiempo algunos otros, producto de las recomendaciones 
de las evaluaciones oficiales del programa19, que contribuyen a mejorar, 
en teoría, la situación de pobreza de las familias. Para 2008 tiene como 
objetivos y componentes los siguientes:
I. Componente educativo (becas educativas y para la adquisición 
de útiles escolares).
II. Componente de salud (proporcionar de manera gratuita el 
Paquete Básico de Servicios de Salud, la mejor nutrición de los niños 
desde la etapa de gestación y de las mujeres embarazadas o en lactan-
cia, mediante la entrega de complementos alimenticios, la vigilancia 
y el monitoreo de la nutrición de los niños menores de cinco años, de 
las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, el control de los 
casos de desnutrición y la educación alimentario-nutricional, fomentar 
y mejorar el autocuidado de la salud de las familias y de la comunidad 
mediante la comunicación educativa en materia de salud, nutrición e 
higiene).
III. Componente alimentario (apoyos monetarios directos de 
manera bimestral a las familias beneficiarias para contribuir a que 
mejoren la cantidad, calidad y diversidad de su alimentación, entrega 
bimestral de complementos alimenticios para lactantes y mujeres em-
barazadas y en periodo de lactancia).
IV. Componente patrimonial (vertiente de capacidades para 
continuar estudios universitarios, vertiente productiva para iniciar un 
negocio, vertiente patrimonial para modificaciones de vivienda y ver-
tiente de protección para incorporarse al sistema de protección social 
de salud).
V. Componente para adultos mayores (apoyo monetario men-
sual).
VI. Componente energético (apoyo monetario de manera bimes-
tral a las familias beneficiarias para el gasto en consumo energético).
18 Ver: http://www.oportunidades.gob.mx 
19 Las evaluaciones oficiales recientes de este programa o evaluaciones de consistencia 
de resultados se pueden consultar en: http://www.coneval.gob.mx.
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VII. Esquema diferenciado de apoyo (las familias sujetas al pro-
ceso de recertificación y con base en el resultado de éste, podrán per-
manecer en el Padrón Activo de Beneficiarios).
A partir de estos componentes el diseño busca producir las com-
petencias y capacidades necesarias para que la población beneficiaria, 
en particular las mujeres jefas de familia y niños, puedan a mediano 
plazo realizarse en el mercado (teoría del desarrollo humano). De esta 
forma el diseño no busca acabar con la pobreza actual sino contribuye 
mediante una acción de asistencia social, vía transferencias focalizadas 
monetarias y en especie, a que los individuos salgan a futuro de la po-
breza extrema. En este sentido trabajan los componentes I, II y III; el 
resto de los componentes han sido añadidos por recomendación de las 
evaluaciones externas realizadas al programa, y son sólo complementos 
estratégicos para lograr este objetivo general.
La población beneficiada por el Progresa en los años 2006 y 2007 
alcanzó a 5 millones de familias, lo que representa aproximadamente 
25 millones de mexicanos; en ambos años el padrón de beneficiados se 
ha mantenido constante y sólo se han realizado labores de incorpora-
ción de nuevas familias para compensar las bajas naturales del padrón, 
previstas en las reglas de operación. De las familias beneficiadas el 
13,7% se ubican en zonas urbanas, mientras que el 69,2% restante se 
ubica en zonas rurales y el 17,1%, en zonas semiurbanas. La cobertura 
del programa abarca hoy en día prácticamente a todos los municipios 
del país.
En las conclusiones de las principales evaluaciones oficiales rea-
lizadas al programa Progresa-Oportunidades no se menciona de mane-
ra explícita si su acción ha logrado reducir la pobreza, y, normalmente, 
se limitan a exponer los avances en cada uno de sus componentes. De 
esta forma, en la última evaluación externa realizada se mencionan 
mejoras en las dimensiones de:
“Educación: aumento de la inscripción para las transiciones de 
primaria a secundaria, y de secundaria a media superior, particular-
mente para las mujeres; disminución de la reprobación y la deserción 
escolar; aumento del logro educativo; aumento de la disposición de los 
padres a promover la continuidad educativa de sus hijos y el cumpli-
miento de sus obligaciones escolares. Salud: reducción de tasas de mor-
talidad materno-infantil; disminución de la morbilidad e incapacidad; 
aumento de la utilización de servicios públicos ambulatorios de salud; 
reducción de la demanda de servicios privados y disminución del gasto 
de bolsillo. Alimentación: reducción de la prevalencia de anemia; incre-
mento de la estatura y peso de los niños en edades tempranas; mejo-
ramiento de la dieta de los hogares a través del aumento del consumo 
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de alimentos de origen animal y el complemento alimenticio. Aspectos 
demográficos, sociales, económicos y de género: impactos no significa-
tivos o nulos sobre la migración, la violencia hacia las mujeres y el dete-
rioro de los vínculos comunitarios; aumento de recursos a necesidades 
esenciales, vivienda e inversión productiva por parte de los hogares 
beneficiarios” (Soto, 2008).
Esto quiere decir que se reconoce de manera institucional que 
existen logros en los indicadores construidos a partir del diseño del 
programa y derivados de una concepción particular sobre la pobreza y 
sobre cómo combatirla (una concepción teórico-normativa específica); 
o sea, se han producido como efecto del programa avances en algunos 
aspectos relacionados con las dimensiones de educación, salud y ali-
mentación, pero esto no significa que la pobreza como condición de 
carencia haya sido superada, es decir, como forma de vida. Lo cual es 
algo que ningún reporte se atreve si quiera a plantear como pregunta 
metodológica.
En la última evaluación realizada, según una metodología denomi-
nada como de consistencia y resultados20, por encargo de la CONEVAL 
al Centro de Estudios Estratégicos del Tecnológico de Monterrey, se 
concluye que en la medida que “el programa muestra consistencia en su 
diseño, por lo tanto puede contribuir a eliminar la pobreza extrema a 
mediano y largo plazo” (Soto, 2008). Si bien el tono de las conclusiones 
suena alentador, el documento dice poco sobre los aspectos donde el 
programa no tiene impactos significativos: migración, violencia hacia 
las mujeres, deterioro de los vínculos comunitarios, aumento de re-
cursos para necesidades esenciales, vivienda e inversión productiva21. 
Podría parecer necio reprochar al Oportunidades y sus evaluadores ofi-
ciales dicha omisión, sobre todo cuando el programa no está diseñado 
para trabajar estas problemáticas (su objetivo es generar capacidades 
individuales a mediano y largo plazo trabajando los componentes de 
salud, educación y alimentación), pero lo que subrayamos es que en 
esta omisión de la complejidad que implica la pobreza como situación 
objetiva radica la cuestión ética del diseño, implementación, gestión y 
diseño de la política: la invisibilización de cuestiones fundamentales 
para lograr el bienestar y asegurar la condición humana de los indivi-
duos, además de un implícito desprecio hacia los pobres y desconoci-
20 La metodología de consistencia tiene como objetivo poner a prueba lógica el diseño 
y los procedimientos de gestión de los programas, por lo que tiene poca capacidad para 
comprender los procesos de cambio social específicos que generan los programas.
21 Una análisis comparado del Oportunidades frente a otros programas en América 
Latina, en términos de sus componentes y su capacidad de cambio social, puede verse 
en: Arzate, 2008.
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
162
miento de la pobreza como situación compleja de privación social. La 
complejidad de la pobreza significa que su construcción social objetiva 
y subjetiva, así como su marco estructural institucional, está medido 
por múltiples relaciones de poder-dominación, desigualdades sociales 
y económicas, así como de formas de violencia.
Para nosotros es muy dudoso asegurar que un programa puede 
eliminar la pobreza con sólo analizar sus diseño en términos lógico-
deductivos; pues la cuestión de fondo sería verificar, primero, si los 
componentes del programa, a través de los diversos procesos de acción 
social que gatillan, son capaces de generar procesos sociales de cambio 
a nivel de los individuos, comunidades y en forma estructural para, en 
segundo lugar, preguntarse en qué medida dichos procesos de cambio 
redundan en, por lo menos: a. una disminución del sistema de desigual-
dades existente, b. una reducción significativa de las formas de violen-
cia existentes, c. en la posibilidad de una mejora en el acceso a bienes 
monetarios y servicios de calidad por parte de la población en pobreza, 
y d. en qué medida el programa se inscribe dentro de un esquema de 
derechos sociales ciudadanos22.
Si se consideran los datos de pobreza del CONEVAL (Cuadro 1), 
entonces se podría pensar que al menos una parte de la disminución 
de la pobreza en los últimos años se pueden atribuir al programa, más 
no queda clara la relación. Los datos de pobreza de la CEPAL, que usan 
una metodología de medición de Línea de Pobreza (costo de necesi-
dades básicas), también muestran que ha habido una reducción de la 
pobreza de cerca del 10% desde el año 2000 al 2006 (Cuadro 2)23. 
Cuadro 2
Líneas de pobreza e indigencia en México según la CEPAL 2000-2006
Porcentajes de población 





2006 31,7  8,7
Fuente: CEPAL, 2007.
22 Una evaluación en este sentido o a partir de una metodología según una economía 
política de las desigualdades puede verse en: Arzate, 2005b. 
23 Si bien la CEPAL anunció un proceso de reducción de la pobreza en prácticamente 
toda América Latina durante el periodo 2000-2006, los datos de los últimos años podrían 
variar en forma dramática como consecuencia del incremento a escala global del precio 
de los alimentos y del petróleo.
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En la reducción de la pobreza según los datos de CONEVAL y 
CEPAL, habría que considerar, además de la estabilidad macroeconó-
mica24, los ingresos por remesas25. La experiencia en trabajo de campo 
en comunidades rurales mexicanas nos ha mostrado un modelo típico 
en la conformación de los ingresos familiares: ingresos por trabajo 
formal e informal de por lo menos uno o dos miembros de la familia, 
ingresos por remesas e ingresos por transferencias económicas vía uno 
o dos programas sociales gubernamentales.
Siguiendo los datos oficiales resulta no menos que paradójico 
que en teoría haya un mayor número de hogares rurales y suburbanos 
con mayores ingresos y mejores condiciones de acceso a la educación, 
salud y alimentación, pero al mismo tiempo las condiciones sociales de 
las mujeres en términos de discriminación y violencia prácticamente 
no han mejorado en el país26; también existen investigaciones indepen-
dientes en torno al Oportunidades que reportan un efecto nocivo del 
programa en relación a la mejora de la cohesión social de las comu-
nidades rurales, así como el hallazgo de que el programa en lugar de 
generar procesos de ciudadanización se convierte en un dispositivo de 
dominación (por sus prácticas de verticalidad, centralidad, despotis-
mo burocrático, procedimientos antidemocráticos en las asambleas de 
mujeres, captación electoral y neocorporativismo), sobre todo para el 
género (Arzate, 2005a; Arzate, 2005b; Villarespe, 2001; Vizcarra y Gua-
darrama, 2006). Es posible que no existan mejoras sustantivas en estos 
últimos aspectos ya que el diseño del programa no contempla compo-
nentes o estrategias concretas para atacar estas problemáticas27, las 
cuales tienen que ver, más que con el ingreso, con aspectos relacionados 
con formas de desigualdades por oportunidades. Es en este momento 
cuando el diseño del programa se muestra insuficiente para producir 
24 Oficialmente la reducción de la pobreza en un contexto de bajo crecimiento económi-
co se explica por la estabilidad macroeconómica, sobre todo por la baja inflación, com-
binado con el efecto positivo de las transferencias del programa Oportunidades (Székely 
y Rascón, 2004).
25 Habrá que esperar las mediciones con datos estadísticos de 2007 y 2008, en donde 
quizá aparezca un aumento de la pobreza alimentaria o extrema como consecuencia del 
alza internacional de los alimentos y del petróleo.
26 Según la Encuesta de Violencia Intrafamiliar del INEGI de 1999, el 70,2 de cada 
cien hogares en la zona metropolitana de la Ciudad de México reportó algún acto de 
violencia que esperan se repetirá (<http://dgcnesyp.inegi.gob.mx/cgi-win/sisesim.exe/
Consultar>). Aunque no existe una estadística actualizada al respecto, el Informe 2006 
del CONAPRED muestra un panorama desolador con relación a las múltiples formas de 
violencia y discriminación de la mujer mexicana (CONAPRED, 2006).
27 Otro asunto pendiente es la mejora de las capacidades productivas mediante la gene-
ración de emprendimientos económicos por parte de las familias y comunidades.
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cambio social positivo a nivel de las personas y los colectivos sociales, 
es decir, no puede revertir el sistema de desigualdades existente en las 
comunidades rurales.
Desde investigaciones independientes con perspectiva cualitati-
va, las cuales exploran sistemas de relaciones cuyo eje es la comunidad 
y la región, o sea, sistemas de relaciones entrelazadas entre sociedad, 
cultura y estructura económica, el Progresa aparecería como un pro-
grama que genera nuevas y viejas formas de desigualdad. Quizá, una de 
las más relevantes reproducciones de desigualdad es la fragmentación 
de las comunidades como efecto de las metodologías de focalización. 
En este sentido la evaluación realizada por el CIESAS, la cual realizó 
un trabajo de campo intensivo en doce comunidades indígenas nahuas, 
otomíes y mestizas en cinco Estados28 de la república, reportó efectos 
nocivos a nivel de la socialidad y la politicidad de las comunidades:
“Las comunidades campesinas e indígenas tienen un sistema de 
redistribución igualitaria de la riqueza que pone en práctica diferen-
tes mecanismos de control social (sistemas de cargos y mayordomías, 
asambleas deliberativas comunitarias, comisariado ejidal, juez de paz, 
bastón de mando), en relación con ello el programa [Progresa] está ge-
nerando alteraciones en el orden interno y las autoridades manifiestan 
inconformidad por el procedimiento externo y vertical de selección de 
los beneficiarios. Los vínculos de amalgamamiento social están siendo 
fragmentados por decisiones externas, lo que genera conflictos en las 
familias extensas, entre barrios o entre las promotoras y las familias no 
beneficiarias. Por lo que a futuro se prevé un conflicto más profundo en 
cada comunidad. El programa no cumple lo dicho sobre la tercera eta-
pa de la metodología de focalización, por lo que al no ser condensadas 
las decisiones sobre quiénes deben tener becas y quiénes no, hacia el 
interior de la comunidad, surgen conflictos que dan lugar a divisiones 
internas. Las formas de gobierno y liderazgo tradicional no han sido 
tomadas en consideración, en la operación y toma de decisiones del 
programa, por lo que esto es otro punto de conflicto a futuro. Lo que 
contribuye a reproducir las relaciones asimétricas entre el Estado y los 
grupos étnicos” (Nahmad, 1998).
La metodología de focalización aparece como una intervención 
externa, vertical y autoritaria por parte del Estado que fragmenta los 
lazos y organización cultural y sociopolítica de las comunidades indí-
genas.
28 Las regiones seleccionadas fueron de las primeras en donde comenzó a trabajar el 
Progresa. Los estados y regiones fueron: San Luis Potosí (Ciudad Valles, Huasteca), Hi-




En un contexto diferente, en una investigación realizada en co-
munidades indígenas hñahñú del Valle del Mezquital, Estado de Hi-
dalgo (Arzate, 2005b), se encontró que la identificación de la población 
pobre muchas veces excluye a las familias en estado de indigencia, 
pues las familias con menores oportunidades, es decir, completamente 
excluidas del mercado, no forman parte de los beneficiarios del pro-
grama. Por lo que los miembros de estas familias de jornaleros, no eji-
datarias sin tierra, eran sistemáticamente excluidos de los servicios de 
educación, salud y alimentación que el programa otorgaba. Por lo que 
la metodología de focalización practicada por el programa produce en 
esta región formas de exclusión social en varios niveles: a. exclusión to-
tal en términos de clase, ya que la campesina es el objeto del programa, 
pero se deja fuera casi por completo a la clase proletaria agrícola o de 
jornaleros agrícolas, se trata de familias que viven normalmente en las 
partes de más difícil acceso en términos geográficos y en la más absolu-
ta indigencia, b. hay exclusiones parciales dentro de la clase campesina 
en la medida en que el programa sólo trabaja con un segmento de ésta 
y deja sin sus beneficios a un grupo de familias, las cuales por algunas 
décimas en su evaluación estadística como familias pobres, quedaron 
fuera del padrón de beneficiarios.
Considerando estas experiencias, consideramos que la principal 
característica del programa Oportunidades es su naturaleza como es-
trategia social de exclusión y discriminación social: excluye a los pobres 
extremos o indigentes, y practica distintas formas de discriminación 
en el grupo de los pobres relativos, a lo que hay que sumar una ges-
tión vertical que segmenta y divide a las comunidades a la vez que se 
instaura como mecanismo de dominación estatal, el cual pude tener 
múltiples fines, entre ellos la lucha electoral. La paradoja del programa 
es que su diseño centrado en la focalización reproduce la desigualdad 
y, en consecuencia, reproduce la pobreza pero, oficialmente, ese mismo 
diseño se ha vendido como una de sus características fundamentales en 
términos de eficiencia social y de gasto presupuestario.
Lo que las evaluaciones oficiales de la política presentan son lo-
gros parciales expresados en indicadores de desempeño, importantes 
mas no suficientes para mejorar la vida en términos más amplios: lo 
que supondría eliminar o transformar las relaciones de exclusión-dis-
criminación y explotación (tanto en la división social del trabajo como 
dentro de los procesos de circulación de mercancías: salarios y precios) 
de las personas pobres, así como modificar su relación con el mercado y 
el mismo Estado. La hipótesis que surge es que si bien el programa pue-
de mejorar el acceso y permanencia en la escuela de los niños y jóvenes, 
así como mejorar su salud mediante una asistencia sanitaria de primer 
nivel y una mejora relativa en su alimentación, esto no es suficiente para 
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garantizar que estos individuos construyan una socialidad inclusiva, 
sin estigma y sin violencia. Desde esta hipótesis de trabajo es evidente 
que el marco teórico y normativo que da sentido al diseño de la política 
y el programa resulta insuficiente para pensar el bienestar como un 
proceso de acción social positivo, el cual se encuentra enraizado de 
forma compleja con los procesos histórico estructurales típicos de la 
desigualdad social y económica: no solamente es necesario mantener 
una estabilidad macroeconómica sino es necesario, a la vez, producir 
acciones específicas que transformen las relaciones asimétricas entre 
clases, campo-ciudad, regiones, grupos étnicos y culturales, hombres y 
mujeres, pero también dentro de los hogares, las comunidades campe-
sinas y asentamientos suburbanos, entre otros problemas de inequidad 
y violencia prevalecientes en la vida cotidiana.
conclusiones
Las decisiones tomadas por el aparato gubernamental en materia de 
política social son relevantes para pensar los procesos de producción 
y reproducción de pobreza, sobre todo para conocer y comprender el 
sistema de relaciones entre la pobreza, entendida fundamentalmente 
como una situación de carencia económica y las diversas formas de 
desigualdades sociales existentes en contextos sociales y regionales 
concretos que le son afines. El discurso sobre el sentido o dirección de 
las políticas es de carácter ideológico, entonces la racionalidad de la 
política tiende a constituirse como un dispositivo de naturaleza ideoló-
gico-político que la dirige produciendo un efecto de sustitución del sen-
tido para el bienestar hacia otro de carácter político; por lo que dicho 
sentido tiende a proyectarse en todas las acciones de las políticas, sus 
programas, los procesos de gestión y evaluación. Desde estas hipótesis 
pensamos que la naturaleza normativa de las políticas puede explicar 
su uso como dispositivo técnico-ideológico, cuyo objetivo último es le-
gitimar los mismos aparatos gubernamentales.
La producción de desigualdades por parte de las acciones del 
aparato gubernamental, en el caso examinado, no es visible desde las 
mediciones de pobreza y evaluaciones de programas sociales oficiales, 
ya que tales experiencias son realizadas desde coordenadas teórico-
metodológicas tautológicas que contienen un alto contenido normativo 
(ideológico), por lo que sus resultados tienden a ser políticamente correc-
tos, es decir, generan un discurso que legitima positivamente la acción 
gubernamental. Entonces para poder conocer los procesos de cambio 
social que producen las políticas es necesario pensarlas desde coorde-
nadas teórico-metodológicas críticas: plantear los procesos de carencia 
dentro de sistemas complejos de desigualdad y violencia-dominación, 
lo que significa plantear preguntas a la acción gubernamental desde 
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una economía política de las desigualdades, las cuales impliquen una 
concepción en donde existen diversos sujetos con una acción indeter-
minada; existen sujetos e instituciones sociales con una praxis social 
y política.
En los casos examinados sobre las maneras que la acción guber-
namental produce y reproduce la pobreza podemos concluir:
1. La realidad estructural, orgánica-institucional, del Estado de 
asistencia social mexicano, aparece como un contexto institucional-
estructural que promueve, mantiene y reproduce diversas formas de 
exclusión y discriminación entre diversos grupos étnicos y clases socia-
les. El sistema con todas sus incoherencias y fragmentaciones funciona 
como un sistema de relaciones de no bienestar para un grupo muy 
importante de la población; dicho sistema no parece el mejor soporte 
de la política de lucha contra la pobreza extrema.
2. La producción oficial de indicadores sobre pobreza y evalua-
ciones de política pública se ha convertido en un metadiseño de la polí-
tica social, en la medida que los indicadores implican un discurso de lo 
que debe ser ésta y de cómo bajarla a diseños de programas concretos; 
cuestión que hace de las medidas de pobreza discursos normativos en 
torno al papel del Estado frente a la sociedad. Lo cual tiene implica-
ciones en la definición de los derechos sociales ciudadanos, los cuales 
son desdibujados por las políticas, así como en sus respectivos diseños 
de programas.
3. Los diseños de programas de lucha contra la pobreza, al sumir 
como racionalidad última más que la reducción de la pobreza la mejora 
de indicadores específicos como el de mejoramiento nutricional, acceso 
a la educación básica y los servicios básicos de salud, terminan cosifi-
cando la lucha contra la pobreza extrema, es decir, lo importante no es 
transformar la realidad hacia modelos de bienestar en un sentido am-
plio del término o de reducción de las formas de desigualdad-violencia 
existentes, sino mantener y mejorar cuantitativamente un sistema de in-
dicadores cuantitativos, los cuales, a su vez, forman parte de un modelo 
de legitimación de la intervención gubernamental. Todo lo cual implica 
una acción social gubernamental que no produce un sistema de rela-
ciones virtuosas a nivel de lo social, es decir, que a la vez que mejoren 
los indicadores de alimentación, salud y educación generen sistemas de 
relaciones sociales de justicia, solidaridad, sentido de comunidad, cohe-
sión social, organización productiva, ciudadanía, no violencia y equidad 
de género, entre otros muchos indicadores cualitativos del bienestar.
En su conjunto estas tres formas de acción gubernamental pue-
den explicar la baja capacidad de cambio social que tienen las políticas 
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de lucha contra la pobreza extrema implementadas desde hace diez 
años por el Gobierno federal mexicano, así como dan pie a conje-
turar una serie de hipótesis de trabajo sobre su sentido como me-
canismos de poder y dominación, pero también como procesos de 
creación de lo social en un sentido amplio: ¿en qué medida el diseño 
del Progresa-Oportunidades se convierte en un sistema de control, 
en una tecnología o dispositivo para la dominación de la sociedad así 
denominada como pobre por parte de una burocracia federal y re-
gional?, ¿en qué medida la evaluación institucional y políticamente 
correcta del programa termina cosificando el bienestar al reducirlo a 
un sistema de indicadores de eficiencia o de impacto?, ¿de qué forma 
es lesionada la noción de ciudadanía y de derechos sociales cuando es 
sustituida por la idea de corresponsabilidad?
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intRoducción
Cuando se analiza el espectro de instituciones que definen la trama 
de relaciones en las que las familias de sectores de menores ingresos 
resuelven las necesidades de su vida cotidiana, surge a las claras que 
en un importante número (quizá mayoritario) se trata de instituciones 
estatales. De este modo, la inserción social y territorial de las familias 
de sectores populares1 se estructura en relación a una amplia gama de 
intervenciones estatales (no necesaria ni exclusivamente sectoriales)
1 De acuerdo con Llovet (1984), definimos los sectores populares y a las unidades domésti-
cas que los componen por la intersección de dos dimensiones: la modalidad de inserción 
productiva y el consumo. Se trata de sectores sociales que para la reproducción de sus vi-
das deben vender su fuerza de trabajo y/o prestar servicios de baja o relativa calificación y 
cuyo estándar de consumo está altamente condicionado por el monto y por la distribución 
de las transferencias formales que el Estado y otras organizaciones sociales o funcionales 
–tales como sindicatos– orientan hacia ellos. Las transferencias de las cuales dependen 
sus condiciones de vida están vinculadas al sistema de servicios públicos y sociales de 
transporte, vivienda, salud y educación. En este marco, el consumo contribuye a la dife-
renciación social y la distinción simbólica entre los grupos (García Canclini, 1991).
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que se articulan en el sistema más general de estrategias familiares de 
vida y que colaboran al desarrollo de entornos socioterritoriales más o 
menos solidarios, más o menos autónomos. El Estado, a través de sus 
políticas, programas e intervenciones territorializadas, se constituye en 
un importante motor de estratificación y diferenciación socioterritorial 
que habilita o limita las posibilidades efectivas de dar respuesta a nece-
sidades de la vida cotidiana. 
Este trabajo pretende analizar el enfoque que guía dichas inter-
venciones, sus impactos sobre el territorio, las formas de articulación 
que promueven con y entre los pobladores y los tipos de colectivos que 
convocan en su implementación, teniendo en cuenta que éstos cons-
tituyen aspectos críticos a la hora de entender los patrones de estra-
tificación y diferenciación que finalmente se plasman en el territorio. 
Las reflexiones que aquí se presentan surgen a partir del desarrollo 
de diferentes investigaciones sobre hábitat popular y sectores popula-
res urbanos residentes en el Área Metropolitana de Buenos Aires (en 
adelante, AMBA), desarrolladas en el Área de Estudios Urbanos del 
Instituto de Investigaciones Gino Germani (UBA)2. En la reconstruc-
ción de los recorridos residenciales y de las estrategias involucradas en 
su desarrollo nos contactamos, en varias oportunidades, con jefes y 
jefas de hogar de sectores populares residentes en diferentes barrios 
y tipos de hábitat popular característicos del Área Metropolitana de 
Buenos Aires; ellos nos han ayudado a develar la trama de relaciones 
en la que se sustenta su vida cotidiana. 
Titulamos este trabajo refiriéndonos a las relaciones entre pro-
ducción de la pobreza y políticas sociales como una sucesión de encuen-
tros y desencuentros; tomamos esta metáfora porque cuando se analiza 
la trama de relaciones en la que los hogares de sectores populares re-
suelven las necesidades de su vida cotidiana se advierte que las institu-
ciones públicas, en general, y estatales, en particular, son protagonistas 
en ese entramado, aun cuando su papel protagónico no se desarrolla 
como una performance armoniosa y articulada. Muy por el contrario, 
en numerosas oportunidades, el conflicto se constituye en una moda-
lidad a través de la cual se desarrollan las relaciones sociales. En este 
marco, cuando hablamos de instituciones públicas estatales hacemos 
referencias a la multiplicidad de intervenciones que desde diferentes 
instancias y niveles del gobierno tienen capacidad para modelar la vida 
cotidiana de las familias y el territorio; en particular, nos referimos a 
las políticas y programas sociales que se implementan a nivel territo-
2 En particular, recuperamos algunos hallazgos de una investigación sobre trayectorias 
residenciales y estrategias habitacionales de familias residentes en el AMBA (Di Virgilio, 
2007).
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rial. Dichas intervenciones producen importantes marcas en la vida 
cotidiana de las familias de sectores populares y en su hábitat en tanto 
que contribuyen a definir estructuras de oportunidades para dar res-
puesta a los requerimientos de su vida cotidiana3. El acceso a dichas 
estructuras de oportunidades constituye un factor de heterogeneización 
del campo popular en la medida en que habilita o limita las posibilida-
des efectivas de las familias de dar respuesta a dichos requerimientos. 
El acceso a las estructuras de oportunidades se vincula, por un lado, 
con las características del segmento del mercado de tierras y con el 
tipo de hábitat en el que las familias desarrollan su vida cotidiana y, 
por el otro, con las condiciones de su localización asociadas a formas 
diferenciales de acceso al suelo, a los servicios, a los equipamientos 
urbanos, a los lugares de trabajo, etc. De este modo, las oportunidades 
asociadas a la localización introducen importantes diferencias sociales 
entre los lugares de residencia y, también, entre sus habitantes (Salazar 
Cruz, 1999:44; Pinkster, 2007), de este modo se constituyen en un factor 
crítico de estratificación socioespacial4.
El análisis de las estructuras de oportunidades que definen las 
intervenciones públicas se asocia, como mencionáramos anteriormen-
te, a procesos microsociológicos que se desarrollan en el marco de la im-
plementación de políticas sociales que afectan de modo directo la vida 
cotidiana de las familias de sectores populares5.
3 Las estructuras de oportunidades se definen aquí como “las probabilidades de acceso a 
bienes, a servicios o al desempeño de actividades. Estas oportunidades inciden sobre el 
bienestar de los hogares, ya sea porque permiten o facilitan a los miembros del hogar el 
uso de sus propios recursos o porque les proveen recursos nuevos. El término estructura 
alude al hecho que las rutas al bienestar están estrechamente vinculadas entre sí, de 
modo que el acceso a determinados bienes, servicios o actividades provee recursos que 
facilitan a su vez el acceso a otras oportunidades” (Katzman, 1999:9). 
4 Centrar el análisis en aspectos que refieren a las condiciones de localización remite 
a considerar características geomorfológicas y del espacio construido que afectan los 
procesos de estratificación y diferenciación socioespacial –disponibilidad de la tierra, de 
infraestructura física relacionada con la vivienda y el transporte, presencia de viejos e 
históricos sectores populares urbanos, existencia de la tierra vacante, etc. En particular, 
estas características adquieren especial relevancia en el análisis de los espacios segrega-
dos y de los sitios en los que se localizan (Machado Barbosa, 2001).
5 Se define las políticas sociales como intervenciones sociales del Estado que encuentran 
su especificidad en el hecho de orientarse de manera directa a las condiciones de vida –y 
de reproducción de la vida– de distintos sectores y grupos sociales y de operar especial-
mente en el momento de la distribución secundaria del ingreso. Las políticas sociales 
expresan “momentos de máxima actividad en la regulación y conformación de patrones 
diferenciales de reproducción social” (Danani, 1997:138), obligándonos a pensar en las 
mediaciones existentes entre estructura y sujeto, modelos de sociedad y organización 
cotidiana, entre estructuras socioeconómicas y familiares.
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baRRios, localización y estRuctuRas de 
opoRtunidades diFeRenciales: ¿cómo y poR qué?
Las características de las urbanizaciones populares se construyen en la 
intersección entre la acción público-estatal y la de las familias que en 
ellas habitan. Dichas características se plasman en las diferentes tipolo-
gías de hábitat popular que se desarrollan en diferentes localizaciones 
en el AMBA. Las características de la urbanización –vinculadas a la 
dinámica del mercado de tierra y vivienda, a la del mercado de trabajo, 
a los servicios y equipamientos con los que cuenta, etc.–, el tipo de há-
bitat que allí se desarrolla y las ventajas o las desventajas asociadas a su 
localización contribuyen a definir estructuras de oportunidades dife-
renciales para las familias de sectores populares que en ellas habitan. 
Un estudio realizado en diferentes barrios y localizaciones del 
AMBA –La Boca y Lugano, en la ciudad central, y el municipio de Ti-
gre, en su conurbación– sobre trayectorias residenciales y estrategias 
habitacionales entre familias de sectores populares pone en evidencia 
estas relaciones (Di Virgilio, 2007). Cada uno de estos barrios y loca-
lizaciones definen situaciones diferentes en la relación centro–periferia 
y están expuestos a condiciones de segregación socioespacial también 
diferenciales. La Boca es un barrio del casco histórico que alberga sec-
tores populares y medios. En relación al hábitat popular, se caracteriza 
por una importante presencia de inquilinatos. Lugano es un barrio 
periférico de la ciudad central en el que conviven sectores medios con 
urbanizaciones informales –villas de emergencia– representadas, en el 
marco del estudio por el barrio INTA. En el municipio de Tigre se han 
desarrollado importantes asentamientos o tomas de tierra que convi-
ven desde hace más de una década con el desarrollo de urbanizaciones 
cerradas habitadas por sectores medios y medios altos. En cada uno de 
estos barrios y localizaciones se pueden observar algunas de las mar-
cas que han dejado las diferentes y múltiples intervenciones sociales 
del Estado y que colaboran en la configuración de las oportunidades 
y las restricciones que facilitan (o limitan) los procesos de movilidad 
socioterritoriales. Estas marcas, que pueden observarse a nivel terri-
torial, ponen en evidencia algunas de las oportunidades (y de los apre-
mios), que limitan y/o hacen posible diversas acciones de los hogares 
orientadas a satisfacer sus expectativas y necesidades cotidianas. 
Ubicado en la zona sur de la ciudad, La Boca se constituyó duran-
te el primer período de metropolización de la Ciudad de Buenos Aires 
(1860/1914). Organizado con relación al movimiento y las actividades 
comerciales del puerto del Riachuelo y ocupado por los inmigrantes 
externos que engrosaban en gran medida, durante esta etapa, el pro-
letariado urbano (Torres y Schteingart, 1973:731), el barrio integraba 
un primer anillo que rodeaba el casco central de la ciudad. Este es el 
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momento de la proliferación de los inquilinatos como una de las for-
mas que asume el hábitat popular en la Ciudad. Desde mediados del 
siglo XX, La Boca experimentó un proceso de vaciamiento –entre 1947 
y 1991 perdió el 40% de su población– al que se sumó un proceso de 
degradación, agudizado a partir de los setenta con la desactivación del 
puerto y el paulatino cierre de gran parte de las industrias de la zona 
(navieras, textiles y de producción de alimentos). Como consecuencia 
de estos procesos, en la actualidad, La Boca se ha consolidado como un 
barrio con baja densidad de población y de viviendas, en el cual los in-
quilinatos constituyen una forma de hábitat popular fuertemente arrai-
gada desde fines del siglo XIX6. Por estar ubicado en las inmediaciones 
del centro financiero y comercial de la Ciudad goza de los beneficios de 
dicha centralidad en lo que respecta a la provisión de servicios urbanos 
e infraestructuras básicas. Asimismo, su ubicación privilegiada facili-
ta el acceso a los beneficios de la dinámica del mercado laboral de la 
Ciudad7. Estas características, sumadas a las del mercado de alquiler 
de piezas de inquilinatos8, lo convierten en un barrio atractivo para los 
migrantes recientes que llegan al AMBA desde países limítrofes o desde 
provincias del interior del país9. 
6 Tal como señalan Torres y Schteingart (1973), en 1887 aproximadamente el 30% de la 
población de Buenos Aires vivían en los trescientos treinta y un inquilinatos del barrio. 
En la actualidad, según los datos del censo de población y vivienda del 2001, los inqui-
linatos albergan al 2% de la población de la Ciudad. De ese 2%, el 15,6% habita en el 
barrio de La Boca.
7 La Ciudad de Buenos Aires concentra el 18% de la población residente en el Área Me-
tropolitana (aproximadamente 3 millones de habitantes), pero absorbe el 36,2% de los 
establecimientos industriales y/o comerciales fijos de la región. Indicador que da cuenta 
de la concentración de actividades económicas en la ciudad central. Asimismo, cuenta 
con mejores servicios, equipamiento y transporte que los municipios de la conurbación. 
8 El mercado de alquiler de piezas de inquilinatos es un mercado en el que habitual-
mente se desarrollan arreglos contractuales informales. Según señalan Di Virgilio et 
al. (2008), datos sobre la situación de los inquilinos en el barrio de La Boca muestran 
que, en 1998, la gran mayoría contrata el alquiler con el propietario (77%), solamente 
un 13,3% lo hacen mediante inmobiliarias y el mercado de subalquileres parece escaso, 
sólo comprende el 0,4 % de los casos. En 2000, asciende al 19,7% el grupo de quienes han 
alquilado a través de inmobiliarias. Resulta llamativo el porcentaje de personas que ma-
nifiesta no haber efectuado un contrato de alquiler: en 1998, un 37,1% de los inquilinos 
entrevistados, contra el 60,4% que afirma tener contrato. Esto habla de una extendida 
situación de informalidad, dentro del submercado de alquileres en el barrio. En el año 
2000, esta situación de informalidad se mantiene: en promedio el 38% de los inquilinos 
no han firmado contratos de alquiler. Si se relacionan los datos acerca de la identidad de 
los locatarios con la existencia o no de un contrato firmado, resulta que el 92% de quienes 
no tienen contrato, le alquilan directamente al dueño.
9 Un desarrollo extenso sobre el proceso de urbanización de Lugano puede leerse en 
Di Virgilio et al. 2009.
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A ello se suman las iniciativas que, desde principios de la déca-
da de 1990, el Gobierno de la Ciudad impulsa para el desarrollo del 
proceso de renovación en el barrio10. En este marco, el Gobierno de la 
Ciudad, a través del Instituto de Vivienda11, implementa algunas ac-
ciones puntuales en materia habitacional: inicia la ejecución de obras 
nuevas programadas en cuatro inquilinatos de los veintiuno de su pro-
piedad, relocaliza algunas familias que residen precariamente en pre-
dios afectados a la reconversión del espigón Plus Ultra como espacio 
público e implementa, bajo diferentes modalidades, una operatoria de 
financiación directa a la demanda: créditos individuales a las familias 
en situación de emergencia habitacional y de bajos ingresos, para ad-
quirir en forma mancomunada inmuebles en el mercado, con destino 
a uso habitacional12. Las dos primeras iniciativas acompañan en forma 
explícita las iniciativas de renovación barrial, en tanto que la última 
pareciera resultar, en parte, una respuesta al proceso de movilización 
social de los vecinos en el barrio. 
A diferencia de lo que ocurre en La Boca, Lugano es un barrio 
periférico de la Ciudad. Está ubicado en el corredor sudoeste y linda 
con los municipios del Conurbano Bonaerense. Lugano es un barrio de 
urbanización relativamente reciente, ya que sus orígenes se remontan 
a 1908. La actual estructuración interna del barrio es tributaria de los 
factores históricos que contribuyeron a su conformación –inicialmen-
te el saneamiento del Bañado de Flores y, posteriormente, la instala-
ción de la Quema de la Ciudad de Buenos Aires, de las grandes obras 
de rehabilitación y saneamiento de la década de 1960 –incluyendo la 
localización de grandes conjuntos residenciales– y de los usos que la 
normativa prescribe para el área13. Configura así una zona netamente 
10 La construcción de defensas costeras sobre el Riachuelo en el barrio de La Boca, junto 
a la parquización del área, desarrolladas con base en inversión pública, constituye una 
de las etapas de urbanización de la ribera y tiene como objetivo manifiesto mitigar las 
consecuencias de las inundaciones recurrentes por sudestadas, así como contribuir a la 
recuperación del entorno barrial. 
11 Organismo del Gobierno de la Ciudad responsable de la política habitacional de la 
misma.
12 El entonces Concejo Deliberante declara el estado de emergencia habitacional en La 
Boca. La partida presupuestaria constituye un fondo específico de U$S 1.500.000, que 
fue previsto por única vez y asignado a la entonces Comisión Municipal de la Vivienda 
(CMV), que instrumentó su uso a través de las resoluciones 525/97 y 282/98. La CMV 
incrementó este fondo con parte de los recursos FONAVI, generando una partida total 
de U$S 3.000.000 “para la emergencia habitacional”. Dicha partida representó el 7% de 
su presupuesto total anual de 1998 (Di Virgilio et al. 2002). 
13 El Código de Planeamiento Urbano asigna una escasa superficie a usos residenciales 
(19,1% en promedio para los barrios de Villa Lugano, Villa Soldati y Villa Riachuelo) 
y un alto porcentaje de espacios dedicados a distintos tipos de Equipamiento (29,9%), 
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intersticial (PUA, 1999) en la que coexisten espacios desarticulados y 
fragmentados, a pesar de la continuidad física que puede existir entre 
ellos. Cabe destacar que Lugano es uno de los pocos barrios de la Ciu-
dad en donde aún existen terrenos fiscales. Ello explica por qué Lugano 
se destaca –entre los barrios de la Ciudad– por la fuerte presencia de 
urbanizaciones informales desarrolladas, a partir de la década de 1940, 
bajo la tipología de las villas de emergencia y por la concentración de 
vivienda social desarrollada por el Estado a partir de la década de1950 
(Di Virgilio et al. 2009). 
El barrio alberga en sus límites cuatro de las veintitrés villas exis-
tentes en la Ciudad: entre ellas se encuentra la villa 19 barrio INTA14. 
Las condiciones habitacionales en las villas de Lugano presentan un 
cuadro de creciente heterogeneidad. El crecimiento y densificación de 
las mismas se vio acompañado por el desarrollo de un complejo y di-
námico mercado inmobiliario informal de transacciones inmobilia-
rias15. En este marco, desde hace ya más de una década los diferentes 
gobiernos del ejido local han impulsado, con distintos grados de éxito, 
acciones orientadas a la puesta en valor del barrio. Las primeras in-
tervenciones urbanísticas orientadas al mejoramiento de la zona se 
concentraron en las villas de emergencia. A mediados de 1993, se puso 
en marcha el Plan de Radicación de Villas y progresivamente las cuatro 
urbanizaciones radicadas en el barrio se incorporaron a la iniciativa. 
El proyecto, que con diferentes denominaciones continúa hasta la ac-
tualidad16, tuvo como objetivo concretar la venta de las tierras a sus 
ocupantes y ejecutar las tareas necesarias para la apertura de calles 
y tendido de infraestructura con financiamiento del Gobierno local. 
Sin embargo, los avances han sido muy lentos. En la villa 19 barrio 
INTA, las primeras obras se dejaron ver promediando la década de 
Urbanización especial (22,5%) y Parque (18,3%), que contrastan con el resto de la Ciu-
dad, donde se encuentran porcentajes más elevados de zonas residenciales. Asimismo, 
sobresale el bajo porcentaje de espacios declarados Industriales (6,2%) y de Centralidad 
(2,6%) (CEDEM, s/f).
14 En sus contornos encierra cuatro de las veintitrés villas existentes en la Ciudad. Ade-
más de la Villa 19 barrio INTA, se encuentran la Villa 15 Ciudad Oculta, la Villa 17 barrio 
Pirelli, y la Villa 20. La Villa 20 es la segunda en importancia en la Ciudad por la cantidad 
de población que concentra (19,2% del total de la población en villas). Las cuatro urbani-
zaciones reúnen al 33% de la población en villas de la Ciudad (IVC, 2005). 
15 Mientras que en el conjunto de los barrios del corredor sudoeste el crecimiento de la 
población ha sido relativamente lento desde 1980, en Villa Lugano entre 1991 y 2001 la 
población creció un 6,4%, ascendió en la actualidad a 107.322 –debido esto fundamen-
talmente al crecimiento de la población en villas de emergencia.
16 En 1998, el Gobierno de la Ciudad a través de la ley 148 reafirma la iniciativa de aten-
ción prioritaria a la problemática social y habitacional en las villas y núcleos habitacio-
nales transitorios.
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1990: en 1997 se inició la pavimentación de la calle principal y de la 
transversal17. A pesar de los avances, las sucesivas crisis económicas y 
las dificultades para ejecutar efectivamente los fondos dirigidos a la ini-
ciativa obstaculizaron el desarrollo del proceso; en el ínterin el barrio 
continúa recibiendo población y protagoniza un progresivo proceso de 
crecimiento y densificación. 
A pesar de las dificultades y demoras en la implementación del 
Programa, el barrio INTA ha experimentado en los últimos diez años 
un importante proceso de mejoras. La pavimentación de todas las ca-
lles principales (aquellas que rodean cada una de las siete manzanas 
que definen el entorno barrial), su conexión a arterias de circulación 
de vehículos y medios de transporte importantes, como son la calle co-
lectora de la Autopista Richieri y de la Avenida General Paz, el mejora-
miento de las viviendas a cargo de los propios vecinos, la construcción 
en altura, la desaparición progresiva de algunos pasillos, la transfor-
mación de la sala de primeros auxilios San José en centro de salud, el 
tendido de las redes de agua y cloaca, entre otras cuestiones, son algu-
nos de los signos de este proceso. Como resultado, en el barrio se han 
dinamizado las transacciones inmobiliarias. Según relatan nuestros 
informantes, el barrio ha recibido en estos años un importante caudal 
de población18. Se ha incrementado la demanda de cuartos y viviendas 
en alquiler: “hay muchos inquilinos, la gente hace piezas y alquila […] 
la mayoría de las casas de dos o tres pisos que tienen arriba piezas están 
alquiladas; hay mucha gente que se dedica a alquilar, por eso hay tanta 
cantidad de gente acá.” (Entrevista 3, barrio INTA). Asimismo, se ha 
elevado el monto de las transacciones de compra y venta. Si bien, en las 
villas de la Ciudad, los precios no han crecido tanto como en el mercado 
formal es posible encontrar viviendas ofrecidas por más de u$s 5.000, 
situación que no se registraba en las operaciones realizadas diez años 
atrás (Cravino, 2006:205)19.
De este modo, en Lugano, en general, y en el barrio INTA, en par-
ticular, la disponibilidad de tierras fiscales y el desarrollo de algunas 
políticas orientadas a la radicación de urbanizaciones informales han 
operado como estímulo de procesos de radicación de familias de secto-
res populares. Asimismo, los servicios y prestaciones distribuidos en el 
17 Parte del derrotero actual de estas iniciativas y sus impactos en la población local 
puede leerse en Di Virgilio, 2007. 
18 La percepción de los vecinos se corresponde con datos provistos por Mazzeo, 2004. 
Entre 1991 y 2001, la población del barrio registró el 66,6% de variación.
19 Según testimonios de los vecinos del barrio INTA, por algunos inmuebles en altura 
(con más de un piso y loza que permite aumentar potencialmente la superficie construi-
da), en el año 2004, se pedían hasta $ 150.000.
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marco de las iniciativas estatales han sido incorporadas como recursos 
a las estrategias familiares de estos hogares (Di Virgilio, 2007). Cabe 
destacar que un factor clave que facilita el acceso de las familias a es-
tas urbanizaciones es el desarrollo de relaciones de parentesco y redes 
sociales que funcionan como contención y apoyo durante un proceso 
individual de autoproducción del hábitat. Estos arreglos que remiten a 
la dimensión colectiva del hábitat van desde redes de acceso a recursos 
a las que se adhiere individualmente, hasta diversas formas organizati-
vas que pueden poseer distintos grados de formalidad o informalidad, 
incidir en todo o en parte del proceso de acceso a la vivienda y/o invo-
lucrar alguna forma colectiva de toma de decisión en alguno o todos 
los niveles del proceso (Di Virgilio, 2009). La importancia de las redes 
y su papel en el acceso al hábitat es lo que permite comprender por qué 
el barrio INTA, en términos generales, no es el primer destino de los 
hogares que llegan al AMBA por primera vez, sino que alberga funda-
mentalmente hogares cuyos jefes han nacido en el AMBA pero llegan 
al barrio desde otras localizaciones en el AMBA y/o jefes migrantes que 
han tenido experiencias residenciales previas en otras localizaciones 
del AMBA.
El municipio de Tigre se ubica en el corredor norte del Conur-
bano Bonaerense. Si bien la historia del Tigre se remonta a los tiempos 
de la fundación de Buenos Aires20, no será sino hasta la década de 1940 
que el municipio consolide su estructura actual. Durante esos años se 
intensifica el proceso de suburbanización, impulsado por la disponi-
bilidad de “lotes económicos” en los partidos del Gran Buenos Aires, 
la nacionalización de los ferrocarriles y la adopción de una política de 
subsidio al transporte urbano que facilitan la movilidad de los secto-
res de menores ingresos21. Tigre se beneficia del plan de obras viales y 
de infraestructura llevado adelante por las empresas del Estado para 
servir a los asentamientos periurbanos. Asimismo, en esos años la auto-
pista Panamericana suplanta a la Ruta Nacional 9 y empieza a penetrar 
en el territorio del partido de Tigre, produciendo cambios morfológi-
cos importantes. Sumado a ello, en los primeros años de la década 
del cincuenta, comienza el agotamiento del modelo de sustitución de 
20 Una reseña de la fundación de El Tigre puede leerse en www.tigre.gov.ar/turismo/
tu-histo.html. 
21 Después de 1945, el Gobierno de Juan Domingo Perón estimula políticas redistributi-
vas que promueven el acceso a la vivienda por parte de los sectores de menores ingresos 
(Torres, 1993). Asimismo, la política urbana de Perón facilitó la migración campo – ciu-
dad: entre 1947 y 1951, 200 mil personas migraban anualmente al Gran Buenos Aires 
desde el interior del país. Con una escasa disponibilidad de casas baratas en la Ciudad 
de Buenos Aires, la mayoría de los inmigrantes terminaban mudándose a los partidos 
suburbanos (Keeling, 1997).
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importaciones centrado en las industrias textil y liviana, situación que 
condujo al replanteo de la política de inversiones extranjeras, prestando 
mayor atención, desde 1953, a los establecimientos grandes dedicados a 
la industria pesada y semipesada como los que se instalarán en el país 
durante la presidencia de Arturo Frondizi (1958-1962) (Calello, 2000). 
Tigre se vio especialmente favorecido por estos desarrollos, ya que se 
conformó en las inmediaciones de General Pacheco un polo industrial 
de relevancia en la zona, se radicaron allí gran cantidad de industrias. 
Hasta avanzada la década del setenta, los principales rasgos 
adoptados por la configuración urbana del Conurbano Bonaerense son 
el resultado de la proliferación de loteos populares que, a partir de la 
década del cuarenta, fueron la principal forma de extensión urbana. 
Los loteos económicos o populares de las décadas de 1940, 1950 y 1960 
consolidaron amplias zonas ocupadas por barrios autoconstruidos y 
carentes de servicios que resultaron en zonas dispersas, desestructura-
das, y muchas veces inundables (Torres, 1999). Tigre no escapa a estas 
tendencias, la urbanización del partido es tributaria, por un lado, del 
proceso de industrialización que tuvo como epicentro a las localidades 
del distrito y, por el otro, del proceso de producción de tierra urbana a 
bajos costos y a expensas de la provisión de servicios básicos. Cabe des-
tacar que, hasta entrada la década de 1970, no existe en la Provincia de 
Buenos Aires legislación que regule exhaustivamente los temas vincula-
dos a la subdivisión del suelo o la provisión de infraestructura en lotes 
urbanos. En el año 1976 se sanciona, en la Provincia de Buenos Aires, 
el decreto ley 8912/1976, instrumento legal que abarcó los aspectos más 
amplios del ordenamiento territorial y usos del suelo. Asimismo, cons-
tituye una legislación de base que determina un marco jurídico para 
todo un territorio con una diversidad de núcleos urbanos. En términos 
generales, la ley fue funcional a las políticas de corte autoritario imple-
mentadas por la dictadura militar22 y restringe significativamente los 
diferentes submercados a los cuales podían acceder los sectores popu-
lares (Yujnovsky, 1984; Oszlak, 1991). La ley 8912 elevó los estándares 
mínimos de urbanización y la consecuencia (previsible) de su aplica-
ción sobre la prohibición de loteos sin infraestructura fue el encareci-
miento de la tierra destinada a los sectores populares. Sumado a ello, la 
crisis del modelo industrializador endógeno y del Estado de Bienestar, 
hacia mediados de la década del setenta, confinaron a vastos sectores 
de la población fuera del mercado formal y, por ende, de los servicios e 
infraestructuras urbanas mínimos. Paralelamente, el complejo metal-
22 Durante la última dictadura, las provincias y municipios constituyeron, con mínimas 
expresiones, poderes claramente delegados del nivel central.
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mecánico es desarticulado cuando se encontraba en una fase de tran-
sición e integración con tecnologías y centros de punta, en particular, 
con el incipiente polo informático (Calello, 2000). La convergencia de 
estos factores dio lugar a la aparición y consolidación de nuevas formas 
de ocupación del suelo como los asentamientos23. Durante la década de 
1980, las demandas populares por la tierra urbana fueron crecientes y 
tendrán a Tigre como uno de los escenarios protagónicos. En la actuali-
dad, Tigre constituye uno de los municipios del Conurbano Bonaerense 
que reúne mayor cantidad de urbanizaciones populares24. 
De este modo, cada uno de los barrios y localizaciones descriptos 
en el estudio se distinguen por su ubicación en la relación centro perife-
ria: el casco de la ciudad de Tigre se encuentra ubicado en la periferia 
del AMBA, definiendo una centralidad en la periferia. El barrio INTA, 
por su parte, se ubica en la periferia de la ciudad central, definiendo una 
periferia en la centralidad. Los asentamientos de Tigre describen, por 
último, una periferia en la periferia. Todas estas localizaciones guar-
dan algún tipo de ubicación en la relación centro–periferia que da cuenta 
de diferentes condiciones del habitar. Los hogares que habitan en la 
centralidad se benefician de la presencia de todos los servicios sociales 
–escuelas, hospitales, centros de salud, etc.– y su acceso se encuentra 
muy próximo a la vivienda (entre una y seis cuadras). De este modo, las 
familias que viven en La Boca son las más beneficiadas en términos de 
sus condiciones de localización. Los hogares que habitan localizacio-
nes periférico centrales (barrio INTA) tienen acceso a todos los servicios 
sociales pero de un modo más mediado: deben recorrer distancias que 
oscilan entre siete y veinte cuadras para acceder a ellos. Si bien la ur-
banización se beneficia de su relación con la centralidad, no disfrutan 
plenamente de ella por su condición informal. Por último, los hogares 
anclados en la periferia de la periferia (asentamientos de Tigre) parecen 
ser los menos beneficiados por las condiciones de localización. En tér-
minos generales, sus condiciones de localización son desfavorables; sin 
embargo, los efectos de la localización parecen ser diferenciales según 
los servicios: su situación es más favorable en relación a los servicios 
de transporte y telefonía públicos, pero muy desfavorable en relación a 
23 Los asentamientos son “ocupaciones ilegales de tierras, tanto públicas como privadas, 
ya sea con una organización social previa o producto de una forma más espontánea […] 
que adopta las formas urbanas circundantes en cuanto al amanzanamiento y dimen-
siones de los lotes enmarcadas en la normativa vigente” (Cravino, 1998:262). En térmi-
nos generales, se han desarrollado en las periferias del Área Metropolitana. 
24 Veintitrés sobre un total de trescientas setenta y seis. Los municipios que más asen-
tamientos tienen son San Martín, con cincuenta y nueve, y La Matanza, con cincuenta y 
cinco (Cravino, 2006:45). 
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los servicios bancarios y de correo. Para acceder a servicios educativos 
deben transitar distancias que superan las cuatro cuadras, y para los 
servicios de salud deben recorrer al menos once cuadras (Di Virgilio, 
2007). 
las maRcas de la estatalidad 
en la oRGanización social25
Tal como lo hemos observado hasta aquí, las intervenciones estatales 
tienen una importante capacidad para regular el acceso a recursos en-
tre las familias de sectores populares. Si bien, nuestro análisis se centró 
en experiencias de acceso a la tierra urbana y al hábitat, es posible pen-
sar que esta capacidad se mantiene intacta en los diferentes aspectos y 
recursos que los sectores populares requieren para asegurar su repro-
ducción. La capacidad de las intervenciones estatales para regular el 
acceso a recursos se pone en evidencia en la forma en la que se distri-
buyen estos recursos, pero también en las modalidades que las distintas 
agencias públicas adoptan para gestionarlos. Cuando se analizan las 
modalidades que se adoptan para la gestión de dichos recursos, surge 
claramente la importancia de los colectivos o formas de organización 
social que son impulsados y/o convocados por los diferentes programas 
públicos para la gestión de los recursos. La forma que adquieren estos 
colectivos y sus características, como veremos más adelante, consti-
tuyen también un importante factor de heterogeneización del campo 
popular ¿Cómo? Fundamentalmente habilitando (o no) la autonomía 
de esos colectivos y/u organizaciones sociales y generando (o no) con-
diciones para gestionar los conflictos que necesariamente atraviesan su 
desarrollo. Analicemos, entonces, algunas de las formas que adquieren 
estos colectivos en relación a sus niveles de autonomía y su capacidad 
de gestión del conflicto.
FoRmas colectiVas de consumo 
En las urbanizaciones populares es común advertir la presencia de 
unidades sociales suprafamiliares que participan de la reproducción 
de las unidades domésticas a través de la organización, por ejemplo, 
de formas colectivas de consumo. Las ollas populares o los comedores 
comunitarios son ejemplos de estas respuestas sociales. En el barrio 
de La Boca, por ejemplo, existe una amplia red de comedores infan-
tiles y comunitarios que, financiados por la Secretaría de Promoción 
Social del Gobierno de la Ciudad, constituyen respuestas a las necesi-
dades alimentarias de las familias, pero sin llegar a plasmar modelos 
25 Este aparte se elaboró con base en Di Virgilio 2000, 2007 y 2009.
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de organización de las tareas cotidianas alternativos a la domesticidad 
familiar ni a reconocer un espacio de acción colectiva común. Más 
bien constituyen espacios cuasiprivados, fragmentados y atomizados 
de gestión de la cotidianeidad (cf. Herzer et al., 2008).
Estas unidades sociales suprafamiliares que participan de la re-
producción de las unidades domésticas habilitan en numerosas opor-
tunidades las relaciones con punteros políticos, quienes a través del 
partido político con acceso directo a recursos estatales contribuyen a 
satisfacer las necesidades de alimentación, salud o empleo de las fami-
lias de sectores populares (Auyero; 1998:58). Muchas veces por inter-
medio de los punteros políticos se distribuyen los recursos que llegan 
desde los Gobiernos locales a las agrupaciones partidarias. Pero más 
importante que los recursos materiales que ellos distribuyen o pueden 
distribuir de manera efectiva es la información que circula por la me-
diación de estos actores sociales, relativa, por ejemplo, a la distribu-
ción de alimentos o al acceso a programas sociales. Es esto lo que los 
constituye en protagonistas de las redes de intercambio que sostienen 
la vida cotidiana de los sectores de menores ingresos. La investigación 
de Auyero (1998) sobre el clientelismo político en barrios pobres del 
Conurbano Bonaerense aporta evidencia empírica en este sentido, des-
tacando la importancia de estas relaciones en la red de resolución de 
problemas de la vida cotidiana. 
El acceso a los beneficios de los programas sociales que se im-
plementan en el Conurbano Bonaerense parece estar mediado, tam-
bién, por este tipo de relaciones. En el caso de Programa más vida,26 por 
ejemplo, la percepción de la ayuda está estrechamente vinculada a las 
características personales de las trabajadoras vecinales o manzaneras, 
a las de los monitores y promotores y al tipo de relación que establecen 
con las familias beneficiarias. Los contactos personales con la manza-
nera habilita la incorporación ex post de familias no relevadas oportu-
namente a través del censo realizado en el marco del programa para la 
captación de beneficiarios; como así también permite recibir raciones 
26 El Plan más vida es un programa de asistencia alimentaria que tiene como finalidad 
disminuir la morbimortalidad infantil atendiendo las necesidades nutricionales de las 
mujeres embarazadas y de los niños menores de cero a cinco años, pertenecientes a sec-
tores pobres estructurales de la Provincia de Buenos Aires. El programa se propone al-
canzar esta meta estimulando la participación de las mujeres, con el objeto de crear una 
red solidaria para el cuidado de su salud y la de su familia, a través de la organización 
comunitaria. Esto es, a través de la distribución diaria de raciones de leche, cereales y 
huevos realizada por trabajadoras vecinales o manzaneras. Este Programa continúa las 
intervenciones iniciadas en el marco del Plan vida. Alcanza a seiscientas cincuenta mil 
familias y cuenta con el aporte diario y voluntario de treinta y ocho mil trabajadoras 
vecinales o manzaneras.
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extras, sobrantes de la primera distribución, o flexibilizar los horarios 
en los que habitualmente se reciben los alimentos (véase entre otros 
Andrenacci et al., 1999:47). En el caso de los planes de asistencia al 
empleo27, los contactos y los lazos personales que brindan información 
acerca de los lugares y los plazos habilitados para la posterior incor-
poración al programa parecen ser, también, una de las posibles vías de 
acceso al mismo, en particular cuando el ingreso se produce a través 
de las oficinas de empleo de los municipios. 
Estas formas de participación expresan la capacidad que tienen 
los sectores populares para articular respuestas que suponen la movi-
lización de redes y recursos colectivos, pero que no necesariamente se 
plasman en modalidades innovadoras de acción colectiva. En general, 
en cuanto las necesidades son satisfechas o los servicios básicos son 
provistos las relaciones se debilitan y las actividades barriales colectivas 
disminuyen (Cardarelli y Rosenfeld, 1998). Dado el agravamiento de las 
situaciones de pobreza se consolidan entre los sectores populares prácti-
cas organizativas en torno a la búsqueda independiente de soluciones28. 
La organización pública del mantenimiento cotidiano se constituye, en 
este contexto, en un mecanismo socioeconómico que, en parte, suple la 
falta de seguridad social, reemplazándola por un tipo de ayuda mutua 
basada en la reciprocidad. Sin embargo, es necesario tener en cuenta 
que la capacidad que tienen los hogares para movilizar recursos no es 
independiente de otros factores sociales, como por ejemplo, el aumento 
de la pobreza y/o el desempleo. Las condiciones del contexto afectan los 
vínculos sociales en la medida en que la estructura de opciones se torna 
más acotada y, por ende, la reciprocidad encuentra sus límites. 
oRGanizaciones diseñadas desde aRRiba
Asimismo, los programas sociales suelen apelar a estas tramas de orga-
nización vecinal en su implementación. Este es el caso, por ejemplo, de 
la operatoria de financiación directa de la demanda que, desde el año 
1996, el Instituto de Vivienda29 (en adelante IVC) desarrolla, con dife-
rentes modalidades, en el barrio de La Boca. Dichas iniciativas otorgan 
créditos individuales a las familias en situación de emergencia habita-
cional y de bajos ingresos, para adquirir en forma mancomunada in-
27 Entre otros, el Jefes y Jefas de Hogar Desocupados y el Plan Familias.
28 Los procesos de descentralización y privatización puestos en marcha con la reforma 
del Estado contribuyeron a acentuar esta tendencia (Oszlak; 1997).
29 El Instituto de Vivienda de la Ciudad fue creado a fines del año 2003, a través de la ley 
1251 que legisla sobre la transformación de la Comisión Municipal de la Vivienda con el 
propósito de adecuar su naturaleza y su funcionamiento a la Constitución y Leyes de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
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muebles en el mercado, con destino a uso habitacional. A fines de 1996 
culmina una sucesión de un propietario privado que poseía numerosos 
inmuebles del barrio. Este evento se superpone con una “ola” de juicios 
de desalojo en inmuebles de propiedad privada y esta nueva coyuntura 
de “emergencia” favorece la constitución de la Asamblea de Desaloja-
dos de La Boca, que inicia un proceso reivindicativo en reclamo de 
soluciones habitacionales para las familias afectadas por los desalojos 
o con problemas de vivienda. En este marco, las organizaciones comu-
nitarias que se constituyen a partir de la Asamblea de Desalojados im-
pulsan la organización de vecinos en riesgo para la compra de algunos 
inmuebles, a través de la negociación directa con los propietarios pri-
vados. En algunos casos, donde la negociación directa no fue posible, 
los vecinos, organizados en forma mancomunada, adquirieron otros 
viejos inmuebles de propiedad privada que se encontraban en venta en 
el barrio. A través de este mecanismo, se han comprado más de cien 
edificios tratando directamente con los propietarios. 
Más allá de los logros, la operatoria puso de manifiesto algunas 
cuestiones que resultan críticas en el marco del análisis de las relacio-
nes entre políticas sociales y estrategias habitacionales. Por un lado, no 
preveía entre sus acciones la rehabilitación de los inmuebles y, por lo 
tanto, tendió a consolidar situaciones de precariedad habitacional en el 
barrio. Por el otro, la constitución de condominios sobre propiedades 
indivisas plantea una situación conflictiva, por la cual la cesación del 
pago individual de una familia perjudica al conjunto a la hora de ser 
eventualmente ejecutadas por el IVC. De este modo, la figura de los 
“créditos individuales mancomunados” supone, en definitiva, que cada 
familia queda individualmente librada a sus propios recursos y capaci-
dades en términos de pagos y en una situación de enfrentamiento po-
tencial con sus familias vecinas (Di Virgilio et al., 2002). Este fenómeno 
se vincula, directa e indirectamente, con el deterioro de las relaciones 
salariales y el aumento de la desocupación; ya que participar formal o 
informalmente en experiencias de autoprovisión de bienes y/o servicios 
es una inversión posible para aquellos grupos domésticos que cuentan 
con un ingreso relativamente garantizado y estable. Esa posibilidad 
se reduce sensiblemente cuando la seguridad del ingreso desaparece 
(González de La Rocha, 2001 y 2003)30. 
De este modo, muchas de las operatorias que, desde las distintas 
instancias del Gobierno, se dirigen hacia los sectores populares, jerar-
quizan recursos monetarios en contextos de alto desempleo y ponen en 
30  La investigación que Cravino et al. (2002) desarrollaran en un asentamiento del Oeste 
del Gran Buenos Aires pone de manifiesto que numerosas familias de sectores populares 
viven literalmente sin ningún tipo de ingreso monetario. 
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cuestión la posibilidad de las familias de acceder a ellos (Cf. Herzer et 
al., 1998; Catenazzi y Di Virgilio, 2006). La inexistencia de una oferta 
de vivienda social ligada a la noción de derecho y dirigida a satisfacer 
las necesidades de todos los sectores de la población resalta aún más 
la importancia de la estructura del empleo como condicionante del 
acceso al hábitat31. Tener o no tener trabajo limita los recursos con los 
que cuenta la unidad doméstica y, por ende, es el principal capital que 
ellas pueden movilizar en relación al acceso a la vivienda (Badcock; 
1984:171). 
Asimismo, algunos programas sociales prevén para su ejecución 
la conformación ad hoc de organizaciones de base involucradas en el 
proceso de implementación y gestión. En general, se trata de organi-
zaciones surgidas a la luz de programas focalizados y/o sectoriales 
vinculados a políticas de asistencia alimentaria y a los procesos de re-
gularización dominial. Se constituyen como grupos organizados inten-
cionalmente para la realización de acciones inmediatas (proveerse de 
alimentos, alcanzar la titularidad de la tenencia de los terrenos, etc.). 
Estas acciones suponen, además, la constitución de una organización 
formal momentánea o permanente que no necesariamente implica co-
nocimiento y experiencia previamente compartidos de sus miembros 
(Menéndez, 1998:17). 
La experiencia de regularización dominial de viejos inquilinatos 
de propiedad municipal da cuenta de estas formas de organización32. El 
programa, impulsado por la antigua Comisión Municipal de la Vivienda 
–actual IVC–, retomaba los lineamientos del Recup-Boca e involucraba 
en su implementación a una organización barrial, Mutual Esperanza, 
que nucleaba a las familias locatarias de los inquilinatos de propiedad 
31 Un análisis histórico de las políticas habitacionales puede leerse en Herzer et al., 1998; 
Catenazzi y Di Virgilio, 2006; Rodríguez et al., 2007.
32 En el mes de septiembre de 1990, la Comisión Municipal de la Vivienda –actual IVC– 
adquirió veintiún (21) inmuebles en el barrio con el fin de “rehabilitarlos” y adjudicarlos 
en venta a sus ocupantes. Dado el manifiesto deterioro edilicio de algunos de los inmue-
bles adquiridos, se previó también la posibilidad de demolición y ejecución de obras 
nuevas en aquellos inmuebles que no pudieran ser reciclados. Las obras proyectadas no 
se ejecutaron y, en 2000, la ex CMV dictó la resolución 1.142/SS/00 por la que creó el Pro-
grama de Rehabilitación del Hábitat en La Boca, afectó a dicho programa los veintiún 
inmuebles adquiridos una década atrás. El nuevo programa se planteó como objetivo 
poner en valor este patrimonio edilicio aprovechando la presencia de un suelo equipado 
para “hacer ciudad en la ciudad”, ejecutando construcciones nuevas sólo donde sea im-
prescindible y efectuando las remodelaciones y reparaciones urgentes que necesitaban 
los conventillos cuya titularidad se adquirió. Sin embargo, según datos de la Defensoría 
del Pueblo de la Ciudad (2006), a la fecha sólo se han rehabilitado cuatro de los veintiún 
inmuebles y los vecinos beneficiarios del Programa continúan denunciando su incumpli-
miento. Cabe destacar que el Programa muestra niveles de subejecución históricos muy 
importantes, en el año 2004 sólo se ejecutó el 28% del presupuesto. 
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municipal. La Mutual era la encargada de la gestión y administración 
del sistema de recupero y desempeñaba “roles de articulación social y 
técnica” (Narváez, 1997:275). Sin embargo, su protagonismo en el pro-
ceso de regularización dominial fue muy limitado. Los cambios en el 
contexto político y económico no sólo pusieron en jaque la legitimidad 
de la organización sino que además afectaron las posibilidades de con-
tinuidad de los miembros33. El desempleo, también en este caso, limitó 
ampliamente las posibilidades de los miembros de la organización para 
continuar con el cumplimiento de las cuotas estipuladas en el plan de 
regularización. Algunos ni siquiera pudieron pagar, por ejemplo, el agua, 
el único de los servicios que aún deben compartir. Esta situación es 
percibida como una de las dificultades más importantes en el proceso 
de regularización dominial. Los vecinos no han generado prácticas de 
gestión conjunta de los inmuebles; no existen entre ellos instancias de 
discusión ni de organización que les permitan resolver los problemas 
comunes. Dichos problemas son identificados como cuestiones indivi-
duales y, en consecuencia, ante ellos se dan respuestas también indi-
viduales. Aun cuando existen motivos suficientes para no poder pagar 
el servicio, no están ausentes las dificultades de estas familias para 
organizarse en la recolección de los recursos necesarios para la regu-
larización del mismo. 
Las actividades administrativas vinculadas a juntar la plata34 
para el pago del consumo de agua y gestionar el mantenimiento de los 
lugares colectivos son vitales para asegurar el suministro y el mante-
nimiento de los servicios urbanos colectivos. Sin embargo, en un con-
texto de falta de recursos materiales y escasa experiencia organizativa, 
estas tareas ofrecen cada vez mayor dificultad. La operatoria en la cual 
participan prevé la constitución de un consorcio. Esta nueva instancia 
de gestión implica una importante transformación en las relaciones de 
vecindad, generadas, hasta ahora, a partir de su condición de locata-
rios. En este proceso, cobran especial importancia cuestiones que no 
33 La mutual se constituyó –en 1990– por iniciativa del intendente Grosso. La gestión 
Grosso generó, desde el ámbito de la Secretaría de Planeamiento, un conjunto de acciones 
tendientes a ampliar la estructura de oportunidades (Cunil Grau; 1997:170) de los sectores 
populares desarrollando metodologías participativas. La caída del “grossismo” reafirma la 
interrupción de estos proyectos que ya se habían debilitado hacia el final de su gestión. El 
carácter de las gestiones posteriores, pierde definitivamente el cariz integrador de sectores 
de escasos ingresos al mapa social de la ciudad y se aviene al endurecimiento de las posi-
ciones políticas nacionales.
34 Este tipo de dificultades se observa también en los procesos de regularización do-
minial en algunas villas de la Ciudad, en los que el pago de las cuotas y la tramitación del 
dominio de los lotes está mediada por las Comisiones o Juntas Vecinales de la barrios. En 
el barrio INTA, a la fecha, la mayoría de los adjudicatarios del Plan de Radicación de Villas 
no han podido legalizar la tenencia de sus viviendas, en parte, por estas dificultades.
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necesariamente fueron tenidas en cuenta en el diseño de la operatoria: 
el desarrollo de capacidades organizativas y de gestión cooperativa.
Un factor que parece favorecer aún más esta atomización es la 
falta de información. Los vecinos, por ejemplo, desconocen cuáles son 
los criterios que definen la asignación de los inmuebles. Desconocen 
qué pasará con ellos, que cumplen mensualmente con sus obligaciones 
de pago, y qué ocurrirá con aquellos que no tienen posibilidades de 
cumplirlas. En fin, aunque están embarcados en esta empresa no saben 
cuál será su destino. Estas experiencias cobran aún mayor significado 
cuando se observa que, en la actualidad, de la Mutual quedan sólo algu-
nos recuerdos35. El resto de los vecinos o bien ha dejado de pagar o bien 
ha vendido la llave del inmueble cediendo su lugar a nuevos ocupantes 
(Di Virgilio et al., 2002).
La génesis de la organización, esto es, si se generó por iniciativa 
de los vecinos o por iniciativa del Estado, y la experiencia organizacio-
nal que van desarrollando sus miembros no sólo modelan las prácticas 
sino que en sí mismas constituyen un activo importante para asegurar 
la generación de “normas de reciprocidad generalizada que sirvan para 
reconciliar el interés propio con la solidaridad” (Cunil Grau, 1997:161). 
Las instancias organizativas que se constituyen a los fines de un pro-
grama social no siempre tienen la capacidad de recrear las demandas 
de sus miembros e iniciar un proceso de construcción de las mismas en 
términos de problema social. Los modos de institucionalización tienen 
una importancia clave a efectos del propio refuerzo o del debilitamiento 
de las redes de reciprocidad que facilitan la cooperación mutuamente 
beneficiosa en una comunidad (Moser, 1996:16). La bibliografía señala 
que cuando el aparato estatal tiene injerencia en constituciones de orga-
nizaciones sociales, muchas veces, erosiona las reservas de capital so-
cial36 preexistente y, consecuentemente, antes que aumentar, disminuye 
la capacidad de las familias de hacerse oír, de reclamar y de solucionar 
problemas de su vida cotidiana (Cunil Grau, 1997:112). Asimismo, los 
contextos de escasez de recursos representan un gran desafío para las 
organizaciones involucradas en los procesos de regularización domi-
nial. En muchas ocasiones, esta falta de recursos materiales empuja a 
algunas familias más allá del punto hasta el cual pueden sostener la 
reciprocidad y mantener acuerdos con sus vecinos. 
35 De las doscientas setenta y tres familias que nucleaba la Mutual, sólo permanece un 
puñado en los inquilinatos que se regularizaron en la primera etapa. 
36 El capital social se define como “un recurso intangible, que permite a personas y 
grupos la obtención de beneficios por medio de relaciones sociales dotadas de confianza, 
reciprocidad y cooperación”. (Arriagada, 2006). Una reseña completa del concepto puede 
leerse en Portes, 1999 y Baranger, 2002.
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El Programa Federal de Emergencia Habitacional Techo y Tra-
bajo también recurre a la formación de colectivos en su implementa-
ción37; 38. Sus intervenciones se orientan a “solucionar la emergencia 
habitacional y laboral a través de la participación de los beneficiarios 
del Plan Jefes y Jefas de Hogar y desocupados, organizados en forma 
de Cooperativas de Trabajo, para la construcción de viviendas. De esta 
manera, la política del programa prevé dar respuesta simultáneamen-
te a problemas habitacionales y laborales, permitiendo aplicar fondos, 
actualmente destinados a subsidios por desempleo en la emergencia, 
a la generación de un proceso productivo que permita la reinserción 
social y laboral”. Situación habitacional y creación de trabajo son, de 
este modo, los ejes de su intervención39.
El Programa enuncia como sujeto de la política la figura coope-
rativa (Rodríguez y Ostuni, 2007). Sin embargo, las Cooperativas de 
Trabajo son concebidas como un medio para la reinserción laboral de 
personas desocupadas y beneficiarios de subsidios por desempleo, an-
tes que como colectivos orientados a profundizar el desarrollo de orga-
37 El Programa Federal de Emergencia Habitacional Techo y Trabajo es un Programa im-
plementado por el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, a 
través de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda. www.vivienda.gov.ar, julio 
2006. 
38 El Programa se diseñó y puso en marcha en el año 2003, con la llegada a la Presidencia 
de la Nación de Néstor Kirchner. Su diseño constituye una apuesta del nuevo Gobierno 
por desmontar uno de los dispositivos asistenciales implementados para dar respuesta 
a la crisis económico-social y a los reclamos que protagonizó la sociedad argentina a 
fines de 2001 y principios de 2002. En ese marco, el presidente Eduardo Duhalde decidió 
poner en funcionamiento el Plan de Emergencia Social con el objetivo de concentrar las 
intervenciones y recursos en las áreas que se consideraron críticas. Dicho Plan tomó 
como uno de los ejes principales de acción al subsidio a las Jefas y Jefes de Hogares De-
socupados, concebido como estrategia masiva dirigida hacia el conjunto de las familias 
pobres. Aprovechando la nueva coyuntura económica, generada por la salida del Plan de 
Convertibilidad, el Gobierno de Néstor Kirchner se propuso facilitar la reincorporación 
de los Jefes y Jefas Desocupados al mercado de trabajo. El Techo y Trabajo se orientó en 
esa dirección. 
39 Cada Cooperativa de Trabajo se compone de dieciséis miembros y tiene a su cargo la 
construcción de un máximo de ocho unidades de vivienda –cuatro unidades de vivienda 
en un primer contrato y cuatro más a través de un segundo contrato– en un plazo de diez 
meses. La formulación del Proyecto y elaboración de documentación técnica está a cargo 
de los Institutos Provinciales de Vivienda, los municipios y/o las organizaciones de la 
comunidad que agrupan a beneficiarios del programa. Además del monto por la contra-
tación –$63.000 en la primera etapa y $ 72.000 en la segunda–, cada cooperativa recibe, 
por única vez, un subsidio no reintegrable de $5.250 para la adquisición de equipos, he-
rramientas y libros contables. En la segunda contratación, por otras cuatro viviendas, se 
prevé que los beneficiarios dejan de percibir el subsidio del plan Jefes y Jefas e ingresan 
al circuito de la economía formal. 
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nización social alcanzado en los momentos más agudos de la crisis40. 
Varias cuestiones parecen dar cuenta de este rasgo. 
Por un lado, el Programa supone que las Cooperativas de Trabajo 
son instancias creadas especialmente a los fines de la implementación, 
sin prever de manera explícita estrategias de articulación con organi-
zaciones sociales preexistentes. La implementación de las iniciativas en 
el territorio permite observar que la voluntad de articular ha quedado 
exclusivamente en la órbita del Gobierno local41. Aquellos municipios 
en los cuales existe una mayor experiencia en el trabajo con coopera-
tivas o aquellos en los que la base territorial de algunos movimientos 
sociales (en particular el Movimiento Piquetero) es fuerte –como por 
ejemplo en el Municipio de La Matanza, en donde el movimiento pi-
quetero ha tenido un fuerte desarrollo a través de la Federación de Tie-
rras y Vivienda–, el Programa articuló con colectivos consolidados. En 
otros municipios, como podría ser el Municipio de José C. Paz, en los 
que no existían dichos colectivos, entonces el Gobierno local tuvo una 
fuerte injerencia en la constitución de las cooperativas, generándose 
así profunda heterogeneidad en las experiencias participativas. De este 
modo, en algunos casos, la formación de colectivos se constituyó en 
un proceso fuertemente orientado por el Gobierno local; dependiendo 
los niveles de participación, básicamente, de las características de los 
actores locales. 
En este contexto, la constitución de organizaciones con base 
territorial cede paso a los arreglos organizacionales que se estruc-
turan en torno a criterios de representación funcional (Cunil Grau; 
1997:111)42. Esto parece explicar por qué, en muchos casos, las orga-
40 A comienzos del año 2002, Argentina se encuentra sumida en una profunda crisis eco-
nómica, social y política sin paralelo. A partir de 1998 –como consecuencia de los avata-
res de los mercados internacionales de capitales y los problemas de Brasil–, la economía 
entra en una fase recesiva que se extiende por tres años. Hacia finales de la década, la 
situación social de la Argentina presenta ya un cuadro de profunda gravedad. En diciem-
bre de 1999 asume el Gobierno Fernando de la Rúa, acompañado por Carlos Álvarez, una 
fórmula presidencial surgida de la alianza entre la Unión Cívica Radical y el Frente para 
un País Solidario (FREPASO). Durante los dos años que dura el Gobierno de de la Rúa, 
y después de tres años de recesión ininterrumpida, la crisis económica y financiera se 
profundiza hacia fines del año 2001. En ese marco, entre los años de final de década y 
las postrimerías del nuevo siglo, las movilizaciones de protesta de amplios sectores de la 
población dieron lugar a la formación de distintos tipos de colectivos como, por ejemplo, 
asambleas barriales, grupos de desocupados, organizaciones de trabajadores a cargo de 
la gestión de fábricas recuperadas, etcétera. 
41 La ejecución del Programa opera en forma desconcentrada a través de provincias y 
municipios. 
42 La representación funcional alude a los arreglos organizacionales que se constituyen 
a partir de la representación de intereses sociales sectoriales.
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nizaciones permanecen como arreglos organizacionales formales, con 
escasa capacidad para articular intereses territorialmente, en los que 
la obligatoriedad de la gestión colectiva inhibe la participación antes 
que facilitarla. Las redes de intercambio preexistentes a las propuestas 
organizativas que emanan desde los agentes gubernamentales y que 
han desarrollado ciertas capacidades de organización generan mejo-
res condiciones para el acceso a los beneficios de los programas so-
ciales. Es posible pensar, entonces, que la experiencia organizacional 
no debe ser considerada sólo como un mero requisito impuesto por la 
operatoria de los programas sociales sino, más bien, que las políticas 
deben recuperar experiencias preexistentes de resolución de un amplio 
espectro de cuestiones cotidianas y colectivas, pero en diálogo con las 
limitaciones que el contexto impone a la reproducción de las familias 
de menores ingresos. 
Asimismo, el Programa tampoco prevé acciones de capacita-
ción y/o asistencia técnica para la formación y/o el funcionamiento 
de los colectivos de trabajo. Asume discursivamente, como criterio de 
política, la decisión de promover un tipo particular de actor colectivo 
–Cooperativas de Trabajo–, pero “carece de la definición de elementos 
complementarios para el sostén procesal de esa conformación (capaci-
tación-formación, asistencia interdisciplinaria, estrategias de financia-
miento a mediano y largo plazo). La voluntad de incorporar personas 
al circuito de la economía formal en el marco de una actividad laboral 
(trabajo) no encuentra los componentes necesarios para propender a la 
consolidación de las cooperativas como unidades productivas; ni tam-
poco existen condiciones contextuales extraprogramáticas que reque-
riría para potenciar su viabilidad” (Rodríguez y Ostuni, 2007). De este 
modo, el enunciado del sujeto político Cooperativa de Trabajo no ne-
cesariamente se corresponde con el reconocimiento de las condiciones 
básicas que aseguran el “éxito” de los emprendimientos productivos. 
Otros rasgos que marcan, también, el rumbo de estas formas orga-
nizativas son precisamente las capacidades institucionales puestas en 
juego en el proceso mismo de constitución de la organización. Contar 
con otros recursos en el hogar que permitan sostener por un tiempo 
que la remuneración de la mano de obra y los eventuales excedentes 
se usen para capitalizar el microemprendimiento o el acceso a redes 
institucionales de comercialización, producción y/o venta de servicios, 
etc. parecen ser cuestiones centrales para la continuidad de la expe-
riencia (Merlisnky, 1997). El Programa no da cuenta de la brecha que 
existe entre la formación de pequeñas cooperativas constructoras y la 
sustentabilidad de los emprendimientos. “Con un mínimo de cober-
tura en asistencia técnica, sin estrategia de capacitación en distintos 
planos y sin estrategia de financiamiento, las cooperativas de trabajo 
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no se plantean como una opción masivamente sustentable” (Rodríguez 
y Ostuni, 2007). 
Cabe destacar que el Plan Federal de Emergencia Habitacional 
Techo y Trabajo no prevé financiamiento para la adquisición de tierra 
urbana sobre la cual construir; esta limitante hace que sus interven-
ciones se localicen casi exclusivamente en barrios y/o asentamientos 
irregulares en los que el dominio de la tierra pertenece fundamental-
mente al Gobierno local y/u organismo público dispuesto a cederlo a 
sus ocupantes. Esto sucede, por ejemplo, en el barrio INTA, en donde 
las intervenciones del Programa se articulan con las acciones del Plan 
de Radicación de Villas43 que se desarrolla en el barrio desde hace 
más de una década44. Parte de las obras en el barrio INTA fueron ad-
judicadas a la Cooperativa de Trabajo COOPAR Ltda. COOPAR parece 
ser una organización con amplia trayectoria, muy diferente a las que 
inicialmente se proponía promover el Plan. De este modo, y aun sin 
considerar la efectividad de la decisión, la contratación de Cooperati-
vas de Trabajo con mayor capacidad operativa pone en evidencia una 
de las tensiones que atraviesan el Programa: adjudicación a colectivos 
con mayores capacidades de gestión versus la asistencia a grupos de 
desocupados, a veces, con escaso conocimiento del oficio. Tal como 
señalan Rodríguez y Ostuni (2007), a veces las cooperativas están con-
formadas por desocupados y mano de obra que no necesariamente tie-
ne experiencia y formación en el rubro de la construcción. Asimismo, 
sus integrantes no eligen esa actividad como una opción procesada y 
deseada. El proceso del desarrollo de la organización requiere tiempos 
y recursos que no están necesariamente contemplados en el marco 
del Programa45. De este modo, el Programa, desde su diseño, parece 
estar atrapado en una encrucijada: se propone constituirse en ventana 
de oportunidad para la inserción en el mercado de trabajo formal de 
mano de obra desocupada, con escasa experiencia cooperativista46 y, 
posiblemente, con necesidades de formación para el desarrollo de la 
tarea específica. Si acepta esta opción, resigna capacidad de impacto 
sobre las condiciones del hábitat; si la niega (como parece haber ocu-
43 Ley 148.
44 El Gobierno de la Ciudad plantea explícitamente esta articulación. Una descripción 
somera del Plan de Radicación puede leerse en http://www.buenosaires.gov.ar/areas/pla-
neamiento_obras/vivienda, julio 2006.
45 Si bien, es posible pensar que la cooperativa puede funcionar como instancia de capa-
citación en servicio (cuestión que el programa no explicita), esa práctica no cubre todos 
los aspectos para el fortalecimiento de cada proyecto cooperativo.
46 En la medida en que supone que se constituyen en tanto tal al momento de ingreso 
al Programa.
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rrido en el barrio INTA), va en contra de sus propósitos y objetivos 
fundacionales. 
Asimismo, en el caso de las villas de la Ciudad de Buenos Aires, 
una de las características fundamentales que tienen las obras impli-
cadas en el Plan de Emergencia Habitacional Techo y Trabajo –en su 
articulación con el Plan de Radicación de Villas– es la convivencia con 
la población beneficiaria de las mismas. Esto deriva en un conjunto de 
aspectos que ponen a prueba la relación entre la Cooperativa de Tra-
bajo, el IVC, las organizaciones vecinales y los vecinos en general. Los 
conflictos parecen emerger cuando se generan cortocircuitos entre lo 
establecido en el contrato que el IVC acuerda con las cooperativas y lo 
que las propias familias negocian con el organismo47. La articulación 
IVC, Cooperativas de Trabajo y habitantes parece ser un triángulo es-
casamente atendido en el marco del Programa, generando numerosas 
dificultades en su implementación en el territorio. El contrato de obra 
no parece estipular reglas de juego claras en este sentido. Cabe destacar 
que la bibliografía abocada al análisis de procesos de implementación 
de programas de mejoramiento de barrios, que también conviven con 
esta problemática, pone en evidencia que una cuestión central para el 
desarrollo de la relación con la entidad constructora (sea esta empresa 
y/o cooperativa) es la incorporación de mano de obra de beneficiarios 
residentes en el barrio (Clichevsky y Chiara, 2000). En general, este 
constituye un requerimiento de las organizaciones vecinales y de los 
vecinos de los barrios, en la medida en que es visto como un factor fa-
cilitador en la resolución de conflictos y, también, como una forma de 
conocer los avances previstos para las obras en el barrio. Esta opción 
no parece haber sido contemplada por el Programa que, en general, se 
orientó a desvincular a las Cooperativas del lugar en el que se desarro-
lla la intervención. En este sentido, el Programa parece equiparar la 
figura de las Cooperativas de Trabajo a la de las empresas constructo-
ras tradicionales (tipo FONAVI), sustentando de este modo una visión 
tradicional del proceso de construcción del hábitat. 
inteRVenciones estatales compaRtidas con onGs: 
expeRiencias de micRoFinanciamiento Habitacional 
Algunos programas sociales como, por ejemplo, el Programa de Auto-
gestión de Viviendas (PAV) y/o el Programa 37, Mejoramiento Habita-
cional e Infraestructura Básica contemplan la posibilidad de que las 
ONGs actúen como organismos responsables de su implementación. 
En estos casos, las organizaciones sociales se constituyen en ámbitos 
47 La resolución 0050/07, Defensoría del Pueblo de la Ciudad.
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a través de los cuales es posible acceder a los beneficios de estos pro-
gramas. El acceso al beneficio está fundamentalmente mediado por 
las capacidades de gestión que hayan adquirido las organizaciones a lo 
largo del proceso de constitución. Presentar un proyecto a fin de que sea 
financiado por algunos de los programas no es tarea sencilla y obliga a 
desplegar capacidades que, en la mayoría de los casos, están ausentes 
de la letra de los programas. De este modo, las ONGs, a través de sus 
intervenciones, también se incorporan a las redes de las familias de 
menores ingresos. 
En particular, desde mediados de la década de 1990 un impor-
tante número de ONGs se involucran en la gestión del hábitat de inte-
rés social (Almansi, 2005; Rodulfo et al.,1999). Estas experiencias se 
orientan hacia la construcción de vivienda, al reordenamiento de villas, 
a la provisión de lotes con servicio, a la construcción de redes de agua 
y cloacas, a la capacitación y el asesoramiento constructivo, a la regu-
larización dominial, etc. Las organizaciones centraron sus actividades 
en la promoción y la administración de proyectos y en la asistencia 
técnica y social a la población beneficiaria, para ello se articularon 
con organizaciones de base, universidades y agencias de cooperación 
(Almansi, 2005)48. Entre ellas, SEDECA –Secretariado de Enlace– ha 
desarrollado diversas tareas de apoyo tendientes a dar solución a los 
problemas de hábitat entre las familias residentes en los asentamien-
tos del municipio de Tigre –objeto de este estudio. Sus intervenciones, 
tradicionalmente, se vincularon a cuestiones ligadas a la tenencia de la 
tierra, a la construcción de vivienda y/o de infraestructura. En el caso 
particular que nos ocupa, las familias residentes en los asentamientos 
de Tigre son beneficiarias del Fondo Rotatorio para Mejoramiento de 
Vivienda que gestiona la organización. 
SEDECA trabaja con líneas de microcréditos en los barrios de 
Don Torcuato y de Pacheco –municipio de Tigre– desde hace aproxi-
madamente dos décadas. Sin embargo, es a partir de 1997, con la im-
plementación del Programa 17 (actual Programa 37) de Mejoramiento 
Habitacional e Infraestructura Social Básica –de la Subsecretaría de Vi-
vienda– que su accionar se fortalece y multiplica49. En ese año, el pro-
48 Organizaciones como el MOI, SEDECA, IIED, Madre Tierra, Fundación Vivienda y 
Comunidad, PRO.VI.SOC., PRO.CON., Obispado de Quilmes, Centro Comunitario San 
Cayetano, entre otras, son las que han tenido mayor protagonismo en el Área Metropoli-
tana de Buenos Aires.
49  El Programa se orientó al desarrollo y mejoramiento de las condiciones de hábitat, 
vivienda, infraestructura social básica y acceso a la tierra de hogares con necesidades bá-
sicas insatisfechas y grupos vulnerables en situación de emergencia, es decir, a población 
con niveles de ingreso por debajo de los requeridos en las Operatorias FONAVI. A través 
de este Programa, el Gobierno Nacional dispuso de recursos ejecutables de manera di-
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grama intervino por primera vez en el AMBA, a través de un conjunto 
de proyectos presentados por distintas organizaciones de la sociedad 
civil –seis proyectos en el Gran Buenos Aires y uno en la Ciudad de 
Buenos Aires (Herzer et al., 1998). 
Los fondos de crédito se constituyen en una alternativa que, a 
través del otorgamiento de microcréditos, tiene por objeto promover 
soluciones para el mejoramiento habitacional poniendo de relieve la 
participación activa de los beneficiarios, en pos de potenciar sus pro-
pias capacidades, recursos y esfuerzos para superar la condición de-
ficitaria en que se encuentran. Las ayudas financieras que se generan 
de los fondos públicos –especialmente a través del Programa 17 y, en 
la actualidad, Programa 37– se aplican según la demanda efectiva, de 
forma descentralizada, a través de ONGs con trayectoria en el ámbito 
de la vivienda e infraestructura social –entre ellas SEDECA50. Mediante 
esta modalidad de gestión se aspira a lograr la sustentabilidad social 
y económica de los recursos, como también mejoras concretas de las 
condiciones de vida de la población pobre, a la vez que mayores cono-
cimientos que incentiven la generación de distintas estrategias para la 
resolución de las situaciones habitacionales deficitarias (Rodulfo et al., 
1999). 
La gestión del Programa de Créditos, en el caso de SEDECA, 
involucra en su desarrollo diferentes instancias colectivas. Por un lado, 
la organización se vincula con las organizaciones de base existentes en 
recta para el financiamiento de viviendas e infraestructura urbana. La aplicación del 
Programa preveía la ejecución de soluciones habitacionales en áreas rurales y urbanas 
mediante la firma de Convenios de transferencia suscritos con Entidades Gubernamen-
tales, Provinciales, Municipios y organismos no gubernamentales. El Programa aportó 
subsidios directos dentro de un esquema de cofinanciamiento: es decir, el Estado Nacio-
nal aportaba una parte del costo de los proyectos y dichos recursos se complementaban 
con otros recursos, monetarios o no monetarios, aportados por los actores involucrados. 
Asimismo, previó la capacitación para el empleo dentro de la actividad constructiva y 
el financiamiento de la asistencia técnica (Subsecretaría de Vivienda, 1997:4). De este 
modo pretendió, por un lado, contribuir al desarrollo y mejoramiento de las condiciones 
de hábitat, vivienda, infraestructura social básica y acceso a la tierra, de los hogares con 
NBI y grupos vulnerables en situación de emergencia, riesgo o marginalidad como me-
dio de elevación de sus condiciones objetivas de calidad de vida y desarrollo humano. Por 
el otro, intentó fortalecer y desarrollar la organización social, productiva, tecnológica y 
de empleo de los miembros de los hogares y asociaciones intermedias de la población 
beneficiaria. Se orientó a reforzar la capacidad de subsistencia y de autogestión de la po-
blación beneficiaria en la cobertura de sus necesidades básicas (Estambul + 5, 2001:17). 
50 El Programa se organiza a través de actividades y líneas de acción que proponen una 
amplia gama de soluciones alternativas con el fin de brindar una respuesta lo más ajus-
tada posible a las necesidades de los grupos demandantes, su localización territorial y 
sus características sociales y culturales específicas. En este contexto, financia proyectos 
comunitarios emprendidos por entidades intermedias gubernamentales y no guberna-
mentales.
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los barrios. Por el otro –si bien el crédito es individual–, para recibirlo 
las beneficiarias deben asociarse y constituir un grupo solidario51. Tal 
como surge del relato de los profesionales involucrados en la imple-
mentación del Programa 17, la experiencia acumulada durante el bienio 
1995/1997 puso de manifiesto la necesidad de priorizar aportes para 
el financiamiento de proyectos que involucren la participación de aso-
ciaciones comunitarias y/o grupos de base, que tengan por objetivo la 
construcción de “productos” que en su ejecución conlleven tanto a la 
satisfacción de la condición habitacional deficitaria como al desarrollo 
social de los individuos y sus hogares. De este modo, el Programa pro-
mueve la autogestión como estrategia solidaria para la ejecución de las 
soluciones habitacionales (Rodulfo et al. 1999:19).
Los efectos positivos que ha tenido el Programa se vinculan con 
la promoción social de las familias y además, en algunos casos donde 
se trabajó expresamente, con la promoción comunitaria. Con respecto 
a la primera, no sólo ha mejorado la calidad de vida de la población sino 
también, debido a las soluciones habitacionales implementadas, se ha 
generado la puesta en valor de sus viviendas, la puesta en valor de su 
capacidad de ahorro, valoración social de sus recursos no monetarios, 
incentivo a la capacidad de planificación de las estrategias familiares 
para mejorar su calidad de vida y el reconocimiento de su capacidad 
de inclusión en la economía formal. Con respecto a la promoción co-
munitaria, sin ser un objetivo concreto del Programa, en algunos casos 
se promovieron acciones comunes entre vecinos y parientes en cuestio-
nes tales como: intercambio de herramientas, de saberes, contribución 
de mano de obra y garantías solidarias. Esta última, aunque genera 
corresponsabilidades de pago, también produce demoras en el otor-
gamiento del crédito y en algunos casos con experiencias negativas al 
tener que responder por otros. 
Los hallazgos de Clemente y Smulovitz (2004), con base en el 
análisis de experiencias participativas en el municipio de San Fernan-
do, ponen de manifiesto que las características de los procesos de par-
ticipación ciudadana, asociados a la gestión de los programas sociales 
y sus resultados, parecen vincularse estrechamente con el estilo de 
gestión local y con la forma en la que se resuelve la tensión entre diver-
sificación de demandas e intereses, partidarios y extrapartidarios. Las 
autoras reparan en cómo el modelo de gestión asociada, que acompaña 
la puesta en marcha de programas sociales en el nivel local, redefinió 
las relaciones entre las instancias gubernamentales y no gubernamen-
51 Las beneficiarias de los créditos son mujeres. Cada miembro del grupo debe rubricar/ 
avalar con su firma los pagarés contraídos por sus compañeras.
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tales al generar una alternativa al modelo preexistente de gestión radial 
entre organizaciones y municipio, alentó la conformación de redes de 
cooperación y promovió una mayor horizontalidad en las relaciones 
con el Gobierno local. En ese marco, las autoras observan un retrai-
miento de los mecanismos tradicionales (que hacen eje en la figura de 
punteros y de organizaciones asiladas), que dan lugar a dispositivos 
más democráticos y efectivos (como, por ejemplo, las consultas públi-
cas periódicas). Clemente y Smulovitz (2004) señalan cómo, en el pro-
ceso, las organizaciones sociales de base asociadas al municipio se han 
ido conformado en activas asistentes directas para el funcionamiento de 
estos programas (distribuyendo bolsas de alimento, brindando apoyo 
escolar, etc.), involucrándose también en el desarrollo de tareas mayo-
res, como programas de prevención y de mejoramiento barrial. En este 
marco, se han acrecentado las funciones de las organizaciones sociales, 
las que no solamente actúan como un nexo entre el Gobierno y los veci-
nos, sino que asumen “la representación de intereses […] y sobre todo, 
reinterpreta la racionalidad y lenguaje de la misma ante la comunidad” 
(Clemente y Smulovitz, 2004). Las cuestiones críticas a atender en esce-
narios de gestión asociada parecen vincularse al grado de representati-
vidad de las organizaciones sociales, su capacidad de agregar intereses 
relativamente amplios y mantener la independencia en sus líneas pro-
gramáticas. Asimismo, otro punto importante a destacar se refiere a 
la diversidad de los actores convocados en la asociación, tanto en su 
conformación como en sus capacidades, vinculaciones y objetivos. Ésta 
también constituye una cuestión a ser atendida, en tanto condiciona los 
puntos de partida para la participación ciudadana y garantiza (o no) las 
posibilidades de expresión de diversidad de intereses.
Asimismo, resulta crítico dar cuenta de las prácticas participati-
vas propias de (y en) las organizaciones y de sus estructuras. Habitual-
mente, dichas organizaciones presentan fuertes liderazgos internos 
“que no se renuevan, y [que] en muchos de los casos tampoco amplían la 
base de consenso” (Smulovitz y Clemente, 2004: 80), sino que reflejan, 
en este plano, la ausencia de verdaderos procesos de democratización 
interna. En el territorio, también, resulta difícil “conjugar las preocupa-
ciones de las ONG que trabajan con una misma población” (Grompone, 
2005:195 ss.).
 La fragmentación de espacios participativos es impulsada mu-
chas veces por la superposición de intereses de distintas entidades, “a lo 
que se le agrega el entrecruzamiento con las prioridades de las agencias 
de cooperación internacional, que siguen a menudo pautas estandari-
zadas de intervención de patrones internacionales y que no realizan 
[…] análisis de los distintos contextos en los que actúan” (Grompone, 
2005:195 ss.).
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paRa ceRRaR (y VolVeR a abRiR)...
El recorrido que realizamos hasta aquí nos permitió mostrar que las 
intervenciones estatales tienen una importante capacidad para mode-
lar la vida cotidiana de las familias y el territorio definiendo estructuras 
de oportunidad que permiten dar respuesta (o no) a los requerimientos 
de su vida cotidiana. Hemos podido apreciar que las intervenciones 
públicas tienen capacidad de calificar (o no) el territorio definiendo de 
ese modo diferencias en el acceso a dichas estructuras de oportunidad 
asociadas al valor de uso complejo de la ciudad. Esta cuestión resulta 
ser una cuestión central entre las familias que habitan en las diferentes 
formas que asume el hábitat popular en el AMBA. En la medida en que 
determinadas localizaciones en la ciudad habilitan (o no) determina-
dos consumos materiales y simbólicos, facilidades para desplazarse, 
para acceder al mercado de trabajo, etc., es preciso repensar los análi-
sis que califican a las urbanizaciones populares genéricamente como 
territorios de relegación. Efectivamente, las urbanizaciones populares 
padecen importantes déficits en materia de calidad constructiva y di-
mensiones de las viviendas, condiciones de hacinamiento, seguridad 
dominial, equipamiento social, etc. Sin embargo, cada barrio define 
coordenadas específicas en relación a los beneficios de la centralidad. 
No es lo mismo un asentamiento en el tercer cordón del Conurbano Bo-
naerense que el barrio INTA enclavado en Villa Lugano; ellos presentan 
déficits similares pero importantes diferencias respecto a las posibili-
dades de acceso a las ventajas comparativas que ofrece la centralidad 
(quizá éste sea uno de los factores que, además de la disponibilidad de 
intersticios de tierra vacante, permite comprender el crecimiento que 
han tenido las villas en la Ciudad durante la última década)52. 
De este modo, si bien la vida cotidiana de las familias de secto-
res populares, en términos generales, está marcada por su inserción 
en la estructura de clases, entre los de sectores populares, la locali-
zación periférica o central en la ciudad sobreimprime marcas en sus 
inscripciones. Es precisamente el efecto de localización el que permite 
52 En este marco, no es menor señalar la capacidad que han tenido los procesos de 
descentralización para acentuar las diferencias que introduce la localización. La amplia 
mayoría de las intervenciones públicas que se implementan en el AMBA se enmarcan en 
programas nacionales y/o provinciales desconcentrados y/o descentralizados que han 
asumido diferentes formas de gestión según las características y las capacidades estata-
les de los Gobiernos locales. En territorios contiguos que deberían habilitar niveles de 
bienestar más o menos similares, distintas formas y modalidades de gestión se consti-
tuyen en un factor de diferenciación adicional. Asimismo, cabe destacar que no todas 
las jurisdicciones implementan necesariamente los mismos programas; esto depende 
no sólo de la disponibilidad de recursos genuinos sino, también, de sus capacidades 
estatales. 
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comprender las diferentes maneras en las que se resuelven los vínculos 
funcionales que unen a la población de estos barrios con el resto de 
la sociedad –vía las diferentes formas de inserción en el mercado de 
trabajo y/o en el consumo de bienes y servicios. En este punto, interesa 
resaltar que desde ningún punto de vista planteamos aquí la existen-
cia de una relación mecánica entre localización y formas “exitosas” de 
resolución de los vínculos funcionales (es decir, habitar a unas escasas 
quince o veinte cuadras del centro financiero y político de la ciudad 
metropolitana no garantiza que estos vínculos se resuelvan positiva-
mente). Esto es así precisamente porque en esa relación median la in-
tegración (o no) de las familias en redes sociales, su posibilidad para 
movilizar capital social y la propia capacidad de agencia que tienen 
estos colectivos y sus miembros. 
No podemos obviar el hecho de que la mayoría de los colectivos 
asociados a los programas sociales se vinculan al desarrollo de estrate-
gias orientadas a la sobrevivencia y que, en numerosas oportunidades, 
dichos colectivos son directamente promovidos desde arriba. Esto pa-
rece vincularse con el papel que estas formas de organización cumplen 
en relación a la reproducción de las unidades domésticas. Entre los 
sectores populares coexisten e interactúan prácticas y experiencias or-
ganizativas que responden a lógicas disímiles (cf. Cravino, 1998:278). 
Dichas prácticas y experiencias, en la vida cotidiana de las familias 
de sectores populares, se atraviesan e interpenetran mutuamente de-
finiendo condiciones, limitaciones y potencialidades a las estructuras 
de oportunidades que los propios programas habilitan. En todos los 
casos, estas formas de organización social pueden ser consideradas 
como capital social que los individuos y/o las familias movilizan para 
responder a las situaciones a las que desean hacer frente. Sin embargo, 
no todas se asocian a un mismo tipo de capital social (Arriagada, 2006). 
Los distintos tipos de capital social aluden a los diferentes niveles en los 
que un programa puede intervenir y, en consecuencia, definir niveles 
diferenciales de autonomía. Las formas colectivas de consumo parecen 
asociarse a formas de capital social de escalera en la medida en que 
institucionalizan relaciones entre actores con distinto grado de control 
y poder sobre los recursos. Las organizaciones diseñadas desde arriba 
constituyen una fuente de capital social de puente. Promueven lazos 
que conectan individuos de diferentes grupos e implican vinculaciones 
horizontales con personas en situaciones económica o de poder simi-
lar. En los casos indagados estas formas de capital social se asocian a 
la creación de vínculos en función de la participación en procesos de 
toma de decisiones y de producción conjunta de bienes materiales o 
simbólicos (el propio hábitat entre otros). Por último, las experiencias 
de gestión asociada pueden, en determinadas condiciones, promover 
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la formación de capital social de unión en tanto habilitan lazos fuertes 
que conectan a diferentes colectivos, vecinos y socios. Estos lazos son 
aquellos que vinculan personas que comparten intereses y/o experien-
cias vitales. La vinculación puede ser territorial o funcional y el capital 
social comunitario reside tanto en las redes de relaciones interperso-
nales como en las estructuras y normativas generadas. 
¿Cómo (re)pensar entonces los efectos de las intervenciones es-
tales en las condiciones de vida de los sectores populares? ¿Cómo (re)
pensar los efectos de las políticas sociales sobre la pobreza? Surge a las 
claras que dichos efectos no se vinculan ni directa ni necesariamente 
con los objetivos explícitos de la intervención misma; sino que éstos 
se producen en la intersección entre los recursos que la intervención 
habilita, las características preexistentes del territorio sobre el cual la 
acción se desarrolla y el tipo de relaciones y dinámicas sociales a las 
intervenciones apelan y/o pretenden generar. En esta intersección se 
definen las estructuras de oportunidad que les permiten a las familias 
de sectores populares dar una respuesta, más o menos acabada, a las 
necesidades de su vida cotidiana. 
Surge, también, que pensar en los efectos de las políticas públi-
cas, en general, y de las políticas sociales, en particular, supone poner 
en el centro del debate las formas de sociedad –en un sentido amplio 
del término– que dichas intervenciones habilitan. Tal y como hemos 
podido observar, los colectivos sociales intervienen directa e indirec-
tamente en las condiciones de inserción social y territorial de las fa-
milias de sectores populares. En este marco, sus potencialidades o sus 
limitaciones para resolver la integración social de individuos y familias 
dependerán de que los arreglos organizacionales:
Logren (o no) articular redes de intercambio preexistentes con 
políticas públicas y políticas sociales, lo cual redunda en otorgar mayor 
fortaleza a la red para el desarrollo de estrategias de acción.
Asuman (o no) objetivos propositivos. Los objetivos meramente 
reivindicativos tienden a agotarse cuando ya no se sostienen las condi-
ciones que permitieron su emergencia. Satisfecha la demanda o simple-
mente desgastada, la organización tenderá a diluirse. Por el contrario, 
el desarrollo de propuestas tenderá a generar una dinámica de trabajo 
donde existirán mejores condiciones que aseguren la perdurabilidad 
de la organización.
Generen (o no), a través de su racionalidad interna y su práctica, 
una estructura de recursos diversificada, que no se agota en un progra-
ma o una política, y que le permita responder con mayor integralidad 
a las demandas de los miembros.
Sean capaces (o no) de establecer alianzas más amplias con otros 
actores (Rodríguez, 1997).
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Finalmente, pensar en los efectos de las intervenciones públicas 
supone recuperar la historicidad de las formas de sociedad que existen 
en las urbanizaciones populares, de la intervención pública y, con ellas, 
la de la territorialidad misma. Las intervenciones estatales no necesa-
riamente recuperan la dimensión histórica de los problemas sobre los 
que pretenden intervenir, ni de los territorios en donde se focalizarán, 
ni de los arreglos organizacionales y acciones colectivas que directa o 
indirectamente están vinculados al problema. En esa negación, niegan 
a los actores del entramado barrial, niegan intervenciones públicas pre-
téritas y niegan la capacidad de agencia de los colectivos existentes. En 
este escenario, recuperar de historicidad constituye un imperativo de 
toda política cuyo fin sea la integración social de individuos y familias. 
Situar las intervenciones en coordenadas históricas supone asumir que 
las orientaciones de la intervención no son ajenas al territorio y a los 
colectivos que los habitan y que territorio y arreglos organizacionales 
no son externos ni al problema sobre el cual se pretende intervenir ni a 
la política misma en la medida en que ambos son tributarios de inter-
venciones públicas pretéritas. 
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iii. RepRoducción 





Este artículo aborda la problemática de la situación de pobreza1 y la 
desigualdad relacionándola con los padrones de desarrollo de la región, 
típicos de la periferia del sistema mundo. Intentamos responder a la 
pregunta que convoca este seminario: ¿cómo se produce y reproduce 
la pobreza en la región? Asumimos como supuesto básico la imposibi-
lidad de analizar la situación pobreza desligándola de los mecanismos 
causales de la desigualdad social. 
los leGados del desaRRollo 
excluyente: desiGualdad y pobReza 
en el capitalismo peRiFéRico 
sudameRicano
flavio Gaitán*




dada debe parecer natural,
dada debe parecer imposible de cambiar. 
Bertolt Brecht 
* Doctor en Ciencia Política, IUPERJ. Docente de la UBA (Universidad de Buenos Aires), 
posdoctorando del INCT-PPED (Instituto Nacional de Ciencia y Tecnología, Políticas 
Públicas, Estrategias y Desarrollo, UFRJ, Brasil).
1 Utilizaremos el concepto “pobreza” porque es el eje convocante de este Seminario, pero 
debemos considerar que ninguna persona es pobre, en cuyo caso se podría ver como 
una carcterística innata de ese individuo, sino que se encuentra en situación de pobreza. 
Sobre el amplio debate sobre la pobreza se puede consultar Ceceña Martorella (1994), 
Castels (1994) y Farah (1991).
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Pobreza es un concepto de amplia difusión y dudoso significado. 
En este trabajo, es definida como la privación de capacidades básicas y 
no meramente como la falta de ingresos, pese a lo cual, por una ventaja 
metodológica relacionada con la disponibilidad de datos secundarios, 
nos basamos en la medición de pobreza por ingresos. El método más uti-
lizado para dividir a la población en algunos clasificados pobres y otros 
que no lo son es la Línea de Pobreza2, que ha sido definida como el nivel 
de ingreso necesario para financiar las necesidades básicas (Musgro-
ve, 1982) y consiste en llevar a cabo una comparación del ingreso o del 
consumo per cápita con una línea mínima que establece el umbral de 
pobreza. El precio de esta canasta representa, generalmente, la línea 
de pobreza (Psacharopoulos et al., 1997). La línea de indigencia, por 
su parte, refiere principalmente a alimentación. Es decir, una persona 
se encontrará en situación de pobreza en la medida en que no cuente 
con ingresos suficientes para hacer frente a gastos considerados bási-
cos para llevar una vida digna. Así entendida, la pobreza denota una 
cuestión de privación, carencia o insatisfacción de ciertos individuos o 
grupos de necesidades consideradas esenciales (Farah, 1991).
Por un condicionante metodológico utilizaremos en cierta forma 
un concepto descriptivo de pobreza, pese a lo cual se vuelve necesario 
plantear ciertas objeciones. Usualmente, las referencias a pobre y po-
breza recaen en las características de la persona o la misma situación 
de pobreza, con una frecuente asociación a características negativas. 
En la bibliografía corriente, la situación de pobreza representa numéri-
ca (y no siempre fielmente) carencias materiales y en ocasiones simbó-
licas, desligándola de la relación social e históricoestructural. 
Como fenómeno meramente descriptivo, fetichiza la naturaleza 
relacional y, en consecuencia, dificulta profundizar en las causas que 
la generan. Su uso, de naturaleza metodológica, aparece directamente 
relacionada con las alternativas de políticas públicas (Arzate Salgado, 
2008). En este sentido, como sucede con la adopción de un criterio so-
bre pobreza, las opciones distan de ser neutras (o, aún más, inocentes) 
y toda elección de una concepción de pobreza y de una metodología 
para medirla, contemplaría implícita alternativas para su superación 
(Oyen, 2002). 
2 El Banco Mundial apela a las categorías de 1,08 dólares PPP (paridad de poder de com-
pra, base dólares internacionales de 1993) de ingreso personal diario para medir a las per-
sonas que se encuentran en la pobreza extrema y de 2,15 dólares estandarizados por PPP al 
día para calificar a las personas en pobreza moderada. En este estudio, pese a las ventajas 
de comparabilidad que ofrece esta medición, ha sido descartado su uso teniendo en cuenta 
que se basa en un umbral absolutamente mínimo de bienestar. En palabras de Boltvinik 
(1994: 67), “los datos del Banco Mundial se deben tomar como indicador de personas cuya 
supervivencia está en peligro y los de pobreza extrema deben, por lo tanto, desecharse”.
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Es cierto que pobreza y desigualdad son fenómenos diferentes; 
mientras la pobreza es medida en términos absolutos de ingresos de 
renta o consumo, la desigualdad se presenta como una medida relativa, 
para la que el lugar de una persona o familia es analizada respecto de 
otras personas o familias, o con relación al conjunto de una determi-
nada población. Pero, aun cuando diferentes, ambos conceptos deben 
ser estudiados interrelacionados. De hecho, no se puede analizar la 
pobreza desligada de la riqueza socialmente generada 
La relación pobreza-desigualdad expresa una cuestión de orden 
práctico: si las tasas de pobreza se alteran cuando se dan cambios en 
toda la curva de Lorenz o si se debe a cambios en el grupo específico 
que se encuentra en situación de pobreza, sin importar lo que suceda 
con los demás grupos sociales. Aquí coincidimos con que la pobreza 
debe ser vista como un aspecto de la desigualdad (Ferreira y Litchfield, 
1996). Esto no significa, en absoluto, que toda desigualdad sea causal 
de pobreza, porque podría existir desigualdad en una sociedad en la 
que el ingreso total fuera desproporcionadamente alto y quienes se en-
cuentren en la base de la distribución reciban también ingresos altos, 
como es el caso de ciertos países europeos.
Asumiendo este supuesto como válido, la desigualdad condensa 
y es expresión de un amplio conjunto de factores que actúan en la di-
námica de perpetuación de la situación de pobreza. En consecuencia, 
se convierte en una variable independiente que debe ser estudiada para 
comprender el origen y persistencia de la situación de deterioro social 
de amplios sectores de la población en América Latina. 
¿Cuáles son los factores que generan la desigualdad? O, en otras 
palabras, ¿cuáles son los mecanismos que reproducen la desigualdad 
estructural de la región y generan la perpetuación de la pobreza? Como 
afirma (en este mismo volumen) Gutiérrez (2008: 2) “la pobreza es un 
fenómeno complejo en el que interactúan distintos factores (económi-
cos, sociales, políticos, culturales y étnicos) que pueden ser analizados 
en diferentes niveles y a partir de diferentes herramientas teóricas y 
metodológicas. Nuestra respuesta explora ciertos elementos intrínse-
cos a las dinámicas de desarrollo periférico de los países sudamerica-
nos, particularmente en la esfera de las opciones de políticas públicas. 
Desde luego, es una elección parcial, no exhaustiva, en un nivel analí-
tico macro. 
Recientemente, diversos trabajos han abordado la relación entre 
desigualdad y pobreza. Lustig (2007: 233) afirma: “La desigualdad en 
América Latina es persistente y se origina en las características de la 
organización económica, social y política, cuyas simientes, probable-
mente, fueron colocadas durante la conquista. Se mantiene a lo largo 
de los siglos por la fuerza política de las elites y la resistencia de las 
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instituciones y normas sociales, económicas y políticas que, de hecho, 
en lugar de reducirla, la reproducen […]”. 
Según la autora, una forma en que la desigualdad influye sobre 
la perpetuación de la situación de pobreza es que se necesita mayor 
crecimiento para superar la situación de pobreza, pues “a mayor desi-
gualdad, menor es la tasa de elasticidad de reducción de la pobreza”. 
De hecho, afirma que la elasticidad es la mitad para países con Gini en 
torno de 0.6 que la que presentan aquellos que tienen un Gini de 0.3. 
Además, a mayor desigualdad habría menor crecimiento económico, 
menor acumulación en capital humano y mayores restricciones para 
innovar, además de menores incentivos.
Otros trabajos refuerzan la idea de que el camino para la reduc-
ción de la pobreza aparece íntimamente ligado a la reducción de la de-
sigualdad social, juega un rol clave la complementación de las acciones 
del Estado y del mercado. Kliksberg y Rivera (2007) tratan la cuestión 
del capital social en Puerto Rico por medio del análisis del proyecto 
Comunidades Especiales, que representó inversión en infraestructura 
en seiscientos ochenta y ocho barrios en situación de pobreza en todo 
el país. El análisis es interesante porque Puerto Rico, a pesar de ser un 
país con el mayor ingreso per cápita de América Latina, con altas tasas 
de crecimiento y de haber sido presentado a menudo como un “mode-
lo”, no había reducido de modo sustancial sus tasas de pobreza, ligadas 
directamente al desempleo y subempleo. Los autores cuestionan la tesis 
del crecimiento para superar la pobreza porque consideran que éste 
suele tener menor impacto en escenarios de creciente desigualdad.
El libro parte de recuperar la equidad, que tiene los siguientes 
méritos: i) reduce la pobreza; ii) contribuye a la inversión en capital hu-
mano, necesario en aquellos aspectos en que las personas pobres mues-
tran menores activos: nutrición, salud y educción; iii) aumenta el ahorro 
nacional, es una virtud de las políticas de crecimiento de “abajo hacia 
arriba”; iv) genera mayores puestos de trabajo; v) promueve el desarro-
llo tecnológico; vi) amplía la generación de capital social; vii) mejora el 
acceso a salud: viii) mejora la gobernabilidad democrática y ix) limita la 
corrupción.
El interés por estudiar la pobreza en relación al crecimiento 
económico, las opciones de políticas públicas y la desigualdad se 
relaciona con un supuesto que subyace implícito en este trabajo: las 
diversas manifestaciones de pobreza están históricamente cons-
tituidas, por lo que se vuelve necesario quebrar el círculo vicioso 
de su reproducción. Por ello, nos interesa analizar lo que podría 
denominarse el núcleo primario de las causas de la pobreza, que es 
aquel que se establece en torno de la distribución de los activos al 
interior de una determinada sociedad. 
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El motivo de analizar pobreza y desigualdad en relación con 
los modelos de desarrollo es que la situación de marginación social se 
asienta en dinámicas de largo plazo construidas históricamente. Sólo 
el agregado de factores y su permanencia en el tiempo puede dar lugar 
a situaciones de pobreza como las que enfrenta América Latina. Par-
timos de considerar que todo modelo de desarrollo lleva implícito una 
determinada conceptualización de la cuestión social (Ocampo, 1998), 
traducido, en general, en formatos específicos de políticas públicas más 
o menos articuladas en un sistema particular de políticas sociales y 
económicas. En este sentido, asumimos que la pobreza es una cons-
trucción histórica, en la que confluyen decisiones expresadas en po-
líticas públicas y omisiones, que generan un legado excluyente de los 
modelos de desarrollo3. 
La perpetuación de la situación de pobreza se liga, desde nuestro 
punto de vista, con los modelos sociales, políticos, culturales y econó-
micos dominantes. 
La perspectiva de producción y reproducción de la pobreza 
(Oyen, 2002) apela al análisis de los mecanismos que producen y re-
producen la pobreza, relacionando el fenómeno con los procesos que 
generan ciertos actores y estructuras que la perpetúan. En este sentido, 
sería resultado de la acción deliberada o inconsciente de una variedad 
de actores y estructurales, entre las que sobresale, por su papel legiti-
mador de las relaciones capitalistas de producción, el Estado Nacional. 
En la medida en que la situación de pobreza, de carencia, se extiende 
en el tiempo, habrá intereses que se verán beneficiados por esta perma-
nencia. En este sentido, la reproducción de la pobreza se relaciona con 
dinámicas de largo plazo y estructurales a los modelos de desarrollo 
de la región.
Pero la idea de producción y reproducción de la pobreza, como 
resultado de la acción de agentes y estructuras que la perpetúan, lleva 
implícita también la posibilidad de reversión de estos ciclos de inercia 
del statu quo excluyente. Para decirlo de modo simple: la pobreza puede 
(y obviamente debe) ser totalmente superada. 
La condición de posibilidad de los mecanismos de erradicación 
residiría, desde nuestra perspectiva, en la acción de las políticas públi-
cas. De hecho, en tanto instancia de articulación de recursos de domi-
nación al interior de la sociedad (Oszlack y O´Donnell, 1976) el Estado 
potencia, por acción y omisión, la desigualdad social, produciendo y 
3 Cueva (1998) afirma que las líneas generales de desarrollo del capitalismo en América 
Latina, por la vía que ha sido denominada oligárquica dependiente, constituye el hori-
zonte necesario para la comprensión cabal de los mecanismos a través de los cuales se 
consolidó estructuralmente el subdesarrollo.
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reproduciendo la pobreza. En este sentido, la pobreza sería producida 
por la dialéctica de la relación Estado y Mercado (Gutiérrez, 2008: 4).
Una importancia adicional de entender la situación de pobreza 
como resultado de políticas heredadas se relaciona con el quiebre en 
gestación en el paradigma de desarrollo. Y aquí reside el principal va-
lor heurístico de relacionar desarrollo y subdesarrollo4 con situación 
social. Por un lado, por la necesaria acción del Estado para superar la 
pobreza. Por otro, de modo impensado hasta hace unos años, asistimos 
en la actualidad a una ruptura epistémica en el campo de los estudios 
sobre desarrollo. El emergente de gobiernos que muestran como de-
nominador común su rechazo de las políticas neoliberales ha vuelto a 
instalar en la agenda las problemática del desarrollo y la integración so-
cial. Frente al consenso neoclásico (Williamson, 1990), que descartaba 
de su recetario la distribución de la renta, la agenda emergente se carac-
teriza por considerar prioritaria la cuestión social. De hecho, uno de los 
aspectos centrales de la agenda posneoliberal en formación se refiere 
no sólo a los aspectos económicos, sino, especialmente, a su dimensión 
social; básicamente, a la capacidad de extender los disfrutes del desa-
rrollo de forma igualitaria a todos los miembros de la sociedad. 
En primer lugar presentamos el marco teórico y un breve re-
sumen de los ejes constituyentes del actual modelo de desarrollo en 
formación, remarcando los quiebres y continuidades respecto del es-
tructuralismo cepalino y las políticas neoliberales. En un segundo mo-
mento, realizamos una presentación descriptiva de la relación entre 
pobreza y desigualdad en Sudamérica. A continuación, exploramos 
someramente una serie de variables causales de la persistencia de la 
desigualdad, como la constitución del gasto público, la inversión en 
políticas sociales, la disociación entre políticas sociales y económicas 
y el mercado de trabajo. 
4 Desarrollo (como así también subdesarrollo) son términos de difícil definición y ope-
racionalización. En su versión modernizante, éste consistía en replicar los parámetros 
económicos, sociales, políticos y culturales de los países “centrales”. En los últimos 
quince años, han ido surgiendo diversas “visiones del desarrollo” (Machinea y Serra, 
2007) como el desarrollo sustentable (Comisión Brundtland, 1987) o desarrollo humano 
(PNUD, 1990). Ambos conceptos, motorizados desde organismos internacionales, han 
tratado de combinar crecimiento económico con garantía de derechos económicos y 
sociales, pero no están exentos de críticas. La idea de Desarrollo Sustentable ha sido 
criticada con el argumento de que sólo apela al desarrollo económico en su concepción 
tradicional, sin una verdadera alternativa, descartando la distribución de la riqueza e, 
incluso, los verdaderos problemas a futuro. En otras palabras, que se trata de simple 
retórica. En el mismo sentido, el paradigma de desarrollo humano ha sido criticado por 




maRco teóRico: leGados del subdesaRRollo 
Como se ha afirmado, la riqueza analítica del abordaje de producción 
de pobreza se relaciona con la comprensión de los procesos que perpe-
túan en la región la situación de desigualdad social y, consecuencia de 
ello, la pobreza; procesos histórica y estructuralmente consolidados. 
También, por la necesidad de profundizar el análisis sobre las alterna-
tivas para superar la situación de vulnerabilidad social de amplios sec-
tores de la población. En este sentido, las opciones de políticas públicas 
estarían condicionadas por el grado de éxito de los modelos de desarro-
llo previamente hegemónicos en dinamizar los complejos productivos 
nacionales y en generar procesos de integración social.
En la perspectiva que asumimos, adquiere especial significancia 
la trayectoria previa de las dinámicas sociales, políticas y económicas 
de los diferentes países. El enfoque que tomamos es el de la perspectiva 
institucional, que, en sus diversas variantes, presta especial atención a 
la “continuidad de la trayectoria”, o, dicho de otra manera, a la tenden-
cia coyuntural a ser influidos, en mayor o menor grado, por la constitu-
ción previa del modelo socioproductivo y las capacidades burocráticas 
aprehendidas por el Estado. 
La trayectoria previa constituye la base a partir de la cual van a 
operar los Gobiernos que despliegan un conjunto de acciones limitadas, 
a su vez, por ciertas características institucionales. De este modo, in-
gresar en una trayectoria de desarrollo implica explorar posibilidades 
que profundizan (o retractan) las características de ciertos caminos 
anteriores. Ello no implica un inmovilismo e imposibilidad de torcer 
el rumbo de un destino rígido y manifiesto, sino, en todo caso, tener 
en cuenta la configuración histórica de cada aparato estatal y la socie-
dad en su conjunto, como el locus de posibilidad de una estrategia de 
desarrollo. 
Varios son los factores explicativos rescatados por la bibliogra-
fía sobre desarrollo y subdesarrollo de esta desigual configuración de 
América Latina, relacionados con el tipo de explotación económica here-
dada de la colonia. Como legado colonial y del período en que se produce 
la transición hacia la conformación de estados nacionales bajo control 
de las oligarquías criollas, sobresalen la estructura de la propiedad de la 
tierra, la inexistencia de reforma agraria o de mecanismos de distribu-
ción equitativa de la propiedad, la baja institucionalización de sistemas 
de protección social y la implementación de ciertas intervenciones más 
ligadas al control social que a la superación de desigualdades y caren-
cias económicas. El modelo de crecimiento hacia fuera combinaba un 
énfasis en las nociones de orden y progreso, o paz y administración 
(Oszlack, 1978) con una férrea noción de control social y perpetuación 
del control oligárquico de los recursos económicos y políticos. 
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El período de industrialización, típico de procesos sustitutivos 
con características estructuralmente diferentes a las dinámicas de re-
volución industrial, no lograría romper con el dominio del sector con-
servador que mantendría la hegemonía de dicho proceso. Por un lado, 
se dio sólo en un reducido número de países. Por otro lado, incluso 
en aquellos países que encararon procesos sustitutivos de considerable 
magnitud como Argentina, Brasil y México, éstos tuvieron un carácter 
limitado. 
El modelo sustitutivo puso énfasis en el trabajador asalariado 
en el sector formal. De este modo, en un modelo particular de Esta-
do social, el trabajo se constituyó en la garantía de protección social: 
remuneración garantizada, acceso al sistema de previsión social, co-
bertura de sistema de salud. Pese al crecimiento del Estado en la órbi-
ta socioeconómica y el proceso de industrialización y proletarización 
urbana, el avance social fue dispar en toda la región y heterogéneo al 
interior de los países, quedando reducido, en general, a las áreas urba-
nas5. En la medida que los procesos de integración social se asentaron 
sobre la figura del trabajador formal y no del ciudadano, el modelo de 
Estado social fue incompleto y excluyente. 
La crisis fiscal desatada en América Latina tras la suba unilateral 
de tasas de los núcleos acreedores, de inicios de los años ochenta, actuó 
como golpe final de los ya de por sí endebles modelos sustitutivos, lo que 
habilitó retomar el pensamiento neoclásico. El neoliberalismo presenta 
el crecimiento económico como el motor fundamental del desarrollo y 
al libre mercado, como la única (y natural) vía para el crecimiento y la 
plena expresión de las fuerzas productivas. En consecuencia, prioriza 
el desempeño económico argumentando que el éxito en el marco de una 
fase de recomposición del modo de producción capitalista (Montero, 
2004) se basa en economías abiertas en competencia global. El argu-
mento de su estrategia de desarrollo es que existiría un efecto rebalse 
mediante el cual la dinámica del crecimiento generaría mayores fuen-
tes de empleo e ingresos, además de recursos fiscales adicionales para 
políticas redistributivas y programas de reducción de la pobreza. 
El pretendido crecimiento económico debe asentarse sobre tres 
pilares fundamentales que conducirían, a través de la expansión de la 
economía, a la superación de la situación de pobreza: el sector privado, 
el mercado y la economía internacional. En este sentido se debe tener 
en cuenta que el decálogo del Consenso de Washington (Williamson, 
1990) no contempla las inequidades sociales como problema. Es decir, 
5 De hecho, persiste en la actualidad esta dualidad entre sector urbano y rural, como se 
puede observar en las estadísticas del Panorama Social de la CEPAL relativas a empleo, 
educación, salud, equidad de género y vivienda, entre otros indicadores.
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la distribución del ingreso y la superación de los males derivados de la 
pobreza no eran una preocupación entre la comunidad epistémica pro-
motora del pensamiento neoclásico ni en el núcleo duro del bloque de 
poder (organismos internacionales, Gobiernos de países centrales, elites 
económicas y políticas periféricas, etc.) que garantizaba su primacía. 
desiGualdad y pobReza en améRica latina 
La situación de pobreza e indigencia constituye una marca distintiva 
de América Latina. Los modelos de desarrollo de la región, desde el 
agroexportador, que implicó la inserción periférica de los países de la 
región al sistema mundo capitalista, hasta la proclamada vía neoclási-
ca, retomada por los Gobiernos entre los años setenta y noventa como 
supuesta solución a los desequilibrios estructurales de los modelos sus-
titutivos que hicieron eclosión con la crisis fiscal, no han podido gene-
rar un ciclo de crecimiento sustentable con integración social. 
Así, la característica más marcada de las sociedades sudame-
ricanas en su constitución histórica6, más allá de una diferencia de 
magnitud entre los diversos países, es la persistencia de la pobreza, 
que se mantiene en niveles altos, mostrando una escasa sensibilidad 
en los períodos de crecimiento y expansión y, de modo inverso, un pro-
fundo deterioro en los momentos de crisis, frecuentes en la región. Al 
momento de ser redactado este informe, casi el 35% de las personas se 
encuentran en situación de pobreza, en el caso de los países centroame-
ricanos llega a casi el 70%7. 
Los datos porcentuales y absolutos sobre personas en situación de 
pobreza e indigencia en el período 1970 (momento en que comienza a am-
pliarse la información confiable y sistematizada) y 2008 (correspondien-
te a la última medición disponible) muestra que apelar sólo al porcentaje 
de personas proporciona una información sesgada que puede conducir a 
6 En este trabajo se presentan cifras desde 1970, dado que con anterioridad a ese año 
no se cuenta con estadísticas que cubran todos los países de la región. Para un análisis 
de la situación social con anterioridad a los años setenta, se puede apelar a bibliografía 
secundaria. Naciones Unidas (1980) alega que, a comienzos de la década del sesenta, 
el 20% más pobre de la población recibía el 3,1% del producto y el 50% más pobre, el 
13,4% y las personas que vivían en la pobreza alcanzaban el 51% de la población. Cifras 
similares son presentadas por Perry et al. (2007), quienes realizan una estimación ma-
croeconómica para el total de la región, sobre la base de aproximación lognormal, en la 
que calculan que la población bajo la línea de pobreza que vive con menos de dos dólares 
al día representaría el 60% en 1950, el 50% en 1960 y aproximadamente el 40% a inicios 
de 1970, baja al 23% en 1980.
7 Los datos presentados pueden variar respecto de otras mediciones. La CEPAL utiliza 
la metodología de Costo de Necesidades Básicas. Sobre el particular véase Feres (2007) 
y CEPAL (2009).
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un falso optimismo dado que aún cuando caen los porcentuales hay un 
aumento en el número absoluto de personas pobres e indigentes. 
Aún cuando la tasa de crecimiento demográfico es moderada, se 
observa una incapacidad para hacer frente a esta presión. Por ello hay 
en la actualidad más cantidad de personas en situación de pobreza que 
en 1980 e inclusive casi la misma cantidad que en 1990, cuando la re-
gión salía de la denominada década perdida. En cuanto a la indigencia, 
la situación es peor que en 1980, aunque en este caso sí se percibe una 
reducción a partir de los años noventa.
El fenómeno es irregular entre los países analizados, pero se 
puede agrupar en tres situaciones diferentes. Un primer grupo de paí-
ses en el cual la pobreza aumenta respecto de los años ochenta, en el 
cual se encuentran Uruguay, Venezuela y, el ejemplo más dramático, 
Argentina. Un bloque intermedio, compuesto por aquellos países en los 
cuales la pobreza se mantiene constante: Colombia muestra una peque-
ña suba y en Bolivia baja levemente. Finalmente, el conjunto de países 
que mejoraron su situación. En este caso sobresale Chile que es el único 
que presenta una reducción constante y significativa. En Ecuador y 
Brasil también cae, pero el porcentaje se mantiene alto. 
Teniendo en cuenta que se toman fuentes secundarias de datos 
(CEPAL) que dimensionan la pobreza como insuficiencia de ingresos, 
ésta sólo puede ser resultado de la escasez de recursos de la sociedad 
analizada o de la calidad de la distribución de estos recursos (Paes de 
Barros et al., 2001). Es decir, las opciones son dos: o bien una sociedad 
no cuenta con ingreso suficiente para cubrir la necesidad de todas las 
personas que la integran, en cuyo caso sería un problema de insufi-
ciencia de ingresos, o, por el contrario, la sociedad cuenta con ingresos 
suficientes pero éstos no están bien distribuidos, lo que constituye un 
problema de desigualdad en la distribución de los ingresos. 
Existen varias maneras de medir la desigualdad de ingreso o 
consumo de una sociedad. El índice de Gini expresa numéricamente 
la desigual apropiación de la riqueza al interior de una determinada 
sociedad. En términos técnicos este indicador puede ser expresado 
gráficamente por la Curva de Lorenz, que representa el consumo o el 
ingreso8 de una sociedad dividido en diez partes iguales, o deciles de 
apropiación. En el gráfico, el eje horizontal representa el porcentaje de 
la población y el eje vertical muestra el porcentaje de ingresos o gastos 
que corresponde con cada agrupado poblacional.
8 El Indice de Gini es elaborado en ciertos países en base al consumo y en otros sobre el 
ingreso, lo que dificulta la comparación internacional.
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Considerando que una distribución socialmente igualitaria 
será aquella en que cada decil de población reciba el 10% del ingreso 
(suponiendo que la distribución al interior sea, también, igualitaria), 
esta situación sería coincidente con la línea que divide en 45º el cua-
drado. Las sociedades más desiguales (entre ellas las sudamericanas) 
presentarán una tendencia hacia un ángulo de 90º ubicado hacia el án-
gulo interior derecho (Gangas Peiro, 2002; Paes de Barros et al., 2005). 
Expresado numéricamente, el Gini varía entre 0 y 1, es más igualitario 
al tender a cero. En la práctica, los países con índices superiores a 0,35 
son desiguales y los países que se ubican en torno de 0,60, entre ellos 
varios de los latinoamericanos, los más desiguales del mundo. 
Cuadro 1 
 Índice de Gini
 1960 1970 1980 1990 2000 2008
Argentina 0,434 0,440 0,410 0,378 0.542 0,510
Bolivia 0,496 0,530 s/d 0,420 0,586 0,614
Brasil 0,530 0,576 0,578 0,596 0,640 0,602
Chile 0,468 0,459 0,532 0,579 0,559 0,522
Colombia 0,579 0,520 0,538 0,512 0,572 0,584
Ecuador 0,350 0,354 0,440 0,430 0,521 0,526
México 0,563 0,578 0,502 0,550 0,542 0,506
Paraguay s/d s/d s/d s/d s/d 0,536
Perú 0,618 0,550 0,427 0,428 0,565 0,505
R. B. Venezuela 0,473 0,475 0,411 0,441 0,498 0,441
Uruguay 0,458 0,428 0,423 0,423 0,431 0,449
Fuentes: CEPAL (2008); PNUD (2008) y Gangas Piero (2002), sobre datos de Easterly (1999) y Deininger y 
Squire (1997); PNUD (2004). Circa 1970: Bolivia (1968) y Perú (1967). Circa 2006. 
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La observación del Índice de Gini en América Latina presenta 
una serie de características que la vuelven peculiar. En primer lugar, 
con excepción de ciertos países de África, los países de la región se 
encuentran entre los más desiguales del mundo, como puede ser cons-
tatado en los informes de Desarrollo Humano que anualmente publica 
el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Los países latinoa-
mericanos se ubican en una franja media de 0,5 con casos extremos 
como Brasil y Bolivia.
Una segunda característica, que es claramente observable en el 
cuadro 1, es que la desigualdad medida por el índice de Gini se ha mos-
trado inalterable durante los últimos cuarenta y cinco años. De hecho, 
en un amplio número de países crece. En este sentido, se puede ver que 
los diversos modelos de desarrollo imperantes (entre el sustitutivo y 
el modelo neoclásico) no han podido quebrar el círculo perverso de la 
constante reproducción de la desigualdad. Más aún, en momentos de 
crecimiento económico, el indicador sube en un amplio conjunto de 
países.
Si analizamos sólo la década del noventa, que representa un 
punto de inflexión en la matriz de acumulación económica de la re-
gión, marcado por el emergente del paradigma neoclásico, se puede 
constatar que no ha habido una mejora sustancial en los indicadores 
de desigualdad. Argentina empeoró significativamente su distribución, 
pasando de ser uno de los países menos desiguales a uno de los que 
muestra peor distribución, lo que ayuda a explicar qué empeora la si-
tuación social en el país, a pesar de las tasas razonablemente positivas 
de crecimiento. Lo mismo sucede en Bolivia, Colombia, Brasil (país 
este que se encuentra entre los más desiguales del mundo, a pesar de 
ser, también, una de las economías más ricas del mundo) y Ecuador (de 
manera desproporcionada, pasando de 0,430 a 0,521, afectando la ya de 
por sí delicada situación social en un país afectado por crisis políticas 
y económicas graves durante la década). También empeora la distri-
bución del ingreso en Perú (otro caso significativo, de 0,428 a 0,565), 
Uruguay (que muestra una leve suba, pese a lo cual continúa siendo el 
país menos desigual de los analizados en la región) y Venezuela (pasa 
de 0,418 a 0,498). Sólo Chile, luego de un largo período en que empeora 
el índice, muestra una ligera reducción, pasa de 0,579 a 0,559, por lo 




Distribución del ingreso de los hogares – Año 2008
 10% más pobre 20% más pobre 20% más rico 10% más rico Distancia entre el decil más pobre y el más rico
Argentina 0,9 3,1 55,4 38,2 40,9
Bolivia 0,3 1,5 63 47,2 168,1
Brasil 0,9 2,8 61,1 44,8 51,3
Chile 1,4 3,8 60 45 33
Colombia 0,7 2,5 62,7 46,9 63,8
Ecuador 0,9 3,3 58 41,6 44,9
México 1,6 4,3 55,1 39,4 24,6
Paraguay 0,7 2,4 61,9 41,1 65,4
Perú 1,3 3,7 56,7 40,9 30,4
R. B. Venezuela 0,7 3,3 52,1 35,2 48,3
Uruguay 1,9 5 50,5 34 17,9
Fuente: CEPAL (2008). 
El índice de Gini es una medida útil para tener una represen-
tación de la distribución de la renta (medida por ingreso o consumo) 
de una sociedad, pero por tratarse de un indicador sintético no provee 
información precisa sobre el porcentaje de esa renta apropiado por los 
deciles. En este sentido, el porcentaje de ingresos que apropian los más 
ricos y los más pobres al interior de una sociedad es una medida más 
clara sobre la relación entre las diversas clases y fracciones de clase, 
pues es una muestra más cabal de cómo se distribuye la riqueza en ese 
país. 
Como se puede ver en el cuadro 2 el decil más bajo recibe en casi 
todos los países menos del 1% de la población y, en el extremo opuesto, 
el 10% más rico se apropia, con excepción de Uruguay, de al menos el 
35% de la renta, con casos extremos como los de Bolivia (47,2) y Colom-
bia (46,9). La situación es más desigual si presentamos el 20% más rico, 
en cuyo caso en la totalidad de los países analizados perciben no menos 
del 50% de la renta nacional. De este modo, los países de la región se en-
cuentran entre los que muestran peor calidad de la distribución medida 
por la apropiación de los diferentes percentiles de apropiación. 
Un modo de complementar esta medición de la desigualdad es 
representando numéricamente cuán mayor es el ingreso de los ricos 
respectos de los más desfavorecidos de la sociedad. Es decir, cuál es 
la distancia que separa al decil más rico del más pobre. En la región, 
varía entre cuarenta y sesenta veces, con la excepción de Uruguay (17,9) 
y con el caso extremo de Bolivia, donde es de 168. Es decir, en Bolivia 
los más ricos se apropian de una renta que representa ciento sesenta y 
ocho veces el monto del decil inferior. Esto da una muestra de cuánta 
es la distancia entre el ingreso de los más ricos y el de los más pobres 
y, al mismo tiempo, muestra cuánto se aleja la región de países cohe-
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sionados socialmente. En sociedades más igualitarias como Japón la 
distancia es de 4,5 y en los países nórdicos en torno de 6. Incluso en 
las ex repúblicas socialistas que han atravesado, contemporáneamente 
a la región, procesos de apertura económica de corte neoclásico, la 
media es de 10. 
Aún más ejemplificador de la extrema desigualdad9 entre extre-
mos de deciles de percepción es el hecho de que de los ciento treinta y 
un países para los que se incluye información en el último informe de 
Desarrollo Humano10 (PNUD, 2008) los únicos países que se encuen-
tran al mismo nivel que los Estados latinoamericanos y del Caribe son 
seis países africanos: Sierra Leone, Zambia, Namibia, Lesotho, Níger y 
República Centro Africana. 
desiGualdad peRsistente: caminos exploRatoRios
a) el mito del cRecimiento como supeRación de la pobReza 
La asociación entre crecimiento económico y reducción de la desigual-
dad está basada en Kuznets (1955) quien formuló sus hipótesis relacio-
nando el crecimiento con la distribución del ingreso, según la cual en 
las fases iniciales de la expansión económica se intensifica la concen-
tración del ingreso, pero ésta disminuye a medida que se profundiza la 
dinámica expansiva. 
Teóricamente, a largo plazo (deberíamos preguntarnos aquí ¿cuán 
largo?) el desarrollo económico debería conducir a una mayor igual-
dad, a pesar de no ser inmediato pues el primer impacto del desarrollo 
económico bajo ciertas condiciones iniciales debería contribuir a un in-
cremento de la desigualdad para ceder paso a una etapa de desigualdad 
estable y luego a su reducción. Eso se debería a que al inicio existiría la 
necesidad de realizar grandes inversiones en infraestructura y en bie-
nes de capital. En las etapas más avanzadas, la generación de empleo y 
los aumentos en la productividad conducirían a salarios más elevados 
y a una mejor distribución del ingreso. 
La posición, que se refleja en una profusa bibliografía produci-
da, especialmente, desde los organismos multilaterales de crédito y las 
9 Existe un modo alternativo de analizar la relación entre desigualdad y pobreza, que 
consiste en la utilización de microsimulaciones. Diversos artículos muestran cuán pro-
funda sería la reducción de las personas que vivan en condición de pobreza si se lograra 
reducir significativamente el nivel de desigualdad de ingresos, concluyendo que si la re-
gión tuviera otra distribución del ingreso, su porcentaje de pobreza disminuiría, aún sin 
generar crecimiento de su producto bruto interno. Véase, entre otros, Paes de Barros et 
al. (2001) y Londoño y Szekely (1997).
10 Los países analizados en el Informe de Desarrollo Humano son ciento setenta y siete, 
pero en cuarenta y seis no se cuenta con información sobre distribución del ingreso.
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escuelas neoclásicas, es que, considerando los supuestos de Kuznets 
correctos, podría pensarse que los estudios conocidos sobre crecimien-
to económico e igualdad en la región no registran sino una superpo-
sición de esas etapas como resultado de las diversas trayectorias de 
los países. En otras palabras, la relación directa entre crecimiento y 
reducción de la pobreza no se invalida, sino que deben esperarse resul-
tados a largo plazo.
Esta identificación entre crecimiento y superación de la pobreza 
aparece de modo más claro durante los años noventa. La defensa de 
las reformas sectoriales, basada en la estrategia del crecimiento como 
camino para la superación de la pobreza, respondía a una cuestión de 
orden práctico: sólo el crecimiento del producto o el ingreso per cápita 
de una sociedad permite la mejora de todos los grupos sociales. 
La defensa del supuesto del derrame no significaba negar que, en 
teoría, sin crecimiento no pudiese existir una mejora social, sino que, 
en términos prácticos, eso parece casi imposible. Sólo las tasas sus-
tanciales de crecimiento permitirían mejorar la situación de aquellos 
ubicados en la base de la distribución del ingreso sin alterar la situación 
de los no pobres. Dicho de modo sencillo, la copa de los ricos podía 
llenarse y los pobres disfrutar de las gotas que se derramaran en los 
períodos de alto crecimiento. Se entiende así que la defensa de las re-
formas sectoriales del ajuste estructural fuera tan radical, pues la ideo-
logía hegemónica considera que las mismas son imprescindibles para 
incrementar la eficiencia macroeconómica de los sectores productivos, 
aumentando la productividad y generando el crecimiento sustentable. 
Este argumento ha demostrado ser falaz. En primer lugar, en 
términos generales se puede decir que el crecimiento puede ser carac-
terizado como oscilante, altamente irregular. Si en los años sesenta 
y setenta, el desempeño económico produjo una expansión estable y 
continua, los ochenta representarían una regresión en esa tendencia, 
en parte por los efectos de la crisis fiscal y de la deuda externa. Los 
años noventa revertirán el proceso de caída y la mayoría de los países 
(excepción hecha de Colombia y Paraguay) volvieron a crecer, con desi-
gual intensidad. Pero, considerado el período en su totalidad, sólo dos 
países11 (Chile y Colombia) han tenido tasas de crecimiento per cápita 
constante a lo largo del tiempo, con desigual intensidad. En el resto 
de los países, el crecimiento y el estancamiento se combinan en ciclos, 
marcados por la inestabilidad. 
11 Los datos sobre crecimiento de los países de América Latina fueron extraídos de Penn 
Table (2006).
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En segundo lugar, el crecimiento no ha generado una reducción 
de las tasas de pobreza. Incluso considerados en conjunto los años 
ochenta y noventa12, el crecimiento promedio de la región es del 11%, a 
una tasa del 0,5% anual per cápita. El promedio general para los países 
de la región es particular, porque tanto la caída del producto de los años 
ochenta (de -0,3% de promedio anual) como el crecimiento de los años 
noventa (de 1,4 anual promedio) generan un aumento sostenido del 
número de personas viviendo en situación de pobreza (considerando un 
promedio de las líneas de pobreza nacional). Es cierto que el impacto 
negativo que produce la caída del producto en los años ochenta (del 40,5 
al 48,3% de las personas, con un aumento en el número total de 142 a 
207 millones) es más marcado que el efecto positivo que tuvo el creci-
miento del PBI per cápita de los años noventa (una baja de 4,5 puntos 
porcentuales, aunque un aumento de unos 12 millones de personas). 
Pero no representa una diferencia significativa.
Como se puede ver, el crecimiento no parece generar un proceso 
redistributivo y ni siquiera una mejora sustancial de los considerados 
pobres, a pesar de las diferencias según la línea de pobreza utilizada. 
12 para el período previo a 1970, por lo cual se apela a estimativas de fuentes secunda-
rias. Si consideramos válidos los datos de Perry et al. (2007), que, en ausencia de datos 
oficiales sistemáticos, representan una estimación, se puede hablar de dos ciclos de cre-
cimiento, con características disímiles. Si aceptamos que la pobreza bajó a razón de un 
punto porcentual acumulativo anual hasta los años 1970 y aún más en los años setenta 
(pasó del 40 al 23%), se constata el quiebre de la dinámica descendente, pues a partir de 
los años ochenta se muestra estancada en torno del 20%. El ciclo 1950/1980 parece tener 
un efecto sobre la reducción de la pobreza que no muestra el ciclo actual 1990-2004 o, 
incluso, el período oscilante 1980-2004 (caída y posterior crecimiento).
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La explicación técnica que esgrimen los economistas, descartado el 
efecto poblacional, es que no toda expansión conduce a un beneficio 
global de la sociedad, pues existe un tipo de crecimiento que puede 
aumentar el producto económico de una determinada sociedad sin 
modificar la distribución: el crecimiento puro, neutro o proporcional-
mente distribuido. 
b) las pRioRidades del Gasto público 
El gasto público social, definido como las erogaciones del Gobierno 
para afrontar fundamentalmente los servicios de salud, educación, vi-
vienda y seguridad social, es una herramienta clave en la generación de 
infraestructura social y cobra mayor relevancia cuando es comparado 
con otras prioridades que toman los Gobiernos de la región en la for-
mulación y ejecución de los presupuestos nacionales. 
Según el último informe de la CEPAL, el gasto promedio para 
los países de la región es de USD 660 per cápita, pero tan solo dos 
(Argentina y Uruguay) superan los mil dólares estadounidenses. Como 
se puede ver en el cuadro 3, se observan profundas disparidades entre 
los países, presentándose una situación que reproduce las desigualda-
des entre casos nacionales: los países con menor producto disponen de 
menores recursos y porcentajes de gasto asignado a la problemática 
social. En este sentido, los informes de la CEPAL (2007; 2008) resaltan 
que la brecha entre el país que más gasta (Argentina) y el que menos lo 
hace (Nicaragua) es de quince veces. 
Cuadro 3
Gasto público social per cápita expresado en USD año 2000
 1990/1 1992/3 1994/5 1996/7 1998/9 2000/1 2002/3 2004/5 2007/8
Argentina 1179 1414 1553 1548 1686 1640 1305 1521 1587
Bolivia   118 143 163 179 193 190 198
Brasil 604 584 725 710 781 776 811 860 917
Colombia 123 153 237 322 281 266 280 291 314
Chile 403 474 508 594 682 746 755 729 719
Ecuador 94 105 81 76 65 65 77 96 101
México 324 416 449 438 507 564 58588 618 659
Paraguay 45 95 115 128 129 107 119 108 121
Perú 64 85 125 141 152 173 206 208 210
R.B.Venezuela 441 490 396 439 435 563 486 562 653
Uruguay 820 1008 1150 1285 1382 1322 1094 1087 1128
Fuentes: CEPAL (2007; 2008). 
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Pero el gasto no sólo es desigual entre los diversos países sino que se pue-
de ver que, en términos generales, es oscilante y altamente relacionada 
a las crisis económicas de los países de la región. Así, por ejemplo, du-
rante la crisis que afectó fuertemente a Argentina, Venezuela y Uruguay 
en 2002, se observa una merma en el gasto social per cápita de estos 
países, al igual que en Brasil en 2000/2001, México y Ecuador en 1996. 
Un problema adicional se relaciona con la eficiencia y efectividad del 
gasto. Si tomamos como ejemplo el gasto en salud, teniendo en cuenta 
los profundos problemas que aún persisten en la región, se puede afir-
mar que éste, pese a subir en los últimos años, no es alto. Incluso, en 
ciertos países el gasto privado es superior al público, lo que indicaría un 
mejor acceso a la salud de aquellos sectores de ingreso alto. 
Excepto Argentina y Brasil el gasto es menor a mil dólares por 
persona. Los indicadores de salud, por su parte, pese a haber mejorado 
respecto de las décadas del setenta, del ochenta y del noventa, muestran 
ineficiencia comparado con países de ingreso alto y con países con si-
milar grado de desarrollo e ingreso per cápita. Argentina presenta tres 
veces mayor mortalidad infantil que Polonia (un país de similar ingreso 
y desarrollo relativo) e incluso el doble que los Emiratos Árabes Unidos. 
Uruguay, por su parte, tres veces más que Letonia y el doble que Croacia. 
Incluso tres veces más que Estonia, país que está en su misma franja de 
índice de desarrollo humano y que presenta menor gasto en dólares per 
cápita. Esto se relaciona, claramente, con la eficiencia del gasto.
El perfil oscilante y atado a las crisis procíclicas y recurrentes de 
la región que muestra el gasto social es más preocupante si lo compara-
mos con otras prioridades de gasto de los Gobiernos nacionales. 
En el gráfico 3, que incluye el porcentaje de gasto en salud, edu-
cación, fuerzas armadas y pago de servicio de la deuda pública medido 
como porcentaje del producto bruto, se puede observar que en la gran 
flavio Gaitán
227
mayoría de los países el pago de servicios de la deuda combinado con 
el gasto militar es equivalente, o incluso mayor, al gasto social medido 
como porcentaje del producto interno. 
Cuadro 4
Gasto en salud - Año 2008
 Gasto público Gasto privado Gasto per cápita
Argentina 4.3 5.3 1.274
Bolivia 4.1 2.7 186
Brasil 4.8 4 1520
Colombia 6.7 1.1 570
Chile 2.9 3.2 720
Ecuador 2.2 3.3 261
México 3 3.5 655
Paraguay 2.6 5.1 327
Perú 1.9 2.2 235
R. B. Venezuela 2 2.7 285
Uruguay 3.6 4.6 784
Promedio de A. Latina    
Fuentes: Informe de Desarrollo Humano (2008); CEPAL (2008). 
En este sentido, el gasto público destinado al pago de intereses 
de una deuda de dudosa legitimidad (dado que fue tomada, en gran 
parte, por Gobiernos no democráticos y aumentó sobre la base de in-
tereses altísimos, que fueron subidos discrecionalmente por la banca 
acreedora), cobra mayor dimensión si vemos los gastos sociales de los 
Estados nacionales. En 2007 el total de servicios de la deuda represen-
tó el 5,8% del producto interno bruto de Argentina, el 6,7 de Chile, el 
5,7 de México, el 7,9 de Brasil, el 4 de Venezuela, el 8,3 en Colombia, 
el 7 en Perú, el 10 en Ecuador y el 6,7 en Paraguay. En Bolivia fue el 
5,7%. Como se puede ver, el total de pagos de servicios de la deuda, es 
decir, sólo los intereses y ciertos vencimientos, representa un monto 
equivalente o superior al gasto público social. Medido en términos de 
comercio exterior, estos pagos representan entre el 15 y el 60% de las 
exportaciones de cada país.
Los años noventa fueron clave en este proceso de distorsión de 
prioridades del gasto público. La crisis fiscal de América Latina que 
hizo eclosión durante los años ochenta agravó la situación. La com-
binación de déficit fiscal y un pensamiento económico neoclásico que 
afirmaba que el ajuste de las cuentas públicas debía ser llevado a cabo 
con el objetivo de cumplir “compromisos contraídos” se expresó en una 
reversión de la brecha entre gasto (inversión) social y pago de servicios 
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de la deuda. Sólo durante los años noventa, los países de América del 
Sur pagaron más de 300.000 millones de dólares en concepto de intere-
ses de la deuda. En países con más de la mitad de la población viviendo 
en la pobreza, esos pagos significan una apropiación de recursos que 
podrían ser reinvertidos en servicios sociales. 
Por detrás de las opciones de inversión pública subsisten me-
canismos que perpetúan la desigualdad y condenan a las personas a 
la situación de pobreza. Al mismo tiempo que la promoción de la des-
centralización financiera, comercial e impositiva, el ajuste fiscal y la 
redefinición del gasto público que se exige a los países de la región están 
íntimamente relacionados con la necesidad de asegurar las divisas sufi-
cientes para el pago de las deudas públicas. Estos endeudamientos, de 
proporciones significativas en los casos de Argentina, Brasil y México, 
fueron tomados en momentos de bajas tasas de interés por el éxtasis de 
los petrodólares baratos y reconvertidos unilateralmente por los países 
centrales y los organismos prestadores, a fines de la década del setenta 
y comienzo de los años ochenta. La suba unilateral de tasas de interés 
impactó negativamente (y lo sigue haciendo) sobre los países de la re-
gión, fuertemente dependientes de créditos externos. 
La importancia es doble: por un lado, el fuerte endeudamiento 
externo significó el medio por el cual los Estados y sus economías que-
daron más firmemente atados a las crisis internacionales y permitió a 
los países centrales controlar su propia situación interna, aumentan-
do el déficit y asegurando así el financiamiento internacional (Grassi, 
1994); por otro lado, la deuda externa actúa como un verdadero drenaje 
de recursos del sector público hacia los sectores financieros. Más aún, 
considerando que, a pesar de los pingües pagos efectuados y de los 
planes de rescate y reducción de deuda (o quizá, producto de estos), 
la totalidad de los países analizados muestra un crecimiento de su en-
deudamiento externo durante la década del noventa. La deuda es una 
carga pesada que se expresa en los montos destinados, por presupuesto 
nacional, a los pagos de interés, y que se ven reforzadas por el mecanis-
mo de tasas selectivas en función del riesgo país13. 
Y es también evidente que este es un problema que atañe sólo a 
la periferia y la semiperiferia conocidos como el eufemismo de países 
en vías de desarrollo o emergentes. En la actualidad la deuda de todo el 
13 El riesgo país consiste en un índice denominado emerging markets bond index plus 
(EMBI+) y mide el grado de peligro que entraña un país para las inversiones extranjeras. 
Elaborado por el Banco de inversiones J. P. Morgan de los Estados Unidos en colabora-
ción con sus filiales de América Latina En los hechos este indicador expresa la sobretasa 
que deben pagar los países de la región en relación con los intereses de los bonos del 
Tesoro de los Estados Unidos, que es considerado el país más solvente del mundo.
flavio Gaitán
229
mundo “en desarrollo” llega a los 2,9 billones de dólares. Según Hernán-
dez (2005) entre 1968 y 2005 la deuda externa de los países periféricos se 
ha multiplicado por cincuenta. En el caso de América Latina los pagos 
de servicios de la deuda se combinan con las remesas enviadas legalmen-
te por las empresas pero también con la fuga de divisas. Esta situación 
expresa una relación jerárquica entre países centrales y periféricos14. 
c) la pobReza de las polÍticas sociales: 
Focalización y asistencia en los mÁRGenes 
Las políticas sociales implementadas en América Latina forman tam-
bién un legado que tiende a reproducir la asistencia sin integrar plena-
mente a las personas, manteniéndolas en las márgenes. Las políticas 
sociales remiten a determinados arreglos institucionales que expresan 
relaciones de poder entre Estado, sociedad y sectores sociales al tiempo 
que moldean las prácticas que se desarrollan hacia el interior de las 
políticas (Danani, 1996). 
Como primer rasgo distintivo se puede afirmar que la universali-
zación de políticas está fuera de la agenda pública. De hecho, se advier-
te la persistencia de dispositivos tendientes a intervenir por medio de 
estrategias de focalización implementando transferencias de ingresos 
para poblaciones pobres desocupadas (un tratamiento social de los fe-
nómenos del desempleo y marginalidad) y no sobre los mecanismos que 
regulan el mercado de trabajo y las condiciones de empleo (políticas ac-
tivas orientadas a la creación de empleo genuino) o a favor de políticas 
de garantía de ingresos (renta mínima, ingreso ciudadano, etc.). Más 
aún, parece haberse descartado la posibilidad de universalizar ciertas 
trasferencias monetarias. En la práctica ha significado una opción por 
una visión asistencialista de las políticas sociales15, que ha potenciado 
la naturalización de la desigualdad.
La focalización, la privatización y la descentralización han sido 
las estrategias por las cuales se expresó el discurso neoliberal en la 
praxis concreta en materia de políticas sociales. Como trasfondo se 
14 La constitución del sistema mundo en su fase actual, crea una situación de aumen-
to de la desigualdad y de permanente drenaje de recursos. De acuerdo a ONU WIDER 
América Latina participa del 4,4% de la riqueza mundial, frente al 34,3% de América del 
Norte y el 29,5% de Europa. A su vez, el 1% de los adultos más ricos posee el 40% de los 
ingresos mundiales y el 10% agregado alcanza al 85,1% de la riqueza global. Por el otro 
lado, el 50% más pobre apropia tan sólo el 1,1% de la riqueza global. Esta concentración 
equivaldría a un índice de Gini de 0,89.
15 En este mismo volumen, Daniela Soldano analiza, para el caso particular de la Repú-
blica Argentina, cómo la focalización está asociada con un concepto estrecho de pobreza 
que busca, antes que superar el problema, gestionarla.
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argumenta que la focalización, que consiste en seleccionar un grupo 
objetivo o población meta que se caracteriza por ser homogéneo y en 
condición de pobreza y para el cual se elabora un programa en función 
de las causas, permite usar los escasos recursos en los sectores más po-
bres. Esto generaría, se argumenta, mayor equidad. El planteo es que la 
focalización, usada como sinónimo de selectividad en el gasto, permite 
que éste se centralice en los sectores de mayor pobreza.
La totalidad de los programas sociales implementados en la re-
gión son focalizados. Desde el PRONASOL en los años ochenta, que en 
sus tres ejes (Solidaridad para el Bienestar Social; Solidaridad para la 
Producción y Solidaridad para el Desarrollo Regional) se focalizaba 
en campesinos, indígenas y pobres rurales, hasta los más recientes Fa-
milias para la Inclusión Social en Argentina (de pronta desaparición, 
a partir de la implementación de la Asignación por Hijo para protección 
social, administrado desde la ANSES) Seguro o Red Oportunidades de 
Panamá, la focalización es la regla. El hecho de que ningún programa 
se plantee hoy la universalización (ni siquiera el objetivo más modesto 
de abarcar a la totalidad de la población afectada por una determinada 
carencia16) es un claro indicador de que la discusión ha sido zanjada a 
favor de la focalización del gasto. 
Esta situación en ciertos casos parece deliberada. El programa 
Jefas y Jefes de Hogar Desocupados que se implementó en el período de 
mayor conflictividad social tras la crisis de 2001 en Argentina, cuando 
la pobreza llegaba al 54% de la población, nunca llegó a ser universal. 
En el momento en que alcanzó mayor magnitud contó con 2.200.000 
beneficiarios, cifra levemente inferior al total de jefes de hogar desem-
pleados. No existen argumentos racionales convincentes para explicar 
la actitud de evitar ampliar el número de beneficiarios de modo de po-
sibilitar que la totalidad de los jefes/as de hogar sin empleo accediese al 
beneficio. Si bien el plan ha estado cerca de alcanzar una especie de “fo-
calización universal” (es decir, de atender a la totalidad de la población 
jefa/e de hogar sin empleo) el Gobierno renunció a ello y fijó una fecha 
de cierre para la inscripción de las/os potenciales beneficiarias/os. 
En este país, ha sido lanzado recientemente el programa Asigna-
ción Universal por Hijo para Protección Social. El mismo otorga ciento 
ochenta pesos (aproximadamente cuarenta y cinco dólares estadouni-
denses) por cada hijo menor de dieciocho años, hasta un máximo de 
cinco, de familias en situación de pobreza y en el mercado informal de 
trabajo. El programa tiene el gran mérito de ser administrado desde la 




ANSES (Administradora de Jubilaciones y Pensiones), desligándolo así, 
en teoría, de los avatares políticos. Ciertas críticas que ha recibido se re-
lacionan con el modo de financiamiento y, fundamentalmente, con que 
no es (pese a su nombre) universal. Se produce, además, una división 
entre los niños de familias en el mercado formal de trabajo que reciben 
Salario Familiar y los niños de familias en situación de pobreza, que 
recibirán este beneficio con la correspondiente estigmatización. 
La focalización de programas se da básicamente en tres ejes: i) fa-
milias en situación de pobreza; ii) familias en situación de pobreza con 
la condición de tener niños a cargo; iii) desocupados de larga duración 
y, generalmente, poco calificados. 
En cuanto a los programas destinados a garantizar la reinserción 
en el mercado formal de las/os trabajadoras/es sin empleo, los progra-
mas presentan como característica sobresaliente una escasa eficiencia 
y claridad en sus objetivos. A menudo los plazos han sido de corta du-
ración (Plan Joven en Argentina, entre catorce y veinte semanas; Chile 
Joven, tres meses), o focalizados en actividades de empleo directo o de 
bajos ingresos (Empleo en Acción y Jóvenes en Acción, en Colombia; 
Chile Joven; PET, Programa de Empleo Temporal, en México; A Tra-
bajar, en Perú). Por otro lado, los montos otorgados por los planes de 
empleo se encuentran por debajo de los salarios mínimos. Los montos 
asignados a las personas y/o familias beneficiarias de transferencias 
de ingresos son exiguos, en la totalidad de los casos se encuentran por 
debajo de las líneas de pobreza e incluso indigencia. 
En los casos en que la contraprestación/condicionalidad consiste 
en la capacitación con vistas a su futura reinserción, existe una disocia-
ción entre los cursos ofrecidos y los (cada vez más exigentes) requisitos 
de empleabilidad de los sistemas formales de empleo. La capacitación 
en oficios que ya no son demandados por el mercado de trabajo, o en 
tecnologías que se han vuelto obsoletas para las empresas que pueden 
actuar como potenciales demandadores de empleo, tiende a reforzar el 
problema. El discurso hegemónico (con un fuerte impacto de la teoría 
del capital humano) ha tendido a asociar desempleo con falta de capa-
citación, depositando en el mismo desempleado la responsabilidad y 
ocultando que es un problema de las dinámicas de empleo inherentes 
a los procesos productivos locales.
Respecto de los programas focalizados en familias o núcleos fa-
miliares exclusivamente con niños a cargo la transferencia de algún 
tipo de ingreso monetario es una constante en los programas, sea con la 
finalidad de mejorar activos (Bono Solidario en Ecuador, entre otros), 
otorgar cupones de comida a fin de mejorar la alimentación (Tarjetas 
de Alimentos en las provincias de Argentina), erradicar el trabajo in-
fantil (Bolsa Escola, en Brasil; Subsidio Unitario Familiar en Chile) o 
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aumentar activos, entre otros objetivos declarados y escasamente lo-
grados. La gran mayoría de los programas presenta como condición el 
control sanitario, la asistencia escolar y la inserción en el mercado de 
trabajo formal. 
Una segunda característica distintiva de las políticas sociales im-
plementadas en la región es que presentan claramente un perfil de com-
pensación de los efectos (anticipados o no) de las políticas económicas 
implementadas. Parece darse una lógica de ajuste-compensación. Una 
versión radical de esta aserción es presentar la política social como una 
concesión forzosa a la política económica (Kliksberg, 2003), expresada 
en la afirmación común “la única (o, en su versión matizada, la mejor) 
política social es la política económica”. En los hechos, significa relegar 
las políticas sociales a un lugar menor.
Una tercera característica, derivada de la anterior, es la disocia-
ción observada entre las políticas sociales y las políticas económicas, 
tratadas como dos compartimentos estancos; las segundas quedan rele-
gadas en las estrategias de desarrollo. La relación política social-política 
económica no es fácil de evaluar o establecer a priori. Como principio, 
ambos campos deberían ser complementarios. Considerando la necesi-
dad de lograr un crecimiento fuerte y continuo como requisito para un 
desarrollo sustentable, diversos autores afirman que las tasas de desi-
gualdad de ingresos y, especialmente, de activos entre la población, se 
constituyen en un firme freno al crecimiento. Sólo en modelos en que el 
crecimiento se basa sobre la inclusión de las personas marginadas del 
disfrute de derechos se puede hablar de un proceso de desarrollo susten-
table. Los trabajos de ciertos economistas del desarrollo (Rodrick, 2004) 
afirman que los casos de los países recientemente industrializados han 
invertido fuertemente en salud y educación. De hecho, sus niveles de 
mortalidad infantil, educación e indicadores de ciencia y técnica han 
mejorado y sus índices de mortalidad infantil han descendido. 
En cuarto lugar, como ya ha sido analizado anteriormente, se 
observa un peso marginal de los montos designados a políticas sociales 
en los presupuestos públicos. Pese a que el gasto público social no es 
bajo y en muchos países crece, se deben tener en cuenta una serie de 
observaciones. Por un lado, que gran parte de dicho gasto es en jubi-
laciones y pensiones de los sistemas de seguridad social. Por otro, la 
escasa relevancia del gasto social per cápita respecto del gasto militar 
o los servicios de la deuda. Se observa una tendencia a adoptar una 
racionalidad económica en la asignación de los recursos. Al mismo 
tiempo, cierta concomitancia entre políticas sociales asentadas en una 
maximización de las actividades económicas (microcréditos, créditos 
para “los pobres”, promoción de diversos tipos de emprendimientos) 
refiere una práctica de legitimación de derechos por medio del mer-
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cado. Un análisis del carácter de las reformas sectoriales en el marco 
del ajuste estructural que generó un nuevo tipo de política social en la 
región es que, a pesar de haber intentado ser integral, abarcando todas 
las áreas de intervención social del Estado, fue más exitosa en aquellas 
áreas de intervención que se vieron como indispensables para el éxito 
de la estrategia económica. (Cortés y Marshall, 1998). Fiel a la lógica del 
bloque de poder hegemónico que brega por la primacía del capital, las 
reformas tendieron a volver rentable al sector privado y menoscabar la 
capacidad de reacción de los actores de la sociedad civil. 
Como fundamento último del sesgo que han adquirido las polí-
ticas sociales se encuentra el creciente peso de los organismos multila-
terales de crédito en el financiamiento de los programas. De la especial 
imbricación financiamiento internacional-recomendaciones de los or-
ganismos internacionales se puede inferir que una política social finan-
ciada con recursos transnacionales no es compatible con la finalidad 
de redistribuir equitativamente los recursos que la sociedad genera. 
Se desnacionaliza la política social y se pasa a eximir a los grupos que 
más tienen de la sociedad de aportar para el bienestar de aquellos que 
menos tienen ya que los programas para atender a esos sectores son 
financiados con dinero de organismos multilaterales de crédito. 
Como quinto rasgo saliente, parece darse una intencionalidad le-
gitimadora de ciertas políticas sociales implementadas. No escapa que 
los mayores programas sociales implementados en la región (el Plan 
Jefes y Jefas de Hogar Desocupados, el Bolsa Familia y el Programa 
Nacional Solidaridad y su continuación en el progresa17, entre otros) 
fueron puestos en marcha en el marco de severas crisis de legitimidad 
de los regímenes políticos. La finalidad de reconquistar el apoyo del 
electorado ha sido presentada como una característica del PRONASOL 
(Laurel, 1994) como así también del Plan Jefes y Jefas de Hogar Deso-
cupados, programa que ha sido funcional a la desactivación de las pro-
testas y conflictos que amenazaban el núcleo mismo de funcionamiento 
del sistema capitalista en Argentina (Maneiro y Gaitán, 2006). 
epÍloGo: un nueVo modelo de desaRRollo 
paRa améRica latina 
La pobreza y la desigualdad constituyen una pesada herencia, no sólo en 
términos éticos, representan una vulneración a la condición humana, 
17 El Programa Nacional Solidaridad, pronasol, fue uno de los primeros megaprogra-
mas asistenciales implementados en América Latina. Cerrado en 1996, fue reemplazado 
por el Programa de Educación, Salud y Alimentación, progresa, que en la actualidad 
beneficia a unas 5 millones de familias, totaliza más de 25 millones de personas, casi un 
cuarto de la población mexicana (CONAPO, disponible en: www.conapo.gob.mx).
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sino en virtud de la adopción de caminos posibles en la implementación 
de políticas públicas de intervención social. En este sentido, la discusión 
se relaciona con la autonomía relativa de cada Estado y el punto que 
buscamos destacar es en qué medida el nivel de profundidad que han 
tenido los procesos de marginación/exclusión en los países sudameri-
canos actúa como un condicionante que estrecha los grados de libertad 
relativa que tienen las actuales administraciones para llevar a cabo sus 
programas de desarrollo, específicamente, en el plano social y, en últi-
ma instancia, cómo influye esta situación sobre los indicadores de de-
sempeño social, como una de las aristas de un proceso de desarrollo. 
La perspectiva que hemos tomado en este trabajo ha sido rela-
cionar pobreza y desigualdad como herencias de modelos de desarrollo 
sin inclusión social. Esta situación se ha agravado con las reformas 
neoliberales implementadas durante los años ochenta y, particular-
mente, noventa; momentos en que una ideología de corte conservador 
privilegió la adopción de formas de distribución de bienes regulados 
por el mercado (privatización y tratamiento de mercado no sólo de em-
presas sino también de bienes y servicios), en virtud de lo cual el Estado 
reconfiguró sus relaciones de poder para abrirse al mercado sobre la 
centralidad del capital financiero. 
La nueva configuración de poder que emerge del triunfo neolibe-
ral se expresó en dos núcleos convergentes de intervención: las reformas 
macroeconómicas y aquellas de política social tuvieron la finalidad co-
mún de abrir al sector privado (desregulación, privatización y flexibi-
lización mediante) sectores con potencial rentabilidad económica que 
antes estaban vedados al capital. Estos procesos profundizaron la na-
turalización de la desigualdad y, aún más, de la situación de pobreza en 
la región (“pobres hubo siempre”). 
Hemos visto que el presupuesto de crecimiento para solucionar 
la desigual distribución del ingreso que esgrime la ortodoxia neoliberal 
ha demostrado ser una falacia. Los países de la región crecen poco y 
aún cuando han crecido en los noventa, no ha habido tasas sustanciales 
de reducción de la pobreza y presentan un aumento de altas tasas de 
desempleo. Por otro lado, las decisiones y omisiones de políticas han 
tendido a reproducir y, en ciertos casos han acelerado, la situación de 
pobreza en la región. En forma paralela a la implementación del ajuste 
estructural se asiste a un proceso de (des)ajuste social, con altas tasas 
de pobreza y crecimiento de la desigualdad. Las estrategias de reforma 
del Estado privilegiaron la estabilidad macroeconómica por encima 
de las estrategias de redistribución y de solución de la pobreza. Si bien 
no podemos afirmar una causalidad directa entre ajuste estructural y 
aumento de la desigualdad, es a toda luz evidente la contemporaneidad 
de ambos procesos. 
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Pensar en políticas de reducción de la pobreza en el marco de la 
continuación de los modelos de desarrollo parece un sinsentido toda 
vez que en la región la pobreza está asociada a la desigualdad en el 
ingreso. Como economías de ingreso medio-alto, no es la escasez o la 
imposibilidad de generación de recursos sino la distribución regresiva 
el principal factor de generación de pobreza. 
Desligar la cuestión de la pobreza de los grados de riqueza social-
mente generada y de toda lógica distributiva no sólo implica un freno a 
las políticas de bienestar, sino también eximir a aquellos históricamen-
te beneficiados de aportar a la sociedad. No debe ser casualidad que la 
década en que se producen las reformas estructurales (entre ellas la 
baja de aportes patronales, la reducción de impuestos a las empresas y 
a los ingresos y la propiedad de los más pudientes) se produce un au-
mento significativo del índice de Gini y un período de crecimiento que 
no reporta beneficios sociales al conjunto de la población. Las cifras de 
ingreso de los países analizados muestran que no es una cuestión de 
carencia sino de distribución. 
Una de las características del capitalismo periférico en su ver-
sión latinoamericana es la exclusión como resultado de la concentra-
ción de la tierra, recursos, actividades económicas y acceso al poder, 
en pocas manos. 
La pobreza, en ese sentido, es producto de la desigualdad entre 
extremos, situación que provoca la exclusión/inclusión diferencial de 
las mujeres y los hombres pobres. Exclusión si se lo entiende como una 
situación de marginación del disfrute del producto social. Pero en una 
versión crítica, la situación de pobreza es expresión misma del modo 
en que las personas pobres son incluidas en la sociedad y el mercado 
de cada país.
Es necesario desterrar la lógica de naturalización del status quo 
económico, político y social y superar el enfoque asistencialista, que no 
permite quebrar la lógica perversa de la constante reproducción inter 
e intrageneracional de la pobreza. Un nuevo paradigma de desarrollo 
debe contemplar nuevas prioridades en la orientación de las políticas 
públicas, superando la focalización y la condicionalidad, que han sido 
incapaces de quebrar la lógica perversa inherente a las dinámicas de 
reproducción de la pobreza. 
La superación de la pobreza no sólo es deseable sino posible. El 
referido artículo de Lustig (2007), reconoce que existen medios para 
reducir la desigualdad disfuncional en un período relativamente breve 
de tiempo, para lo cual se debe apelar a la acción estatal (como ha sido 
en Europa de la posguerra), implementando un nuevo pacto social y 
superando los límites que imponen la calidad de la política en la región 
(baja carga fiscal, corrupción, entre otros). 
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Sólo una reorientación de las políticas públicas implementadas, 
que privilegien la superación de la pobreza en el gasto público, en la 
intervención directa de las políticas sociales, en el tratamiento del mer-
cado de trabajo, podría dar lugar a una situación en que la pobreza a 
la que son condenados gran parte de las mujeres y los hombres que 
habitan nuestra región deje de constituir una marca indeleble de nues-
tros países. 
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Os estudos que analisam a distribuição de renda e a pobreza no Brasil, 
durante o período 1994-2006, têm levantado interessantes debates no 
que diz respeito aos resultados e aos métodos utilizados. Em relação 
aos resultados há divergências no que diz respeito à superestimação 
da taxa de pobreza (Diniz e Arraes, 2007); a linha de causa-feito envol-
vendo crescimento econômico, distribuição de renda e pobreza (IPEA, 
2006; Salm, 2007); e ao início do processo de melhoria nos indicadores 
de concentração de renda. 
No que diz respeito aos métodos utilizados há uma extensa lista 
a ser analisada e entre essas possibilidades dois grandes focos têm se 
destacado: os métodos estatísticos aplicados em amostragem complexa 
VaRiação de Renda FamiliaR, 
desiGualdade e pobReza no bRasil 
no peRÍodo de 1995 a 2005 
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(statistical methods for complex survey data); e a escolha entre medidas 
unidimensionais ou multidimensionais. Em relação aos métodos esta-
tísticos aplicados em amostragem complexa ainda existe uma série de 
lacunas que merecem uma investigação mais profunda no contexto das 
bases de dados brasileiras com tal estrutura. 
Entre tais lacunas pode-se citar: o processo de eliminação dos 
rendimentos nulos e as contrapartidas geradas nas medidas de des-
igualdade (Van Kerm, 2007); a comparação dos procedimentos para 
eliminação de estrato com unidade primária única (stratum with a 
single PSU) e os impactos de cada uma dessas escolhas no cálculo de 
medidas de variância; o uso de medidas para mensurar o efeito do 
plano amostral tais como o EPA Ampliado (Meff – Misspecification 
effect) e a inferência tendo como base a correta distribuição; o uso 
de estimadores de Máxima Pseudo-Verossimilhança (MPV) na esti-
mação de medidas de desigualdade (Binder, 1983); a utilização de fa-
tores de correção de população finita para todos os estágios de seleção 
como mecanismo para tornar as estimativas mais precisas para as 
variâncias dos estimadores; e procedimentos de pós-estratificação da 
amostra como procedimentos para eliminar eventuais vieses (Neder, 
2006).
O debate entre o uso de medidas unidimensionais versus multi-
dimensionais tem como ponto de partida o conceito de Bem-Estar. As 
medidas do nível de Bem-Estar individual são os insumos básicos para 
as análises tanto de desigualdade quanto da pobreza. No entanto, não 
existe um consenso teórico de qual o conceito relevante de Bem-Estar. 
Em economia a definição dominante de Bem-Estar é aquela focada no 
conceito de utilidade e medida empiricamente por indicadores unidi-
mensionais como renda e consumo. Essa perspectiva foi chamada de 
abordagem monetária e os indicadores produzidos de medidas uni-
dimensionais porque consideravam apenas uma variável –a renda ou 
consumo– como principal variável para mensurar o Bem-Estar de um 
indivíduo e/ou família.
Existem também visões alternativas na economia que caracte-
rizam o Bem-Estar através do padrão de vida, da qualidade de vida 
ou mesmo de medidas subjetivas oriundas de áreas como a sociologia, 
psicologia social, filosofia política e teologia. 
A grande contribuição dessas visões alternativas de Bem-Estar 
repousa no fato de mostrar que esse conceito pode ser capturado por 
diferentes dimensões. 
Koln (1977) e Sen (1984, 1985) argumentam também que existem 
razões teóricas para mensurar o Bem-Estar numa perspectiva mul-
tidimensional. O argumento se baseia no fato de que o postulado de 
simetria usualmente assumido nas análises de Bem-Estar é melhor 
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atingido caso mais atributos do indivíduo sejam incluídos nas medidas 
de Bem-Estar1. 
Mattos (2006) mostra que existe uma série de restrições ao uso 
de medidas unidimensionais. No entanto, essa abordagem permite o 
encadeamento de uma série de modelos como decomposição e elastici-
dade e sua operacionalização é bastante simples. 
Além dessas questões que dizem respeito aos métodos e também 
aos resultados há um debate maior que procura estabelecer como cres-
cimento econômico, distribuição de renda e pobreza guardam alguma 
relação entre si. A relação entre mudanças na renda e desigualdade 
sobre a redução da pobreza vem se destacando nos últimos anos em 
decorrência da constatação de que em diversos países do mundo as 
questões relativas à pobreza não foram equacionadas como resultado 
do crescimento econômico. 
Cline (2004) partindo da relação entre crescimento econômico 
e redução da pobreza ressalta que na década de noventa muitos países 
tiveram um declínio da pobreza abaixo do previsto, dado o crescimento 
econômico obtido. Ademais, há países que, mesmo sem passar por ex-
pressivo crescimento econômico conseguiram reduzir a pobreza. Assim, 
uma vez que apenas o crescimento econômico não é capaz de explicar a 
alteração dos níveis da pobreza, a desigualdade de renda passa a ocupar 
um lugar de destaque como fator complementar no estudo da pobreza. 
Rocha (2006) aponta que mesmo nos casos bem sucedidos de 
crescimento econômico, fica evidente que taxas adequadas de expansão 
do produto não necessariamente se difundem através da sociedade. 
São patentes tanto as dificuldades dos países ricos em eliminar redutos 
remanescentes de pobreza, como as crescentes desigualdades sociais 
resultantes do processo de expansão econômica nos países em desen-
volvimento. 
O esclarecimento dessas relações é importante mesmo que se ad-
mita que a redução da pobreza seja fortemente influenciada tanto pelo 
crescimento econômico quanto pela redução da desigualdade, pois es-
sas associações se dão com magnitudes diferentes e, portanto geram po-
líticas públicas com pesos distintos. Especificamente, qualquer esforço 
para a superação das desigualdades sociais que esteja sendo feito por 
amplos segmentos da sociedade deve ser bem respaldado por estudos 
associados à distribuição da renda, pobreza e crescimento econômico.
Tendo em vista essa reflexão, o objetivo desse artigo é investigar 
a relação entre pobreza e distribuição de renda no Brasil, no período 
1 A partir dessas contribuições nasceram abordagens multidimensionais como a das 
Capacitações do economista indiano Amartya Kumar Sen.
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de 1995 a 2005. Cabe ressaltar que este tema já foi analisado por uma 
série de estudos (Hoffmann, 1998; Neder e Silva, 2004), no entanto, 
existe ainda uma série de lacunas no que diz respeito: a análise ser feita 
incorporando o plano amostral da pesquisa utilizada, o encadeamento 
de uma série de modelos e mesmo a análise focada apenas no topo da 
distribuição (1% mais rico). 
Esse artigo pretende preencher essas lacunas e divide-se em 
cinco seções, iniciando-se por essas considerações introdutórias. Pos-
teriormente, a segunda seção estabelece os procedimentos analíticos 
que foram utilizados para relacionar distribuição de renda e pobreza. 
Definidos tais procedimentos, a terceira seção descreve as implicações 
da fonte de dados utilizada e as escolhas seguidas para a obtenção dos 
resultados. Por fim, a quarta seção apresenta os resultados e o último 
item as conclusões obtidas.
Renda FamiliaR, desiGualdade e pobReza
A literatura que analisa a desigualdade tem produzido uma classe de 
estudos que buscam relacionar a pobreza, a distribuição de renda e o 
crescimento econômico. Dentro dessa linha de pesquisa, há uma aná-
lise mais restrita conhecida como abordagem da renda (abordagem da 
insuficiência de renda ou abordagem monetária) e numa perspectiva 
mais simplista focada em indicadores do tipo unidimensional. Nessa 
perspectiva, a pobreza é associada à insuficiência da renda e o indiví-
duo considerado pobre é aquele que faz parte de uma família cuja renda 
per capita é inferior ou igual a uma determinada linha de pobreza. 
A pobreza analisada na perspectiva da abordagem da renda (ou 
insuficiência de renda) apresenta uma tipologia que distingue os países 
em três grupos (Rocha, 2006): (a) países nos quais a renda nacional é 
insuficiente para garantir o mínimo considerado indispensável a cada 
um de seus cidadãos e a renda per capita é baixa e a pobreza absoluta 
inevitável, quaisquer que sejam as características da distribuição de 
renda; (b) países desenvolvidos onde a renda per capita é elevada e a 
desigualdade de renda entre indivíduos é em grande parte compensada 
por transferências de renda e pela universalização de acesso a serviços 
públicos de boa qualidade. Em tais países as necessidades básicas já 
são atendidas, de modo que o conceito de pobreza relevante é o de po-
breza relativa, definido a partir do valor da renda média ou mediana; 
(c) países numa posição intermediária onde o valor atingido pela renda 
per capita mostra que o montante de recursos disponíveis seria suficien-
te para garantir o mínimo essencial a todos, de modo que a persistência 
da pobreza absoluta se deve à má distribuição de renda. 
Ramos e Santana (2003), analisando o item (c), ressaltam que se 
o nível de renda de um país permitisse que todos os habitantes pudes-
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sem se situar além da linha de pobreza, uma maior concentração de 
renda não necessariamente redundaria em maior pobreza e vice-versa. 
Nessa perspectiva, é perfeitamente factível que ocorram processos de 
redução da pobreza e elevação da concentração de renda2. Essa tipo-
logia sugere uma relação entre crescimento econômico, pobreza e dis-
tribuição de renda, e a literatura tem produzido um extenso debate de 
como se deram tais associações nas duas últimas décadas. No entanto, 
ainda não se tem um consenso sobre quais são as reais relações entre 
crescimento econômico, desigualdade e redução da pobreza.
Os modelos que tentam associar entre si distribuição de renda, 
pobreza e crescimento econômico fazem uso de uma proxy para re-
presentar essa última grandeza. Duas opções têm sido utilizadas para 
representar o crescimento econômico: o PIB per capita e a renda mé-
dia. A variação dessas duas medidas representa o efeito do crescimento 
econômico, e a escolha de qual proxy usar está condicionada à disponi-
bilidade de dados, à maior relevância em determinado tipo de análise 
e ao critério de comparabilidade. Entre os trabalhos que usam a renda 
média como proxy para o crescimento econômico, podem-se citar os de 
Ravallion e Datt (1991), Datt (1998), Kakwani (1990), Marinho e Soares 
(2003), Neder e Silva (2004) e Hoffmann (2005). Pelo critério da com-
parabilidade, o crescimento econômico nesse estudo será medido pela 
variação entre os anos do nível de renda média.
No sentido de considerar a heterogeneidade entre regiões, bus-
ca-se explicar as variações da pobreza por meio dos componentes do 
crescimento econômico e das mudanças no grau de desigualdade da 
renda ao longo do tempo. Barreto (2005) estabelece, por exemplo, que 
o crescimento econômico é fundamental para a redução da pobreza 
e a princípio não haveria efeito sobre a desigualdade decorrente do 
mesmo3. 
A partir da segunda metade da década de oitenta e início da dé-
cada de noventa, ressurgiu um grande interesse pelos determinantes 
do crescimento endógeno, e a disponibilidade comparável de dados de 
renda e taxas de crescimento para uma larga amostra cross-section tem 
permitido investigar as causas empíricas das diferenças de renda entre 
esses países. Associados a essa corrente, estão os trabalhos que visam 
analisar o impacto da desigualdade sobre o crescimento econômico. En-
tre os estudos econômicos que estão diretamente voltados para investi-
2 Segundo tais autores, não se pode afirmar que uma desconcentração de renda tenha 
como corolário, necessariamente, uma redução da pobreza.
3 O autor ainda complementa que os efeitos do crescimento econômico são mais pon-
tecializados sobre os mais pobres quando eles são acompanhados por políticas redis-
tributivas.
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gar como se relacionam tais variáveis, podem-se citar duas abordagens: 
uma que tenta relacionar o comportamento de tais variáveis duas a duas 
e outra abordagem chamada de relação triangular que procura associar 
diretamente entre si pobreza, crescimento econômico e desigualdade. 
O ponto de partida para a abordagem que procura associar as 
variáveis duas a duas é eleger uma variável e a partir dela estabelecer 
sua relação com as outras variáveis. Malcai, Biham e Solomon (1999), 
Datt (1998), Ali (2003), Marinho e Soares (2003), Neder e Silva (2004), 
Hoffmann (2005) e Barreto (2005) apresentam exemplos de tal abor-
dagem. Sem levar em conta o sentido de causalidade de tais relações 
e considerando as três variáveis listadas podem-se estabelecer as se-
guintes associações: pobreza versus crescimento econômico, pobreza 
versus desigualdade e crescimento econômico versus desigualdade.
A relação pobreza versus crescimento econômico tem sido dis-
cutida na literatura no intuito de estabelecer políticas que sejam capa-
zes de reduzir significativamente a pobreza e também mostrar em que 
magnitude os pobres se beneficiam do crescimento econômico para 
que o mesmo seja considerado “pró-pobres”4. O conceito de crescimen-
to “pró-pobres” pode ser enquadrado no que Rocha (2006) descreve 
como uma maneira de repensar o processo de crescimento, de modo a 
considerar explicitamente os objetivos de redução da desigualdade e da 
pobreza, integrando subgrupos populacionais ao curso predominante 
de evolução social, econômica e política de cada país. 
Kraay (2004) adota uma visão mais ampla de quando o cres-
cimento é considerado pró-pobres. Inicialmente, esse autor considera 
o crescimento como sendo pró-pobres se uma medida de pobreza de 
interesse diminui e a partir daí aplica técnicas de decomposição do pa-
drão de pobreza para identificar três fontes potenciais de crescimento 
pró-pobres: a) uma alta taxa de crescimento da renda média (aumento 
da renda média), b) uma alta sensibilidade da pobreza para com o cres-
cimento da renda média (alta sensibilidade da medida de pobreza ao 
crescimento da renda média) e c) um padrão de crescimento da renda 
relativa que reduza a pobreza (aumento em rendas relativas)5.
Tal autor decompôs as mudanças nos indicadores de pobreza 
utilizando uma amostra de países em desenvolvimento durante os anos 
oitenta e noventa e também levando em conta que tais mudanças esta-
riam associadas a uma das três fontes listadas acima. A partir dessas 
fontes, é possível fazer uma decomposição e avaliar suas participações 
4 Barreto (2005) apresenta uma reflexão oportuna no sentido de questionar se políticas 
“pró-pobres” são sensíveis às medidas de pobreza utilizada.
5 Kraay (2004) faz uso da decomposição da variância para sumarizar a importância 
relativa dessas diferentes fontes de crescimento pró-pobres.
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relativas nas variações dos índices de pobreza, objetivando isolar os 
efeitos do crescimento econômico e da desigualdade de renda. No mé-
dio e no longo prazo, sua análise sugere que a maior parte das variações 
na pobreza pode ser atribuída ao crescimento da renda média, e, por-
tanto, políticas e instituições que promovam o crescimento de forma 
ampla seriam fundamentais para o bem-estar dos mais pobres. Nesse 
contexto, o restante da variação na pobreza é explicado por mudanças 
no padrão de crescimento da renda relativa (30% da variância das mu-
danças no índice proporção de pobres no curto prazo e apenas 3% no 
longo prazo) e em menor escala pela sensibilidade da pobreza ao cres-
cimento da renda média. 
Uma evidência relevante também apresentada é que a importân-
cia do crescimento econômico para a redução da pobreza declina quan-
do se vai do índice de pobreza proporção de pobres (poverty headcount 
– P0) para o hiato quadrático (squared poverty gap – P2), ou seja, quanto 
mais a medida de pobreza for sensível na base da distribuição de renda 
dos indivíduos mais pobres, mais peso dever-se-ia dar à distribuição de 
renda no processo de crescimento econômico (Kraay, 2004).
pRocedimentos metodolóGicos
medidas de desiGualdade e pobReza 
A distribuição de renda entre as famílias ou indivíduos de uma econo-
mia pode ser representada por uma distribuição de frequência ou uma 
função densidade de probabilidade ( ( )f y , onde y é o nível de renda). 
A medida de desigualdade conhecida como índice de Gini é obti-
da a partir da Curva de Lorenz. A Curva de Lorenz mostra graficamente 
como a proporção da renda aumenta em função da proporção acumu-
lada da população, considerando que as rendas da população estejam 
em ordem crescente. A Figura 1 apresenta a Curva de Lorenz para uma 
distribuição contínua e quanto mais distante da linha de perfeita igual-
dade (segmento OB) for a curva, isto é, quanto mais pronunciado for o 
arco da curva, mais desigual a sociedade. 
Nos eixos das abscissas, pi é a porcentagem acumulada da popu-






                                                                                                                 
(1)
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Nas ordenadas,F é a proporção de todas as rendas recebidas por 
essas pessoas (ou a renda familiar per capita) em um determinado pe-
ríodo do tempo. Considerando que xi é a renda da i-ésima pessoa em 
uma população de n pessoas e µ esteja indicando a renda média:
                                                                                                                 
(2)
A área compreendida entre a linha de perfeita igualdade (seg-
mento OB) e a Curva de Lorenz recebe o nome de área de desigualdade, 
sendo indicada por π. Assim, a Curva de Lorenz delimita uma área de 
desigualdade π que teoricamente varia de 0 (caso da perfeita igualda-
de) a 0,5 (caso da máxima desigualdade), a qual corresponde à área do 
triângulo OAB. 
Essa interpretação da Curva de Lorenz é importante para enten-
der o conceito de índice de Gini6. O índice de Gini (G) é definido como o 




quociente entre a área de desigualdade (p) verificada e seu valor teórico 
máximo de 0,5 (a área do triângulo OBC), isto é: 
                                                                                                                  
(3)
Sendo assim, o índice de Gini assume valores entre os limites 
teóricos mínimo de 0 (nenhuma desigualdade) e máximo de 1 (des-
igualdade máxima). Uma maneira alternativa de analisar o padrão de 
distribuição pessoal da renda no Brasil consiste em fazer uso de uma 
função de densidade de probabilidade. 
Um dos pioneiros nesse tipo de abordagem foi o economista ita-
liano Vilfredo Pareto que observou certa regularidade na distribuição 
pessoal da renda e traduziu tal comportamento propondo uma lei de 
potência (Pareto, 1897). A distribuição de Pareto ou lei de potência 
(power law) é o padrão para altos níveis de renda (Clementi e Gallegati, 
2004) e a função de densidade de probabilidade p(x) para a renda pes-
soal x pode ser aproximada por:
                                                                                                          
(4)
onde                       ; 0x é um parâmetro de escala.
 
Esse tipo de distribuição é conhecido na literatura como Pare-
to do Tipo I ou lei de potência e o expoente a é chamado de índice 
de Pareto7. O índice de Gini nesse tipo de formulação é descrito pela 
equação:
                                                                                                                 
(5)
Um ponto relacionado com a insuficiência de renda é a pobreza. 
A definição de pobreza utilizada é a da insuficiência de renda, isto é, o 
indivíduo pobre é aquele que faz parte de uma família cuja renda fami-
liar per capita é inferior ou igual a uma determinada linha de pobreza. 
Ravallion e Datt (1991) expressam as medidas de pobreza em termos 
da renda média e da Curva de Lorenz. Nesse contexto, a medida de 
pobreza Pt, para o ano t, pode ser escrita como: 
                                                                                                             
(6)
7 O valor do parâmetro a pode ser considerado como uma medida de desigualdade da 
distribuição pessoal da renda e quanto menor o índice de Pareto, mais desigualmente 
distribuída é a renda familiar per capita. 
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
250
onde zt é a linha de pobreza, mt é a renda per capita média e Lt é a Curva 
de Lorenz, sendo todas as medidas avaliadas no tempo t. Genericamen-
te, a medida de pobreza Pt, para o ano t, pode ser definida como:
 (7)
                                                                                                    
onde                         presenta a fração da população abaixo da linha de po-
breza zt, estabelecida para o tempo t, e f uma função da renda do percentil 
p, que assume diferentes formas dependendo da medida de pobreza a ser 
estimada. Para cada forma funcional escolhida                  degera-se uma 
medida específica de pobreza.
Conforme q varia entre os valores inteiros do intervalo [0,2] em  
obtêm-se respectivamente a proporção de pessoas pobres (poverty head-
count – P0), o hiato de pobreza (poverty gap – P1) e o hiato quadrático 
(squared poverty gap – P2) conforme o Quadro 1. Assim as medidas de 
pobreza podem ser expressas como as imagens de f, com os respectivos 
índices de pobreza que estas formas determinam.
Quadro 1
Índices de pobreza gerados a partir do cálculo da imagem de f
    Cálculo das imagens de f Índices de pobreza
Proporção de pobres (P
0
)






Fonte: Manso, Barreto e Tebaldi (2006).
A proporção de pessoas pobres (poverty headcount) mede a pro-
porção de pessoas que têm renda familiar per capita inferior à linha de 
pobreza e capta apenas a extensão da pobreza, sendo insensível à inten-
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sidade da pobreza. O hiato de pobreza (poverty gap) mede a intensidade 
de pobreza para o conjunto da população pobre através do cálculo do 
desvio médio entre a renda dos pobres e o valor da linha de pobreza e 
pode ser interpretado como um indicador do déficit de pobreza, através 
da perfeita focalização das transferências de renda. Por fim, o hiato 
quadrático (squared poverty gap) é uma medida que dá um peso maior 
para as pessoas mais pobres (o hiato de pobreza é ponderado por si 
mesmo) e leva em conta a desigualdade entre os pobres.
elasticidade da pobReza
A metodologia utilizada para o cálculo da elasticidade de pobreza tem 
como finalidade analisar o impacto das variações no crescimento e 
na desigualdade de renda sobre alterações da pobreza. A metodologia 
utilizada para o cálculo da elasticidade de pobreza foi a proposta por 
Datt (1998) e adaptada para o contexto dos dados brasileiros por Neder 
e Silva (2004). As medidas de pobreza derivadas das parametrizações 
da Curva de Lorenz têm como base metodológica as seguintes duas 
funções:
(8) Curva de Lorenz:                                                                                         
e
(9)8 Medida de pobreza                                    
onde L é a participação dos p por cento inferiores da população na 
renda per capita domiciliar, p é um vetor de parâmetros estimáveis da 
Curva de Lorenz, P é a medida de pobreza escrita como uma função da 
relação da renda familiar per capita média m à linha de pobreza z e os 
parâmetros da Curva de Lorenz. 
A medida de pobreza da equação (9) é homogênea de grau zero 
em renda familiar per capita média e na linha de pobreza. Isso sig-
nifica que se a renda familiar per capita média e a linha de pobreza 
se alterarem da mesma proporção, a medida de pobreza permanecerá 
inalterada. Por simplicidade, a parametrização escolhida para ajustar 
a Curva de Lorenz foi a Quadrática Geral (general quadratic – GQ) e tal 
formulação é descrita pelas seguintes funções9:
                                                                   
8 Em algumas formulações p representa uma medida da desigualdade implícita na dis-
tribuição da renda tal como o índice de Gini e nesse contexto o comportamento de tal 
parâmetro é:               . As medidas de pobreza utilizadas para a função P se restringem 
aos índices de Foster-Greer-Thorbecke (FGT) respectivamente para q = 0, 1 e 2.
9 Onde p é a proporção cumulativa (ou percentagem) da população.





A primeira derivada, a segunda derivada e o índice de Gini deri-
vados a partir da equação (10) são (Datt, 1998):
 
(12)
                                                                                                                                                       
(13)
                            
(14)                                                                                                       se m > 0 
      
       
(15)10
se m > 0 
A partir da especificação da Curva de Lorenz descrita pelas 
equações (10 e 11) pode-se obter as funções que representam as medi-




onde H, PG e P2 são respectivamente a proporção de pessoas pobres, 
o hiato de pobreza e o hiato de pobreza ao quadrado ou a severida-
de da pobreza da classe dos índices FGT de pobreza e os parâmetros: 
10  Datt (1998) estabelece que dada a curva de Lorenz Quadrática Geral (GQ), o índice 




                                                                                                                  
(20)
                                                                                                                  
(21)
                                                                                                          
(22)
                                                                                                           
(23)
                                                                                                         
(24)
Estimados os parâmetros a, b e c da Curva de Lorenz da equação 
(10) obtêm-se os valores das elasticidades da pobreza calculados a par-
tir das fórmulas do Quadro 211.
Quadro 2
Fórmulas da elasticidade da pobreza em relação à renda média e ao índice de Gini
Elasticidade do indicador                     




Fonte: Kakwani (1990) e Datt (1998).
Notas: * O valor de L’’(H) é o valor da segunda derivada da curva de Lorenz avaliada 
em H e igual a                                            
 
** as fórmulas para as elasticidades com respeito ao índice de Gini assumem que a 
Curva de Lorenz modifica-se proporcionalmente sobre todo intervalo.
11 Neder e Silva (2004) utilizam parcialmente as informações do desenho amostral da 
PNAD (os pesos da amostra) para construir os pontos (p,L) e com isso obter uma estima-
tiva não-viesada dos parâmetros a, b e c.
* *
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decomposição nas VaRiações do nÍVel de pobReza
O método de decomposição utilizado nesse item tem como principal 
finalidade analisar os componentes que explicam a variabilidade dos 
indicadores de pobreza sem considerar a causalidade desse movimento 
e partindo de um grupo de variáveis previamente definidas. Os dois 
principais componentes responsáveis pela alteração dos indicadores 
que mensuram o nível de pobreza são a variação de renda e a variação 
da desigualdade (Ravallion, 2004).  Em termos discretos, considerando 
dois períodos, t e t+n, as variações nas medidas de pobreza podem ser 
decompostas como (Ravallion e Datt, 1991):
(25)
                                componente            componente                resíduo
                            de crescimento       de redistribuição
 
Em cada componente do lado direito da equação (25), os dois 
primeiros argumentos no parêntese se referem ao período inicial e final 
da decomposição enquanto que o último argumento (r) torna explícita a 
data de referência que será utilizada para a decomposição nas medidas 
de pobreza.  
Em relação aos termos contidos na equação (25), o primeiro 
termo do lado direito é o componente do crescimento (G). O compo-
nente de crescimento das mudanças no indicador de pobreza é defini-
do como o responsável pela mudança no indicador de pobreza devido 
às variações na renda média enquanto a Curva de Lorenz permanece 
constante ao nível de referência     e surge através da diferença entre 
uma medida de pobreza inicial e um índice de pobreza calculado sobre 
o conjunto de rendas hipotético que utiliza a renda média do segundo 
período e a Curva de Lorenz do primeiro:  
                                                                     
(26)
O segundo termo do lado direito da equação (25) é o componente 
da distribuição ou redistribuição (D). O componente da redistribuição 
das mudanças no indicador de pobreza é definido como o responsável 
pela mudança no indicador de pobreza devido às variações na Cur-
va de Lorenz enquanto a renda média permanece constante ao nível 
de referência    , e encontra-se representado pela diferença entre uma 
medida de pobreza inicial e um índice baseado no conjunto de rendas 





Na equação (25), é                     o componente residual. O com-
ponente residual não tem uma interpretação por si só e para o caso em 
que r = t pode ser definido como:
(28)
(29)
O componente residual pode ser interpretado como a diferença 
entre o componente de crescimento (redistribuição) avaliado ao nível fi-
nal e inicial respectivamente de uma Curva de Lorenz (renda média).
No caso da renda média ou da Curva de Lorenz permanecer inal-
terada durante o período da decomposição, então o resíduo é nulo12.
pRocedimentos empÍRicos
 
Fonte de dados e deFinição das VaRiÁVeis
Os microdados utilizados nesse artigo foram extraídos da Pesquisa Na-
cional por Amostra de Domicílios (PNAD) e referem-se a dados indi-
viduais de 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2001, 2002, 2003, 2004 e 2005. 
A PNAD incorpora todos os aspectos que definem um “plano amostral 
complexo”13: estratificação das unidades de amostragem, conglome-
ração (seleção da amostra em vários estágios, com unidades compostas 
de amostragem)14, probabilidades desiguais de seleção em um ou mais 
estágios e ajustes dos pesos amostrais para calibração com os totais 
populacionais conhecidos (Nascimento Silva, Pessoa e Lila, 2002).
As estimativas feitas fizeram uso da variável renda familiar per 
capita sendo a renda da família considerada sem agregados e pensio-
nistas. Para o cálculo deste indicador é necessário dividir o total de 
rendimentos da família pelo número de indivíduos pertencentes a esta. 
Além disso, a variável renda familiar per capita foi utilizada com as três 
informações complementares oriundas da PNAD que descrevem o seu 
12 Ravallion e Datt (1991) apontam uma propriedade do componente residual:      
                                                                        . Esse resultado mostra que é possível anular o 
componente residual tomando o efeito médio dos componentes obtido usando o período 
inicial e final dos anos de referência.
13 Um plano amostral complexo pode envolver estratificação, conglomeração, subam-
ostragem, probabilidades desiguais de seleção e outras formas de seleção controlada 
(Lee, Forthofer e Lorimor, 1986).
14 Um conglomerado pode ser definido como unidades amostrais que contêm um con-
junto de elementos de uma população. Por exemplo, ao procurar estimar a proporção 
de pessoas analfabetas em um município, podem-se considerar como conglomerados os 
bairros, as ruas, os quarteirões ou as residências.
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plano amostral e que devem sempre ser utilizadas em qualquer inferên-
cia com dados amostrais complexos: os pesos de expansão da amostra, 
o estrato e a unidade primária de amostragem (PSU ou UPA)15. 
Esse conjunto de informações permite mensurar o efeito do des-
enho amostral nas estimativas. Skinner, Holt e Smith (1989) desenvol-
veram uma medida intitulada EPA ampliado (Meff – Misspecification 
effect) que permite mensurar os efeitos de especificação incorreta tanto 
do plano amostral quanto do modelo ajustado e é definida por:
30)
sendo:                    : um estimador usual (consistente) da variância do 
estimador calculado sob a hipótese de observações independentes e iden-
ticamente distribuídas (IID);                : é a variância do estimador sobre 
o plano amostral complexo;                  : é a esperança do estimador usual 
sob o plano amostral complexo.
A partir dos valores encontrados do EPA ampliado podem-se ti-
rar as seguintes conclusões: a) EPA <1: variância sob AAS16 superesti-
mada; b) EPA = 1: não há diferença entre as estimativas de variância; 
e c) EPA > 1: variância sob AAS subestimada. Quanto maior o valor do 
EPA ampliado, menor será a probabilidade real de cobertura do inter-
valo de confiança para o parâmetro de interesse, caso o intervalo seja 
calculado sem considerar o plano amostral da pesquisa.
                  Outra variável a ser utilizada é a linha de pobreza. Na ausência 
de uma linha de pobreza oficial para o Brasil e por uma questão de 
simplicidade, adotou-se como linha de pobreza o valor correspondente 
à 50% do salário mínimo (em valores nominais) em vigor no mês de 
setembro de cada ano (o mês de referência da PNAD)17. Em algumas 
estimativas realizadas ao longo desse artigo, os valores da renda no-
minal familiar per capita foram deflacionados para obter seus valores 
reais e nesse procedimento fez-se uso de uma versão do Índice Nacio-
nal de Preços ao Consumidor – Restrito (INPC) do IBGE proposta por 
Corseuil e Foguel (2002).  
15 PSU é a abreviação de primary sample unit que em português recebe a denominação 
de unidade primária de amostragem (UPA).
16 AAS é a abreviação de amostragem aleatória simples.





A literatura que analisa os principais responsáveis pela redução da 
pobreza aponta o papel fundamental desempenhado pela renda real 
familiar per capita média18. A evolução da renda real familiar per capita 
média é um importante indicador da evolução das condições sociais 
do país e também uma proxy utilizada por muitos modelos para repre-
sentar o impacto do crescimento econômico sobre a pobreza ao longo 
do tempo. Por isso, torna-se relevante analisar a evolução da renda real 
familiar per capita média no período 1995-2005 conforme a Tabela 1.
A Tabela 1 apresenta a evolução da renda familiar per capita mé-
dia com seu respectivo intervalo de confiança ao longo do período de 
1995 a 2005. Em suas estimativas foram consideradas todas as infor-
mações do desenho amostral (pesos, estratos e unidades primárias). 
Inicialmente, deve-se ressaltar o efeito do Plano Real na taxa de cres-
cimento da renda real familiar per capita média no período 1993-1995, 
ou seja, um aumento de 23,59%19. Hoffmann (1998) argumenta que 
grande parte desse crescimento pode estar associado à incapacidade 
dos deflatores em captarem de maneira apropriada a inflação por oca-
sião da criação do Real.
Tabela 1
Renda real familiar per capita média para o Brasil no período de 1995 a 2005
Renda real familiar per capita média (m)
Ano Estimativa Tasa Crescimento % Erro padrão Intervalo de confiança 95%
1995 424,3441 23,5957 5,337231 413,8807 434,8074
1996 429,4382 1,2005 5,147028 419,3478 439,5286
1997 428,6451 -0,1847 5,191928 418,4668 438,8233
1998 430,7370 0,4880 5,226016 420,4921 440,9820
1999 407,4610 -5,4038 4,947983 397,7613 417,1608
2001 414,8846 1,8219 23,51086 368,6972 461,0719
2002 418,6249 0,9015 4,871085 409.0753 428,1745
2003 391,6678 -6,4394 4,392688 383,0561 400,2794
2004 398,0378 1,6264 4,270956 389,6648 406,4108
2005 426,2561 7,0894 4,77044 416,9039 435,6083
18 Neder e Silva (2004) e Manso, Barreto e Tebaldi (2006) apontam que o principal 
componente para redução da pobreza em períodos recentes no Brasil tem sido o compo-
nente de crescimento traduzido pela evolução da renda familiar per capita média.
19 A taxa de crescimento de 23,60% foi estabelecida com base na renda familiar per 
capita média de 1993 visto que em 1994 a PNAD não foi realizada. 
Fonte: cálculos do autor
Notas: * valores em R$ de setembro de 2005 (deflacionados pelo INPC – Restrito).
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A renda familiar per capita média durante o período 1995-1999 
sofre o intitulado “efeito sanfona”, ou seja, uma grande expansão ime-
diatamente após o período 1993-1996 (após o Plano Real) e movimentos 
de redução-expansão até 1999, atingindo um valor mais baixo do que 
em 1995 e semelhante aos observados na segunda metade da década 
de oitenta. O período 1995-1999 é marcado por uma retração da renda 
real familiar per capita média de 3,95% (ou R$16,88).
A taxa de crescimento da renda real familiar per capita média 
não apresentou uma tendência definida ao longo do período de 2001 
a 2005 e mesmo o crescimento de 7% em 2005 foi inexpressivo face 
à retração ocorrida em 2003 (de 6,4%). Após o ano de 1995, a taxa de 
crescimento da renda real familiar per capita média só atingiu um valor 
acima de 5% no ano de 2005. Essa estagnação e até mesmo retração 
(como ocorreu em 1997, 1999 e 2003) da real familiar per capita média 
justificam o aumento ou a manutenção dos níveis da pobreza. 
As taxas de crescimento da renda real familiar per capita média 
não sinalizam se a evolução dessa medida foi estatisticamente signifi-
cativa ao longo do tempo. Por isso é interessante analisar a evolução 
desta renda real familiar per capita média através das suas diferenças, 
e a Tabela 2 apresenta essa estimativa. 
De acordo com a Tabela 2, nos períodos 1995-2005 e 2001-2005, a 
variação da renda real familiar per capita média não foi estatisticamen-
te significativa. Somente no período 1995-1999, a variação da renda real 
familiar per capita média foi estatisticamente significativa e o resultado 
desse movimento foi uma redução de R$16,88 no indicador.
Tabela 2




Z P-valor Intervalo de confiança 95%
1995 - 1999 16,88305 5,327614 3,17 0,002 6,439302 27,32681
2001 - 2005 -11,37158 23,98995 -0,47 0,636 -58,40146 35,6583
1995 - 2005 -1,912048 7,15843 -0,27 0,789 -15,94404 12,11994
Fonte: Dados da pesquisa
Notas: * valores em R$ de setembro de 2005 (deflacionados pelo INPC – Restrito).
Uma maneira alternativa de medir a desigualdade consiste em 
analisar a proporção de renda apropriada pelos mais pobres através 
das estimativas que são usadas para construir a Curva de Lorenz. A 
Tabela 3 apresenta as estimativas da Curva de Lorenz, bem como seu 
intervalo de confiança de 95% para 1995, 1999, 2001 e 2005. 
O primeiro ponto que deve ser mencionado é que pobres no Bra-
sil, considerando uma linha de pobreza equivalente a metade do salário 
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mínimo da semana de referência da PNAD, são os indivíduos situados 
entre o primeiro e o terceiro decil, ou seja, equivalentes aos valores p = 
1, 2 e 3 na Tabela 320. O segundo ponto a se ressaltar é que grande parte 
dos estudos que fazem esse tipo de análise descrita pela Tabela 3 mos-
tram que a Curva de Lorenz não apresenta estimativas estatisticamente 
significativas para o primeiro decil da população (p = 1). Analisando a 
Tabela 3, pode-se observar que isso também ocorre para os quatro anos 
analisados. No ano de 2001, além do primeiro decil, deve-se observar 
que o segundo, terceiro e quarto decis também não apresentam estima-
tivas estatisticamente significativas. 
Azevedo (2007:168), analisando os anos de 2001, 2004 e 2005, 
retrata o mesmo problema e obtém para os anos citados estimativas 
não-significativas para o primeiro decil da ordem de 0,7 p.p. para 2001; 
de 0,9 p.p. para 2004; e de 0,9 p.p. para 2005. Para o segundo e terceiro 
decis, as estimativas obtidas foram de 2,4 p.p. e 4,9 p.p. para 2001; de 
2,8 p.p. e 5,6 p.p. para 2004; e de 2,9 p.p. e 5,7 p.p. para 2005. Isso resul-
ta numa variação entre os anos de 2001 e 2005 da seguinte ordem: de 
0,2 p.p. para o primeiro decil; de 0,5 p.p. para o segundo decil; e de 0,8 
p.p. para o terceiro decil. O relatório do IPEA (IPEA, 2006, p.38) faz a 
mesma análise comparando os anos de 2001 e 2004, estabelecendo que 
essa variação foi de 0,18 p.p. (de 0,69 em 2001 para 0,87 em 2004) no pri-
meiro decil; de 0,43 p.p. (de 2,36 em 2001 para 2,79 em 2004) no segundo 
decil; e de 0,72 p.p. (de 4,85 em 2001 para 5,57 p.p.) no terceiro decil.
Tabela 3
Estimativas da renda acumulada e respectivo erro padrão para o Brasil, 
dos anos selecionados 1995, 1999, 2001 e 2005
p Estimativa Erro Padrão Z P-valor Intervalo de confiança 95%
1995
1 0,003037 0,006258 0,485 0,627 -0,0092284 0,0153017
2 0,016778 0,006233 2,692 0,007 0,0045625 0,0289935
3 0,039028 0,006196 6,299 0,000 0,0268848 0,0511712
4 0,070343 0,006121 11,493 0,000 0,0583473 0,0823392
5 0,126140 0,006018 20,961 0,000 0,114345 0,137935
6 0,168785 0,005903 28,595 0,000 0,157216 0,180354
7 0,243000 0,005683 42,762 0,000 0,231863 0,254138
8 0,349429 0,005347 65,356 0,000 0,33895 0,359908
9 0,512853 0,004589 111,762 0,000 0,503859 0,521847
10 1,000000
20 Mais rigorosamente, pobres são os indivíduos situados entre o valor mínimo e a sepa-
ratriz equivalente a metade do salário mínimo. Como essa separatriz pode variar con-
forme o ano analisado, essa escolha de valores para p é apenas uma aproximação.
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1999
1 0,002738 0,006316 0,433 0,665 -0,0096423 0,0151173
2 0,017212 0,006261 2,749 0,006 0,00494 0,0294839
3 0,042590 0,006170 6,903 0,000 0,0304974 0,0546823
4 0,071387 0,006047 11,804 0,000 0,0595345 0,0832402
5 0,117415 0,005873 19,994 0,000 0,105905 0,128925
6 0,173282 0,005672 30,553 0,000 0,162166 0,184398
7 0,247691 0,005368 46,145 0,000 0,23717 0,258211
8 0,352933 0,004912 71,850 0,000 0,343305 0,36256
9 0,518228 0,004226 122,638 0,000 0,509945 0,52651
10 1,000000
2001
1 0,002436 0,056485 0,043 0,966 -0,108273 0,113144
2 0,016060 0,055341 0,290 0,772 -0,0924067 0,124526
3 0,039988 0,053021 0,754 0,451 -0,0639315 0,143907
4 0,070946 0,049640 1,429 0,153 -0,0263474 0,168239
5 0,114595 0,044758 2,560 0,010 0,0268716 0,202318
6 0,172479 0,038386 4,493 0,000 0,0972443 0,247714
7 0,248214 0,029569 8,394 0,000 0,190259 0,306169
8 0,354040 0,016594 21,336 0,000 0,321517 0,386563
9 0,517699 0,007801 66,363 0,000 0,502409 0,532989
10 1,000000
2005
1 0,004610 0,005960 0,773 0,439 -0,0070719 0,0162911
2 0,020986 0,005903 3,555 0,000 0,0094168 0,0325553
3 0,048771 0,005818 8,383 0,000 0,0373683 0,0601737
4 0,084246 0,005707 14,762 0,000 0,0730608 0,0954315
5 0,131100 0,005549 23,628 0,000 0,120225 0,141975
6 0,207135 0,005341 38,784 0,000 0,196667 0,217602
7 0,272397 0,005085 53,573 0,000 0,262431 0,282362
8 0,378814 0,004720 80,259 0,000 0,369563 0,388065
9 0,542874 0,004147 130,922 0,000 0,534747 0,551002
10 1,000000
Fonte: Dados da pesquisa
Na Tabela 3 as variações no primeiro, segundo e terceiro decis 
foram de 0,16 p.p, 0,42 p.p. e 0,97 p.p. para 1995-2005; de -0,03 p.p., 0,04 
p.p. e 0,36 p.p. para 1995-1999; e de 0,22 p.p., 0,49 p.p. e 0,88 p.p. para 
2001-2005.  Levando em conta que sempre que houver um aumento ge-
neralizado na proporção da renda apropriada pelos mais pobres haverá 
também um declínio no grau de desigualdade, independentemente de 
como se vá medi-la, podem-se justificar as melhorias nos indicadores 
de desigualdade ocorridas nos períodos 1995- 2005 e 2001-2005. 
Para determinar se isso de fato ocorreu, a Tabela 4 apresenta 
o índice de Gini (G) com seu respectivo intervalo de confiança para o 








Intervalo de confiança 
95%
GINI 1995 0,6169447 0,00323205 190,883 0,000 0,61061 0,6232794
GINI 1996 0,6186979 0,00306132 202,102 0,000 0,6126979 0,624698
GINI 1997 0,6186928 0,0030285 204,290 0,000 0,612757 0,6246285
GINI 1998 0,6190800 0,00301697 205,199 0,000 0,6131668 0,6249931
GINI 1999 0,6122777 0,00287648 212,857 0,000 0,6066399 0,6179155
GINI 2001 0,6128915 0,00696619 87,981 0,000 0,5992381 0,626545
GINI 2002 0,6058664 0,00298622 202,888 0,000 0,6000135 0,6117193
GINI 2003 0,5999660 0,00277425 216,263 0,000 0,5945286 0,6054034
GINI 2004 0,5899238 0,00282807 208.596 0,000 0,5843809 0,5954668
GINI 2005 0,5849069 0,00292116 200,231 0,000 0,5791815 0,5906322
Fonte: Dados da pesquisa
A Tabela 4 mostra que a redução no índice de Gini foi: de 3,2 
p.p. de 1995 a 2005; de 0,46 p.p. de 1995 a 1999; e de 2,79 p.p. de 2001 
a 2005. A queda do índice de Gini de 2,79 p.p. (ou 4,55%) de 2001-2005 
também é confirmada pelo relatório do IPEA (IPEA, 2006)21 e ressalta-
se que mesmo modesta (quando se trata do índice de Gini), dentre os 75 
países dos quais há informações relativas à evolução da desigualdade 
de renda ao longo da década de noventa, menos de 1/4 apresentaram 
taxas de redução da desigualdade superiores à brasileira.
No entanto, para estabelecer se essa variação foi realmente váli-
da do ponto de vista estatístico, deve-se estabelecer o cálculo das dife-
renças do índice de Gini e apresentar a significância estatística dessa 
variação. A Tabela 5 apresenta os resultados obtidos nesse tipo de es-
timativa.
Tabela 5




Intervalo de confiança 95%
GINI 1995 – GINI 1999 0,0046670 0,0026160 1,78 0,074 -0,0004602 0,0097943
GINI 2001 – GINI 2005 0,0279847 0,0074413 3,76 0,000 0,0134 0,0425694
GINI 1995 – GINI 2005 0,0320379 0,0040425 7,93 0,000 0,0241147 0,039961
Fonte: Dados da pesquisa
21 Analisando o período entre 2001 e 2004, tendo como medida o índice de Gini, a queda 
encontrada foi de 4% (passando de 0,593 para 0,569).
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Analisando a Tabela 5 por períodos, pode-se observar que a va-
riação de 3,20 p.p. no período de 1995 a 2005 foi significativa, o mesmo 
ocorrendo com a variação de 2,7 p.p. no período de 2001 a 2005. Por 
outro lado, a pequena variação de 0,46 p.p. do período 1995 a 1999 não 
pode ser considerada significativa e isso corrobora a ideia de que no 
período 1995 a 1999 a distribuição de renda teve uma variação nula por 
meio do índice de Gini e isso implica que no contexto da distribuição 
de renda, a segunda metade da década de noventa pode ser considerada 
perdida e somente no último ano do período é que ocorreu uma peque-
na diminuição da desigualdade. A Tabela 5 também justifica a “euforia” 
demonstrada com a queda recente da desigualdade no período 2001 a 
2005 mostrada no relatório do IPEA (IPEA, 2006). Em dez anos (1995 
a 2005), a redução da desigualdade foi quase igual à dos últimos cinco 
anos (de 2001 a 2005) e a maior evidência da Tabela 5 é apontar que a re-
dução da desigualdade foi fruto da contribuição ano a ano de melhorias 
graduais e lentas na desigualdade que, quando analisadas em conjunto, 
estas melhorias geram resultados, não o fazendo isoladamente. 
A literatura em desigualdade tem ressaltado o efeito concentra-
dor do crescimento econômico na distribuição de renda e as simetrias 
entre o estrato mais pobre e o mais rico. Rocha (2006) ressalta que as 
oportunidades naturais de crescimento econômico são predominante-
mente concentradoras e que a distribuição truncada de renda (em 99%) 
do Brasil torna os níveis de desigualdade mais baixos. Visando inves-
tigar de maneira mais profunda o comportamento do topo da distri-
buição de renda no Brasil (1% mais rico), a Figura 2 mostra a evolução 
da renda real familiar per capita do 1% mais rico no Brasil durante os 
anos de 1995, 1999 e 2005. 
Figura 2
Representação da renda familiar per capita do 1% mais rico (em valores nominais) do Brasil via 
função Kernel (ou núcleo) para os anos 1995, 1999 e 2005
Fonte: Dados da pesquisa.
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A partir da Figura 2, estima-se o índice de Pareto e o valor míni-
mo a partir do qual a distribuição de lei de potência é ajustada. A Tabela 
6 apresenta as medidas que caracterizam a distribuição de renda no 
estrato mais rico do Brasil (1% mais rico) no período de 1995 a 2005. 
O índice de Gini para o 1% mais rico do Brasil no período 1995-2005 
sofreu uma redução de 5,19% (ou 1,40 p.p.), ou seja, a magnitude da 
queda no topo da distribuição é exatamente igual à observada para a 
distribuição como um todo. Analisando o período 1995-1999, também 
se observa uma redução do índice de Gini de 6,53% (ou 1,76 p.p.) e um 
aumento de 4,03% (0,99 p.p.) no período 2001-2005.
No período mais recente (2001-2005), o comportamento do ín-
dice de Gini para o 1% mais rico do Brasil aponta um aumento da 
concentração de renda e tal movimento é contrário ao observado para 
a distribuição como um todo. A renda familiar per capita média do 
1% mais rico para o Brasil sofreu uma redução de 8,19% no período 
1995-2005. Mais do que a magnitude da queda, essa redução mostra 
que o comportamento da renda familiar per capita média do 1% mais 
rico é bastante diferenciado da renda familiar per capita média para a 
distribuição como um todo que se manteve estável ao longo do mesmo 
período. Em termos absolutos (valores reais em R$ de 2005), o maior 
valor da renda familiar per capita média do 1% mais rico para o Brasil 
é observada em 1998 e seu valor é de R$6197,07.
Tabela 6
Índice de Gini, renda real familiar per capita média, limite mínimo do estrato mais rico e índice 
de Pareto para o 1% mais rico em valores reais para o Brasil no período de 1995 a 2005
Índice de Pareto (a)
Ano Gini µ(1%) k1 Estimativa Erro Padrão Intervalo de confiança 95%
1995 0,2694 6105,58 3660,01 2,3554 0,07509 2,20802 2,50288
1996 0,2524 6161,73 3773,80 2,4809 0,07908 2,32567 2,63622
1997 0,2762 6156,48 3614,86 2,3100 0,07179 2,16913 2,45102
1998 0,2560 6197,07 3789,41 2,4552 0,07066 2,31425 2,59166
1999 0,2518 5657,68 3502,08 2,4855 0,06892 2,35024 2,62081
2001 0,2455 5829,48 3586,47 2,5364 0,07377 2,39118 2,68176
2002 0,2527 4405,94 3519,76 2,4781 0,07016 2,34043 2,61588
2003 0,2506 5159,14 3184,80 2,4944 0,06475 2,36736 2,62157
2004 0,2474 5173,36 3150,13 2,5202 0,06975 2,38330 2,65711
2005 0,2554 5605,14 3416,67 2,4574 0,06024 2,33918 2,57564
Fonte: Cálculos do autor.
Notas: k1 – limite mínimo do estrato mais rico em valores reais (valores em R$ de 2005); µ(1%) - renda real familiar per 
capita média do 1% mais rico em valores reais (valores em R$ de 2005). 
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O ano de 1998 foi um período de crescimento mínimo no país 
(0,13%) e o Brasil foi afetado por duas crises internacionais. A primeira 
estourou em outubro de 1997 no Sudeste da Ásia, mas seus efeitos se 
propagaram até o ano seguinte. Em agosto de 1998, houve a derrocada 
da Rússia a partir de sua moratória, e a economia brasileira sofreu fortes 
turbulências (Souza, 2001). Souma (2000) retrata que as medidas que ca-
racterizam o topo da distribuição de renda estão mais associadas às flu-
tuações de ativos do que ao lado real da economia (setor produtivo)22.
O índice de Pareto estimado do 1% mais rico do Brasil para o 
período 1995-2005 encontra-se no intervalo (2,31;2,53)23. Clementi e Ga-
llegati (2004) estimam o índice de Pareto para a Itália e o valor dessa 
medida para os anos de 1995, 1998 e 2002 sejam de respectivamente 2,72 
(0.002); 2,76 (0.002); e 2,71 (0.002). Esses resultados mostram que a des-
igualdade no estrato de 1% mais rico é maior no Brasil do que na Itália.
Analisando o índice de Pareto no período 1995-2005, pode-se 
observar que os anos de 1995 (2,35) e 1997 (2,31) apresentam a maior 
desigualdade da distribuição no estrato mais rico. O ano de 1995 é 
imediatamente posterior a um dos maiores aumentos reais da renda 
real familiar per capita média no período analisado e como a literatu-
ra aponta que o crescimento econômico tem um efeito concentrador, 
possivelmente, isso também teve sua contrapartida no estrato mais 
rico. O ano de 1997 foi marcado pelo enfretamento dos desequilíbrios 
provocados pela crise financeira no mercado asiático e as alterações 
no contexto internacional. No entanto, em 1997, o mercado interno e 
principalmente o PIB não foram contaminados por essa turbulência e 
a princípio não podem justificar um nível de desigualdade tão elevado 
para o topo da distribuição24.
Uma possível justificativa para esse comportamento está relacio-
nada ao fato de que o índice de Pareto é (inversamente) relacionado com 
a variância da distribuição25. A variância é uma medida de dispersão, 
ou seja, durante períodos de expansão econômica a dispersão da renda 
tende a se tornar maior (em outras palavras e com poucas exceções, os 
ricos tornam-se mais ricos e os pobres mais pobres) e por isso o índice 
22 Em economia, há um distinção clássica entre variáveis do tipo fluxo e estoque, ou 
seja, a renda é uma variável fluxo, enquanto a riqueza é uma variável estoque. Uma tur-
bulência externa pode afetar essas duas variáveis de maneira distinta, mesmo estando 
interligadas. 
23 Quanto menor o índice de Pareto, mais desigual a distribuição no seu topo.
24 O relatório do Banco Central de 1997 mostra que o PIB cresceu 3% nesse período 
(Banco Central do Brasil, 1998).
25 O índice de Pareto é uma medida de desigualdade inversa enquanto o índice de Gini 
é uma medida de desigualdade direta. 
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de Pareto tende a diminuir. Isso significa que durante períodos de ex-
pansão econômica o índice de Pareto é pequeno (alta desigualdade na 
distribuição de renda) enquanto que em períodos de retração o índice 
de Pareto é maior (menor desigualdade na distribuição de renda). 
Por outro lado, o ano de 2001 é o que apresenta a maior magnitu-
de para o índice de Pareto (2,53) e por isso menor desigualdade para o 
topo da distribuição. No ano de 2001 houve uma significativa elevação 
do salário mínimo e a literatura ressalta o papel desse aumento na base 
da distribuição (Ramos e Santana, 2003). A princípio, não há nenhum 
efeito concentrador entre o aumento do salário mínimo e o topo da 
distribuição. A desigualdade da distribuição de renda e as alterações 
no rendimento médio das famílias têm profundo impacto no nível de 
pobreza. É um procedimento comum analisar a contrapartida dessas 
grandezas nas medidas de pobreza e discutir a causalidade desse mo-
vimento. As Tabelas 7, 8 e 9 estimam as medidas FGT apresentando os 
intervalos de confianças e o efeito do plano amostral para construção 
desse intervalo (EPA ampliado). 
A Tabela 7 mostra que no período 1995-2005, a medida de pobre-
za FGT(0), teve um aumento de 23,03%. Analisando respectivamente, 
os períodos 1995-1999 e 2001-2005, a medida de pobreza FGT(0) teve 
um aumento de 11,55% e um aumento de 0,31%. A última coluna da Ta-
bela 7 mostra o efeito do plano amostral mensurado pelo EPA ampliado 
(meff). Valores grandes (> 1) do EPA ampliado indicam que o estimador 
“ingênuo” da variância obtido ignorando o plano amostral complexo 
tende a subestimar a variância.
 
Tabela 7




Intervalo de confiança 95% EPA (meff)
1995 0,2666354 0,0031924 0,2603769 0,2728939 17,50018
1996 0,2758769 0,0032607 0,2694846 0,2822692 17,44834
1997 0,2769985 0,0031224 0,2708773 0,2831197 16,79484
1998 0,2895474 0,0032435 0,2831889 0,2959059 17,51556
1999 0,2974723 0,0032465 0,2911082 0,3038365 17,58287
2001 0,3270124 0,009531 0,3082887 0,3457361 153,7389
2002 0,3161814 0,0030999 0,310104 0,3222587 16,76337
2003 0,3403266 0,0031713 0,3341095 0,3465438 16,84734
2004 0,3313515 0,0032544 0,3249714 0,3377316 18,66657
2005 0,3280272 0,0034769 0,321211 0,3348435 21,81467
Fonte: Dados da pesquisa
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O erro padrão na Tabela 7 é calculado utilizando a estrutura 
do plano amostral complexo, todavia os intervalos de confiança são 
estabelecidos baseando-se na hipótese de normalidade da distribuição 
amostral. Notadamente essa aproximação para construção dos inter-
valos de confiança subestima os verdadeiros valores. Isso porque EPAs 
ampliados maiores do que um indicam que o nível de significância ver-
dadeiro é superior ao nominal (Pessoa e Nascimento Silva, 1998)26. Al-
gumas considerações adicionais devem ser feitas sobre esses resultados. 
Inicialmente deve-ser observar que o ano de 1995 foi o primeiro ano 
após o Plano Real em que foi divulgada a PNAD, e os níveis de pobre-
za estavam mantendo um comportamento de relativa estabilidade nos 
anos anteriores à sua implementação. Barros, Henriques e Mendonça 
(2001) estabelecem que esse comportamento estável da proporção de 
pobres oscilava entre 40% e 45%. As flutuações em torno desses valores 
eram justificadas pela instável dinâmica macroeconômica do período. 
Com a implementação do Plano Real, os níveis de pobreza foram 
reduzidos, e esse fenômeno foi captado de maneira generalizada. A Ta-
bela 8 mostra que a proporção de pobres (FGT(0)) atingiu um novo pata-
mar de oscilação entre 26% e 31% no período de 1995 a 199927. Um fator 
importante da redução da pobreza após a implementação de algum pla-
no econômico é o fato de esse resultado ser sustentável ou não.
No Plano Cruzado em 1986, por exemplo, a magnitude da queda 
no indicador da pobreza foi maior do que a variação ocorrida entre 
1993 e 1995 após o Plano Real. No entanto, a queda de 1986 não ge-
rou resultados sustentados, com o valor da pobreza retornando no ano 
seguinte ao patamar vigente antes do Plano Cruzado. A variação de 
11,55% em FGT(0) no período de 1995 a 1999 e todas as outras medidas 
de pobreza tendo uma variação abaixo desse valor sinalizam que os 
efeitos do Plano Real foram sustentáveis e que ocorre uma flutuação 
normal do indicador até atingir um novo patamar estável. 
O aumento do nível de pobreza de 1999 a 2001 também pode ser 
justificado e está relacionado à sensibilidade das medidas de pobreza 
e à linha de pobreza adotada. O crescimento da pobreza em 2001 está 
relacionado à significativa elevação do salário mínimo: parâmetro uti-
26 O procedimento de construir o intervalo de confiança da estimativa baseado na hipó-
tese de normalidade da distribuição amostral ainda persiste porque muitos pacotes 
estatísticos são capazes de produzir o EPA ampliado mas não procedem as correções 
necessárias para que os valores dos intervalos sejam reais e não apenas nominais. Pes-
soa e Nascimento Silva (1998: 61-63) mostram que sempre que o EPA ampliado for maior 
que um, a verdadeira distribuição é uma espécie de distribuição normal com um fator 
de correção. 




lizado para determinar a linha de pobreza. Em termos nominais, a va-
riação foi de 32,25% (R$136,00 em setembro de 1999 para R$180,00 em 
2001) enquanto no mesmo período a variação do INPC foi de 15,28%, e 
a variação dos rendimentos médios nominais do trabalho principal da 
PNAD foi de 17%. Isso implica que a elevação da pobreza entre 2001 e 
1999 parece obedecer mais a elevação da unidade de medida (o salário 
mínimo) que a outros fatores (queda nos rendimentos ou aumento no 
desemprego, por exemplo).
Levando em conta esse problema, pode-se observar analisando 
a Tabela 7 que o nível de pobreza (proporção de pessoas pobres) tende 
a se estabilizar em 32% e oscilar em torno disso devido à dinâmica 
macroeconômica. 
Na Tabela 8, o hiato de pobreza é uma medida que se refere à 
intensidade da pobreza. Deve-se ressaltar que na medida em que se au-
menta o parâmetro que caracteriza o indicador FGT (0g1), mais peso 
está sendo dado aos níveis mais baixos de renda. O hiato de pobreza 
pode ser interpretado como um indicador do déficit de pobreza, por 
meio de uma perfeita focalização das transferências de renda. Isso im-
plica que uma redução do indicador sinaliza que o montante de recur-
sos necessários para erradicar a pobreza absoluta se torna menor28.
 
Tabela 8
Hiato de pobreza no Brasil [FGT(1)], de 1995 a 2005
Ano Estimativa Erro Padrão Intervalo de confiança 95% EPA (meff)
1995 0,1437568 0,0021018 0,1396364 0,1478772 18,22932
1996 0,1508161 0,0022482 0,1464086 0,1552236 18,55123
1997 0,1528249 0,0021790 0,1485532 0,1570967 18,70900
1998 0,1580431 0,0021306 0,1538663 0,1622199 17,23165
1999 0,1567541 0,0019440 0,1529433 0,1605649 14,92399
2001 0,1776875 0,0034334 0,1709426 0,1844324 46,56552
2002 0,1681020 0,0018750 0,1644262 0,1717779 14,84994
2003 0,1813771 0,0020107 0,1774351 0,1853190 16,07012
2004 0,1711757 0,0021243 0,1670110 0,1753403 19,82646
2005 0,1680826 0,0021327 0,1639016 0,1722636 21,01226
Fonte: Dados da pesquisa
O hiato de pobreza aumentou nos períodos 1995-1999 e 1995-
2005 em 9,05% e 16,91%, respectivamente, tendo se reduzido no perío-
do 2001-2005 em 5,41%. O fato de o hiato de pobreza ter aumentado 
proporcionalmente menos que a proporção de pessoas pobres nos dois 
28 O comportamento do hiato de pobreza pode também ser visto como um sinal de que 
políticas de transferência estão focalizando os mais pobres dos pobres.
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períodos analisados evidencia que os pobres ficaram, em média, mais 
próximos da linha de pobreza. O comportamento dessa medida é bas-
tante similar à proporção de pessoas pobres no que diz respeito a ter 
essa proporção sofrido uma forte redução após o Plano Real em 1994 
e, posteriormente, no período 1995-1999 ter oscilado em torno de 15%, 
e no período 2001-2005, em torno de 17%.
A Tabela 9 analisa o hiato de pobreza ao quadrado e tal indicador 
dentro da família FGT é o que atribui maior peso para as pessoas mais 
pobres (dentre os utilizados nesse artigo) e nessa perspectiva é mais 
capaz de indicar a evolução da situação dos mais pobres. 
Tabela 9
Hiato de pobreza ao quadrado no Brasil [FGT(2)], de 1995 a 2005
Ano Estimativa Erro Padrão Intervalo de confiança 95% EPA (meff)
1995 0,1024619 0,0017891 0,0989545 0,1059692 17,01903
1996 0,1101327 0,0019524 0,1063051 0,1139603 17,25441
1997 0,1106638 0,0018538 0,1070297 0,114298 17,07589
1998 0,1146098 0,0017427 0,1111934 0,1180262 14,461
1999 0,1124039 0,0015575 0,1093507 0,1154572 12,12722
2001 0,1270892 0,0021714 0,1228234 0,1313549 24,03439
2002 0,1175766 0,0014561 0,1147219 0,1204313 11,79835
2003 0,1272504 0,0015944 0,1241247 0,1303761 13,2197
2004 0,1191587 0,0017158 0,1157948 0,1225225 17,17653
2005 0,1145195 0,0016044 0,1113742 0,1176649 16,22917
Fonte: Dados da pesquisa
O hiato de pobreza aumentou nos períodos de 1995-1999 e 1995-
2005 de, respectivamente, 9,77% e 11,82% e se reduziu no período 2001-
2005 em 9,84%. O sinal das variações nesse indicador é o mesmo obtido 
na análise da medida FGT(1), mas a magnitude não, ou seja, tal indi-
cador tende a aumentar menos em períodos de aumento das medidas 
de pobreza e a se reduzir mais em períodos de redução. Em síntese, 
apresenta alta sensibilidade ao comportamento da renda associada aos 
mais pobres entre os pobres. Uma característica que deve ser observa-
da em relação às medidas de pobreza diz respeito à sua sensibilidade 
em relação à escolha de uma linha de pobreza. No período 1995-2005 
em que houve um aumento generalizado da pobreza, as medidas mais 
sensíveis para captar a distância dos mais pobres à linha de pobreza fo-
ram responsáveis pelas menores variações em termos percentuais. Em 
contrapartida, no período 2001-2005, esse mesmo grupo de medidas foi 
o único que captou de maneira generalizada uma redução das medi-
das de pobreza. Isso talvez reflita o fato de que quanto mais a medida 
de pobreza escolhida consegue captar as características de renda dos 
mais pobres entre os pobres, menos importantes se tornam a escolha 
da linha de pobreza e a discrepância das magnitudes das variações. 
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Os resultados das medidas de pobreza das Tabelas 7, 8 e 9 de-
vem ser analisados tendo em vista algumas restrições metodológicas. 
Comparações intertemporais de índices de pobreza calculados como 
submúltiplos do salário mínimo (SM) podem gerar alguns problemas, 
estando o principal deles associado à variação do poder de compra (va-
lor real) do salário mínimo ao longo do tempo. Nesse contexto, as me-
didas de pobreza não se reduzem porque a linha de pobreza cresce em 
termos reais. Em períodos mais recentes no Brasil (2001-2005), o valor 
do salário mínimo (SM) vem sofrendo aumentos reais e isso também 
justifica porque a queda nas medidas de pobreza ocorrida nesse estudo 
é mais conservadora do que em outros estudos similares para o Brasil. 
Esses resultados também mostram que, embora a distribuição 
de renda venha se reduzindo de maneira lenta e gradual ao longo do 
período 1995-2005, o mesmo não ocorre com a pobreza. As medidas 
de pobreza só foram reduzidas no período mais recente (2001-2005), 
considerando as medidas que dão maior peso aos mais pobres entre os 
pobres (FGT(1) e FGT(2)). 
Visando determinar os componentes responsáveis pelas va-
riações das medidas de pobreza procedeu-se a decomposição das me-
didas FGT. A identidade entre variações na renda familiar per capita 
e nos índices de desigualdade de renda sobre a redução da pobreza 
deveria ser aparentemente clara numa base de dados com informações 
de indivíduos ao longo do tempo. No entanto, os modelos de decompo-
sição representam uma aproximação discreta de uma decomposição 
infinitesimal e nesse sentido representam uma aproximação do efeito 
de cada componente explicativa da pobreza. De maneira mais simples, 
os modelos de decomposição estabelecem os fatores reais responsáveis 
pelo aumento ou diminuição das medidas de pobreza sem considerar 
a causalidade desse movimento, partindo de um grupo de variáveis 
previamente definidas29.
A Tabela 10 mostra essa decomposição para o índice de pobreza 
intitulado proporção de pessoas pobres levando em conta o efeito mé-
dio30. As variações nas medidas de pobreza são decompostas em dois 
componentes: (a) crescimento e (b) redistribuição. Além disso, a Tabela 
29 Neri (2000) aponta que o tipo de decomposição utilizada nesse estudo é muito simples 
e pouco robusta, estando os resultados da decomposição muito associados à escolha da 
linha de pobreza utilizada. 
30 Uma característica a se ressaltar na Tabela 10 é que o resíduo existe sempre ao longo 
do período analisado e isso mostra que a medida de pobreza não é aditivamente sepa-
rável entre a renda média e a Curva de Lorenz (Ravallion e Datt, 1991). No entanto, o uso 
da propriedade do efeito médio em relação ao método de decomposição faz com que o 
resíduo seja nulo. 
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10 coloca em evidência o que está direcionando o processo de mudança 
das medidas de pobreza.
Tabela 10
Decomposição da variação do índice de pobreza, Proporção de pobres (P
0
), 
efeito médio para o Brasil no período de 1995 a 2005
Período (a) (b) (c)* D (em p.p.)
1995-1999 -5,365 8,448 0,000 3,084
2001-2005 -12,259 12,360 0,000 0,101
1995-2005 -22,376 28,515 0,000 6,139
A Tabela 10 analisa a variação da proporção de pessoas pobres 
no período 1995 a 2005 considerando o efeito médio da variação. Nessa 
abordagem, o componente residual é anulado e apenas os componen-
tes de crescimento e redistribuição são responsáveis pela variação na 
medida de pobreza. A variação de 6,139 p.p. (ou 23,02%) no período 
de 1995 a 2005 da proporção de pessoas pobres pode ser explicada em 
44% pelo componente de crescimento e em 56% pelo componente de 
redistribuição. No período 1995-1999, a variação de 3,084 p.p. (11,56%) 
pode ser explicada em 39% pelo componente de crescimento e em 61% 
pelo componente de redistribuição. O componente dominante nessa 
variação é o componente de redistribuição. No período mais recente, 
2001-2005, a variação de 0,101 p.p. (0,31%) pode ser explicada em 50% 
pelo componente de crescimento e em 50% pelo componente de redis-
tribuição. Não há componente dominante nesse período, visto que os 
componentes se equivalem.
Manso, Barreto e Tebaldi (2006) efetuaram a decomposição da 
proporção de pobres no período de 1995 a 2004 e estabeleceram que a 
variação da medida no período foi de -6,1%, tendo sido o componente 
de crescimento da renda a principal fonte de redução da pobreza. Esse 
resultado difere substancialmente do resultado obtido nesse estudo e 
isso pode ser justificado pela escolha da linha de pobreza e também 
pela decomposição utilizada não ser exatamente a mesma efetuada pela 
Tabela 10.
Neri (2000) fez a decomposição da proporção de pessoas pobres 
no período de 1985 a 1995 para diferentes linhas de pobreza, sem con-
siderar o termo residual. Quando a linha de pobreza é equivalente a 
0,5 S.M., a variação em FGT(0) é de 1,02 p.p. e o principal componente 
*Fonte: Dados da pesquisa




responsável por essa variação é o componente da desigualdade (efeito 
positivo); a 1,0 S.M., a variação em FGT(0) é de -2,74 p.p. e o principal 
componente responsável por essa variação é o componente da desigual-
dade (efeito negativo); e quando equivalente a 1,5 S.M., a variação em 
FGT(0) é de -4,31 p.p. e o principal componente responsável por essa 
variação é o componente da desigualdade (efeito negativo). 
Essa análise mostra que a variação na proporção de pessoas po-
bres é muito dependente da escolha da linha de pobreza e que o impacto 
do principal componente responsável pela variação também. A Tabela 
11 analisa a variação do hiato de pobreza no período 1995 a 2005 con-
siderando o efeito médio da variação. 
Tabela 11
Decomposição da variação do índice de pobreza, Hiato de pobreza (P
1
 ou FGT(1)), efeito médio 
para o Brasil no período de 1995 a 2005
Período (a) (b) (c)* D (em p.p.)
1995-1999 -3,005 4,304 0,000 1,300
2001-2005 -6,611 5,650 0,000 -0,960
1995-2005 -12,177 14,610 0,000 2,433
Fonte: Dados da pesquisa
Notas: (a): componente de crescimento; (b): componente de redistribuição; (c): componente residual; D (em p.p.) = 
mudança total na pobreza; *
A variação positiva de 2,433 p.p. (16,91%) no período de 1995 a 
2005 do hiato de pobreza pode ser explicada em 50% pelo componente 
de crescimento e em 50% pelo componente de redistribuição. Não há 
componente dominante nesse período em relação à variação dessa me-
dida. No período 1995-1999, a variação positiva de 1,300 p.p. (9,05%) 
pode ser explicada em 41% pelo componente de crescimento e em 59% 
pelo componente de redistribuição. O componente dominante nessa 
variação é o componente de redistribuição. No período mais recente, 
de 2001-2005, a variação negativa de -0,960 p.p. (5,41%) no hiato de po-
breza pode ser explicada em 54% pelo componente de crescimento e em 
46% pelo componente de redistribuição. Isso implica que nesse período 
mais recente a variação da renda familiar per capita média tem sido o 
principal responsável pela melhoria na medida FGT(1).
Manso, Barreto e Tebaldi (2006), ao decompor a variação do hia-
to de pobreza no período de 1995 a 2004, estabelecem que uma variação 
negativa da ordem de -11,1% tem como principal componente dessa 
variação o crescimento (72,1%). Neri (2000) também faz a decompo-
sição do hiato de pobreza no período 1985 a 1995 para diferentes linhas 
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de pobreza e os resultados obtidos são: para uma linha de pobreza de 
0,5 S.M., a variação em FGT(1) é de 1,88 p.p. e o principal componente 
responsável por essa variação é o componente de redistribuição (efeito 
positivo); para uma linha de pobreza de 1,0 S.M., a variação em FGT(1) 
é de 0,48 p.p. e o principal componente responsável por essa variação 
é o componente de redistribuição (efeito positivo); e, por fim, quando 
a linha de pobreza é de 1,5 S.M., a variação em FGT(1) é de -0,91 p.p. e 
tanto o componente de redistribuição quanto o de crescimento atuam 
para reduzir a medida de pobreza: ambos com efeito negativo. Esse 
resultado também sinaliza que a decomposição do hiato de pobreza é 
bastante sensível à escolha da linha de pobreza utilizada.
A Tabela 12 analisa a variação do hiato de pobreza ao quadrado 
no período de 1995 a 2005 considerando o efeito médio dessa variação. 
A variação positiva de 1,206 p.p. (11,77%) no período de 1995 a 2005 em 
FGT(2) pode ser explicada em 47% pelo componente de crescimento e 
em 53% pelo componente de redistribuição. O componente dominante 
nessa variação é o componente de redistribuição. No período 1995-1999, 
a variação de 0,994 p.p. (9,70%) pode ser explicada em 39% pelo com-
ponente de crescimento e em 61% pelo componente de redistribuição. 
Esse último componente é o dominante para a variação da medida 
FGT(2). Finalmente, no período mais recente, de 2001-2005, a variação 
de -1,257 p.p. (9,89%) pode ser explicada em 59% pelo componente de 
crescimento e em 41% pelo componente da redistribuição.
Tabela 12
Decomposição da variação do índice de pobreza, Hiato ao quadrado (P
2
 ou FGT(2)), efeito médio 
para o Brasil no período de 1995 a 2005
Período (a) (b) (c)* D (em p.p.)
1995-1999 -1,852 2,846 0,000 0,994
2001-2005 -4,210 2,953 0,000 -1,257
1995-2005 -8,042 9,248 0,000 1,206
Fonte: Dados da pesquisa.
Notas: (a): componente de crescimento; (b): componente de redistribuição; (c): componente residual; D (em p.p.) = 
mudança total na pobreza; *. 
Manso, Barreto e Tebaldi (2006), decompondo a medida FGT(2) 
no período de 1995 a 2004, estabelecem que a variação do hiato de po-
breza ao quadrado (FGT(2)) foi de -12,9%, tendo sido o componente de 
redistribuição a principal fonte de redução da pobreza. Neri (2000), ao 
decompor as variações da medida FGT(2) no período de 1985 a 1995, 
obtém os seguintes resultados de acordo com a linha de pobreza escol-
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hida: para 0,5 S.M., a variação em FGT(2) foi de 2,05 p.p. e o principal 
componente responsável por essa variação foi o componente de redis-
tribuição (efeito positivo); para 1,0 S.M., a variação em FGT(2) foi de 
1,40 p.p. e o principal componente responsável por essa variação foi o 
componente de redistribuição (efeito positivo); e para 1,5 S.M., a va-
riação em FGT(2) foi de 0,46 p.p e o principal componente responsável 
por essa variação foi o componente de redistribuição (efeito positivo). 
Essa análise de FGT(2) retrata a ideia de que o componente de redistri-
buição tende a explicar mais a medida de pobreza à proporção que se 
dá mais peso aos mais pobres. 
Neri (2000) analisando o método de decomposição utilizado nes-
se artigo ressalta duas características: o fato de que a escolha de uma 
linha de pobreza com valor baixo faz com que o componente de redis-
tribuição tende a dominar os efeitos dos componentes de crescimento 
e residual; e que os resultados da decomposição estão muito associados 
à escolha da linha de pobreza. 
O método de decomposição representa a variação real das me-
didas de pobreza. No entanto, pode-se recorrer ao modelo de elastici-
dade que permite prever (variação prevista) o impacto nas medidas de 
pobreza da redução da concentração ou do crescimento econômico. A 
partir das elasticidades estimadas em relação às variações da renda 
média (elasticidade-crescimento) e do índice de Gini (elasticidade-gini) 
pode-se estabelecer qual a melhor estratégia para reduzir a pobreza 
no Brasil ao longo do tempo. A Tabela 13 apresenta as elasticidades da 
pobreza com relação às variações da renda média e do índice de Gini 
ao longo do período de 1995-2005, considerando a classe de indicadores 
FGT(0)-P0, FGT(1)-P1 e FGT(2)-P2.
Considerando a elasticidade da pobreza (proporção de pessoas 
pobres) em relação ao crescimento da renda média                 durante 
o período de 1995 a 2005, pode-se observar inicialmente que a elasti-
cidade da pobreza se relaciona negativamente às variações na renda 
real familiar per capita média, sendo seu valor absoluto maior quando a 
desigualdade é menor. Quanto maior o valor da elasticidade-renda em 
valores absolutos, maior o efeito sobre a proporção de pessoas pobres. 
Ao longo do período de 1995 a 2005, pode-se observar certa estabilidade 
no comportamento da elasticidade-renda pobreza                , em torno 
de -0,9. Esse resultado indica que se houver um acréscimo de 1% na 
renda real familiar per capita média, a proporção de pessoas pobres se 
reduz em 0,9%. 
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Tabela 13
Elasticidade da pobreza em relação ao crescimento da renda familiar per capita média 
e ao índice de Gini no Brasil, de 1995 a 2005
Ano ElcresP0 ElcresP1 ElcresP2 ElginiP0 ElginiP1 ElginiP2
1995 -0,9728 -1,2340 -1,4581 3,0069 7,9053 12,6888
1996 -0,9401 -1,1546 -1,3337 2,9807 7,8316 12,5700
1997 -0,9173 -1,1170 -1,2802 2,7828 7,4224 11,9513
1998 -0,9324 -1,1533 -1,3366 2,6826 7,1955 11,5999
1999 -0,9407 -1,1666 -1,3546 2,5614 6,8993 11,1341
2001 -0,8812 -1,0604 -1,1981 2,0133 5,7029 9,2996
2002 -0,9414 -1,1889 -1,3946 2,1421 5,9805 9,7238
2003 -0,9138 -1,1279 -1,2994 1,8315 5,2650 8,6129
2004 -0,9661 -1,2097 -1,4124 1,9329 5,4211 8,8275
2005 -0,9719 -1,2144 -1,4158 1,8540 5,2241 8,5157
Fonte: Dados da pesquisa
Os anos que apresentaram maiores valores para a elasticidade-
renda em relação à proporção de pessoas pobres               foram o 
de 1995 pós Plano Real com -0,9728 e o de 2005 com -0,9719. Essas 
elasticidades são construídas usando apenas as características da dis-
tribuição de renda ano a ano das PNADs, e esses dois altos valores da 
elasticidade-renda se justificam porque em 1995 e 2005 é que foram 
registradas as maiores taxas de crescimento da renda real familiar per 
capita média de, respectivamente, 23,59% e 7,08%. Marinho e Soares 
(2003) observam que a elasticidade-renda pobreza é menor nas econo-
mias com menor renda média.
Hoffmann (2005) estima elasticidades a partir de parâmetros da 
distribuição do rendimento domiciliar per capita admitindo que essa 
distribuição seja a log-normal e encontra as seguintes estimativas para 
elasticidade-renda em relação à proporção de pessoas pobres
em 1999, 2001 e 2002, de -0,84, -0,84 e -0,8731, respectivamente. Deve-se 
ressaltar que as estimativas da Tabela 14 foram baseadas no ajustamen-
to da Curva de Lorenz e em virtude disso diferem desses valores.
As estimativas de elasticidade-renda ou elasticidade-gini obtidas 
pelo método de Kakwani (1990) podem levar a estimativas substancial-
mente mais altas do que o valor obtido admitindo que a distribuição 
permaneça log-normal (Hoffmann, 2005). Em virtude disso, os resul-
tados para elasticidade-renda                  da Tabela 13 são mais elevados 
do que os mencionados acima, visto que o método utilizado nesse estudo 
segue a formulação de Kakwani (1990) e Datt (1998).
31 O valor absoluto da elasticidade-renda cresce com o rendimento e decresce com o 
aumento da desigualdade. 
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Outra característica que deve ser observada na Tabela 13 é o fato 
de que quanto mais peso no indicador de pobreza se dá aos mais po-
bres entre os pobres, maiores são as elasticidades tanto de crescimento 
quanto da distribuição de renda. 
Isso implica que                                                               em qualquer 
dos anos analisados32. Considerando a elasticidade da pobreza (propor-
ção de pessoas pobres) em relação à desigualdade                  durante o 
período de 1995 a 2005, pode-se observar que esta elasticidade é uma 
função decrescente da desigualdade (de G), ou seja, no períodos em 
que há redução da desigualdade há também redução da elasticidade. 
A elasticidade da pobreza em relação ao índice de Gini                    não 
apresenta um padrão de comportamento ao longo do período de 1995 a 
2005, mas uma flutuação no intervalo (1,8540;3,0069). 
No ano de 2005, por exemplo, isso indica que um aumento per-
centual unitário do índice de Gini ocasionaria uma elevação na pro-
porção de pessoas pobres (P0) de 1,85%. Hoffmann (2005) encontra as 
seguintes estimativas para elasticidade-gini em relação à proporção de 
pessoas pobres                , respectivamente, em 1999, 2001 e 2002, de 
1,81, 1,84 e 1,87. Recorrendo a um efeito simétrico da alteração do índi-
ce de Gini, os resultados da Tabela 14 apontam que, no período 1995 a 
2005, uma política redistributiva seria mais efetiva do que o crescimen-
to econômico para erradicar a pobreza. Os modelos de elasticidade são 
modelos preditivos e indicam alternativas para elaboração de políticas 
públicas, se fosse mantida a mesma estrutura de distribuição.
A partir do cálculo das elasticidades, é possível fazer simulações 
dos efeitos tanto do crescimento da renda familiar per capita média 
como das variações do padrão de distribuição de renda. As Tabelas 14 
e 15 apresentam tais simulações em valores nominais para o período 
1995-2005. A Tabela 14 apresenta tal simulação levando em conta uma 
variação de 1% na renda nominal familiar per capita média e seu im-
pacto sob o indicador proporção de pessoas pobres. 
Em 2005, a população brasileira era de 184.184.264 habitantes, 
entre os quais 61.793.821 eram considerados pobres a partir de uma 
linha de pobreza de R$150,00. Com uma variação de 1% da renda no-
minal familiar per capita média, esse contingente de pessoas pobres 
seria reduzido em 600.574 pessoas e o montante necessário para eli-
minar completamente a pobreza sofreria um decréscimo da ordem de 
R$50.829.773 (valores em R$ de 2005). 
32 Isso também implica que 
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Tabela 14
Efeitos da variação de 1% na renda familiar per capita média
 em relação à proporção de pobres no Brasil, de 1995 a 2005
Ano LP(R$) n np1 np2 dif R1 (R$/mês) R2 (R$/mês) Dif  (R$/ mês)
1995 50,00 158874963 44548540 44115171 433368 996940392 984638148 12302244
1996 56,00 161323169 44960767 44538091 422676 1168108802 1154621817 13486985
1997 60,00 163779827 47414260 46979328 434931 1343322141 1328317232 15004909
1998 65,00 166252088 49160742 48702367 458375 1483716759 1466605053 17111706
1999 68,00 168753552 50524813 50049526 475287 1585878380 1567377523 18500857
2001 90,00 173821934 58178201 57665534 512667 2540581387 2513641062 26940325
2002 100,00 176391015 57397636 56857294 540342 2621170482 2590007387 31163095
2003 120,00 178985306 61517250 60955105 562144 3468735230 3429611365 39123865
2004 130,00 181586030 59996024 59416402 579622 3529124493 3486432674 42691819
2005 150,00 184184264 61793821 61193246 600574 4185587399 4134757626 50829773
Fonte: Dados da pesquisa
Notas: LP = linha de pobreza adotada; n = total de pessoas; np1 = número de pessoas pobres antes da alteração da 
renda média; np2 = número de pessoas pobres após a alteração da renda média; dif = diferença; R1 = recursos mensais 
necessários para elevar a renda de todas as pessoas pobres à linha de pobreza antes a alteração; R2 = mesmos recursos 
necessários após a alteração.
De maneira análoga, a Tabela 15 apresenta uma simulação le-
vando em conta uma variação de 1% no índice de Gini e seu efeito em 
relação à proporção de pessoas pobres. Agora, para o ano de 2005, 
com a mesma população brasileira de 184.184.264 habitantes, entre os 
quais 61.793.821 considerados pobres, o efeito da variação do indicador 
de concentração em 1% iria reduzir o número de pessoas pobres em 
1.145.657 pessoas. Esse patamar de redução é cerca de 90,7% maior que 
a variação da renda média.
Tabela 15
Efeitos da variação de 1% no índice de Gini em relação 
à proporção de pobres no Brasil, de 1995 a 2005
Ano LP(R$) n np1 np2 dif R1 (R$/mês) R2 (R$/mês) Dif  (R$/ mês)
1995 50,00 158874963 44548540 43209009 1339530 996940392 918129263 78811129
1996 56,00 161323169 44960767 43620621 1340146 1168108802 1076627193 91481609
1997 60,00 163779827 47414260 46094815 1319444 1343322141 1243615398 99706743
1998 65,00 166252088 49160742 47841956 1318786 1483716759 1376955919 106760840
1999 68,00 168753552 50524813 49230670 1294143 1585878380 1476463873 109414507
2001 90,00 173821934 58178201 57006899 1171302 2540581387 2395694571 144886816
2002 100,00 176391015 57397636 56168121 1229515 2621170482 2464411382 156759100
2003 120,00 178985306 61517250 60390561 1126688 3468735230 3286106320 182628910
2004 130,00 181586030 59996024 58836361 1159663 3529124493 3337807125 191317368
2005 150,00 184184264 61793821 60648163 1145657 4185587399 3966928128 218659271
Fonte: Dados da pesquisa.
Notas: LP = linha de pobreza adotada; n = total de pessoas; np1 = número de pessoas pobres antes da alteração da renda média; 
np2 = número de pessoas pobres após a alteração da renda média; dif = diferença; R1 = recursos mensais necessários para elevar 
a renda de todas as pessoas pobres à linha de pobreza antes a alteração; R2 = mesmos recursos necessários após a alteração.
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As elasticidades e simulações apresentadas indicam que o efeito 
potencial da redução da concentração de renda é muito maior do que 
o efeito da renda média. O que a metodologia não permite (porque 
subentende completa separabilidade entre a Curva de Lorenz e a renda 
média) é determinar o efeito cruzado dessas duas fontes, sinalizando 
a necessidade de utilização de algum tipo de parametrização que per-
mita calcular tais efeitos. 
conclusões
O objetivo do presente estudo foi relacionar o crescimento, a distri-
buição de renda e a pobreza. Analisadas isoladamente no período 1995-
2005, cada uma dessas grandezas não mostrou que o Brasil segue num 
ritmo acelerado para se tornar um país menos desigual. A concentração 
de renda vem se reduzindo de maneira lenta e gradual. Esse movimento 
só ganhou força a partir de 2001 e o país em 2005 atingiu um nível de 
concentração da renda (Gini de 0,58) igual ao de 1981. Mantido esse 
padrão de redução da concentração do período recente (2001-2005), 
seriam necessários 20 anos para que o país passasse a apresentar uma 
distribuição compatível com os países que têm nível de desenvolvimen-
to comparável ao brasileiro.
As reduções nas medidas de pobreza conquistadas com o adven-
to do plano Real em 1994 foram consolidadas, mas nenhum movimento 
de ampliação desses efeitos foi alcançado durante o período de 1995 a 
2005. O Brasil no ano de 2005 ainda tem cerca de 32,8% da sua popu-
lação vivendo na pobreza. Esse estudo mostra que dois dos elementos 
fundamentais para a redução da pobreza são a redução nas medidas de 
concentração e o aumento da renda real familiar per capita média.
A evolução lenta e gradual das medidas de concentração ao lon-
go do período 1995-2005 não produziu efeitos na redução da pobreza. 
Os modelos que analisam a que se devem as variações das medidas de 
pobreza mostram claramente que não se pode ainda contar com a con-
tribuição do componente de redistribuição. Pelo contrário, em alguns 
anos do período 1995-2005, esse componente atuou no sentido de piorar 
as medidas de pobreza. Por outro lado, a renda real familiar per capi-
ta média permaneceu estagnada durante o período de 1995-2005. Em 
1995 era de R$424,34; enquanto em 2005 era de R$426,25; sinalizando 
que essa foi uma década perdida em termos de crescimento da renda 
real familiar per capita média. 
Esse cenário pessimista em relação às medidas de pobreza tem 
no período mais recente (2001-2005) apresentado uma perspectiva de 
evolução, pois as medidas de pobreza que dão mais peso aos mais po-
bres têm se reduzido e o principal componente responsável por esse 
movimento é o componente de crescimento, seja via aumento da renda 
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real familiar per capita média ou via aumento da parcela de renda apro-
priada pelos mais pobres.
O modelo de decomposição das variações nas medidas de pobreza 
mostra que, nos períodos em que houve redução da pobreza no Brasil, 
o fator responsável por essa redução ainda é o crescimento econômico. 
Notadamente, a apropriação de uma maior parcela da renda pelos mais 
pobres causa tanto melhorias nos indicadores de concentração quanto 
nas medidas de pobreza. 
Em relação aos modelos de elasticidades utilizados nesse estudo, 
tais modelos mostram qual poderia ser o papel da distribuição de ren-
da e do crescimento no processo de desenvolvimento. A síntese desses 
modelos é que se fosse possível reduzir a concentração de renda, seria 
muito mais fácil reduzir a pobreza. O efeito potencial da redistribuição 
é maior do que o efeito potencial do crescimento econômico. 
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El propósito del presente artículo es destacar cómo la configuración 
laboral, impulsada por el modelo de desarrollo con base en el comercio 
exterior a través de los Programas de Ajuste Estructural (PAE) y los 
Programas de Estabilización Económica (PEE), implementado en El 
Salvador desde 1989, se ha estructurado de tal manera que existe una 
precondición de acceso a recursos y medios de subsistencia para la 
reproducción de la vida humana.
Esto quiere decir que existe una correspondencia entre el sujeto 
social que accede al mercado de trabajo de acuerdo al género, nivel edu-
cativo, sector económico y zona geográfica de vivienda, y la estructura 
de la pobreza en El Salvador. 
El artículo se divide en cuatro partes. La primera correspon-
de al abordaje teórico sobre la pertinencia del libre comercio en un 
país como El Salvador, caracterizado por sus problemas estructurales 
propios; en la segunda se detallan los antecedentes de la situación so-
cioeconómica de El Salvador, resaltando determinadas variables agre-
la nueVa ´´ conFiGuRación laboRal´ ´
un deteRminante de la pobReza
en el salVadoR
melissa Salgado*
La solución no está en crecer a expensas del comercio exterior
sino en saber extraer, de un comercio exterior cada vez más grande, 
los elementos propulsores del desarrollo económico.
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gadas durante el periodo de liberalización (1991-2006), como niveles de 
producción, comercio exterior, niveles de ocupación, salarios reales y 
niveles de pobreza; la tercera parte presenta la evidencia empírica con 
el claro propósito de demostrar la relación existente entre el nivel de 
ocupación y la liberalización, tomando en cuenta los indicadores claves 
que miden el grado de apertura económica; asimismo, se presentarán 
las brechas salariales a las que se enfrenta el mercado laboral y que 
ponen de relieve el vínculo entre el nivel de acceso de recursos con 




El actual modelo de desarrollo con base en la liberalización económica 
se fundamenta en la teoría del comercio internacional convencional, 
por ello es de vital importancia destacar el abordaje teórico en la que 
sustenta dicho modelo. 
La teoría del comercio internacional se basa en el principio de las 
ventajas comparativas, la cual presupone que el intercambio comercial 
especializa la producción de cada país de acuerdo a su dotación de re-
cursos productivos, permitiendo así reducir o eliminar la distribución 
desigual del ingreso entre las naciones. 
Es decir, se parte de la premisa de que el intercambio de bienes 
conlleva una distribución equitativa de ingreso vía la igualación de pre-
cios de los factores productivos involucrados en el comercio: “Un país 
exportará aquellos bienes que produce con sus factores de producción 
más abundantes, e importará aquellos en cuya producción utiliza sus 
factores escasos. Como resultado del sesgo hacia el aumento de produc-
ción de aquellos bienes, en los que predominan los factores abundantes, 
existirá una tendencia –necesariamente incompleta– hacia una iguala-
ción de los precios de los factores entre dos o más países comerciantes” 
(Stolper y Samuelson, 1941: 58- 59). 
En este sentido, la teoría del comercio internacional conven-
cional no da posibilidad al deterioro de los términos de intercambio 
y se obvian las enormes asimetrías socioeconómicas existentes entre 
los países del mundo de acuerdo a su nivel de desarrollo. En palabras 
de Raúl Prebisch: “Si por colectividad sólo se entiende el conjunto de 
los grandes países industriales, es bien cierto que el fruto del progre-
so técnico se distribuye gradualmente entre todos los grupos y clases 
sociales. Pero si el concepto de colectividad también se extiende a la 
periferia de la economía mundial, aquella generalización lleva en sí un 
grave error” (Prebisch, 1949: 99). 
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La importancia del comportamiento de los precios, producto de 
la dinámica del comercio exterior o de los términos de intercambio, 
consiste en la determinación de la dirección de la demanda en ciertos 
bienes y servicios y, por lo tanto, en la concentración de la acumulación 
de capital, inversión, nivel de la productividad, etc.: “El valor de la pro-
ductividad marginal del trabajo en su conjunto puede ser considerado 
como dependiente del tipo de media ponderada de las demandas efec-
tivas respecto de los distintos bienes producidos. Es ésta la esencia […] 
del comercio internacional” (Stolper y Samuelson, 1941: 60). 
Con esto último, a su vez, se realza la predominancia del comer-
cio internacional, al representar la demanda agregada externa, cuya 
repercusión se cimienta en la transferencia y dirección de la acumula-
ción de capital, en la formación bruta de capital fijo, por lo tanto en la 
generación de empleo en determinadas áreas de la economía ya sea la 
vinculada a la producción nacional o la vinculada al sector externo.
No obstante, los problemas estructurales propios de los países 
se manifiestan en el ámbito internacional a través del comercio exte-
rior: “las tendencias dispares de la demanda internacional y sus conse-
cuencias sobre las exportaciones y sus precios relativos […] explican la 
disparidad con que crece la demanda interna de productos primarios 
en nuestros países comparada con la de los productos manufacturados 
y servicios calificados, conforme aumenta el ingreso por habitante, se 
manifiestan en el ámbito internacional” (Prebisch, 1971: 82). 
En otras palabras, el poco desarrollo de las fuerzas productivas, 
un mercado laboral formal pequeño, la falta de infraestructura y de 
invocaciones tecnológicas en los procesos productivos, la poca forma-
ción de capital fijo, entre otros aspectos, se reflejan en la incapacidad 
de competir con la producción internacional. Por lo tanto, fundamentar 
un modelo de desarrollo con base en la liberalización económica poten-
cia los problemas estructurales internos de los países.
¿Impacta el comercio internacional el nivel de ocupación?
Tanto Stolper como Samuelson concuerdan en que, en determinadas 
circunstancias (poca calificación de los trabajadores, pequeñas uni-
dades de producción y sectores económicos altamente protegidos), el 
comercio exterior puede impactar el nivel de ocupación: “se ha recono-
cido ampliamente que pequeñas unidades productivas especializadas 
en la producción de un bien protegido, podrían ser perjudicadas por 
la supresión de aranceles. Esto ha recibido una especial atención en 
relación con el problema de los grupos no competitivos en el mercado 
de trabajo. Ciertos subgrupos de la clase trabajadora, es decir, trabaja-
dores altamente especializados, pueden beneficiarse, mientras otros se 
ven perjudicados” (Stolper y Samuelson, 1941: 60).
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Por otra parte, Robert Feenstra enfatiza el impacto del libre 
comercio en el nivel de ocupación en dos niveles. El primero, y más 
general, es el que hace referencia a que el comercio exterior per se 
no explica los cambios en el nivel de empleo, ya que el aumento en 
la demanda relativa de los trabajadores calificados ocurre dentro de 
las industrias manufactureras y no por movimientos entre las indus-
trias. Esta afirmación se basa en los resultados obtenidos por Bernan, 
Bound y Griliches (1994), por lo que considera que la generación de 
empleo es una cuestión endógena y no exógena del modelo productivo. 
Con ello, el libre comercio no puede explicar los movimientos del nivel 
de ocupación (Feenstra, 2004: 103). 
El segundo nivel de análisis reconoce que el libre comercio puede 
tener un impacto en la estructura de la producción y demanda de traba-
jo dentro de las empresas. Este caso corresponde cuando se introduce 
el comercio de los bienes intermedios, por lo que éste puede afectar la 
demanda de trabajo dentro de la industria. Evidencia preliminar –de 
acuerdo con Robert Feesnstra– sugiere que el comercio altera la com-
posición de la actividad productiva dentro de la industria (Bernard y 
Jensen, 1997). Estos autores demuestran que el comercio exterior ha 
podido impactar sobre la demanda del factor laboral y salarios a través 
del impacto en la demanda del trabajo dentro de la industria (Feenstra, 
2004: 106).
En contraste con los planteamientos anteriores, Paul Krugman 
afirma que los movimientos en el nivel de ocupación –para el caso es-
pecífico de los trabajadores calificados en el sector industria– no se 
deben a la dinámica del libre comercio, sino a la dinámica interna de la 
demanda que genera el sistema productivo: “el aumento de la demanda 
de trabajadores cualificados fue claramente causado por cambios en 
la demanda dentro de cada sector industrial, no por un cambio en la 
composición de la producción industrial de los Estados Unidos debido 
al comercio internacional” (Krugman, 1997: 48).
¿El comercio internacional afecta la distribución del ingreso?
Para Stolper y Samuelson, el comercio internacional sí puede afectar 
la distribución de los ingresos en una nación: “la intención de este ar-
tículo es demostrar que dichas afirmaciones [que el comercio interna-
cional afecta la distribución salarial] son posibles respecto a los efectos 
del comercio internacional sobre las remuneraciones relativas de las 
operaciones productivas y más importantes sobre sus rentas reales ab-
solutas” (Stolper y Samuelson 1941: 58).
El abordaje teórico por el cual estos dos autores afirman que el 
comercio internacional sí puede incidir en la distribución salarial se 
sustenta en la premisa del cumplimiento del teorema de Heckscher-
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Ohlin –manteniendo fijas las cantidades totales de los factores– la intro-
ducción del comercio debe reducir la participación relativa en la renta 
nacional real o monetaria cuando se tiende a los factores de producción 
escasos. En otras palabras: “si la mano de obra es el factor relativa-
mente escaso en la economía [...] parecería que el comercio reduciría 
necesariamente la posición relativa de la clase trabajadora en compa-
ración con los poseedores de otros factores de producción” (Stolper y 
Samuelson, 1941: 58). 
En correspondencia con el nivel de productividad y el nivel de 
salario en este mismo contexto de libre comercio, Stolper y Samuelson 
enfatizan: “podemos inferir el salario real de los trabajadores en tér-
minos de un determinado bien, de la productividad marginal física de 
aquellos trabajadores que lo producen. Por lo tanto, está claro que el 
salario real, en términos del bien de exportación que utiliza poco tra-
bajo [es decir, el bien escaso] se ve necesariamente perjudicado por la 
introducción del comercio”. (Stolper y Samuelson, 1941: 70).
Por otro lado, Robert Feenstra establece una distinción en los 
impactos del comercio internacional entre y dentro de las empresas. En 
este sentido, el libre comercio entre las empresas no puede explicar sus-
tancialmente el incremento en los salarios relativos pero puede tener un 
impacto en la estructura de la producción y demanda de trabajo dentro 
de las empresas (Feenstra, 2004: 105). En otras palabras, ha sido más 
importante el impacto de la estructuración interna de la empresa tanto 
en el nivel de ocupación como en el nivel de obtención de salarios que 
la liberalización económica como tal.
Según Feenstra, el comercio internacional no puede ser la expli-
cación dominante de los cambios en el salario y en el empleo porque 
estos impactos entre las industrias son menores que los movimientos 
dentro de las industrias. Sin embargo, el comercio puede tener un im-
portante impacto en la estructura de la producción y la demanda de 
trabajo dentro de la industria (Feenstra, 2004: 106). Esto último se 
aplica con la introducción del comercio internacional en los insumos 
intermedios, por lo que se puede afirmar que el comercio puede afectar 
la demanda laboral dentro de la industria.
A su vez, este autor especifica el grado del impacto del libre co-
mercio de acuerdo con el nivel de calificación de los trabajadores, en el 
sentido que ha sido este factor el gran detonante de los impactos en las 
brechas salariales: “desde principios de los años ochenta se ha marca-
do un cambio en el patrón del pago de salarios en Estados Unidos: el 
salario de los trabajadores calificados en relación con los trabajadores 
no calificados ha experimentado un sustancial incremento que se ha 
mantenido a través de los noventas. El mismo patrón se ha observado 
en otros países” (Feenstra, 2004: 99). 
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El autor afirma que el libre comercio afecta las renumeraciones 
relativas –medidas a partir de la relación de los trabajadores calificados 
y no calificados–, no así las absolutas.
Por otra parte, Paul Krugman afirma que por ninguna vía el libre 
comercio puede afectar la distribución salarial, ni en términos relati-
vos ni absolutos: “el crecimiento de la renta real se ha frenado casi por 
completo por razones internas. Análisis recientes indican que el cre-
ciente comercio internacional no tiene responsabilidad significativa ni 
siquiera en la reducción de los salarios reales de los trabajadores menos 
preparados de los Estados Unidos” (Krugman, 1997: 40).
Krugman atribuye la disminución de las remuneraciones en tér-
minos absolutos a la baja en la productividad, y la baja de las remu-
neraciones relativas a la menor demanda de los trabajadores menos 
calificados: “los salarios se han estancado porque la tasa de crecimien-
to global de la productividad de la economía se ha frenado y los traba-
jadores menos cualificados están sufriendo en particular porque una 
economía de alta tecnología requiere cada vez menos de sus servicios. 
Nuestro comercio con el resto del mundo juega en cada caso, como 
mucho, un pequeño papel” (Krugman, 1997: 49).
En resumen, se ha destacado de manera teórica, la importancia 
del comercio exterior como generador de demanda externa, la cual de-
termina en buena medida el proceder de una economía en el contexto 
de la aplicación de modelos de desarrollo basados en la liberalización 
económica. 
Todos los autores propuestos en el marco teórico coinciden en 
la importancia de la demanda agregada (tanto interna como externa), 
ya que establece tanto la dirección de la acumulación de capital, la 
productividad, la aplicación de innovaciones tecnológicas y el nivel de 
ocupación.
Existe, entonces, un reconocimiento teórico de que el libre co-
mercio afecta tanto el nivel de ocupación como el nivel de distribución 
salarial en países como El Salvador, caracterizados por poseer una eco-
nomía de pequeña escala, un proceso de industrialización incipiente, 
una alta dependencia en transferencia de tecnología, poco desarrollo 
en las fuerzas productivas, etcétera. 
En este sentido, el comercio internacional, dados los problemas 
estructurales de la nación, se convierte en un determinante más de la 
pobreza, ya que el libre comercio no solo ha restringido canales de dis-
tribución a través de la generación de empleo formal, sino también ha 
basado su competitividad en la disminución de los ingresos salariales 
de la clase trabajadora, estableciéndose, de esta manera, en un límite 




Pese a que las bases del nuevo modelo económico estaban fijadas desde 
1989, a través del plan de gobierno del partido en el poder, Alianza Re-
publicana Nacionalista (ARENA) es hasta la firma de los Acuerdos de 
Paz, el 16 de enero de 1992, que se logra su implementación. 
A partir de esta fecha se transfigura la estructura económica e 
institucional a través de tres aspectos principalmente: 1) las privati-
zaciones de casi todas las empresas estatales (a excepción del agua, el 
sistema de salud, acceso a redes viales y la lotería); 2) las reformas tri-
butarias, como la eliminación del impuesto al patrimonio, eliminación 
de techos escalonados del impuesto sobre la renta y la implementación 
del impuesto sobre el valor agregado y 3) la liberalización del tipo de 
cambio y la economía, que se centra sobre todo en la desregulación de 
precios (principalmente en granos básicos y petróleo), en la liberaliza-
ción y la eliminación abrupta de aranceles en los primeros dos periodos 
de gobernación, hecho que se ha profundizado, en los últimos años, con 
la firma de una serie de Tratados de Libre Comercio (Lazo, 2005: 11).
RecuadRo nº 1
contexto sociopolÍtico de el salVadoR
El Salvador, históricamente, se ha caracterizado por su 
enorme desigualdad en la distribución de los ingresos. Los 
orígenes de esta situación se remonta al proceso de acumu-
lación originaria del capital, que se concentró en el cultivo 
del café a finales del siglo XIX y principios del XX. 
El acaparamiento de tierras para los latifundios del café, 
en 1932, obligó a un levantamiento indígena-campesino que 
exigía zonas donde cultivar. El resultado fue una represión 
estatal que culminó con la masacre de 30 mil indígenas y 
campesinos. Este suceso significó el inicio de una dictadura 
militar que marcaría los siguientes cuarenta y cuatro años 
de historia política salvadoreña (Gordon, 1989).
A finales de los años sesenta, con la aplicación del modelo 
productivo de industrialización por sustitución de importa-
ciones (ISI), se formó una clase media urbana que inicia a 
cuestionar la legitimidad del sistema político militar, con-
duciendo a una radicalización en su postura política como 
clase. Como respuesta a este panorama, el Estado respondió 
con una oleada de represión a través de la Ley de Protección 
y Garantía del Orden Público (Acevedo, 1999: 53).
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A lo largo de la década de los setenta se desarrolló en El 
Salvador una profunda crisis política, caracterizada por el 
deterioro creciente de los canales e instrumentos de nego-
ciación del Estado, la progresiva erosión de los mecanismos 
de control de los sectores subalternos, y la pérdida de fuerza 
de las posiciones centristas. 
La crisis desembocó en un vasto movimiento popular or-
ganizado en el Frente Farabundo Martí para la Liberación 
Nacional (FMLN), que alcanzó su cima en 1979-1980 (Gor-
don, 1989: 13). 
Como consecuencia de la radicalización política de va-
rios sectores sociales (clase media, maestros, estudiantes, 
campesinos) y la represión institucionalizada del Estado, 
inicia la guerra civil en El Salvador. Este hecho marcaría 
los siguientes doce años de historia del país: “la ofensiva 
militar lanzada por el FMLN el 10 de enero de 1981 marcó 
el comienzo oficial del conflicto armado. […] Sin embargo, 
era simplemente la culminación de las grandes presiones so-
cioeconómicas y políticas que se venían acumulando desde 
hacía varias décadas en la sociedad salvadoreña y que los 
sucesivos Gobiernos militares fueron incapaces de disipar” 
(Acevedo 1989: 53). 
En los años ochenta, la sociedad salvadoreña se vio in-
mersa en la crisis económica, política y social más profunda 
de su historia. El conflicto significaría la pérdida de más de 
75 mil personas, destrucción de obras de infraestructura, 
poca o nula inversión, etc.; a ello se le sumó la crisis econó-
mica mundial reconocida como “la década perdida” lo cual 
daba un impulso externo a la situación tan adversa que vivía 
el país.
Tras varias rondas de negociación, el 16 de enero de 
1992, en el castillo de Chapultepec, México DF, se firman los 
acuerdos de paz que dieron fin a los doce años de conflicto 
armado.
Fuente: elaboración propia.
Las políticas económicas implementadas por arena se gestaron 
bajo la lógica del desarrollo económico a través del comercio exterior, 
en la que la nueva transformación fortalecería al sector productor de 
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los bienes transables (específicamente la manufactura) que absorbería 
la mayor cantidad de mano de obra y, por consiguiente, representaría el 
pivote dinamizador del resto de la economía salvadoreña. Todo ello se 
concibió enmarcado en el fomento de la competencia y productividad 
que trae consigo el comercio exterior: “arena anunció en julio la pues-
ta en vigor de un nuevo programa económico destinado a sentar las 
bases para una nueva modalidad de crecimiento económico fundamen-
tado en las exportaciones, al estilo de los países del sudeste asiático” 
(Proceso 412: 24).
Por otro lado, dentro de los cambios institucionales, se flexibilizó 
el mercado de trabajo como parte de las modificaciones aplicadas para 
desarrollar y alentar la oferta productiva. De esta forma se modificó 
el mercado laboral en términos de contratación, condiciones de pres-
taciones sociales, duración de la jornada de trabajo, vacaciones, entre 
otros (Montesino, 1998:13). Sin embargo, la realidad económica y so-
cial salvadoreña tras el conflicto bélico no dio muestras de incorporar-
se al dinamismo internacional a través del sector secundario marcado 
por el comercio exterior. El comportamiento de la producción fue la 
siguiente:
Así, para el año de 1989 y 2006 se dio una disminución en el 
nivel de participación del sector primario de 17,51% a un 13,24%, un 
leve aumento en la participación del sector secundario del 25,88% a un 
28,24%; y, en el terciario –el sector de bienes no transables–, un alza 
en el nivel de participación de 56,88% a un 58,52%. De esta manera, 
este último sector económico se configura como el más importante en 
términos de participación en el PIB.
Con relación al comercio exterior, el comportamiento de las im-
portaciones se destaca en el gráfico de la página siguiente:
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Durante todo el periodo de la liberalización económica, han sido 
los bienes intermedios los más demandados por la economía salvado-
reña, pues resultan imprescindibles para la industria manufacturera. 
Se destaca, por su nivel significativo de participación, el petróleo cru-
do y derivados de éste. En segundo lugar, en términos de demanda, 
se encuentran los bienes de consumo, en los que se enfatizan los no 
duraderos. Por otro lado, llama la atención que los bienes de capital a 
partir del año 1997 se encuentran en la última posición de los bienes 
importados. 
Por el lado de las exportaciones tenemos lo siguiente:
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Desde 1993, la maquila es el rubro económico que presenta ma-
yor dinamismo, a pesar de que su tendencia alcista empieza a declinar 
desde el año 2004. En un segundo lugar se encuentran las exportacio-
nes de otros sectores económicos, entre los que destacan los productos 
químicos y textiles. No obstante, aun cuando el modelo económico ha 
sido coherente en materia de comercio exterior, y a pesar del impulso 
del sector manufacturero (entendido por el dinamismo de la maquila 
y las importaciones de bienes intermedios), el saldo de la balanza co-
mercial, en términos generales, ha mostrado una tendencia deficitaria 
explosiva desde el periodo de la liberalización, tal como se puede ob-
servar en el siguiente gráfico:
Estos hechos apuntan a que el modelo económico no ha dado el 
impulso esperado para el sector secundario, son insuficientes para que 
éste sea el motor dinamizador del resto de las actividades. 
En cuanto al nivel de ocupación de la población económicamente 
activa, en relación a los sectores económicos, se muestra:
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En términos generales se destaca una correspondencia bastante 
ad hoc entre la ocupación y la estructura productiva (ver gráfico Nº 1), 
aunque se debe enfatizar que, para el caso del sector primario, el nivel 
de ocupación disminuyó en un 17,21%. En el sector secundario a penas 
se registró un aumento del 0,57% y, para el caso del sector terciario, un 
incremento del 16,64% en el tiempo especificado.
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Por otra parte, es importante observar el comportamiento de los 
trabajadores cotizantes con respecto al nivel de ocupados en los secto-
res económicos analizados.
A nivel global se observa la enorme desproporción existente entre 
el nivel de ocupación y el nivel de cotizantes del seguro social. Este he-
cho evidencia que el mercado laboral salvadoreño se encuentra inmerso 
en la desprotección de las prestaciones sociales. 
De igual manera, es de hacer notar que este remanente de tra-
bajadores no cotizantes, en buena medida, puede representar al sector 
laboral subempleado (que realiza actividades de baja productividad). 
Esto implica graves repercusiones en el nivel de ingreso de los trabaja-
dores: “el problema de los salarios depende de la productividad. Cuanto 
mayor sea la productividad […], mayor será el nivel general de salarios” 
(Stolper y Samuelson 1941: 59).
En términos desagregados, la relación de cotizantes, con respec-
to a los ocupados en el sector primario, pasó de 1,09% en el año 1991, a 
2,48% en el 2006. En el sector secundario se registró un incremento de 
29,57% a 31,67%, aumentando el nivel de participación en quince años 
en 2,1%. Por último, el terciario pasó de 28,8%, en el año 1991 a 28,52% 
en 2006, reduciéndose así los cotizantes de este sector en un 0,28%. Por 
consiguiente, el sector económico terciario, más dinámico en términos 
de producción y generación de empleo es, a su vez, el que menos pres-
taciones sociales provee y el que más subempleo reproduce.
Por otra parte, el modelo de desarrollo con base en la liberaliza-
ción económica no ha dado muestras de corregir el principal problema 
estructural de la sociedad salvadoreña: la distribución del ingreso.
Un panorama general de su distribución por deciles en El Salva-
dor se detalla en la siguiente tabla:
Tabla 1
Distribución del ingreso por decil
Ingresos a nivel nacional
Finales 
años 70
1992 1995 1997 1999 2001 2004
% del ingreso que corresponde al 20% 
más pobre
4 3,2 3,41 3,67 2,92 2,85 3,44
% del ingreso que corresponde al 20% 
más rico
51 54,5 55,1 55,63 55,71 56,35 53,52
Fuente: CEPALSTAT. 
En los últimos veinticinco años se ha presenciado una mayor 
concentración de la riqueza. Desde 1992, el 20% más pobre cuenta con 
reproducción de lA poBrezA en AméricA lAtinA
296
un promedio del 3,24% del ingreso nacional, mientras que el 20% más 
rico con un promedio del 55,13%. 
La concentración de la riqueza bajo el modelo de desarrollo con 
base en la liberalización económica es mayor que la presenciada hacia 
finales de los años setenta. Por lo tanto, se sostiene e incrementa uno de 
los principales problemas estructurales de la economía salvadoreña.
En cuanto a la situación de la pobreza en El Salvador, medida 
por la Encuesta de Hogares para Propósitos Múltiples (ehpm) de la Di-
rección General de Estadísticas y Censos (digestyc), se detalla en el 
siguiente gráfico: 
En términos absolutos, para el año 2006, la pobreza total ha dis-
minuido en un 18%, desde 1991. Sin embargo, este descenso se explica 
sobre todo por el declive tanto de la pobreza extrema como relativa en 
los hogares del área urbana. 
El comportamiento de la pobreza en el área rural, por otro lado, 
mantiene una estructura constante en la pobreza relativa y ascendente 
en la extrema. Es decir, de acuerdo con la definición de pobreza extre-
ma de la digestyc, que en El Salvador existen más hogares rurales en la 
actualidad cuyos ingresos no son capaces de cubrir la canasta básica 
alimentaria (valorada en U$S100,63).
Por otra parte, es preciso detallar cómo se distribuye la pobreza 
en El Salvador, según el género y la zona geográfica de vivienda.
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De acuerdo al gráfico Nº 9, la situación de proporcionalidad de la 
pobreza entre género y zona geográfica ha mostrado la misma relación 
en los años estudiados. Sin embargo, en términos generales, a las mu-
jeres salvadoreñas les corresponde la mayor parte de la pobreza tanto 
en la zona urbana como en la rural, siendo especialmente superior en 
ésta última. 
Con el propósito de resaltar las tendencias de la distribución sa-
larial, a continuación se presenta la tabla de los salarios reales prome-
dios de los ocupados-cotizantes: 
Tabla 2
Salarios reales promedios por sector económico
Actividad económica 1991 1994 1998 2001 2004 2006
Promedio General 168,72 237,49 329,36 350,80 314,24 335,63
Agricultura, caza, silvicultura y pesca 149,45 227,36 298,97 302,54 265,76 280
Explotación de minas y canteras 112,40 180,60 253,60 285,30 257,95 275,83
Industrias manufactureras 169,07 224,87 278,16 284,03 262,69 278,26




Comercio por mayor y menor, restaurantes y hoteles 155,34 221,67 401,88 423,85 348,21 351,9
Transporte, almacenamiento y comunicaciones 176,47 268,02 155,34 155,34 155,34 155,34
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Establecimientos financieros, seguros, bienes 
inmuebles y servicios prestados a las empresas 204,74 279,27 348,80 342,06 299,45 310,26
Servicios comunales, servicios sociales y 
personales
146,55 224,04 303,91 342,61 321,24 326,89
Salarios sector público, estatales y municipales 178,41 263,04 441,12 497,85 446,65 501,95
Fuente: elaboración propia con base en la planilla mensual de cotizaciones del Instituto Salvadoreño del Seguro Social ISSS. 
Los salarios reales promedio más altos corresponden, en primer 
lugar, al rubro económico de suministro de electricidad, gas y agua. 
Luego se sitúan los salarios del sector público, tanto estatal como mu-
nicipal y, en tercer lugar, se encuentran el transporte, almacenamiento 
y comunicaciones.
Estas tres actividades económicas tienen como factores comu-
nes el pertenecer al sector terciario de la economía y requerir de un alto 
grado de calificación por parte de los trabajadores para el acceso a este 
tipo de empleo. Tanto el primero como el tercer rubro económico están 
estrechamente vinculados a las privatizaciones realizadas a lo largo del 
periodo de la liberalización. Asimismo, llama la atención que el sector 
público se encuentre entre los mejores remunerados, a pesar de la fuer-
te reducción del nivel de ocupación durante el periodo analizado.
Por otro lado, dentro de las actividades peor remuneradas se en-
cuentran la explotación de minas y canteras, la agricultura, caza, sil-
vicultura, pesca y las industrias manufactureras. Las primeras ramas 
pertenecen al sector primario y la última al sector secundario. 
En resumen, el modelo de desarrollo económico implementado 
en El Salvador, con base en el fomento del comercio exterior de los 
bienes transables, no ha dado el impulso esperado para el sector secun-
dario e impidió que éste sea el sector económico dinamizador del resto 
de las actividades. Por el contrario, ha sido el terciario – productor de 
bienes no transables– el que más dinamismo ha presentado en térmi-
nos de producción y generación de empleo. 
Es un hecho que el comportamiento del comercio externo en el 
país ha sido coherente con las políticas económicas implementadas, 
pues es el sector secundario (la maquila) el que más bienes exporta y, a 
su vez, son los bienes intermedios los más demandados por la economía 
salvadoreña. Sin embargo, persiste y se ha potenciado el déficit de la 
balanza comercial en el transcurso de los años.
Asimismo, la demanda de bienes de capital sigue siendo muy 
marginal. Esto apunta a que las importaciones no están cumpliendo 
cabalmente la función de formación bruta de capital, transferencia de 
tecnología, inversión, entre otras.
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Con respecto a la situación de la distribución salarial, las ma-
yores remuneraciones están en el sector terciario, ya que requieren un 
alto grado de calificación. Además se concentran, en gran parte, en acti-
vidades económicas que antes formaron parte de las empresas estatales 
y que, en la actualidad, se encuentran bajo propiedad de empresas de 
carácter multinacional, como la energía y las comunicaciones. 
Llama la atención que los salarios del sector público se encuentran 
entre las mejores remuneraciones. Por otro lado, los sectores económi-
cos peor pagados se concentran, en su totalidad, en el sector primario y 
manufacturero, que representa en gran parte al sector secundario.
La terciarización de la economía representa en sí mismo un 
ejemplo de heterogeneidad estructural en el que coexisten una parte del 
sector dinámico, caracterizado por su alta productividad, y, al mismo 
tiempo, una parte rezagada con niveles muy bajos de productividad. 
De este modo, se crea en el mismo sector económico una segmentación 
de la formalidad-informalidad: “un rasgo producido y reproducido por 
la estructura económico-social a través de los comportamientos de los 
agentes económicos –incluidos los hogares y los actores colectivos– a 
las oportunidades de acumulación y/o supervivencia. De esta manera, 
la heterogeneidad estructural se asume y define como un rasgo endóge-
no al sistema económico-social generado por las acciones de mercado 
y de intercambio social que despliegan los agentes económicos y las 
familias frente a la insuficiente y no equitativa distribución de oportu-
nidades de trabajo y empleo” (Salvia, 2003: 7).
Por otro lado, la situación de la pobreza en El Salvador está con-
centrada en la zona rural –área de producción del sector primario– en 
donde, de hecho, ha aumentado en los últimos años. Asimismo, son las 
mujeres las mayormente afectadas por esta problemática. 
anÁlisis empÍRico
Este apartado se divide en dos partes. En la primera, se presenta evi-
dencia empírica respecto a la influencia que ha tenido la liberalización 
de la economía –medida a partir de la apertura comercial y los arance-
les– en el nivel de ocupados. Esto se realizará a través de dos métodos: 
1) se realizarán pruebas de correlación para determinar el grado de 
correspondencia que existe entre las variables sugeridas y 2) se elabo-
rará un ejercicio de mínimos cuadrados ordinarios, con el propósito de 
especificar el tipo de relación entre las variables y su nivel de significa-
ción. Para esta parte del análisis empírico se utilizó una serie de tiempo 
que data desde 1970 hasta el 2006. 
En segundo lugar, para detallar las brechas salariales, se utiliza-
rán los resultados de modelos panel de efecto fijo de corte transversal 
y se dará lectura de las elasticidades de los niveles salariales, según las 
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especificaciones propias de los sectores poblacionales empleados: nivel 
educativo, sector económico, género y zona geográfica.
En otras palabras se resaltarán las proporcionalidades de los 
niveles de salarios de acuerdo a sus características laborales, lo cual 
denota las restricciones de ingresos que impone el mercado laboral 
y redundan en la estructura de la pobreza en El Salvador. Para estas 
réplicas se utilizó información estadística de la última década de la 
liberalización económica.
niVel de ocupación y libeRalización económica
El nivel de ocupados se estudiará con base en el modelo propuesto por 
Jüger Weller (Weller-CEPAL, 2000: 66), el cual establece que el sector 
ocupado/cotizante (L) está en función del ingreso real (Yr); el salario 
real del sector ocupado/cotizante (Sr); la Formación Bruta de Capital 
(FBK), que representa las inversiones en las unidades productivas; y la 
Apertura comercial –medida a partir de la suma de las exportaciones 
más las importaciones con respecto al PIB– (AP). 
A su vez, se propone la adición del nivel de aranceles (Ara) para 
determinar la relación de esta variable con el nivel de ocupados, aten-
diendo la postura de Stolper-Samuelson, en el acuerdo implícito que sí 
es posible que la eliminación de aranceles afecte el nivel de ocupación 
en determinados sectores económicos, especialmente aquellos con bajo 
nivel de productividad y que no sean capaces de responder (por la poca 
demanda generada) a la competencia internacional: “nunca se ha ne-
gado que los trabajadores empleados, en una industria liberalizada por 
la disminución del arancel de sus productos, puedan ser perjudicados 
en el corto plazo” (Stolper-Samuelson, 1941: 59). 
La función del nivel de ocupados queda expresada de la siguiente 
forma1:
L=f (Yr Sr FBK Ap Ara)
Para facilitar la comparación y el grado de influencia entre las 
variables propuestas y el nivel de ocupación, se muestra la matriz de 
correlación. 
1 Nota: Toda la información estadística con la que se trabaja está expresada en térmi-
nos reales, con año base de 1970, con el propósito de homogenizar las series y por tanto 
los resultados son leídos en propensiones. Se utilizó esta metodología porque ante la 
dificultad con valores como el salario real, los cuales presentan tasas de crecimiento 
negativas durante la década del ochenta que incluso no se recuperan en la actualidad 





L YR SR AP FBK ARA
L 1 0.93465116 0.64013079 0.84493332 0.92982976 0.94813209
YR 0.93465116 1 0.76472921 0.70653597 0.9997716 0.93947753
SR 0.64013079 0.76472921 1 0.32319944 0.76368495 0.80886448
AP 0.84493332 0.70653597 0.32319944 1 0.70658747 0.69989891
FBK 0.92982976 0.9997716 0.76368495 0.70658747 1 0.93410108 1
ARA 0.94813209 0.93947753 0.80886448 0.69989891 0.93410108 1
Como se detalla en la tabla Nº 1, todas las variables, a excepción 
del salario real, cuentan con un coeficiente de correlación alto y cerca-
no a uno. Esto apunta a que el nivel de ocupación (L) tiene una relación 
directa de dependencia con las variables propuestas. El salario real 
presenta, a su vez, una correlación positiva con respecto a (L) pero en 
menor proporción que el resto de las variables.
Para evidenciar el tipo de relación que guarda el nivel de ocupa-
ción con las variables propuestas, se procede a la realización de la re-
gresión de Mínimos Cuadrados Ordinarios (MCO), la cuales se detalla 




Sample (adjusted): 1973 200
Included observations: 34 after adjustments
Variable Coefficient Std. Error t-Statistic Prob.  
YR 21,4984 3,885544 5,532919 0
SR 0,233231 0,032849 7,100093 0
AP -0,163789 0,088158 -1,857913 0,0737
FBK 0,678408 0,05452 12,44321 0
ARA -22,42328 4,121266 -5,440872 0
@TREND(1992) -0,010705 0,005892 -1,81699 0,0799
R-squared 0,989222     Mean dependent var 2,807217
Adjusted R-squared 0,987298     S.D. dependent var 1,867679
S.E. of regression 0,210497     Akaike info criterion -0,119907
Sum squared resid 1,24065     Schwarz criterion 0,149451
Log likelihood 8,038421     Durbin-Watson stat 1,614945
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Se puede observar que el nivel de ingreso y salario real y la for-
mación bruta de capital guardan una relación positiva con el nivel de 
ocupación. Por el otro lado, la apertura comercial y los aranceles guar-
dan una relación negativa. 
Asimismo, todas las variables presentan un nivel de significan-
cia, ya sea del 5% ó del 10% de probabilidad. Esto significa que dichos 
valores proporcionan información para explicar la variable dependien-
te que, en este caso, representa el nivel de ocupación en El Salvador. 
Cabe destacar que se incorporó una tendencia al año 1992, bajo la jus-
tificación de ser éste el año de los Acuerdos de Paz, que marca la imple-
mentación del nuevo modelo económico.
Por lo tanto, para el caso de El Salvador y en las condiciones 
actuales de la liberalización económica que se presencia desde el año 
1992, el nivel de ocupación guarda una relación directa entre el ingreso 
y el salario real y la formación bruta de capital; y, a la vez, tiene una 
relación inversa con la apertura comercial y los aranceles. Esto último 
sugiere que, tal como están dadas las condiciones de la economía y, por 
ende, de la productividad en El Salvador, entre mayor apertura y dismi-
nución de aranceles, el nivel de ocupación responde en forma contraria 
a lo que el modelo económico preveía.
bRecHas salaRiales
bRecHa salaRial entRe niVel educatiVo y GéneRo
La base de datos con la que se trabaja la aplicación del modelo panel 
de corte transversal es sobre el nivel de salario promedio mensual en 
El Salvador, determinado por el género y el nivel de años de estudios 
aprobados.
Para ello se plantean las siguientes categorías:
Y= nivel de salario promedio general.
M= nivel de salario promedio de las mujeres
H= nivel de salario promedio de hombres.
Asimismo, la clasificación por los años de estudio aprobados:
Grupo 1: ningún año de estudio aprobado.
Grupo 2: de 1 a 3 años de estudios aprobados.
Grupo 3: de 4 a 6 años de estudios aprobados.
Grupo 4: de 7 a 9 años de estudios aprobados.
Grupo 5: de 10 a 12 años de estudios aprobados.
Grupo 6: de 13 a más años de estudios aprobados.




El periodo contemplado para el análisis de los datos es de 1998 
hasta el año 2006.
Con la aplicación de los modelos de panel se pretende observar 
el comportamiento de las elasticidades del nivel de ingreso salarial de 
acuerdo al género y al nivel educativo. 
Modelo balanceado
El modelo balanceado es el que proporciona el efecto fijo de la 
elasticidad del modelo.
Se estima el modelo de panel:
ls Y c M H
Tabla Nº 5
Dependent Variable: Y?




Total pool (balanced) observations: 54
Variable Coefficient Std. Error t-Statistic Prob.  
C 3,938722 0,714263 5,514387 0
H? 0,549137 0,013192 41,62695 0
M? 0,431247 0,018839 22,8912 0
R-squared 0,999763     Mean dependent var 2,807217
Adjusted R-squared 0,999754     S.D. dependent var 143,7588
S.E. of regression 2,255181     Akaike info criterion 4,51829
Sum squared resid 259,378     Schwarz criterion 4,62879
Log likelihood -118,9938     F-statistic 107658,6
Durbin-Watson stat 0,389593 Prob (F-statistic) 0
Los coeficientes de la estimación brindan el efecto fijo del nivel 
de ingresos por salarios tanto en hombres como en mujeres y, como 
se puede observar, el coeficiente en las mujeres es menor que el de los 
hombres.
Corte transversal
En el corte transversal se trabaja con el modelo balanceado para 
obtener las elasticidades y realizar un análisis más profundo de ellas.
Siendo a= 0.549137 y b = 0.431247
Para analizar las elasticidades con esta estimación lineal, cada 
parámetro (a y b) debe ser multiplicado por la elasticidad de cada uno 
de los grupos. 
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Realizando en el modelo panel la aplicación de las elasticidades 
resulta, para el caso de los hombres y las mujeres, en todos los grupos:
e h= 0.549137 *(h/y)
e m= 0.431247*(m/y)
De forma gráfica se detalla:
Como se puede observar, a medida que aumenta el grado de es-
colaridad aprobado, más inelástico se vuelve el nivel de ingreso en las 
mujeres, lo cual indica que, sin importar el nivel educativo, el incremen-
to de los ingresos a través de los salarios no es proporcional al nivel de 
años estudiados. Caso contrario es el presentado por los hombres, en 
el cual se guarda una relación mucho más proporcional entre la esco-
laridad y el nivel de ingreso. Este fenómeno de la no correspondencia 
entre el nivel educativo y el género fue observado en el estudio de Jürgen 
Weller tanto en México como en Perú (Weller, 2000: 173). 
Brecha salarial entre zona geográfica y nivel de escolaridad
Se respeta la misma clasificación del nivel de escolaridad dividi-
do por grupos. 
Las variables a considerar son:
Y= nivel de salario promedio
U= nivel de salario en la zona urbana






Method: Panel Least Squares
Sample: 1998 2006
Cross-sections included: 6
Total panel (balanced) observations: 54
Variable Coefficient Std. Error t-Statistic Prob.  
C -28,62317 1,66585 -17,18232 0
U 0,901487 0,025051 35,98575 0
R 0,198928 0,038597 5,153915 0
R-squared 0,998787     Mean dependent var 247,7911
Adjusted R-squared 0,998739     S.D. dependent var 143,7588
S.E. of regression 5,104436     Akaike info criterion 6,15205
Sum squared resid 1328,819     Schwarz criterion 6,262549
Log likelihood -163,1053     F-statistic 20993,84
Durbin-Watson stat 0,502866 Prob(F-statistic) 0
 
El efecto fijo que proporciona la regresión para el caso del nivel 
de salario en la zona urbana es considerablemente mayor al que otorga 
en la zona rural.
De forma gráfica, las elasticidades según el corte transversal del 
modelo panel se detallan:
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En términos generales, existe una enorme diferencia entre los 
salarios de la zona urbana y la rural, que incluso se mantiene a pesar 
del aumento en el nivel de escolaridad entre ambas zonas geográficas. 
Llama la atención que la elasticidad del nivel de salario en la zona urba-
na tiene una tendencia a disminuir a medida que se avanza en el nivel 
de escolaridad. 
Brechas salariales entre género y sector económico
Las variables utilizadas para el caso del nivel de ingreso según 
salario son:
Y= ingreso salarial promedio
H= ingreso salarial masculino
M= ingreso salarial femenino
En cuanto a los sectores económicos
1º= sector económico primario
2º= sector económico secundario
3º= sector económico terciario
El modelo balanceado que especifica el efecto fijo de las variables 
analizadas.
Tabla Nº 7
De acuerdo al cruce de variables realizadas en el modelo balan-
ceado, el coeficiente que representa el nivel de ingreso salarial para los 
hombres es de 0,711 y el de las mujeres es de 0,239. Estos coeficientes 
se encuentran determinados por los ingresos obtenidos según el sector 
económico.
Dependent Variable: Y
Method: Pooled Least Squares
Sample: 1998 2006
Cross-sections included: 3
Total panel (balanced) observations: 27
Variable Coefficient Std. Error t-Statistic Prob.  
C 16,53548 22,67551 0,729222 0,4729
SH 16,53548 0,059894 11,88773 0
SM 0,239791 0,060412 3,969233 0,0006 0006
R-squared 0,996179     Mean dependent var 1312,114
Adjusted R-squared 0,99586     S.D. dependent var 1222,93
S.E. of regression 78,68621     Akaike info criterion 11,67325
Sum squared resid 148596,5     Schwarz criterion 11,81723
Log likelihood -154,5889     F-statistic 3128,144
Durbin-Watson stat 1,159272 Prob (F-statistic) 0
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Los resultados del corte transversal en forma gráfica, son:
En general, existe una enorme disparidad entre los ingresos sa-
lariales de hombres y mujeres según su sector económico. En el sector 
primario se observa la menor elasticidad registrada en el gráfico para 
ambos sexos. 
En el caso de las mujeres, es curioso que la mejor proporciona-
lidad del ingreso salarial se encuentre en el sector secundario a partir 
de 1999 a la actualidad. Esto probablemente se explique por la enorme 
participación de la mujer en la maquila. Para el caso de los hombres, la 
elasticidad de su ingreso de acuerdo al sector económico se encuentra 
establecida de una manera muy uniforme.
conclusiones
Las políticas económicas que determinaron el cambio al modelo de 
desarrollo con base en la liberalización económica, a finales de los años 
ochenta, consideraron a grandes rasgos los siguientes aspectos: la aper-
tura comercial, la liberalización financiera y las privatizaciones de las 
empresas estatales.
Dichas políticas económicas respondieron a los Programas de 
Estabilización Económica (PEE) y a los Programas de Ajuste Estruc-
tural (PAE) impulsados por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y 
el Banco Mundial (BM) y fueron implementadas en El Salvador tras la 
finalización del conflicto armado.
La aplicación del modelo de desarrollo reconocía la enorme im-
portancia de la demanda externa que, junto con la demanda interna 
y de acuerdo con los autores estudiados, tiene la facultad de focalizar 
tanto los procesos de acumulación de capital, nivel de productividad y 
ocupación en determinados sectores económicos. 
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En ese sentido, la demanda del exterior, al concentrarse en de-
terminados bienes, hace que los factores productivos intensivos en el 
uso de dichos bienes sean impactados en la distribución del ingreso vía 
salarios.
El proceso de apertura comercial en El Salvador fue aplicado a 
una velocidad considerable, a tal punto que, a tres años de su implemen-
tación, se alcanzaron niveles que superaban el 75% del PIB nacional. 
Sin embargo, esta apertura se explica, en su mayoría, por el comporta-
miento de las importaciones.
Por otra parte, la apertura comercial se implementó sin el debido 
reconocimiento de las fallas estructurales que aquejaban y aquejan al 
sistema productivo nacional: la desigual distribución del ingreso, cuya 
mayor repercusión se hace notar en el bajo nivel de demanda interna; la 
poca inversión en capital; la falta de infraestructura para el desarrollo 
de actividades económicas; la baja calificación de la mano de obra y la 
poca productividad de la fuerza de trabajo, entre otros aspectos.
Además, el modelo de liberalización económica tuvo como obje-
tivo el fortalecimiento de las actividades laborales relacionadas con el 
comercio internacional (maquilas y zonas francas), lo cual conllevaría 
a una mayor generación de empleo en este sector productor de bienes 
transables. 
Sin embargo, la configuración laboral que se ha consolidado ante 
la aplicación del modelo de desarrollo no se ha reflejado en los sectores 
de bienes comerciables que pertenecen tanto al sector primario como 
al secundario. Por el contrario, ha sido el sector terciario el que más 
absorción de mano de obra está registrando.
A pesar de que el sector terciario genera el grueso del nivel empleo, 
éste no corresponde al empleo formal. De hecho, este sector económico 
es el que más subempleo y trabajos de poca productividad genera.
Con esto último, se destaca que el impacto de la apertura comer-
cial, al no coincidir con el impulso en los sectores económicos de bienes 
transables, repliega la mano de obra al sector terciario, sobre todo al 
sector informal del mercado laboral, convirtiéndose en una presión 
más para la perpetuación de la pobreza del país.
En cuanto a la distribución salarial, el modelo económico ha 
mantenido la estructura de inequidad en la distribución. La “nueva 
configuración laboral” en El Salvador ha obligado a la economía en 
su conjunto a buscar las bases de la competitividad en la disminución 
de los salarios. En esta concepción, dichos ingresos se conciben como 
costos de producción y no como fuentes de demanda efectiva. De esta 
manera el mercado laboral replica la estructura de la pobreza que se 
refleja en las brechas salariales, en claro detrimento de la zona rural, 
la mujer salvadoreña y el menor nivel de escolarización.
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En términos generales, la liberalización económica, tal cual se 
ha desarrollado en El Salvador, va en claro detrimento del nivel de ocu-
pación formal y potencia las brechas salariales que repliega la estruc-
tura de la pobreza, dado que no reconoce los problemas estructurales 
propios de la economía nacional.
Con esto último no se quiere menospreciar o descalificar la im-
portancia del comercio exterior, como representante de la demanda 
externa, sino que, como lo establece Raúl Prebisch, se trata de impul-
sar los mecanismos propios del comercio exterior para el desarrollo 
económico. 
No se trata de reivindicar el proteccionismo de las economías, 
sino de establecer la competitividad con base en la igualdad de condi-
ciones estructurales entre los países con libre flujo comercial. 
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Cuentas nacionales: Banco Central de Reserva de El Salvador (BCR).
Población: Dirección General de Estadísticas y Censos (DIGESTYC), 
Ministerio de Economía (MINEC) y Censos Nacionales de 
Población 1972 y 1992.
Comercio internacional: DIGESTYC y BCR.
Empleo y salario de cotizantes: planilla mensual de cotizantes del 
Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS), LABORSTA de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT).




La problemática de concentración de la tierra en pocas manos es gene-
ralizada en las Tierras Bajas de Bolivia1. Consideramos que es central 
su tratamiento puesto que esta región comprende más del 50% del te-
rritorio boliviano (700.000 km2) (Droulers, Martine, 2004:164). Los de-
partamentos que la conforman son los que cuentan con las tierras más 
aptas para determinadas actividades productivas como la agricultura y 
la ganadería2, hecho que explicará la pugna por este recurso. 
En dicha zona se ha dado el acaparamiento de grandes exten-
siones de superficie de tierra por sectores empresariales dedicados a la 
actividad agroindustrial y ganadera. Uno de los procesos que ha deter-
minado tal situación es la distribución indiscriminada de dicho recurso 
1 Recibe el denominativo de Tierras Bajas la zona constituida por los departamentos de 
Santa Cruz, Beni y Pando principalmente, y que tiene la característica de ser calurosa, 
con bastante vegetación, contiene diversos recursos naturales y la tierra es uno de los 
más preciados al ser apta para la producción y la cría de ganado.
2 En occidente la tierra ha sufrido un proceso de desgaste y ya no es útil para la agricul-
tura. Razón por la que la gente de occidente ha migrado al oriente en pos de tierra.
boliVia es ancHa y aJena.
concentRación de la tieRRa 
como pRoducción y RepRoducción 
de la pobReza en tieRRas 
baJas(moJos)
Gabriela canedo Vásquez*
* Socióloga por la UMSS-Bolivia. Maestra y Doctora en Antropología Social por el CIE-
SAS-México.
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por parte de algunos Gobiernos en décadas anteriores. A esto se suma 
una falta de reglamentación y normatividad en la dotación del mismo. 
Si bien en 1953 se promulgó y aplicó la ley de Reforma Agraria con el 
fin de redistribuir y dotar de tierras a quienes carecían de las mismas, 
la Reforma ha marginado a los sectores indígenas de Tierras Bajas, y 
ha contribuido a consolidar el latifundio. 
El presente trabajo pretende mostrar que la concentración de 
la tierra en pocas manos deviene en la consolidación del latifundio en 
desmedro de la población mayoritaria indígena. Una de las consecuen-
cias de este hecho es el estado de pobreza de los grupos indígenas, para 
quienes la tierra es vital para su reproducción material. La reducción 
y pérdida de la misma aunada a la ambigüedad e incertidumbre en los 
títulos de propiedad produce un estado de inseguridad en la tenencia y 
se constituyen en factores que han impedido a los indígenas un acceso 
equitativo al recurso, particularmente en nuestra zona de estudio.
En el presente trabajo, sostenemos que uno de los agentes princi-
pales que ha jugado un papel fundamental en la distribución de tierra 
ha sido el Estado –como ente que ejecuta las políticas y administración 
de la tierra– y dentro de él, algunos Gobiernos y funcionarios. Durante 
cuarenta años –entre 1952 y 1992– la instancia estatal encargada de la 
distribución de este recurso estuvo caracterizada por la corrupción, el 
clientelismo y el pago de favores políticos. Esta situación ocasionó que 
sectores indígenas ante el avasallamiento paulatino del sector ganadero 
y de empresas forestales, y por ende frente a la reducción de sus espa-
cios geográficos, pidieran en 1990 el reconocimiento de sus territorios 
indígenas y, más tarde, exigieron una ley que regulara el derecho pro-
pietario, que se plasmó en la Ley INRA. 
Consideramos necesario resaltar la importancia de Mojos como 
caso de estudio en el tema del presente trabajo. Primero, Mojos es una 
muestra del despojo de tierras y avasallamiento que sufrieron y sufren 
los indígenas. Segundo, se constituye en la provincia del Beni con ma-
yor población indígena. Tercero es una de las provincias con mayor 
índice de pobreza y, finalmente, es la provincia con la mayor cantidad 
de mojones rojos en el Beni, los cuales representan la presencia de con-
flicto e irresolución en la delimitación de linderos. 
La metodología abordada para el presente trabajo se centró en 
un primer nivel en la recolección de datos estadísticos de Mojos que 
dan cuenta de la concentración de la tierra, en un segundo nivel utili-
zamos datos etnográficos que muestran las irregularidades en las que 
incurrieron funcionarios estatales y que devienen en la consolidación 
de propiedades y, por tanto, en la concentración de grandes superficies 
en el sector ganadero. En el estudio de caso presentaremos cómo, en 
el proceso técnico de saneamiento de tierras, funcionarios estatales 
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incurren en irregularidades a favor de los ganaderos; de esta manera 
se tiende por un lado a la consolidación del latifundio –entendido éste 
como grandes extensiones de tierra improductiva– y por otro, a la ne-
gación para sectores indígenas de la tierra como insumo fundamental 
para la generación de riqueza. Cabe resaltar que los datos presentados 
y utilizados comprenden desde la década e 1960 hasta el año 20053.
Conceptualmente nos interesa presentar la relación que existe 
entre tierra y pobreza a partir del abordaje que se ha realizado en otros 
estudios que han abordado la problemática y que ayudan a entender el 
caso que presentamos. 
tieRRa y pobReza
La tierra como riqueza y recurso natural importante para sectores ru-
rales y su disputa como tal puede generalizarse a los grupos indígenas. 
En un estudio realizado en Taiwan, Scott (2006: 338-339) señala que 
el empoderamiento de los pobres en las comunidades indígenas puede 
lograrse solamente a través de la compensación por las pérdidas de 
tierras ocasionadas por el colonialismo. Dado que la raíz de la pobreza 
indígena es la pérdida de la tierra bajo el dominio colonial, dicha rea-
lidad debe ser abordada como la base del desarrollo económico en las 
comunidades. Para ser realidad, el empoderamiento en el municipio de 
Hsiulin y en otras comunidades indígenas alrededor del mundo debe 
comenzar con la devolución de las tierras indígenas o una compen-
sación total por su pérdida. Cualquier otra cosa no será más que una 
medida provisoria con muy pocas posibilidades de éxito. 
Por su parte Cimadamore, señala que existe una fuerte corre-
lación entre pueblos indígenas y pobreza, las posibles respuestas se 
relacionan con las condiciones histórico-políticas que desvincularon 
a los pueblos indígenas del control de sus territorios, los sometieron a 
condiciones de pobreza y los relegaron a los márgenes de la sociedad 
(Cimadamore et al., 2006).
Concordamos con dichos autores puesto que en nuestro caso, la 
tierra y el territorio son vitales para los grupos indígenas –y elementos 
centrales para la demanda de autodeterminación. La tierra les permi-
3 En el actual Gobierno de Evo Morales la política de tierra dio un viraje fundamental 
justamente haciendo frente a la concentración de la tierra. El arribo de Evo Morales al 
gobierno se dio el año 2006, sin embargo nuestro estudio no tomó en cuenta el periodo 
del gobierno actual, sino más bien nos basamos en los datos de gobiernos anteriores que 
dan cuenta de la distribución indiscriminada de la tierra, así como de las irregularidades 
cometidas por funcionarios estatales durante el proceso de saneamiento, fundamental 
para que se haya dado la concentración de la tierra en un sector. 
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te desarrollar la agricultura para la subsistencia4 puesto que cada vez 
más los grupos indígenas se sedentarizaron. Además es el recurso más 
preciado y su concentración (en pocas manos) condensa las relaciones 
sociales de dominación que se traducen en la generación de conflictos, 
desigualdades y pobreza. 
Sobre la distribución de la tierra a cargo del Estado, Hoffmann 
señala que el mismo distribuye los derechos de propiedad bajo el mo-
delo occidental (usus et abusus), vía los individuos, sin referencias a 
las especificidades históricas o étnicas de las poblaciones (Hoffmann, 
1998: 101), lo que de alguna manera también se refleja en nuestro es-
tudio de caso.
El texto en primera instancia nos presenta una contextualización 
de la problemática en Tierras Bajas, para luego describir sucintamente 
las dos reformas agrarias –de 1953 y 1996– y sus principales postula-
dos. Seguidamente nos centraremos en nuestra zona de estudio y pre-
sentaremos la composición porcentual de la tierra, y el proceso ilegal 
que se dio para la obtención de títulos de propiedad por parte del sector 
ganadero, presentaremos las consecuencias de la implantación de “mo-
jones rojos” en el proceso de saneamiento y delimitación de linderos 
que den cuenta del derecho propietario, en este proceso describiremos 
el papel desempeñado por el inra, instancia estatal encargada de la 
regularización del derecho propietario. Para finalizar puntualizaremos 
algunas conclusiones.
descRipción contextual de la pRoblemÁtica 
de la tieRRa en tieRRas baJas 
Las Tierras Bajas de Bolivia comprende los departamentos de Santa 
Cruz, Beni y Pando, en los que se puede considerar la coexistencia de 
diversos pisos ecológicos, como la zona amazónica, la oriental y la del 
Chaco. En esta región los conflictos por la tierra se han acentuado por 
la existencia de recursos naturales (la tierra, los recursos forestales y 
el petróleo en especial) y la creciente disputa de distintos actores por el 
uso, tenencia y aprovechamiento de los mismos. 
La forma cómo se asignan los derechos sobre la tierra entre los 
distintos actores sociales determina la posibilidad de los hogares que 
acceden a ese recurso para producir sus bienes de subsistencia, así 
como la generación de excedentes para ser comercializados en el mer-
cado (Urioste y Pacheco, 2001: XIX). De esta manera, la posesión del 
mismo es vital para la reproducción material y para salir del estado de 
indigencia en la que se encuentran los grupos indígenas de la región. 
4 Ver Philipe Descola (2004).
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Además de los problemas de la seguridad de la tenencia, los agri-
cultores enfrentan problemas relacionados con el tamaño de sus fincas 
y con los patrones de cultivo que desarrollan, es por eso que, a medida 
que la tierra se va haciendo escasa, surge la necesidad de asegurar de-
rechos propietarios sobre tierras que tengan la posibilidad de ser más 
productivas y, consecuentemente, de generar mayores ingresos para los 
agricultores que las trabajan (Urioste y Pacheco 2001: XXI). Lo mismo 
sucede para indígenas y ganaderos que en la incertidumbre de conocer 
qué es lo que les corresponde están estallando conflictos en el marco de 
la Ley INRA, pues cada actor pugna por el reconocimiento de la mayor 
cantidad de tierra.
Los principales actores en Tierras Bajas que se disputan la tierra 
son los pueblos indígenas, pequeños agricultores campesinos, colonos y 
empresarios agrícolas, ganaderos o concesionarios forestales, entre los 
más importantes. Nos centraremos en describir a los dos actores que 
luchan por este recurso en Mojos. 
los GRupos indÍGenas y la tieRRa
Los indígenas de Tierras Bajas conforman treinta y tres grupos, unos 
más numerosos que otros. En el departamento del Beni –y de Mojos 
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concretamente– estos grupos tradicionalmente fueron integrados en 
el esquema de las reducciones jesuitas de principios del siglo XVII. La 
República, a principios del siglo XIX, reconoció la propiedad privada 
sobre los recursos y a la población indígena como ciudadanos, pero en 
la práctica esto no significó el desplazamiento de la propiedad colec-
tiva sobre los recursos manejados por los indígenas. Actualmente la 
Ley INRA contempla bajo la figura de Tierra Comunitaria de Origen la 
propiedad colectiva de la tierra que tienen estos colectivos. 
Los grupos indígenas mojeños se dedican a la agricultura en 
pequeña escala que les permiten satisfacer sus necesidades de alimen-
tación. Asimismo, se dedican a la cría de animales domésticos cuya 
producción es destinada al consumo familiar. La caza y la pesca son 
también actividades desarrolladas por los pobladores de la zona y están 
fuertemente influidas por las estaciones climatológicas. Asimismo, los 
indígenas ocupan su mano de obra en la ganadería, en calidad de em-
pleados de los hacendados ganaderos (Demanda TIMI, 1999).
Es así que se establece una relación “paternalista” de los ganade-
ros hacia los indígenas, pues éstos al desarrollar una economía de auto-
subsistencia se empatronan en las haciendas por un salario muy bajo5. 
Respecto a la concepción y cosmovisión del territorio la itineran-
cia y la movilidad son aspectos que demuestran el manejo territorial 
amplio que tiene el indígena. Uno de los elementos que los mojeños no 
contemplaban en la concepción del territorio es la finitud y la posesión, 
puesto que lo consideran ilimitado6. Asimismo, en su mayoría tienen 
la concepción del territorio como la madre que da de comer, abarca el 
monte que provee carne, madera para la construcción de casas, el cha-
co para cultivar, los espacios para criar animales domésticos, árboles 
frutales.
La defensa actual del territorio bajo a figura de Tierra Comu-
nitaria de Origen (TCO), se debe a que lógicamente es el componente 
vital para su sobrevivencia y desarrollo cultural. Su vida y concepción 
del mundo no pueden entenderse sin territorio. Si no cómo podría ex-
plicarse que aguanten padecimientos como las inundaciones, sequías, 
enfermedades, que hacen que la vida en cierta medida sea ardua. 
5 En las estancias ganaderas las condiciones laborales no son las mejores para los mozos 
(como se les denomina a los trabajadores de las estancias ganaderas), puesto que no 
existen contratos laborales ni beneficios sociales. Un mozo tiene un salario de 300 o 350 
Bolivianos mensuales (alrededor de 45 U$S o 500 pesos mexicanos). Generalmente el 
mozo se traslada a la hacienda ganadera con familia incluida que también sirve de mano 
de obra gratuita.
6 Sobre el tema de la concepción del territorio ver Canedo, Gabriela, 2008 “La marcha de 
Loma Santa a Mojones Rojos”, Cuarto Intermedio Nº 87.
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los GanadeRos 
La figura de gran propietario individual la constituyen los ganaderos, 
quienes poseen casi la totalidad de las pampas (áreas de pastura natural) 
de Mojos y una extensión considerable de áreas de bosque. Son también 
quienes controlan espacios de poder local y regional. Los ganaderos de 
la zona son descendientes de gente criolla y mestiza proveniente del de-
partamento de Santa Cruz. Su llegada a Mojos se vivió con más fuerza 
a partir de la creación del departamento del Beni en 1842, cuando se 
abrieron los espacios misionales al comercio y otras actividades econó-
micas emprendidas por los recién llegados (Guzmán, 2004: 23).
La actividad ganadera, está concentrada en propiedades media-
nas y grandes con tamaños de hato promedio que guardan relación con 
la extensión de sus tierras7. Los ganaderos que aprovisionan de carne 
a todo el país, desarrollan la ganadería extensiva8, que utiliza grandes 
cantidades de pastizales y necesita poca inversión de capital. Abastece 
de carne al mercado interno lo que ha determinado la configuración 
económica de esta región. Sin embargo, la naturaleza de las haciendas 
ganaderas es altamente diferenciada debido a la desigual distribución 
del hato ganadero y de la propiedad sobre los pastizales naturales, son 
predominantes las medianas y grandes propiedades (fegabeni, 1999).
A continuación describimos sucintamente el proceso de Reforma 
Agraria y la Ley INRA como antecedentes legales que permitieron a 
determinado sector, la consolidación y concentración de grandes ex-
tensiones de tierra.
pRoceso de ReFoRma aGRaRia de 1953
En 1953 se dio la primera Reforma Agraria en Bolivia producto de los 
cambios de la Revolución Nacional. Esta reforma tuvo dos modalidades 
diferenciadas en relación con el acceso y la propiedad de la tierra. En 
el occidente (andes y valles) primó una tendencia redistributiva bajo el 
lema de que “la tierra es de quien la trabaja”. Hasta entonces la tierra 
7 En el grupo de los ganaderos podemos encontrar varias categorías de ganaderos: los 
ganaderos grandes, medianos y pequeños. Aguilera (2004) señala que en toda la provin-
cia de Mojos existiría un total de 428.271 cabezas de ganado.
8 El sistema extensivo de la ganadería se caracteriza por la utilización de grandes can-
tidades de pastos naturales, la utilización de grandes extensiones de tierras, bajas tasas 
de morbilidad, períodos largos de tiempo en los que el hato alcanza el peso de mercado, 
rendimientos por animal y hectárea relativamente bajos, una capacidad de carga pro-
medio de cuatro hectáreas por cabeza, la productividad y calidad del forraje disminuye 
durante la estación seca y durante la estación más lluviosa (diciembre a mayo) y porque 
las inundaciones dificultan el manejo de pastoreo y la utilización del forraje (Urioste y 
Pacheco, 2001: 142).
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era de los hacendados que tenían a los indígenas como “pongos9” y la 
Reforma Agraria se orientó a liberarlos de las haciendas y a distribuir-
les este recurso. Al tener sus parcelas individuales fueron llamados 
campesinos. En el oriente se dio un proceso de consolidación y amplia-
ción de la gran propiedad agrícola ganadera, hacendal y agroindustrial. 
Esto se debió a la idea que se tenía de las Tierras Bajas como un lugar 
deshabitado, desconociéndose la existencia y presencia de grupos indí-
genas en dichos espacios. Por tanto, la Reforma Agraria los marginó. 
Es así que este proceso guarda una contradicción interna hasta 
la actualidad, por un lado con un carácter redistributivo y por otro 
concentrador, que se traduce en dos estructuras productivas diferentes, 
una orientada a la autosubsistencia y otra con una lógica orientada al 
mercado tanto nacional como internacional. 
Los objetivos establecidos por la Reforma Agraria de 1953 fueron: 
a) proporcionar tierra a los campesinos que no la poseen o la poseen de 
manera insuficiente, b) restituir a las comunidades indígenas las tierras 
que les fueron usurpadas, c) liberar a los trabajadores campesinos de 
su condición de siervos, d) estimular la mayor producción y comercia-
lización de la industria agropecuaria, e) conservar los recursos natu-
rales del territorio y f) promover corrientes de migración interna de la 
población rural (Urioste y Pacheco, 2001: 5).
Uno de los problemas de la Reforma Agraria de 1953 se encuentra 
en la distribución de tierras fiscales, puesto que estableció los tamaños 
máximos de propiedad permitidos por tipo de propiedad, la necesi-
dad de una disposición complementaria específica para la distribución 
de las tierras fiscales y su distribución a los campesinos sin tierras o 
a aquéllos que la poseen de manera insuficiente. Sin embargo, no se 
estableció una reglamentación específica y se aplicaron los tamaños 
máximos de propiedad definidos para la afectación de las propiedades 
en el occidente del país10, produciéndose un nuevo proceso de concen-
tración de tierras en el oriente. Por otra parte, los criterios establecidos 
para la repartición de tierras fiscales fueron absolutamente arbitrarios 
(Urioste y Pacheco, 2001; Almaráz, 2002).
El proceso de reforma entra en crisis en la década de los ochenta 
y noventa, por problemas de corrupción fundamentalmente. El Consejo 
9 Indígenas que trabajaban para el hacendado de forma gratuita.
10 En el capítulo IV de la Reforma Agraria “De las extensiones de la propiedad ganade-
ra” se señala: a) La propiedad ganadera pequeña será de 500 hectáreas. b) La propiedad 
ganadera mediana será de 2500 hectáreas. c) Gran empresa Ganadera hasta 50.000 hec-
táreas, siempre que tengan 10.000 cabezas de ganado mayor. Las delimitaciones para las 
empresas que tengan menor número de ganado, se harán a razón de cinco hectáreas por 
cabeza (Ley de Reforma Agraria de 1953).
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Nacional de Reforma Agraria (CNRA) y el Instituto Nacional de Coloni-
zadores (INC) fueron las instituciones encargadas de la distribución de 
tierras fiscales. En la práctica no existió una complementariedad entre 
las acciones desarrolladas por ambas instituciones, lo que dio lugar a la 
sobreposición de los derechos propietarios (Urioste y Pacheco, 2001: 6). 
A esto se sumó la interpretación confusa y malintencionada del marco 
legal, ausencia de coordinación entre las instituciones responsables de 
la dotación y de la adjudicación11 de este recurso, la falta de una ley 
de procedimientos especiales para la distribución y la corrupción en-
tre las instituciones responsables del tema agrario (Hernáiz y Pacheco 
2000). 
En resumen, como señala Almaráz (2002:28) el desastre admi-
nistrativo que se produjo en el Consejo Nacional de Reforma Agraria 
(CNRA) a lo largo de décadas de fraudes e irregularidades especial-
mente en la otorgación de tierras en el oriente del país –cuyos efectos 
acumulados fueron una situación caótica, de conflictos e inseguridad 
en la tenencia de la tierra y el establecimiento y prosperidad del tráfico 
de dicho recurso– son los factores que han impedido un acceso equita-
tivo al mismo, particularmente a los pequeños productores campesinos 
e indígenas. 
El conjunto de estos factores condujo a que los mayores índices 
de concentración de la propiedad agraria se ubiquen en las Tierras Ba-
jas, donde la mayoría de las propiedades se encuentran por encima de 
los tamaños máximos que fueron establecidos en la Ley de Reforma 
Agraria de 1953. Según datos preliminares del CNRA-INC, del total 
de tierras distribuidas en el país (46,8 millones de hectáreas) y bene-
ficiarios (652,626), se tiene que el 47% de la tierra (18 millones de hec-
táreas) está en manos del 72% del total de beneficiarios (campesinos y 
colonizadores), mientras que el 53% (28,8 millones de hectáreas) está 
en poder del 28% de los beneficiaros (medianos y grandes) (Urioste y 
Pacheco, 2001: 6-7).
Esta situación se tornó insostenible y en 1992 se produjo la inter-
vención al Consejo Nacional de Reforma Agraria (CNRA) y al Instituto 
Nacional de Colonización (INC) y, con la coincidencia de distintos acto-
res institucionales y sociales, se hizo inminente una nueva Ley Agraria 
llamada a reestructurar el sistema de administración de tierras. Es así 
que surge el proceso de saneamiento –estipulado en la Ley INRA de 
1996– como recurso normativo destinado a resolver el daño dejado por 
el CNRA y el INC. De ahí que la finalidad general que le asigna la Ley 
11 Dotación de tierra es una acción del Estado que distribuye y otorga tierra. La adjudi-
cación es el término utilizado para indicar la recepción de la tierra.
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sea la de regularizar y perfeccionar el derecho de la propiedad agraria 
(Almaráz, 2002: 29)12.
ley inRa 
La promulgación de la Ley INRA se enmarca en los cambios profun-
dos que se suceden en el país en 1985, momento en el que se inicia el 
período de “ajuste estructural”, cambio de modelo económico hacia 
una política neoliberal, en este sentido dicha ley debe entenderse como 
la demanda indígena de una Ley de tierras, pero también como una 
reforma del Estado.
La Ley INRA se orientó sobre los siguientes pilares: la sostenibi-
lidad del uso de los recursos naturales renovables, el pago de impues-
tos como mecanismo para lograr el uso racional del recurso tierra, el 
fomento a un mercado transparente del mismo, el pago de un precio de 
mercado por las tierras fiscales de uso privado, la existencia de títulos 
y derechos claros que eviten la superposición de los mismos, la compe-
tencia de la justicia ordinaria para resolver los conflictos y mecanismos 
que permitan el acceso de los pobres y excluidos al recurso. Con este 
enfoque se trató de resolver simultáneamente la depredación masiva 
de los bosques, la inseguridad jurídica, la corrupción derivada de las 
inspecciones agrarias, la aplicación de justicia agraria por el Poder Eje-
cutivo, la acumulación especulativa de la tierra, el conflicto de derechos 
entre el suelo y el vuelo (recursos forestales), la superposición de dere-
chos, el marginamiento de los indígenas del oriente a la tierra13. 
De esta manera, la esencia de la Ley INRA se centró en garanti-
zar el derecho propietario con el pago del impuesto y la ampliación del 
concepto del cumplimiento de la función económico social –como con-
dición para garantizar el derecho propietario establecido en la Consti-
tución– hacia las labores agrícolas, pecuarias, forestales, conservación 
de la biodiversidad, investigación y ecoturismo. Y se intentó romper el 
12 Para ahondar en esta temática revisar Roux (2000 y 2006). Además del compendio 
realizado por Vargas (2003).
13 Asimismo, esta ley tenía los siguientes objetivos: a) permitir el acceso a la tierra a 
quien no la posea o la posea insuficientemente; b) garantizar la seguridad jurídica en 
la posesión de derechos de propiedad de la tierra; c) garantizar el uso sostenible del 
recursos tierra; d) crear un marco institucional que separe las funciones de otorgación 
de derechos (a cargo del Instituto Nacional de Reforma Agraria), judiciales (a cargo de 
la Judicatura Agraria), e) legalizar el mercado de tierras y establecer la venta de tierras 
fiscales como mecanismo de acceso a la tierra, a tiempo de reconocer el derecho de comu-
nidades campesinas e indígenas de acceder a la tierra de manera gratuita, f) establecer 
el saneamiento de la propiedad agraria destinada a perfeccionar el derecho propietario 
g) establecer un mecanismo articulado entre el pago de impuestos y la reversión y h) de-
sarrollar un concepto de función económico-social como el uso sostenible de la tierra de 
acuerdo a su capacidad de uso mayor (Ley INRA, 1997).
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círculo vicioso de regalar la tierra y luego no penalizar la acumulación 
improductiva de la misma como había ocurrido en décadas anteriores 
(Urioste y Pacheco, 2001: XII).
Una vez descritos los antecedentes del marco legal, nos abocare-
mos a describir la concentración de la tierra en Mojos.
moJos. concentRación de tieRRa 
en el sectoR kaRayana
La provincia de Mojos tiene una población de 21.643 habitantes, de 
los cuales 8.893 (41,09%) residen en el área urbana y 12.750 (58,91%) 
habitan en el área rural (Instituto Nacional de Estadística, 2002). Ac-
tualmente el Municipio de San Ignacio de Mojos cuenta con ochenta y 
siete comunidades, tres centros urbanos y numerosos asentamientos 
pequeños dispersos. Dentro de la jurisdicción territorial del munici-
pio están reconocidos tres Territorios Indígenas: el Territorio Indígena 
Multiétnico (TIM), el Territorio Indígena Mojeño-Ignaciano (TIMI) y el 
Territorio Indígena Parque Nacional Isiboro-Sécure (TIPNIS).
En Mojos, el 81,66% de la población se autoidentifica como in-
dígena14. Habitan, oficialmente reconocidos, cinco pueblos indígenas 
diseminados en comunidades donde conviven con otros pueblos: el mo-
jeño ignaciano, mojeño trinitario, yuracaré, chimán y movima. Además 
de estos cinco pueblos, habitan también la población blanca-mestiza, y 
un grupo creciente de inmigrantes provenientes de los valles y altiplano 
llamados “collas”. Siguiendo el Censo de Población y Vivienda 2001, 
Mojos posee el índice más alto de pobreza en el departamento después 
de la provincia Marbán. 
La población pobre alcanza el 92,5%, y está constituida mayori-
tariamente por indígenas lo que daría a suponer que se da una concen-
tración de la riqueza o por lo menos de las condiciones favorables para 
vivir, puesto que el 7,5% sería población no pobre, que corresponde 
sobre todo a los blanco-mestizos karayanas.
Veamos entonces la situación de la tenencia de la tierra en Mojos 
y cómo ésta se refleja en la concentración de este recurso en el sector 
karayana, destinado a la actividad ganadera, y en la insuficiencia y ne-
cesidad del mismo para el sector indígena.
composición poRcentual de la tieRRa 
(GanadeRos e indÍGenas)
Las cifras recabadas se basan en el estudio que realizó Guzmán (2008) 
quien a partir del relevamiento de los datos disponibles del INRA hasta 
14 San Ignacio de Mojos es el municipio más indígena del Beni. 
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1992 –año en que se intervino el Consejo Nacional de Reforma Agraria 
y congeló el proceso de dotación de tierras en la provincia Mojos– sos-
tiene que de la superficie total de 3.361.600 hectáreas, se registraron 
1.302.902,51 hectáreas (38,7%) las que se encontraban distribuidas en 
setecientos diecinueve predios entre grandes, medianos y pequeños. 
Del restante 61% no existen datos disponibles para esa época. 
El siguiente cuadro sobre ese 38,7% registrado y declarado ante 
el INRA, muestra la modalidad de adquisición de la tierra. Observamos 
que la forma prioritaria de adquisición en Mojos es: 1) por dotación 
que corresponde al 99,2% de la superficie en cuestión y 2) compra, 
correspondiendo tan sólo al 0,5%. Además existe un 0,4% de superficie 
correspondiente al 1,4% de los predios que pese a estar registrados en 
el INRA, no declararon su modo de adquisición (Guzmán, 2008: 231).
Cuadro 1











Dotación 1.291.687 99 9,7 28.275 706 98,2
Compra 
–venta
5.176 0,4 563,0 2.456 3 0,4
Sin precisar 6.039 0,46 8,0 2.803 10 1,4
TOTAL 1.302.902 100 719 100
Fuente: Documento CIPCA 1998 sobre base de datos INRA (Guzmán, 2008: 232).
El porcentaje de la dotación –al ser la modalidad principal de 
adquisición– es elevado y se relaciona con los procesos de otorgamiento 
de tierras que se llevaron a cabo durante los Gobiernos dictatoriales15.
Por medio del siguiente cuadro, se confirma con datos que la 
ganadería es la actividad principal y un 80% de las tierras tramitadas 
se destinan a este fin, o sea 1.042.492 hectáreas. Del restante el 15% es 
destinado a la agropecuaria y sólo el 4% destinado a la agricultura; el 
2% restante no declara tipo de actividad a realizar. 
15 Para ampliar este punto ver Ángel Durán, 2003, “Tierra para Todos”, en John Vargas 
(Coord) Proceso agrario en Bolivia y América Latina (La Paz: CIDES-UMSA/CIPCA/Fun-
dación Tierra, CEJIS). Pues en gobiernos de facto las tierras bajas se convirtieron en la 
región donde de manera arbitraria se dotaron tierras.
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Cuadro 2
Tipo de actividad predominante declarada
Tipo de actividad Superficie (ha) Porcentaje Mínimo ha Máximo ha Número propietarios
Agrícola 46.046 3.53 9 3.150 121
Agropecuaria 191.975 14.73 25 10.933 123
Ganadera 1.042.492 80 29 28.276 463
Sin tipo de actividad 22.389 1.71 589 5.077 12
TOTAL 1.302.903 100 719
Fuente: Guzmán 2008: 233.
La ganadería es la actividad principal en Mojos y está monopo-
lizada por la población blanca-mestiza, el dato muestra que fue ese 
sector social el que mayoritariamente se benefició con la dotación de 
tierras (80% para ganadería y 15% para agropecuaria). Al ser la gana-
dería la actividad que permite tener un excedente que genere riqueza, 
los datos muestran que la concentración de superficie en un sector pri-
vilegiado hace posible que desarrollen dicha actividad y que generen 
excedente. Mientras que los indígenas se deben dedicar a la economía 
de autosubsistencia. 
Un 89,2% de la tierra se halla en población no indígena, y esto 
nos permite en base a los datos anteriores, presentar el siguiente cuadro 
mediante el que podemos percatarnos que existe una concentración de 
la misma en unas cuantas familias. 
Cuadro 3
Tenencia de la tierra en Mojos
Tipo de propietario Superficie (ha) Porcentaje
TCO TIPNIS (indígena) 1.116.296 33,21%
TCO TIM (indígena) 354.946 10,56%
Indígena propietario 140.151 4,17%
No indígena propietario 1.162.751 34,59%
Terceros (TIPNIS estimado) 120.000 3,57%
Concesiones forestales 296.648 8,82%
TCO TIMI (indígena y en trámite) 46.776 1,39%
Sin datos 124.032 3,69%
TOTAL 3.361.600 100,00%
Fuente: Documento CIPCA 1998 sobre base de datos INRA (Guzmán, 2008: 232)
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Quienes se reconocen como propietario no indígena son quinien-
tos treinta y siete y llegan a detentar el 34,59% de la tierra (cuadro 3). 
Asimismo si realizamos la sumatoria de los tipos de propiedad indígena 
–constituida por las TCO y por los indígenas propietarios– vemos que un 
47% de la tierra pertenece a los indígenas. Pese a que los indígenas tienen 
como propiedad este alto porcentaje que casi llega a la mitad de la super-
ficie mojeña, lo que llama la atención es que los karayanas, unas cuantas 
familias, tengan en su poder grandes extensiones de superficie. 
En este sentido el fundamento dado por los ganaderos de que se 
estaría otorgando mucha tierra a los indígenas no es válido y resulta un 
discurso distorsionado, puesto que numéricamente se puede ver la con-
centración de la misma en unas cuantas familias. En el debate sobre la 
distribución de la tierra se marginan, además, aspectos de cosmovisión 
y del derecho histórico a la tierra. Tanto los ganaderos y en general la 
sociedad boliviana blanca-mestiza tienen la idea de que los indígenas 
pretenden obtener superficies para dejarlas ociosas, sin producción. No 
se comprende que el concepto que tienen de territorio –dentro del que 
cabe el recurso tierra– abarca montes, ríos que les permiten el desarro-
llo de la reproducción material y cultural.
Consideramos que el fundamento numérico no puede ser el úni-
co utilizado para justificar discursos y rebatir otros. Sin embargo, in-
cluso si sólo el fundamento cuantitativo fuese tomado en cuenta, y si 
nos remitimos a la comparación numérica, llegamos a la conclusión de 
que los privilegiados en la distribución de la tierra son otros y no preci-
samente los indígenas. Pues un 47% de la tierra estaría en posesión de 
los indígenas que constituyen el 81% de la población y el 34% en manos 
de la población restante. 
En el caso concreto de Mojos, esta situación desigual en la tenen-
cia de la tierra tiene que ver con procesos de ilegalidad en la obtención 
de títulos de propiedad, con la irregularidad en el funcionamiento del 
INRA y, al parecer, esta situación ha generado permanentes conflictos 
entre los dos sectores que se disputan los espacios territoriales.
ileGalidad en obtención de tÍtulos de tieRRas
La estructura de tenencia de la tierra muestra, primero, que la dotación 
y la compra-venta son las dos únicas formas de adquisición de tierras. 
En la forma de dotación los datos evidencian que el 99,2% de los predios 
fueron adquiridos mediante esta forma. Segundo, entre los años 1960 y 
1980 hubo una alta concentración de solicitudes admitidas de dotación. 
Existe correlación y coincidencia con la distribución gratuita de tierras 
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entre población no indígena y los Gobiernos militares de facto16. Se 
evidencia que la dotación de tierras durante los Gobiernos militares fue 
acentuada y hubo condescendencia de algunos presidentes para con-
centrar grandes extensiones de superficie, en pocas manos, sin tomar 
en cuenta el asentamiento ancestral de pueblos indígenas. De esta ma-
nera empezó el asentamiento de ganaderos en la zona y en particular 
en Mojos. A esto se añade que el asentamiento ilegal de los ganaderos y 
la posterior compra de tierra a los indígenas, fue otra forma practicada 
para la consolidación de la propiedad privada. 
La ilegalidad y falsificación de papeles es otra de las irregulari-
dades más comunes que se ha dado para la obtención de tierras. Es así 
que, la corrupción en Gobiernos de facto como el de Tórrez, Bánzer fue 
propicia para la obtención de tierras, pues en la década del sesenta se ve 
que el 33% de propietarios obtuvieron el 36% de las tierras y en el Go-
bierno de Banzer el 35% de propietarios obtuvieron el 44% de la tierra.
Ante la falta de regularización del derecho propietario, y ante 
la falta de claridad en la delimitación, los ganaderos han falsificado 
documentos y han extendido sus áreas. De esta manera este delito de 
falsificación en el que incurrieron y la dotación de terrenos realizada 
desde gabinete, han producido una situación caótica y sobreposición de 
propiedades, de la que Mojos es sólo una muestra.
En los conflictos que se dan en Mojos entre ganaderos e indí-
genas, la sobreposición de tierras es el denominador común y en ésta 
tuvo un rol el INRA, puesto que específicamente en el proceso de sa-
neamiento no tuvo un comportamiento idóneo como veremos más ade-
lante. Esta situación desembocó en la colocación de “Mojones rojos”, 
hitos en señal de conflicto, que se hacen evidentes en el intento de que 
tanto indígenas como ganaderos quieren consolidar la mayor porción 
de tierra y territorio. 
moJones RoJos, señal de conFlicto 
en toRno a la demanda de tieRRa 
Al ser la tierra la principal causa de conflictos en la zona, ya sea por pro-
blemas de límites o por posesión arbitraria, Mojos es el municipio en el 
Beni con más mojones rojos, debido a la magnitud de los conflictos en 
torno a este recurso entre indígenas y ganaderos. Los mojones rojos son 
puestos en la mensura y son indicios de insatisfacción y discordancia 
en la delimitación de los espacios. 
La colocación de los mojones rojos en caso de desacuerdo entre las par-
tes en el deslinde está contemplado en la Ley INRA, con posterioridad 
16 Confrontar Guzmán (2004).
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a la colocación de mojones rojos se pasa a la conciliación entre partes 
para resolver el desacuerdo. 
En el Territorio Indígena Multiétnico (TIM) se contabilizaron 
un total de ochenta y seis mojones rojos, mientras que en el Territorio 
Indígena Mojeño-Ignaciano (TIMI) el número asciende a ciento siete 
(Guzmán, 2004: 64). En palabras de uno de los dirigentes, consideran 
que los hitos en señal de conflicto se encuentran sembrados: “Acá no-
sotros lastimosamente, tanto en el multiétnico (TIM) como en el TIMI, 
están sembrados los mojones rojos que son signo de conflictividad, que 
son signos lastimosamente de que no hay acuerdo.” (Entrevista a Pedro 
Nuni, 4-3-05).
Debido a las irregularidades cometidas17, es que cuando se rea-
liza el proceso de saneamiento y concretamente las pericias de campo 
–estipuladas en la Ley INRA de 1996– los propietarios no llegaron a 
ocupar la extensión total de la señalada en los papeles sino que agran-
daron sus propiedades de tal manera que colocaron los mojones o vérti-
ces muchas veces en el patio de alguna comunidad e hicieron mensurar 
grandes extensiones que incluían superficies que no les correspondían, 
esto despertó el descontento de las comunidades que consideraron la 
mensura en campo como el momento en el que se debía poner el mojón 
rojo, aludiendo disconformidad con los límites puestos por el ganadero, 
y de esta manera se fueron generando los conflictos18. 
El problema entre indígena y ganaderos karayanas surge cuando 
hay más de un mojón. Ante el desacuerdo entre indígenas y ganaderos 
en la medición, primó el apuro de los funcionarios del INRA para rápi-
damente colocar “mojones rojos” con el fin de que se llegue a un acuer-
do en la etapa de de conciliación, tal como lo señala la Ley INRA.
Uno de los análisis que se hace sobre la colocación de mojones 
rojos radica en que es una estrategia de los ganaderos para ganar más 
tierra y expandirse, porque un mojón rojo significa desacuerdo que 
tendrá que resolverse en la etapa de conciliación y ésta supone nego-
ciación, es decir que ambas partes cedan, de esta manera, el ganadero 
17 Señalamos anteriormente que antes de la aplicación de la Ley INRA, los predios eran 
mensurados desde las avionetas o se mensuraba desde gabinete, los ganaderos tramita-
ban su documentación directamente en La Paz, sede de gobierno, fue entonces cuando 
se dio la superposición de predios.
18 Las comunidades del TIMI son el ejemplo más claro, porque como eran comunidades 
ya constituidas y como a nivel de un avance de su titulación del trámite de titulación, te-
nían sus mojones colocados y prácticamente todas las comunidades y la expansión de los 
terceros hacen que existan esos mojones paralelos, entonces hay comunidades que tienen 
actualmente título en el que indica hasta dónde llega su propiedad y se halla señalada con 
un mojón, pero a pesar de eso hay un mojón paralelo colocado por el propietario, o sea 
eso es muy frecuente. Prácticamente todas las comunidades tienen ese tipo de mojones. 
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obtiene un poco más de superficie, que no le correspondía, entendiendo 
que el sector indígena cede un determinado espacio.
Lo cierto es que los conflictos permanecen irresueltos e impiden 
a los indígenas consolidar y titular sus tierras y tener la certeza de la 
cantidad de espacio que poseen.
papel del inRa en el pRoceso de saneamiento en moJos
La evaluación que se hace del proceso de saneamiento en Mojos es que, 
por un lado, ha sido lento, se ha detenido y no ha sido ágil, pese a que 
el INRA ha priorizado el saneamiento en Mojos19.
Por otro lado, el saneamiento se hizo de forma violenta, pues se 
ha caracterizado por enfrentamientos permanentes entre indígenas y 
ganaderos, es así que la quema de casas, el cortado de alambre que 
cercaba propiedades ganaderas, el hecho de haber detenido una movi-
lidad del INRA, son muestras evidentes de que la gente estaba cansada 
de este proceso irregular y ha asumido acciones de hecho, que también 
pueden explicarse por la lentitud misma que ha asumido el proceso.
Asimismo, existe una crítica a la Ley INRA que sostiene que di-
cha ley sólo llega a ser un paliativo para los grupos indígenas, puesto 
que tomando como ejemplo el caso de la TCO TIM, treinta y ocho pre-
dios ganaderos están consolidando una superficie un poco mayor que 
la demanda de los indígenas. 
“La ley INRA en su estado actual no es una verdadera re-
forma, eso lo conocen todos los intelectuales, si hacemos un 
componente comparativo en repartición de torta, vemos que 
aún es injusto y el INRA es un paliativo para nosotros, algo así 
como una cafeaspirina para un dolor muy grande. En la cual, 
comparativamente hoy de los treinta y ocho que están conso-
lidando, casi consolidan una superficie un poco mayor que la 
demanda que nosotros alcanzamos cerca de 5 mil habitantes 
entre todos.” (Entrevista a Miguel Peña Guaji, 4-3-05).
La lentitud del saneamiento en Mojos se explica por diversos fac-
tores. Uno es la existencia de terceros (ganaderos) lo que hace que se 
dificulte la titulación pues existen muchos mojones rojos conflictivos 
19 Esta situación se corrobora a nivel nacional, pues de acuerdo a los datos proporciona-
dos por el INRA, desde 1996 (año en el que se promulga la Ley INRA) hasta octubre de 
2006, las tierras que ingresaron en el proceso de saneamiento sumaban 46.159.787 hec-
táreas equivalente al 43,24% sobre el total de superficie nacional objeto de saneamiento, 
que llega a 106.751.723 hectáreas (INRA, 2006). Hasta la actualidad se ha alcanzado a 
sanear sólo el 10,7%, lo que demuestra muy poco avance. Además el saneamiento, es-
pecialmente el de Tierras Indígenas contó con mucho financiamiento sin embargo los 
resultados fueron magros (Martínez, 2000: 169).
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que muestran que hay sobreposición de tierras particulares con tierras 
comunales existentes en ambas TCO. Un segundo factor es que a través 
de la instancia de resolución de conflictos creada por el INRA –la con-
ciliación– como mecanismo para lograr una solución a los conflictos, 
sólo ha retrasado el proceso, puesto que no se llega a ninguna solución 
y solamente el proceso se detiene. Tercero, el saneamiento ha sido vi-
ciado de una serie de circunstancias, como el incumplimiento del INRA 
de aplicar la ley, y más bien esta instancia y sus representantes se han 
parcializado con los ganaderos, como presentaremos a continuación.
iRReGulaRidad en el papel del inRa 
El proceso de saneamiento ha sido obstaculizado –según las afirmacio-
nes de indígenas– por la parcialización del INRA.
Una de las irregularidades más frecuentes que cometió el INRA 
fue la alteración de la cantidad de ganado (de propiedad del ganadero) 
obtenida en el momento del conteo durante las pericias de campo20. 
Puesto que para la consolidación de un predio los ganaderos –tal como 
señala la Ley– necesitan cumplir la Función Económica Social, la misma 
que se traduce en la relación de cinco hectáreas por cabeza de ganado. 
Es así que numerosos son los casos en los que ganaderos no alcanzaban 
el número requerido para consolidar sus tierras y recurrieron ya sea, al 
préstamo de ganado de haciendas vecinas y pidieron un recuento con 
el fin de llegar a cubrir el número necesitado, o los técnicos del INRA 
una vez terminado el conteo, hicieron la alteración del número obtenido 
directamente en los expedientes y de esta manera el ganadero soslayó el 
recorte de su superficie y consolidó grandes propiedades.
Los ganaderos en su afán de obtener el derecho propietario de 
una gran extensión de tierra, colocaron mojones en zonas que nunca 
antes habían utilizado sin importarles abarcar chacos de comunarios21, 
lagunas, bebederos y si anteriormente utilizaban mil hectáreas, en pe-
ricias de campo hicieron mensurar tres mil hectáreas y de manera in-
geniosa introdujeron a sus predios gran cantidad de ganado prestado 
con el único objetivo de cumplir la FES y por ende consolidar más de 
lo que les pertenecía. 
Los indígenas se quejan de que los funcionarios del INRA-Beni 
desde el momento que llegan al campo para proceder a la mensura 
20 Pericia de campo es uno de los pasos del procedimiento del saneamiento, que consiste 
en medir la extensión de las propiedades, la colocación de mojones y la verificación del 
cumplimiento o no de la Función Económica Social.
21 Los comunarios son los indígenas que pertenecen a determinada etnia y viven en 
comunidades. 
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toman partido por el ganadero. Como los comunarios señalan “duer-
men y comen en su estancia”, actitudes que generan desconfianza en el 
sector indígena.
De parte de los indígenas, existe una percepción negativa sobre 
los funcionarios del INRA. En el momento de la delimitación de linde-
ros, varios fueron los casos en que ganaderos plantaron los mojones 
donde intuían les pertenecía, a pesar de que los comunarios conocen 
los límites muy bien22. 
Entre las irregularidades, también se dio lo que se conoce como 
el “desdoblamiento”, que explicaremos en qué consiste por medio del 
siguiente ejemplo: existen dos predios de nombres “La Loma” y “El Por-
venir”. El primer predio sólo contaba con doscientas cincuenta cabezas 
de ganado y el segundo no contaba con ninguna, y el INRA lo que hizo 
fue hacer figurar en ambos predios el mismo número de cabezas de 
ganado para consolidar como pequeña propiedad ganadera con una 
posesión de quinientas cabezas cada una. 
Otra de las irregularidades fue que los predios que se encontra-
ban abandonados –por lo tanto no se encontraban cumpliendo la FES y 
por tanto podían revertirse esas tierras al Estado– y que en el momento 
de la pericia de campo se notificaron con acta de abandono, luego apa-
recieron en las oficinas del INRA con un nuevo expediente, nada más se 
hizo –de manera irregular– el cambio de nombre de la propiedad. 
De esta manera, la corrupción dentro de la institución del INRA 
ha sido uno de los aspectos que ha causado tropiezos en la regulariza-
ción del derecho propietario. 
Desde la perspectiva indígena no se compara ni se justifica que 
unos pocos estén consolidando la mayor cantidad de tierra.
“Treinta y ocho individuos que quieran consolidar la mayor 
cantidad de tierra que tenemos nosotros y nosotros siendo cer-
ca más de 5 mil habitantes…está todo dicho. Finalmente la 
Ley INRA está consolidando grandes latifundios, legalmente. 
No está recortando nada, siguen los latifundios a favor de los 
ganaderos, desde luego, enmarcados con la vieja ley que había 
y que sostiene 5 hectáreas para una vaca y son parámetros in-
22 Teníamos que ver los pasos que sigue el INRA, en pericias de campo, que sean ajusta-
dos a la ley y aún así se daban modos los del INRA para favorecer al ganadero ya sea en 
el conteo de ganado, en las mediciones, en el levantamiento de la FES, todas esas cosas 
o de pronto cuando íbamos a la revisión de carpetas a Trinidad resulta que había docu-
mentos adulterados, alterados, había documentos que no contaban con los expedientes 
cuando nosotros teníamos copias por ejemplo de actas de abandonos y así un sin número 
de cosas que generaban un contexto de desconfianza de los hermanos comunarios. (En-
trevista a Gilberto Arroyo, abogado asesor de TCO TIM y TIMI, 10-11-04).
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admisibles, son latifundios que está consolidando la Ley y que 
muchas de esas leyes no hemos formado parte de la estructura-
ción, por tanto son de intereses favorables a un grupo de poder 
especialmente.” (Entrevista a Miguel Peña Guaji, 4-3-05).
Hasta el momento los resultados del saneamiento muestran por 
un lado, que si bien los grupos indígenas se encuentran en el camino de 
la consolidación de su tierra, sus espacios geográficos han sido reduci-
dos. Por otro lado, existe mucha tierra que se está consolidando como 
latifundio improductivo, que tanto los terceros (ganaderos) como los 
del INRA, tratan de justificar y que en el fondo no cumplen la Función 
Económico Social y van en detrimento de grupos indígenas para quie-
nes este recurso es finito e imprescindible para su reproducción.
conclusiones 
A partir de lo expuesto, queremos afirmar que en Mojos se está dando 
la concentración de la tierra en el sector  ganadero lo que genera desi-
gualdad y pobreza. La existencia de latifundios se traduce, en el ámbito 
político, en la concentración del poder en pocas manos; en lo cultural, 
constituye una negación a los derechos de los pueblos indígenas que 
se hallan en el permanente reclamo de territorio y, en lo económico, 
el latifundo es improductivo, ineficiente e irracional. En definitiva, se 
traduce en la negación de la tierra como insumo fundamental para la 
generación de riqueza.
Si bien existen factores históricos que explican el avasallamiento 
paulatino que han sufrido los territorios indígenas, el Estado y su nor-
mativa ambigua, y el funcionamiento irregular de sus instituciones han 
determinado la situación de concentración de la tierra y las relaciones 
de desigualdad en el acceso a ella. De esta manera consideramos que 
uno de los agentes que ha producido esta situación de desigualdad y 
pobreza del sector indígena ha sido el Estado y los determinados Go-
biernos que lo han asumido, que de manera arbitraria han repartido 
este recurso, como se ha constatado que ocurrió principalmente en 
gobiernos dictatoriales. 
Localmente, esta desigualdad ha sido alentada por el sector ga-
nadero interesado en consolidar la mayor cantidad de superficie re-
curriendo a mecanismos fraudulentos, ilegales. La Ley inra ha sido 
aprovechada por los ganaderos como resquicio para consolidar la ma-
yor cantidad de tierra, recurriendo a la modificación de superficie, ar-
gumentando incremento de ganado, justificando el cumplimiento de la 
Función Económica Social y en muchos casos alterando la cantidad de 
hectáreas correspondientes. 
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Como señalamos adelante, primero, el empoderamiento de las 
comunidades en general tiene que llevar a cabo la devolución de las 
tierras indígenas o una compensación total en caso de la pérdida, en 
Bolivia la figura que expresa el reconocimiento y asegura el derecho 
propietario es la Tierra Comunitaria de Origen (TCO) especialmente 
en tierras bajas. 
Segundo, actualmente en Mojos los grupos indígenas se hallan 
reivindicando la tierra, bajo el concepto integral de territorio que impli-
ca el manejo amplio del mismo y responde a la cosmovisión de territo-
rio de los mojeños que incluye la itinerancia, la movilidad, la infinitud 
y la no posesión, de este modo interpelan al Estado puesto que la dis-
tribución de la tierra y sus derechos de propiedad a cargo de éste gene-
ralmente se realiza bajo el modelo occidental vía la propiedad privada 
individual sin referencias a las especificidades históricas o étnicas de 
las poblaciones. Tercero, si bien existe una estrecha correlación entre 
pueblos indígenas y pobreza, y las posibles respuestas se relacionan 
con las condiciones histórico-políticas que desvincularon a los pueblos 
indígenas del control de sus territorios, y lo sometieron a condiciones 
de pobreza, entonces la tierra y su seguridad jurídica para los indígenas 
–hasta el momento imposibilitada por los conflictos– es imprescindible 
para generar una economía que vaya más allá de la sobrevivencia y 
superar los niveles de pobreza. Es uno de los factores imprescindibles, 
para el desarrollo de la región, aunque debemos considerar que a este 
factor se deben aunar otros elementos, como la proyección de un desa-
rrollo sostenible. Es así que una de las posibles salidas que vemos es que 
se lleve a cabo una política de tierra que verdaderamente la redistribuya 
entre aquellos sectores indígenas y campesinos, como pretende hacerlo 
el actual Gobierno del Movimiento Al Socialismo (MAS). 
Consideramos que algunos de los elementos son: primero, esta-
blecer un límite determinado de hectáreas de acceso y tenencia de la 
tierra de forma privada. Segundo, agilizar la consolidación de Tierras 
Comunitarias de Origen que hasta el momento es la única figura que 
garantiza la propiedad de los indígenas de manera colectiva. Tercero, la 
redistribución de tierra entre los sectores indígenas debe ir acompaña-
da de un incentivo e impulso a la producción económica de forma que 
se asegure primordialmente la autosubsistencia. 
Otra posible salida radica en que el Estado deje de ser “ocupado” 
por una clase política que responde y prioriza a los sectores agroindus-
triales y ganaderos, puesto que la historia nos ha mostrado que con 
políticas de este orden sólo se beneficia a determinadas familias en 
detrimento del conjunto de la población.
El Estado y el sector indígena de Mojos pretenden modificar la 
situación de pobreza de los indígenas. El Estado, mediante la redis-
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tibución y las organizaciones indígenas, reivindica el territorio como 
demanda prioritaria para que sus condiciones materiales superen la 
autosubsistencia y reduzcan los índices de pobreza de la zona. Además 
tiene que darse una reconfiguración en la actividad productiva prin-
cipal, de modo que exista una distribución equitativa de la tierra y un 
incentivo a su producción de modo que la población indígena genere 
excedente y haga posible su desarrollo entendido éste como la conse-
cución de mejores condiciones de vida. De esta manera Bolivia que es 
ancha territorialmente también pertenecerá a todos sus habitantes y 
dejará de ser ajena.
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Durante la década del noventa se terminó de establecer en Argentina 
el modelo neoliberal que había sido gestado en los años setenta, lo cual 
significó que se llevaran a cabo profundas transformaciones en todos 
los sectores productivos. Aquellas mutaciones en los diferentes sectores 
estaban fuertemente asociadas a la desvinculación del Estado de sus 
tradicionales roles como promotor del desarrollo y garante de la igual-
dad de oportunidades.
Posteriormente, la crisis que culminó con los sucesos de diciembre de 
2001 pareció poner fin al ideario neoliberal en muchos ámbitos y en va-
rios sectores se produjeron transformaciones profundas, que parecían 
buscar nuevamente la presencia estatal.
Sin embargo, el caso del sector agropecuario resulta paradigmático, 
porque en él se vislumbra una cierta continuidad en todos los períodos. 
El modelo de agricultura industrial se caracterizó por la intensificación 
en el uso de agroquímicos y otros bienes de capital, el aumento de la 
escala de producción, la desaparición de pequeños y medianos produc-
tores, la primacía de las empresas transnacionales y la expansión de la 
aGRicultuRa industRial 
y pobReza en cHaco
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frontera agrícola. Pero lo central fue el cambio en la lógica, se abandonó 
el modelo que buscaba abastecer al mercado doméstico y se estableció 
uno cuyo objetivo excluyente son los mercados de exportación. 
Ese modelo inauguró un proceso de producción de pobreza al interior 
del país, el cual fue reforzado con el proceso de sojización, y continúa 
funcionando. La producción de pobreza es fruto de la interacción de 
agentes y de estructuras, la cual establece o reproduce las condiciones 
en las que la pobreza se mantiene o aumenta, mientras que las víctimas 
se encuentran en una situación dentro de la cual hay pocas o nulas 
oportunidades para cambiar.
La recuperación económica post 2001, estuvo y está fuertemente apo-
yada en esa lógica de exportación de commodities1, y si bien Argentina 
ha logrado altos niveles de crecimiento económico, alcanzando una 
tasa promedio anual del 8,8%, sus indicadores sociales continúan sien-
do alarmantes. Según fuentes oficiales, a pesar de haber transcurrido 
cinco años de crecimiento ininterrumpido, el porcentaje de población 
bajo la línea de la pobreza aún es del 23,4% (INDEC, 2008) y si se utili-
zan fuentes no oficiales dicha estimación alcanzaría el 30% (Ecolatina, 
2008).
¿Cómo puede explicarse esta situación? ¿Qué vinculación existe entre 
el nuevo modelo de agricultura industrial, el proceso de sojización y la 
producción de pobreza? Son algunas de las preguntas que guían este 
trabajo.
Para intentar encontrar respuestas a esos interrogantes, se centrará el 
análisis en la provincia de Chaco ya que en esta provincia del noreste 
argentino ha aumentado el ingreso, en gran medida gracias a la expan-
sión del cultivo de soja, pero sus índices de pobreza e indigencia son 
superiores al promedio nacional. En 2008 datos del Instituto Nacional 
de Estadísticas y Censos (INDEC) reflejaban que en esa provincia el 
40% de la población puede ser considerada pobre y un cuarto de los 
chaqueños no alcanzan a tener las condiciones mínimas para subsis-
tir. Los datos extraoficiales resultan aún más preocupantes, al ubicar 
la incidencia de la pobreza en Chaco entre el 54% y el 56% (Página 12, 
2008).
pRoducción de pobReza: deFiniciones paRa el anÁlisis
La pobreza ha sido definida en numerosas formas, lo cual nos permite 
entender que se trata de un fenómeno complejo y que no existe una 
homogeneidad entre las poblaciones consideradas pobres. La elección 
1 Se entiende por commodity o commodities (plural) aquellos bienes tangibles no dife-
renciados, generalmente materias primas, que se comercian en los distintos mercados 
internacionales.
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de un determinado concepto de pobreza claramente no es neutral, “im-
plícito en la definición está el discurso sobre las causas y las soluciones 
a la pobreza” (Oyen, 2002).
La noción de producción de pobreza intenta vincular la problemática 
de la pobreza con las acciones de determinados actores, con el objetivo 
de poner fin a esa supuesta neutralidad/objetividad que rige en varios 
análisis. Este enfoque intenta develar cuáles son los intereses que re-
sultan protegidos cuando la pobreza se mantiene o perpetúa. Tal como 
ha sido mencionado en la introducción, un proceso productor de po-
breza puede caracterizarse como un fenómeno duradero que sigue un 
patrón repetitivo, en el cual ciertos actores se comportan de tal manera 
que posibilitan que la pobreza aumente o sea sostenida; y en donde las 
víctimas/población pobre se encuentra en una situación dentro de una 
estructura que proporciona pocas o nulas oportunidades para cambiar 
(Oyen, 2004). 
Desde esta perspectiva, el crecimiento económico no garantiza por sí 
solo mejoras en las condiciones de vida de la población, e incluso en mu-
chas ocasiones puede verse como un proceso que aumenta la pobreza o 
que no permite implementar estrategias destinadas a su reducción. De 
esta manera, los creadores de este enfoque señalan que para compren-
der la pobreza y luego poder luchar contra ella, es necesario analizar 
el llamado contexto de la pobreza, observar a la población no pobre, su 
forma de producir o sostener la pobreza. Es decir, debemos detectar 
si existen mecanismos perpetradores de pobreza. Al respecto, Antonio 
Cattani señala: “Las formas de apropiación de la riqueza se conjugan 
en una nueva dinámica a partir de la reestructuración productiva im-
plementada según principios liberales y bajo la égida del capitalismo 
financiero. El resultado de la explotación y del empobrecimiento de 
grandes números de trabajadores se traduce en el enriquecimiento de 
un número muy limitado de personas” (2007: 212). 
Por otra parte, el enfoque de producción de pobreza, se distancia de 
aquellos que buscan encontrar explicaciones a nivel micro, familiar o 
individual; “[…] estos procesos masivos se deben a fuerzas no indivi-
duales ni contingentes sino a procesos sociohistóricos y estructurales de 
más larga data o debacles de tipo ambiental que degradan los medios 
de ganarse la vida o recursos productivos para la subsistencia” (Álvarez 
Leguizamón, 2007; énfasis original).
En este trabajo, sostenemos que la especialización en la producción de 
soja y sus derivados se vincula con la producción y reproducción de po-
breza tanto presente como futura. Este proceso productor de pobreza 
se desarrolla a través de factores tales como la creciente concentración 
de la propiedad, de la producción y por tanto de la ganancia; como así 
también por medio de expulsión de pequeños y medianos productores 
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nacionales; el arrinconamiento de los pueblos originarios; la desvincu-
lación del productor de la tierra y la degradación ambiental que genera 
la propagación de este cultivo transgénico.
El enfoque de producción de pobreza intenta identificar los procesos y 
los actores perpetradores que actúan en los diferentes niveles y que de 
alguna forma contribuyen al mantenimiento del proceso de producción 
de pobreza. Los llamados perpetradores en este caso pueden ser tanto 
las empresas transnacionales (empresas verticalmente integradas) que 
concentran la producción y comercialización de este cultivo, de sus de-
rivados e insumos; como el contratista agrícola; el terrateniente empre-
sario; los pooles de siembra; los rentistas, los inversores extraagrarios y 
las empresas que ofrecen servicios vinculados con aquella producción 
(Piñeiro y Villareal, 2005). 
Estos actores podrían agruparse en dos grupos:
I.  Aquellos que poseen tierras: 
1.  Terrateniente empresario: empresas de tipo familiar que poseen 
tierras y una gran capacidad de acumular capital, así como de 
expansión.
2.  Rentistas: propietarios que prefieren dejar de producir porque 
la renta que obtienen del alquiler de sus campos es mayor a la 
ganancia que pueden obtener trabajando sus propiedades.
3.  Empresas agrícolas verticalmente integradas: forman parte de 
grupos económicos que también participan en el mercado de 
los insumos y/o de los productos agropecuarios. Son empresas 
grandes mayoritariamente de capital extranjero que actuaban en 
la comercialización o la producción industrial y luego se expan-
dieron a la actividad primaria. 
II.  Aquellos que no poseen tierras:
1.  Contratista agrícola: un productor que no posee tierra y por lo 
tanto, debe alquilarla para producir, pero que a diferencia de los 
antiguos arrendatarios, no vive en el campo que arrienda. Posee 
cierto nivel de conocimiento técnico y organizativo e invierte en 
maquinaria. 
2.  Pooles de siembra: se conforman con por lo menos tres actores 
principales; el responsable de organizar la empresa y asumir la 
gerencia general, el encargado de obtener el financiamiento, de 
aportar el conocimiento técnico, encargado de arrendar los cam-
pos y ejercer la gerencia de producción. 
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3.  Inversores extraagrarios: no están relacionados directamente con 
las actividades agropecuarias, pero debido a las condiciones im-
perantes consideran que es más rentable invertir en ese sector.
4.  Empresas que tercerizan servicios vinculados al cultivo (alquiler 
de maquinaria, servicios de cosecha, trilla, fumigación, etc.).
el aVance de los monocultiVos industRiales
Los actores antes reseñados participan de diferente forma en un pro-
ceso de producción de pobreza vinculado al modelo de agricultura in-
dustrial. La agricultura industrial está fuertemente relacionada, sobre 
todo en los países en desarrollo, con el predominio de un commodity 
cuyo precio internacional sea alto y su demanda creciente.
Más allá de los problemas específicos de cualquier situación de 
monocultivo, como una mayor vulnerabilidad económica a nivel país, 
el avance de los monocultivos industriales presenta riesgos específicos 
vinculados a la escasa mano de obra que utilizan, el uso creciente de 
insumos contaminantes, la concentración de la propiedad y la produc-
ción generada por la necesidad de ampliar la escala para reducir costos, 
como así también la pérdida de soberanía alimentaria. 
Entre los monocultivos industriales la soja parece ser particu-
larmente riesgosa. Según el Ministerio de Medio Ambiente y Desarro-
llo Sustentable “La soja transgénica es ambientalmente mucho más 
perjudicial que otros cultivos porque además de los efectos directos 
derivados de los métodos de producción, principalmente del copioso 
uso de herbicidas y la contaminación genética, requiere proyectos de 
infraestructura y transporte masivo (hidrovías, autopistas, ferrovías y 
puertos) que impactan sobre los ecosistemas y facilitan la apertura de 
enormes extensiones de territorios a prácticas económicas degradantes 
y actividades extractivistas” (2008: 11).
Las consecuencias del modelo de agricultura industrial pueden 
verse en casi todos los países de América Latina, sobre todo en lo que 
respecta a la reducción de su seguridad alimentaria a causa de la sus-
titución de cultivos tradicionales por otros vinculados claramente a los 
mercados de exportación. Así como la soja fue desplazando otros culti-
vos que formaban parte del consumo básico de la población argentina, 
en Chile entre fines de la década del ochenta y comienzos de la década 
del noventa, la producción de alimentos básicos disminuyó un 30%, 
y fueron reemplazados por frutas y flores que tenían como destino la 
exportación. 
En México, el tomate cuyo destino principal era Estados Unidos 
sustituyó otros cultivos y en Paraguay, la soja adquirió primacía sobre 
las antiguas producciones anuales campesinas.
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Si bien la Argentina se caracterizó durante muchos años por 
producir la totalidad de alimentos que consumía su población, desde 
mediados de la década del noventa el cultivo de soja RR2 ha ido despla-
zando a varios cultivos y actividades tradicionales3. 
En la campaña agrícola 2007/2008 la superficie sembrada con 
esta oleaginosa fue estimada en 16.600.000 hectáreas, superó en un 
2,8% la campaña anterior. En el mismo período la producción alcanzó 
aproximadamente los 46,5 millones de toneladas (SAGyP, 2008 b).
La expansión de la soja transgénica en nuestro país puede ex-
plicarse por el crecimiento sostenido de la demanda internacional, 
liderada por China, en conjunción con un aumento en los precios inter-
nacionales, como así también por tener costos relativos menores debi-
do a la propagación y abaratamiento de ciertos insumos y tecnologías 
(siembra directa4, glifosato5 y herbicidas). Por eso la expresión “modelo 
sojero” o “proceso de sojización” no indica solamente el avance de dicho 
cultivo, sino que además intenta reflejar la nueva lógica y las nuevas 
prácticas de producción asociadas. Se trata de la lógica de los agrone-
gocios orientados casi excluyentemente hacia los mercados externos y 
caracterizados por una alta concentración en todos los eslabones de la 
cadena agroalimentaria, desde la producción hasta la comercialización 
final. 
Ese “modelo sojero” es el elemento central de este proceso de 
producción de pobreza, tal como lo plantea Fogel: “[…] la producción 
de pobreza viene de la mano de un nuevo enclave agroexportador que 
limita marcadamente las posibilidades de desarrollo del mercado in-
terno y profundiza los niveles de pobreza” (2005: 440).
2 La soja RR o Soja Roundup Ready es un cultivo transgénico que resiste la aplicación 
de glifosato.
3 En 1996 se autorizó en Argentina la comercialización de la soja RR.
4 La siembra directa es un sistema de producción en el cual no se realizan labranzas.
5 El glifosato es un herbicida que inhibe la producción de aminoácidos esenciales para el 
crecimiento de las plantas. Se utiliza para la eliminación de hierbas y arbustos.
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el cHaco soJeRo
    
La expansión del cultivo de soja fue muy significativa, alcanzó 
en la campaña agrícola 2006-2007 las 710.350 hectáreas. En la misma 
campaña la superficie destinada al girasol fue de 352.030 hectáreas; 
265.640 para el algodón; 114.900 para el sorgo; 164.440 correspondien-
tes al maíz y 130.000 al trigo (SAG y P, 2008 b). Es importante destacar 
la diferencia entre el cultivo de soja y el de girasol (358.320 hectáreas), 
en la medida en que juntos cubren el 99,8% de la superficie implantada 
con oleaginosas.
Tal como puede observarse en el lapso de siete años, la soja se 
convirtió sin lugar a dudas en la principal producción de esta provincia. 
Según datos publicados por CEPAL (2007) el mayor incremento en el 
área sembrada con soja se dio en las provincias de Chaco, Entre Ríos y 
Santiago del Estero, sobre todo a partir del año 2000. Para la provincia 
aquí analizada CEPAL estimó una tasa de crecimiento de la superficie 
sembrada con soja de 1.184,6% entre 1990 y 2005, año en el cual la su-
perficie sembrada con esta oleaginosa alcanzó las 592.309 hectáreas, 
según CEPAL y 664 mil hectáreas según datos del INTA (2005).
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A partir de los gráficos puede observarse que en la provincia de 
Chaco la mayor producción de soja, que en el año 2006 fue el 2,7% de 
la producción total nacional –1.400.000 toneladas aproximadamente- 
(SAGyP, 2008a), se explica en mayor medida por el aumento de la su-
perficie sembrada y no por un aumento en los rendimientos, los cuales 
muestran un desarrollo bastante estable entre fines de la década de 
1990 y 2004, momento en que se reducen fuertemente debido a las inun-
daciones que azotaron la provincia. Es por ello que es posible sostener 
que la expansión de este monocultivo se da a expensas de los cultivos 
tradicionales o a partir del desmonte y la anexión de tierras marginales 
a la producción agrícola.
Este proceso de sojización incrementó el crecimiento del PBI 
provincial, un informe del Instituto Argentino para el Desarrollo de las 
Economías Regionales revela que entre 2003 y 2007 Chaco fue una de 
las cinco provincias que más crecieron en el país. Este informe mues-
tra que esa provincia alcanzó un crecimiento acumulado del 56,9% 
en dicho período, lo cual indicaría una tasa de crecimiento promedio 
anual del 11,3% aproximadamente, superando el promedio nacional 
(IADER, 2008).
Sin embargo este crecimiento no generó mejoras sustanciales en 
las condiciones de vida de la población. 
Para una provincia que tuvo en los últimos cinco años altas tasas 
de crecimiento, la evolución de los índices de pobreza e indigencia son 
altamente insatisfactorios. Tal como se observa en los gráficos el por-
centaje de personas bajo la línea de pobreza en esos años se mantuvo 
por encima del 50% bajando a 48% recién en el segundo semestre de 
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2006; mientras que el porcentaje de personas consideradas indigentes 
se mantuvo cercano al 30% con picos de 42% y 45% entre octubre de 
2002 y el primer semestre de 2003 (Maddoni et al., 2004).
Utilizamos datos correspondientes a Gran Resistencia, en pri-
mer lugar porque el fenómeno de sojización lleva implícito la migración 
de los sectores rurales más vulnerables hacia los centros urbanos. En 
el caso de la Provincia de Chaco, el avance del monocultivo de soja, im-
pulsado por actores que poseían cierto nivel de capitalización, generó 
movimientos migratorios desde áreas rurales hacia la capital provin-
cial e incluso hacia centros urbanos de otras provincias como Rosario 
(Página 12, 2008a).
En segundo lugar, el fenómeno de la pobreza rural resulta alta-
mente difícil de cuantificar, ya que los métodos directos de medición de 
pobreza se realizan en aglomerados urbanos6. Si bien los censos agro-
pecuarios de 1988 y 2002 relevaron los hogares agropecuarios pobres 
como aquellos cuyo jefe familiar está ocupado en la rama agropecuaria 
en las categorías de cuenta propia y familiar sin remuneración en si-
tuación de NBI, al utilizar un método indirecto, no permiten una clara 
evaluación de la pobreza reciente (en la cual este trabajo está más inte-
resado ya que el proceso de sojización se dio en los últimos diez años) 
6 El INDEC considera como rural a la población agrupada en localidades de 2.000 habi-
tantes y a la población dispersa a campo abierto.
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como sí de la estructural (Mathey, 2007). La carencia de estimaciones 
oficiales de pobreza a partir de ingreso o consumo en áreas rurales, se 
explica por el presupuesto de que los hogares rurales cuentan con otros 
activos (no monetarios) para cubrir sus necesidades.
Siguiendo con el análisis de las condiciones de vida de la pobla-
ción, en un contexto de crecimiento económico, se observa que además 
de altos índices de pobreza e indigencia Chaco presenta niveles de desi-
gualdad que pueden ser considerados críticos. En el año 2003 la brecha 
de ingreso del 10% más rico respecto del 10% más pobre mostraba que 
los primeros obtenían ingresos que eran 20,8 veces superiores a los que 
obtiene el 10% más pobre (Maddoni et al., 2004). Este dato es importan-
te porque si bien la desigualdad y la pobreza son fenómenos distintos, 
están fuertemente vinculados. En el caso de la provincia de Chaco la pro-
fundización de la distribución desigual del ingreso en los últimos años, 
se explica en gran medida porque el proceso de sojización genera una 
concentración en la producción y paralelamente demanda escasa mano 
de obra, lo cual se traduce en una creciente concentración del ingreso.
El crecimiento en el sector agrícola no tuvo un correlato en el 
empleo directo ni indirecto, en el caso del empleo directo –como ve-
remos más adelante– la reducción se explica por ser una agricultura 
capital intensiva. Pero el avance del monocultivo de soja que generó un 
crecimiento en el PBI provincial tampoco se reflejó en una mejora en 
la tasa de ocupación urbana. 
En el período 1996-2006 la tasa de empleo en la provincia de 
Chaco ha sido baja, en algunos años apenas supera el 30%. Su esta-
bilidad muestra que el crecimiento económico de los últimos años no 
fue acompañado por mayor empleo y posiblemente esté vinculada a la 
mayor presión que produce en las áreas urbanas el éxodo rural. 
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Resulta altamente significativo que la provincia de Chaco sea 
una de las que mantiene una mayor cantidad de planes sociales, es decir 
los datos antes observados no muestran que hay más de 70 mil planes 
sociales en marcha. Y estas son familias que no pueden incorporarse 
al proceso productivo y se encuentran en una situación de vulnerabili-
dad. De los 70.470 planes vigentes en 2007, 59.630 corresponden a los 
beneficiarios del Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados (PJJHD), 
9.666 al Programa de Emergencia Comunitaria y 1.174 al plan Mayores 
(La Nación, 2007). Si se multiplicase por cinco, considerando que son 
el número de integrantes promedio de las familias beneficiarias, podría 
decirse que casi 352.350 personas viven de la ayuda oficial en una pro-
vincia cuya población total alcanza los 984.446 habitantes. Entre los de-
partamentos con mayor porcentaje de hogares beneficiarios del PJJHD 
se encuentran Bermejo (80,8%), Libertador General San Martín (71%), 
Sargento Cabral (61,6%), O’ Higgins (58,4%), 1º de Mayo (53,3%), 25 de 
Mayo (50,8%), San Fernando (45,4%), Independencia (44,3%), General 
Belgrano (42,9%), 12 de octubre (42%), 2 de abril (41,7%), Fray Justo 
Santa María de Oro (40,6%), Presidencia de la Plaza (40,5%), General 
Güemes (40,5%) y Comandante Fernández (40%) (PNUD, 2005).
La propagación del cultivo de soja tampoco parece haber gene-
rado impactos positivos en problemáticas tan vinculadas a la pobreza 
como lo es la desnutrición infantil. Durante el año 2007 el 4,8% de los 
bebés que tenían hasta un año de vida mostraban signos de falta de ali-
mentación. Si el rango erario fuese ampliado hasta los dos años, aquel 
porcentaje crecería hasta ubicarse en el 14,6% (Página 12, 2008 b).
En síntesis, hasta el momento hemos visto que en la última dé-
cada en la provincia de Chaco se produjo una expansión de la agricul-
tura industrial liderada por el cultivo de la soja transgénica. Asimismo, 
hemos señalado que en los últimos cinco años esta provincia tuvo altas 
tasas de crecimiento incluso mayores al promedio nacional, pero los 
niveles de pobreza e indigencia no han mejorado, como tampoco lo 
han hecho los indicadores de otros fenómenos que están fuertemente 
vinculados a esas problemáticas (desigualdad, desnutrición, empleo).
Ahora bien ¿qué aspectos del proceso de sojización pueden ex-
plicar la relación entre la producción de pobreza y el crecimiento eco-
nómico? 
Para analizar el proceso de producción de pobreza vinculado a la 
expansión del monocultivo de soja transgénica en Chaco analizaremos 
los siguientes ejes: 1) Nuevos actores 2) Procesos de concentración en 
la propiedad, la producción y la ganancia; 3) Éxodo rural y 4) Degra-
dación ambiental. 
En términos generales los tres primeros elementos se relacionan 
con la producción de pobreza presente; mientras que el último lo vin-
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culamos principalmente a lo que podríamos denominar producción de 
pobreza futura.
nueVos actoRes y RuptuRa del VÍnculo tRadicional 
tieRRa–campesino
La expansión del cultivo de soja transgénica en el Chaco comenzó en el 
año 1999, en un contexto en el cual los bajos precios internacionales y 
las malas condiciones climáticas habían llevado a muchos chaqueños 
a abandonar el algodón. Si bien en el caso del algodón también se 
estaba ante una situación de monocultivo, el paso al monocultivo de 
soja generó cambios profundos en los modos y en las escalas de pro-
ducción. La caída del algodón perjudicó principalmente a los peque-
ños productores, quienes se habían endeudado fuertemente porque 
preveían que la demanda de algodón y sus precios se mantendrían 
en el mediano y largo plazo. Los productores medianos y grandes, en 
cambio, estaban en condiciones de aprovechar la reducción de costos 
que suponía el cultivo de soja RR y lo adoptaron con rapidez, aunque 
en muchos casos se trató de productores que no eran oriundos de esta 
provincia. 
Productores de otras provincias, principalmente de Santa Fe, 
Córdoba y Buenos Aires quienes se encontraban en condiciones de 
aprovechar el negocio sojero, comenzaron a comprar o a alquilar tie-
rras en Chaco, lo cual condujo a un proceso de ampliación de la frontera 
productiva pampeana. La expansión del cultivo de soja no se dio sólo 
sobre tierras agrícolas sino también se produjo en áreas con vegetación 
natural. Varias investigaciones denuncian que entre 1994 y 2007 Chaco 
ha malvendido el 80% de sus tierras fiscales a sociedades anónimas de 
las tres provincias antes mencionadas, a precios tan irrisorios como 
$1,14 por hectárea (Agroar, 2008). 
Si se analizan los datos de los CNA de 1988 y 2002 correspondien-
tes a los departamentos antes mencionados en los cuales altos porcen-
tajes de hogares perciben algún tipo de plan o ayuda estatal, se observa 
que pese a la reducción en la cantidad de explotaciones agropecuarias 
(EAP)7, en la mayoría de ellos han proliferado las SRL, SA, SCA como 
tipo jurídico del productor, lo cual puede indicar una mayor presencia 
de empresas agrícolas, pooles de siembra, fondos de inversión8, etc. A 
7 La reducción de las EAP no se produjo en los siguientes departamentos: Bermejo, In-
dependencia, General Güemes y 25 de Mayo.
8 Los fondos comunes de inversión combinan en su interior a inversionistas privados, ope-
radores técnicos y un management que incluye consultores, administradores, bancos audi-
tores, etc. (Giarraca y Teubal; 2005). En los fondos de inversión los pequeños y medianos 
productores no participan sino de manera indirecta, simplemente alquilan sus tierras.
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nivel provincial entre 1988 y 2002 se produjo un aumento del 76% en 
esta categoría jurídica.
Otro cambio importante que se observa a través de los datos cen-
sales es que en la mayoría de los departamentos se produjo un aumento 
de superficie de las EAP que se encuentran en arrendamiento. A nivel 
provincial ese aumento fue del 93% entre 1988 y 2002.
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La agricultura industrial que introdujeron los nuevos actores y 
los productores más capitalizados tuvo fuertes repercusiones. 
En primer término se produjo una ruptura en el vínculo entre 
productor y tierra, la lógica excluyente pasó a ser la maximización de 
ganancias aún a costa del deterioro irreparable de la tierra y demás 
recursos naturales. 
Las grandes explotaciones buscan una alta rentabilidad en el 
corto plazo, es decir se guían por la racionalidad costo-beneficio, sin 
embargo entienden por costo sólo los gastos en que incurren para llevar 
adelante la producción y no consideran los costos no monetarios como 
pueden ser la pérdida de biodiversidad, la contaminación del suelo y del 
aire. Esta racionalidad no es la misma que tenía el pequeño campesino 
para quien la tierra era el legado más importante que podría dejarle a 
sus hijos y por tanto se preocupaba por conservarla. En este sentido 
Craviotti en referencia a la presencia de nuevos actores señala: “alguna 
de estas nuevas modalidades productivas estarían poniendo en eviden-
cia una ruptura entre agricultura y territorio, con efectos importantes 
de carácter social y ambiental” (2007: 167).
Asimismo la llegada de estos nuevos actores “atraídos por los 
bajos precios de la tierra, generó la ruptura de la cadena comercial 
en las localidades del interior, por cuanto la renta agrícola se salió del 
circuito local” (Valenzuela, 2005). Incluso el Banco Mundial sostiene 
que “el ingreso generado por esta actividad económica fue fundamen-
talmente de naturaleza privada, altamente concentrado y en muchos 
casos fue repatriado a otras zonas. A esto podría sumarse el aumento 
de más del 50% en la proporción de la superficie arrendada entre 1988 
y 2002 en el área bajo estudio. Los contratos de arrendamiento a me-
nudo involucran a empresas que no son locales, las que distribuyen los 
beneficios a sus inversores, que en muchos casos residen fuera de la 
región” (2006: 89).
Los nuevos actores explican en parte el vínculo entre producción 
de soja y producción de pobreza en la medida en que son empresas 
agrícolas, fondos de inversión, pooles de siembra, etc. que pudieron 
“aprovechar un conjunto de circunstancias favorecedoras: las posibi-
lidades que ofrece el marco jurídico-financiero […] los beneficios de 
las tecnologías aplicadas a la soja, con siembra directa que redujo los 
tiempos operacionales; la situación de crisis experimentada por vas-
tos sectores de pequeños y medianos productores, especialmente en 
la segunda mitad de la década del noventa que se tradujo en un fuerte 
endeudamiento y baja de los precios de la tierra, y el posterior repunte 
de los cultivos orientados a la exportación, gracias a la demanda exter-
na y a la devaluación de la moneda argentina” (Craviotti, 2007:166) y 
que actualmente realizan una agricultura que es intensiva en capital, 
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lo cual genera que se establezcan pocos vínculos con la población local. 
Asimismo estos grandes productores en no pocas oportunidades son 
meros arrendatarios, lo cual genera un menor compromiso ambiental 
con su entorno y además, al ser oriundos de otras provincias, suelen 
invertir sus ganancias en otras regiones.
 
concentRación de la pRopiedad y de la pRoducción
La presencia de esos nuevos actores está fuertemente vinculada a la 
concentración de la propiedad y de la producción de soja, caracterís-
tica que no sólo está presente en esta provincia sino también a nivel 
nacional y que, además, es uno de los factores centrales en la relación 
soja y pobreza.
De acuerdo a los Censos Nacionales Agropecuarios entre 1988 
y 2002 desaparecieron 4.386 explotaciones agropecuarias en esta pro-
vincia, mientras que la superficie agropecuaria en el mismo período 
aumentó de 5.324.518 hectáreas en 1988 a 5.899.732 hectáreas en 2002. 
Al analizar los datos censales se verifica que entre 1988 y 2002 se pro-
dujeron otros cambios profundos en la estructura agropecuaria de 
Chaco.
En primer lugar hubo una importante disminución en el número 
de explotaciones sin límites definidos, las cuales en 1988 constituían el 
17,33% del total de explotaciones mientras que en 2002 ese porcentaje 
sólo alcanzaba el 7%. Esta disminución es importante en la medida 
en que “las Explotaciones Agropecuarias (EAP) sin límites definidos 
son aquellas integradas por parcelas sin delimitación precisa. Por lo 
general, estas tierras forman parte de una unidad mayor que puede ser 
un campo comunero, una comunidad indígena, un parque o reserva 
nacional u otro tipo de tierra fiscal o privada” (Dirección General de 
Estadística y Evaluación de Programas Especiales, 2002). 
En relación a las explotaciones con límites definidos se observa 
una disminución en el número de explotaciones cuya superficie oscila-
ba entre 0,1 y 25 (-886 explotaciones), mientras que el número de explo-
taciones con una superficie mayor a 200 hectáreas aumentó (+193). Un 
incremento aún más importante se produjo en el número de explotacio-
nes cuya superficie varía entre 1.000,1 hectáreas y 5.000, las cuales en 
1988 eran 863 y en 2002 alcanzaron a ser 1.091 (INDEC, 2002).
Los datos siguientes nos muestran que el proceso de sojización 
que se ha producido en Chaco durante el último decenio, estuvo fuer-
temente relacionado con la consolidación de las grandes explotaciones 
como actores principales, desplazando a las explotaciones pequeñas 
y medianas, lo cual confirma las presunciones hechas en el apartado 
anterior a partir de los datos sobre el tipo jurídico del productor.
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En el caso de la provincia de Chaco, conforme lo demuestran los 
datos del CNA 2002, el 42% de la superficie implantada con oleaginosas 
corresponde a EAPS de más de 1.000 hectáreas, es importante aquí 
volver a señalar que la soja supera ampliamente al girasol en superficie 
implantada y que ambos explican prácticamente la totalidad de la su-
perficie sembrada con aquel tipo de cultivo. 
Esta concentración en la producción genera naturalmente una 
concentración en el ingreso y, en la medida en que demanda escasa 
mano de obra, las ganancias no se reflejan en una mejora de las condi-
ciones de vida de la mayor parte de la población ya que ésta queda al 
margen de la producción. 
La escasa demanda de mano de obra se vincula a la utilización 
del paquete tecnológico sojero (semillas, fertilizantes, herbicidas y sis-
temas de siembra de alto rendimiento) el cual al simplificar las tareas y 
establecer altos niveles de mecanización en las diferentes labores, tiene 
una exigua necesidad de trabajo humano. La expansión del cultivo de 
soja está fuertemente asociada a la siembra directa, la cual permite 
sembrar sobre el resto del cultivo anterior (rastrojo), reemplazando las 
tareas de labranza por insumos químicos. Un estudio del Grupo de 
Estudios Rurales (UBA) plantea que “las técnicas de ‘siembra directa’ 
utilizadas en la soja transgénica disminuyen entre el 28 y el 37% el uso 
de mano de obra” (citado en Teubal, 2006:89).
Al respecto, los censos nacionales agropecuarios de 1988 y 2002 
muestran fuertes variaciones en la cantidad de personas que trabajan 
en forma permanente en las EAPs. Mientras que en 1988 el total de 
personas que trabajaban de manera permanente era 46.288, en 2002 los 
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trabajadores permanentes sólo alcanzaban a ser 19.636. Teubal analiza 
esta característica de la producción de soja transgénica y sostiene que 
la reducción en el número de explotaciones “refleja la desaparición de 
la agricultura familiar en el país. Si bien ya se venía manifestando la 
desaparición de los productores medianos y pequeños como parte del 
proceso general de concentración, la irrupción de la soja transgénica 
involucró un sistema productivo que aceleró marcadamente estos cam-
bios. La expulsión masiva de productores agropecuarios –y, en muchos 
casos, su transformación en rentistas que no laboran su tierra– con-
tribuyó a la mutación del sector en una agricultura sin agricultores” 
(2006:81; énfasis original).
El paquete sojero tiene asimismo otras consecuencias como la 
pérdida de autonomía decisoria de los productores, quienes sufren una 
nueva dependencia, al convertirse en simples consumidores del paquete 
tecnológico, de la maquinaria y en clientes habituales de los “perpetra-
dores”, en este caso nos referimos a quienes ofrecen servicios terceriza-
dos (los asesores, gerenciadores, fumigadores, etc.). A partir de datos 
del CNA 2002, pude estimarse que el 27% de las EAPS que poseen una 
superficie de hasta 200 hectáreas reciben algún tipo de asesoramiento 
técnico externo. Si bien esta dependencia se ve en todos los niveles, clara-
mente son las grandes explotaciones las que utilizan más estos servicios. 
Conforme lo plantea Obschatko “el asesoramiento técnico se vuelve más 
necesario por la dimensión de las operaciones que se realizan” al mismo 
tiempo que “el volumen de las cosechas y el capital invertido requieren 
cubrir los riesgos en los mercados de futuros”, a los cuales tienen acceso 
los grandes productores (citado en Craviotti, 2007).
La pérdida de autonomía en los productores medianos y peque-
ños, puede explicarse en mayor medida por la creciente concentración 
que se produjo en el sistema agroalimentario9, según Teubal esa es la 
razón por la cual “los productores agropecuarios –fundamentalmen-
te los medianos y pequeños, pero también los campesinos– tienden a 
perder su autonomía de gestión, o sea, la capacidad para negociar en 
términos más favorables precios, créditos y otras condiciones de oferta 
para su producción” (2006:78). 
La concentración de la producción también se vincula con el des-
plazamiento de otros cultivos, en el caso de Chaco fue principalmente el 
algodón. La producción de pobreza se relaciona con el desplazamiento 
9 Por sistema agroalimentario entendemos el espacio socioeconómico que incluye la 
producción agropecuaria, la provisión de insumos agropecuarios y la comercialización, 
el procesamiento industrial, la distribución y el consumo final de alimentos, o bien, su-
cintamente, la red de relaciones que se gestan en torno de la producción y el acceso a la 
alimentación (Teubal y Rodríguez, 2002: 65).
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de la actividad algodonera en la medida en que el boom sojero produ-
jo que se desmantelara la infraestructura industrial (según la SGAyP 
(2000) el 85% del algodón se procesaba en Chaco y el 15% restante 
era trasladado a Corrientes y Santa Fe) y más de 3.000 operarios que 
trabajaban en las desmontadoras perdieran su empleo. Es conveniente 
en este punto aclarar que a diferencia del algodón, que no se comer-
cializaba internacionalmente porque se destinaba completamente al 
desmontado, la soja no es procesada en esta provincia, por lo cual en 
ese sentido no hay un eslabonamiento hacia adelante.
Por otra parte, en varios departamentos de Chaco la producción 
de algodón estaba asociada fuertemente al pequeño productor, según 
un análisis de la SAGyP: “Si se analiza la importancia de las distintas 
fuentes de ingresos para estos pequeños productores (considerando los 
monetarios y valorizando los ingresos en especie), se encuentra que la 
producción algodonera aporta el 48% del total, la producción de auto-
consumo –huerta principalmente–, el 23%, y el trabajo asalariado, el 
19%. Teniendo en cuenta la conformación de los ingresos, el estrato 
de pequeños productores de hasta cinco hectáreas podría ser defini-
do como de “asalariados con tierra”, ya que la producción algodonera 
aporta el 32% de sus ingresos, el trabajo asalariado, el 30%, y la produc-
ción de autoconsumo, el 29%” (Tsakoumagkos et al., 2000).
Como puede observarse, el vínculo entre la producción de soja 
y la producción de pobreza también se explica por dos fenómenos 
fuertemente relacionados a los nuevos actores. Nos referimos a la con-
centración de la propiedad y principalmente a la concentración de la 
producción. 
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La consolidación de las grandes explotaciones tiene como con-
tracara la desaparición de los establecimientos pequeños y medianos 
con límites definidos, así como la brusca disminución de las explota-
ciones sin límites definidos (de particular importancia porque en la 
mayoría de los casos son tierras pertenecientes a una unidad mayor que 
puede ser un campo comunero, una comunidad indígena, etc.). Por su 
parte, la concentración en la producción se explica por la centralidad 
que adquiere la escala en este tipo de agricultura, lo cual genera con-
centración del ingreso en la medida en que, por ser intensiva en capital, 
demanda escasa mano de obra. Al ser los grandes productores quienes 
deciden qué actividad se llevará a cabo y, por tanto, al presentarse la 
lógica de maximizar ganancias como la única posible, el avance de 
la soja también supone el abandono de otras actividades que podrían 
generar eslabonamientos y por tanto mejoras (sustanciales o no) en la 
población.
éxodo RuRal Relacionado con la expulsión de los 
pueblos oRiGinaRios y la conVeRsión de pequeños 
y medianos pRoductoRes en aRRendataRios
Las causas del crecimiento de las ciudades pueden deberse a dos moti-
vos principales. Por el crecimiento económico de los centros urbanos, 
lo cual genera que se transformen en centros de atracción para pobla-
ciones del interior; o porque esos centros se convierten en meros recep-
tores ante situaciones desfavorables que se dan en otras regiones. En el 
caso de Chaco los movimientos migratorios actuales parecen responder 
a esta última razón. Principalmente la concentración de la producción 
y la ausencia de empleo, factores asociados al modelo sojero, generaron 
los movimientos migratorios de la última década. La capital del Chaco, 
Resistencia, ha recibido en el último quinquenio aproximadamente a 
1.200 familias por año provenientes del éxodo rural (Mignone, 2000). 
De los 984.446 habitantes de la provincia el 79,7% se encuentra en los 
centros urbanos, mientras que alrededor de 200.000 personas viven en 
el ámbito rural (INDEC, 2000).
Si se consideran los datos censales se observa que entre 1988 y 
2002 se produjo una disminución en la cantidad de personas que resi-
den en las EAPs de 82.918 a 75.974. 
“Desde el punto de vista social, debe tenerse en cuenta que las 
explotaciones mixtas e intensivas son las que arraigan a los productores 
y sus familias a la tierra. La descontrolada ‘agriculturización’ motiva-
da por el cultivo de soja, fue desplazando a los productores e hizo que 
abandonaran sus chacras, tambos, y pequeñas producciones regionales 
de alto interés social, que daban fisonomía a un campo diversificado y 
con una sólida estructura sociocultural y que debieran refugiarse en 
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los centros poblados, mudando de actividad los que pudieron y los que 
no padecen el desempleo, la pobreza y la marginalidad” (Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, 2008: 5).
Incluso el Banco Mundial en su informe Agricultura y Desarrollo 
Rural en Argentina sostiene, en relación a las migraciones, que “hay 
evidencia en NOA y NEA (por ejemplo, en el Chaco) de que muchos 
productores se ven obligados a abandonar la actividad agrícola en con-
diciones difíciles, sin capital humano o financiero que allane la transi-
ción” (2006: 16).
Uno de los grandes problemas es que el paquete sojero y los altos 
precios de esa commodity, convirtieron a tierras antes consideradas 
marginales en objeto de interés de los nuevos actores tales como las 
empresas agrícolas, los fondos de inversión, etcétera.
Razón por la cual aumentaron los conflictos por el control de 
la tierra. Las poblaciones más afectadas han sido sin lugar a duda los 
tobas, wichis y mocovíes. Los tobas conforman la comunidad más nu-
merosa 29 mil habitantes aproximadamente, mientras que los wichis 
y los mocovíes son comunidades de 6.500 personas cada una. Todos 
ellos se encuentran en condiciones de extrema pobreza. A estos pueblos 
originarios y a los pequeños campesinos les correspondían, conforme 
lo establece la Constitución provincial10, las tierras fiscales antes men-
cionadas que fueron vendidas a los empresarios sojeros. Incluso en el 
año 2000/01, en el Departamento de Bermejo, se vendió un cementerio 
toba para convertirlo en un campo donde se produce soja.
En los casos en los cuales los antiguos propietarios poseen los 
títulos de propiedad, la opción para los grandes capitales es transfor-
mar a los pequeños y medianos productores en arrendatarios, lo cual 
también tiene profundos efectos socioeconómicos y ambientales. Los 
alquileres por hectárea varían entre los $120 a $250 según la zona, por 
año o se determina un porcentaje de la producción que oscila entre 
el 16% y el 18%. Uno de los elementos que vincula más fuertemente a 
10 La Constitución provincial establece: Artículo 42: El régimen de división o adjudica-
ción de la tierra pública será establecido por ley, con sujeción a planes de colonización, 
con fines de fomento, desarrollo y producción que prevean: 1) La distribución por unida-
des económicas de tipo familiar, de acuerdo con su calidad y destino. 2) La explotación 
directa y racional por el adjudicatario. 3) La entrega y adjudicación preferencial a los 
aborígenes, ocupantes, pequeños productores y su descendencia; grupos de organiza-
ción cooperativa y entidades intermedias sin fines de lucro. 4) La seguridad del crédito 
oficial con destino a la vivienda y a la producción, el asesoramiento y la asistencia técni-
ca. 5) El trámite preferencial y sumario para el otorgamiento de los títulos o el resguardo 
de derecho, una vez cumplidas las exigencias legales por parte de los adjudicatarios. 6) 
La reversión a favor de la Provincia, por vía de expropiación, en caso de incumplimiento 
de los fines de la propiedad, a cuyo efecto la ley declarará de interés social la tierra adju-
dicada, o la disolución del contrato, en su caso.
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esta situación con la producción de pobreza, es que los arrendatarios al 
intentar maximizar su ganancia generalmente no siguen las reglas para 
lograr una producción sustentable. Como consecuencia del mal uso 
y del abuso de agroquímicos, así como también por falta de rotación 
de cultivo, etc. el capital en concepto de tierra del propietario y de las 
futuras generaciones se va socavando.
Pero además, como plantea Foschiatti, “la migración rural encie-
rra una serie de situaciones desfavorables tanto para las ciudades como 
para los propios migrantes que deben soportar situaciones de incerti-
dumbre y de fragilidad de su inserción en el medio” (2008:8). 
Como puede observarse estamos frente a un proceso de produc-
ción de pobreza en la medida en que las víctimas tienen escasas o nulas 
posibilidades de revertir su situación. 
La producción de soja generó una gran presión sobre la propie-
dad de la tierra, los grandes productores e incluso los capitales extra-
agrarios como los fondos de inversión condujeron a una expulsión de 
los pequeños y medianos productores y a un arrinconamiento de los 
pueblos originarios. Si bien en muchas ocasiones los pequeños y sobre 
todo los medianos productores tuvieron la posibilidad de convertirse 
en rentistas, en muchos otros, en los cuales había posesión pero no 
dominio de la tierra, la expulsión fue más brutal y estos habitantes ru-
rales terminaron habitando asentamientos precarios alrededor de los 
centros urbanos más importantes. 
deGRadación ambiental
La expansión del monocultivo de soja no sólo generó que miles de per-
sonas fuesen expulsadas, sino que también trajo aparejados graves 
cambios climáticos, que son fuentes potenciales de pobreza.
Si bien la región se caracteriza por su variabilidad climática, en 
los últimos años esta característica se ha acentuado. Fenómenos como 
la sequía y las inundaciones han sido un grave inconveniente para los 
habitantes de esa provincia y se han producido de forma impredecible 
en un lapso de tiempo muy breve. Son varios los estudios que señalan 
que uno de los factores determinantes de esta situación ha sido el des-
monte vinculado a la expansión de la frontera agropecuaria. Este año 
en el norte de la provincia hubo 12.000 evacuados en las localidades 
de El Sauzalito, El Pintado y Fuerte Esperanza por causa de las inun-
daciones; mientras que en las regiones del oeste y del sudoeste la pro-
blemática giraba en torno a la falta de lluvias que afectó a la población 
durante varios meses.
Cabe señalar que en la última década en las tres provincias don-
de hubo mayor deforestación fueron: Chaco, Salta y Santiago del Estero 
y en todas ellas se ha experimentado un avance del cultivo de soja.
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El desmonte conlleva a la pérdida de ecosistemas que cumplen 
funciones y brindan servicios centrales para la sociedad, nos referimos 
a las funciones biológicas, reguladoras de clima, protectoras del suelo, 
así como a las culturales y recreativas. La degradación de los bosques 
genera indefectiblemente un aumento de los procesos erosivos y del 
peligro de desertificación, pérdida de la calidad del agua, pérdida de 
diversidad biológica, etcétera. 
Varias investigaciones demuestran que con la siembra directa, a 
pesar del incremento de la cobertura, la estructura de los suelos puede 
erosionarse fuertemente. Esto sucede cuando la cobertura por rastrojo 
es reducida, lo cual ocurre con la soja ya que el rastrojo dejado por 
ella es bastante escaso y no puede cubrir el suelo de forma adecuada 
si no se realizan rotaciones entre cereales y oleaginosas (Altieri y Pen-
gue, 2005). La degradación de los suelos también acontece porque no 
se fertiliza, lo cual genera una reducción en los niveles de fósforo. Si 
bien en varios documentos se advierte que “el cultivo de soja tiene las 
características de ser un cultivo extractivo de nutrientes del suelo que 
exige una práctica de rotación determinada según la zona y a su vez, 
en ciertos suelos no es aconsejable a pesar de sus buenos resultados 
económicos a corto plazo”, el avance de la soja no se detiene. De tal 
forma que, “el crecimiento económico de la agricultura ocurre a costa 
del empobrecimiento del recurso suelo” (Ministerio de Medio Ambiente 
y Desarrollo Sustentable; 2008).
El desmonte no es el único problema ambiental que trajo apa-
rejado el boom sojero ya que, la utilización continua del glifosato ha 
hecho que surjan supermalezas que no están pudiendo ser erradicadas, 
lo cual genera un espiral ascendente porque los productores vuelven a 
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utilizar agroquímicos que habían sido abandonados por su alto nivel de 
toxicidad. Sobre este efecto del avance del monocultivo de soja Teubal 
sostiene: “existen consecuencias ambientales cuando se rocían campos 
enteros con glifosato desde el aire, que perjudican tanto la producción 
como la salud de miles de vecinos linderos; cuando se hace tábula rasa 
con la yunga del norte del país y se impulsa la pérdida de la biodiversi-
dad; cuando se desplazan, muchas veces con extrema violencia, a miles 
de productores agropecuarios de la tierra en la que vivieron durante 
años” (2006:80).
Tal como puede apreciarse la producción de pobreza no sólo es 
presente, sino que muy probablemente se extienda y agrave en el tiempo 
en la medida en que los recursos vitales para la vida y para el desarrollo 
de la sociedad están siendo dilapidados.
ReFlexiones Finales
El caso de la provincia de Chaco permite demostrar que en ciertas oca-
siones el crecimiento económico se da conjuntamente con un proceso 
productor de pobreza.
Si bien existen otras condiciones en las que se verifica que creci-
miento y pobreza pueden coexistir, la especialización del monocultivo 
de soja es un claro ejemplo de la existencia de “procesos productores 
de pobreza”.
El vínculo entre producción de pobreza y expansión del monocul-
tivo de soja está mediado por la alta concentración en la propiedad, pro-
ducción e ingreso; la escasa demanda de mano de obra fruto del paquete 
tecnológico asociado, como así también de la degradación ambiental 
que genera. Este fenómeno no es completamente novedoso en la medida 
en que existen elementos de continuidad con la intensificación produc-
tiva característica de la primera mitad de la década del noventa, pero sí 
puede plantearse que la creciente demanda internacional, los avances 
tecnológicos y la irrupción del capital en el agro a través de los nuevos 
actores (pooles de siembra, empresas agrícolas, fondos de inversión, 
etc.) muestran que el modelo se ha profundizado y por tanto también lo 
ha hecho el proceso de producción de pobreza (Craviotti, 2007).
El modelo sojero no implicó solamente una reducción en el nú-
mero de productores, sino que produjo profundas transformaciones 
cualitativas, es decir implicó un cambio en el peso relativo de los es-
tratos aumentando el poder de los grandes productores y dio lugar a la 
emergencia de nuevos actores que establecen relaciones muy distintas 
a las que establecían los pequeños y medianos productores con su en-
torno. En este sentido puede plantearse: “[…] la intensificación de la 
agricultura industrial es un hecho exitoso, justamente porque no in-
cluye ni paga ninguno de los costos ambientales y sociales que genera” 
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(Pengue, 2008:4). Paralelamente a la creciente presencia de grandes 
productores, el proceso de sojización expulsa población rural porque 
se tecnifica y requiere cada vez menos mano de obra. Generalmente la 
falta de empleo rural fomenta migraciones hacia los principales centros 
urbanos, en los cuales hay una creciente demanda de empleo, vivien-
da y demás servicios sociales, insatisfecha. La presión ejercida por la 
mayor población explica en parte la progresiva precariedad, informali-
dad e inestabilidad que existe en el mercado de trabajo urbano, la cual 
incrementa la pobreza urbana y genera “procesos de acumulación de 
desventajas económicas y sociales que se concentran principalmente en 
determinados colectivos sociales” (Ziccardi, 2008).
La producción de pobreza vinculada al proceso de sojización, 
también se genera en un nivel macro. Este complejo agroalimentario 
tiene una fuerte orientación hacia el mercado externo, prácticamente la 
totalidad de su producción (en cualquiera de sus formas, léase granos, 
harinas o aceites) se exporta. Tanto la oferta como la demanda mun-
dial, presentan altos grados de concentración y el precio internacional 
es una variable dada para nuestro país, sobre la cual no parece poder 
ejercer ninguna influencia. De esta forma, queda configurado un es-
cenario de vulnerabilidad para la Argentina, país al cual se le impone 
crecientemente la necesidad de contar con una demanda externa en 
continua expansión para colocar la producción. Cualquier cambio en 
los mercados internacionales, en la demanda o en los precios, repre-
sentaría un fuerte shock para nuestro país. La alta dependencia de 
los mercados externos es un elemento central a la hora de debatir si la 
especialización en el cultivo de soja puede generar o no procesos pro-
ductores y/o reproductores de pobreza.
Asimismo, a nivel nacional, el vínculo entre producción de soja 
y producción de pobreza se explica también por los cambios operados 
en el sistema agroalimentario en conjunto, nos referimos a la creciente 
integración vertical y concentración que se produjo en la industria de 
semillas, de insumos, de alimentos, de comercialización y de distribu-
ción; como así también al desplazamiento de cultivos tradicionales que 
aseguraban la soberanía alimentaria.
Hemos intentado mostrar brevemente cómo la reconversión pro-
ductiva que se dio en el Chaco a partir del boom sojero profundizó 
un proceso productor de pobreza que dejó a grandes fracciones de la 
población empobrecidas y excluidas. Debiera considerarse que las con-
secuencias de este modelo afectarán a las futuras generaciones gra-
vemente, limitándoles seriamente las posibilidades de alcanzar cierto 
nivel de desarrollo. 
En este trabajo intentamos demostrar que este modelo no contri-
buye a un crecimiento sostenible ni sustentable, ni en términos ambien-
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tales, ni en términos económicos y menos aún en términos sociales. Al 
igual que Javier Rodríguez (2008) entendemos que “el argumento de 
la especialización para una mayor eficiencia pretende ocultar la inten-
ción de autoexcluirse de cierto tipo de producción que no participe en 
la producción de productos agropecuarios” perpetuando la pobreza al 
interior del país, así como nuestra dependencia a nivel internacional. 
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